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A lo largo de su existencia, la humanidad ha arrastrado consigo 
innumerables conflictos que han afectado de manera profunda su curso. Y es a raíz de 
esos conflictos que se han cometido una gran cantidad de crímenes que 
lamentablemente han permanecido en la impunidad no porque no existan disposiciones 
legales que los prohíban, sino porque hace falta un órgano judicial que los aplique.  
 
Desde los años 1800, debido a las situaciones de constante violación de los 
Derechos Humanos, se planteó la necesidad de crear un Tribunal especial que conociera 
estas causas con carácter de responsabilidad individual. Pero es hasta  finales de la II 
Guerra Mundial, en 1945, que se creó el Tribunal Militar Internacional que juzgó en 
Nuremberg, Alemania, a los criminales de la guerra Nazi. En estos juicios conocidos 
como los Juicios de Nuremberg, se tipificaron una serie de crímenes tales como “el 
asesinato, exterminación, esclavitud, deportación, y otros actos inhumanos cometidos en 
contra de cualquier población civil, antes o durante la guerra, o las persecuciones por 
motivos políticos, raciales o religiosos” (Estatuto del Tribunal Militar Internacional, 
Artículo 6c). 
 
Después de los Juicios de Nuremberg y Tokio el Consejo de Seguridad de la 
ONU creó los tribunales especiales que en 1993 y 1994 juzgaron los casos de la ex 
Yugoslavia y Ruanda. Pero esos fueron tribunales específicos, de duración limitada. Es 
por ello que en la ciudad de Roma en el año 1998, se crea el Estatuto de la Corte Penal 
Internacional por representaciones de la mayor parte de los países miembros de las 
Naciones Unidas. Este tratado conocido como Tratado de Roma, plantea la necesidad 
de crear una Corte Penal de carácter Internacional como órgano permanente y de 
jurisdicción general.  
 
La creación de este Tribunal mundial significa un gran avance del Derecho 
Internacional, pues no solamente es un mecanismo de protección del Derecho 
Internacional Humanitario y los Derechos Humanos, sino que además representa el 
reconocimiento del principio de que los actos de ofensa a la humanidad deben ser 
juzgados y castigados, independientemente del lugar donde ocurran y el cargo que 
ostente el victimario, y que evitar su repetición es responsabilidad del conjunto de las 
naciones. Esto es muy importante para el avance del Derecho Internacional Humanitario 
y los Derechos Humanos así como también para la paz, la seguridad internacional y el 





El Estatuto de la Corte entró en vigor el 1 de Julio de 2002 y hasta la fecha  
ha sido ratificado por 92 países.  Es a partir de su entrada en vigor que la Corte en virtud 
del principio de No Retroactividad de la Ley que cabe sólo en materia penal cuando 
beneficia al reo, podrá hacer efectivos los juicios que se le presenten una vez entrado en 
vigor su Estatuto. En el caso de Israel y los Estados Unidos quienes firmaron el Estatuto 
de Roma el 31 de Diciembre de 2002, han expresado posteriormente su posición de no 
ratificarlo puesto que la Corte podría representar, según palabras del Presidente George 
W. Bush, “una situación de riesgo inaceptable” a los funcionarios y militares que 
participan en misiones internacionales en todo el mundo, porque podrían ser objeto de 
denuncias “por razones políticas”.1  
 
Esta posición podría resultar perjudicial para el funcionamiento de la Corte, 
ya que los Estados Unidos siendo la primera potencia mundial, tiene la capacidad de 
influir en cualquier asunto internacional que sientan que afecta sus intereses nacionales. 
Por otro lado se ha asignado como un estado policiaco dentro de un sistema 
internacional anárquico, el cual carece de una autoridad central con poder coercitivo 
capaz de velar por el cumplimiento de las normas de Derecho Internacional. 
 
Por tanto se le dificultará a la Corte investigar y procesar judicialmente 
todos los casos de crímenes cometidos que sean de su competencia.  
 
En otras palabras Estados Unidos al negarse a ratificar el Estatuto de Roma, 
que crea la Corte, está negando al mismo tiempo principios internacionales que son 
parte fundamental de las Naciones Unidas y tratados internacionales convenidos en el 
seno de esta organización de los cuales ellos forman parte.  
 
 Es necesaria la existencia de una Corte Penal Internacional de carácter 
permanente que se haga cargo de asuntos de responsabilidad penal individual y de los 
crímenes más graves que puedan cometer los individuos: genocidio, crímenes de lesa 
humanidad, crímenes contra la paz y crímenes de guerra. Como vemos la jurisdicción 
de la Corte abarca competencias que no tiene la Corte Internacional de Justicia y todos 
los países principalmente los Estados Unidos,  deberían ratificar el Tratado de Roma 
para velar por la protección del Derecho Internacional Humanitario y los Derechos 
Humanos así como la Justicia. Por todo lo anterior, se justifica nuestro tema de 
investigación titulado: “Los Obstáculos de la Corte Penal Internacional ante la 
negativa de ratificación de Estados Unidos”.  
                                                 
1 “Bush descarta firmar Estatuto de la Corte Penal Internacional.”  La Prensa. Edición No. 22778. 3 de 





El método que utilizamos para desarrollar la monografía es el de 
investigación documental con una técnica analítica-descriptiva. El análisis es la pieza 
clave para producir el trabajo de investigación y muchos elementos tanto jurídicos y no 
jurídicos serán tomados en cuenta. Algunos estudios anteriores han tocado el tema de 
la Corte Penal Internacional centrándose en sus antecedentes, creación, estructura y 
competencia y muy pocos han realizado un análisis profundo sobre los obstáculos que la 
Corte podría tener en el ejercicio de sus competencias en un futuro. El análisis del 
impacto de la no ratificación del Tratado de Roma por los Estados Unidos y la 
necesidad de que formen parte de la Corte es el valor agregado de  este proyecto 
monográfico. 
 
El beneficio de este trabajo no se limita a docentes o estudiosos de la 
materia ni a estudiantes de la carrera de Ciencias Sociales (Derecho, Ciencias Políticas, 
Relaciones Internacionales, etc), sino que también  puede ser utilizado por quienes crean 
y aboguen por el Derecho Internacional  y estén interesados en temas relacionados al 
ejercicio penal del Derecho. Más aún podría llegar a quienes tienen una opinión pública 
y contribuir así al debate acerca de la necesidad de tener una Corte Penal de jurisdicción 
universal con todos los países cooperando. En fin es una investigación con un fin social 
de promover los derechos humanos y crear conciencia de lo importante que es esta 
Corte para lograr la justicia y el respeto por la dignidad de los seres humanos. 
 
En este trabajo proporcionaremos un detallado marco sobre los conceptos 
básicos que se hacen relevantes para una mejor comprensión del mismo, además de 
hacer una importante síntesis sobre lo que es el Tratado de Roma para conocer el 
funcionamiento de la Corte Penal Internacional tomando en cuenta sus antecedentes y 
estructura, para luego analizar el impacto de las funciones de la Corte en la protección 
del Derecho Internacional Humanitario y  los Derechos Humanos así como la necesidad 
de ratificación de los Estados Unidos para el éxito de su desarrollo. Además 
estudiaremos las causas o posibles razones de los Estados Unidos para no ratificar el 
tratado y el porque debería hacerlo. Y finalmente, brindaremos los datos de mayor 
actualidad al respecto del tema, aportando nuestras conclusiones y recomendaciones al 
respecto. 
 
La investigación está estructurada en cinco capítulos los cuales contienen: 
Capítulo I: Marco Conceptual 
Capítulo II: Antecedentes de la Corte Penal Internacional 




Capítulo IV: Obstáculos de la Corte 
Capítulo V: La Corte en la actualidad 
 
El tema de la Corte Penal Internacional es un tema novedoso y reciente, por 
ello la bibliografía acerca de su futuro desempeño y de la participación de los países 
durante su desarrollo es muy difícil de obtener en nuestro país, sin embargo a pesar de 
algunas limitaciones contamos con libros diversos que profundizan sobre el tema en el 
idioma inglés, y de ellos hemos hecho nuestras traducciones. Recurrimos como fuente 
principal a informaciones encontradas en el Internet de páginas electrónicas de 
credibilidad como por ejemplo la página de Naciones Unidas o la de la biblioteca del 
Congreso de los Estados Unidos, pero también artículos y análisis elaborados por 
expertos en los distintos medios de análisis de centros de investigación nacional e 
internacional, universidades, fuentes gubernamentales, instituciones internacionales, etc. 
Realizamos, igualmente diversas entrevistas a expertos juristas y politólogos en el tema 
dentro de nuestro país, aprovechando de esta manera sus conocimientos, ideas e 
hipótesis al respecto a fin de obtener nuevas ideas y opiniones en el transcurso de la 
investigación. 
 
El Objetivo General de nuestro estudio monográfico es analizar, resaltando 
la importancia que tiene la Corte para el futuro de la justicia, el respeto al Derecho 
Internacional Humanitario y a los Derechos Humanos, enfatizando así la trascendencia 
que tiene que los Estados Unidos ratifique el Estatuto de la Corte para su buen 
funcionamiento. 
 
Para cumplir con el objetivo general es necesario desglosar los Objetivos 
Específicos con los que contamos al momento de desarrollar nuestra investigación: 
- Estudiar los antecedentes de la Corte Penal Internacional. 
- Explicar las competencias de la Corte Penal Internacional. 
- Estudiar a fondo el Estatuto de Roma que constituye la Corte 
Penal Internacional. 
- Analizar las ventajas y las razones principales que hacen de la 
Corte Penal Internacional un órgano clave para la protección del Derecho 
Internacional Humanitario y  los Derechos Humanos. 
- Analizar los posibles obstáculos y limitaciones que puede 
enfrentar la Corte Penal Internacional en sus labores; y; 
- Analizar las causas y posibles razones de los Estados Unidos para 




Nuestra hipótesis para sustentar esta investigación es el hecho de que la  
Corte Penal Internacional, que constituye un nuevo instrumento jurídico para combatir 
la impunidad y lograr el respeto y la efectividad de los derechos humanos básicos, de 
las leyes de guerra y del Derecho Internacional Humanitario, necesita para su éxito, en 
materia penal, del apoyo de todos los países y principalmente el de Estados Unidos, 






CAPÍTULO I: MARCO CONCEPTUAL 
 
En éste capítulo se incluirán todos los conceptos y principios básicos que 
faciliten un mejor entendimiento de nuestro trabajo monográfico.  
 
La consolidación de instrumentos jurídicos de responsabilidad en el plano 
internacional, es paralela al desarrollo de la Comunidad Internacional y la aparición de 
nuevos intereses comunes que han ido formando un nuevo orden supranacional. Esto 
supone por tanto un avance en conceptos tradicionales como soberanía estatal y 
territorialidad.  
   
El concepto de Soberanía entendida como un principio de Derecho 
Internacional que, en esencia, dispone que un Estado quede sujeto a cualquier limitación 
establecida por el Derecho Internacional, determinar y aplicar libremente las leyes y 
políticas que gobiernan a los pueblos y territorios bajo su jurisdicción. Es decir, que éste 
concepto ha perdido su carácter absoluto y omnipotente y se ha sometido a cambios 
fundamentales, reconociendo a los individuos como sujetos del Derecho Internacional así 
como la aceptación amplísima del concepto de interés común en la comunidad mundial. 
 
Por otro lado, el principio de Territorialidad puede definirse como aquel 
criterio que establece la aplicación con carácter exclusivo de la Ley Penal del territorio a 
todos los hechos delictivos que se cometen en el mismo. En correspondencia con esta 
afirmación es indudable que el significado genuino de este principio deriva precisamente, 
de la estimación del territorio como espacio en que la Ley Penal de un Estado descubre su 
ámbito de aplicación. 
 
La territorialidad se puede ver desde dos ángulos diferentes, pero al mismo 
tiempo complementarios. Uno es la característica de regular el ámbito espacial del Estado y 
el otro es que al aplicar este ordenamiento jurídico puede haber la posibilidad de que el 
Derecho Internacional lo limite, y debe entonces reconocer esos límites para dar paso al 
reconocimiento extraterritorial de otro ordenamiento. 
 
Este es el punto de partida en el que se asienta el Principio de Justicia o 
Jurisdicción Universal mediante el cual “los Estados se declaran competentes para 




nacionalidad de sus autores o víctimas”2. Por ello este principio va mas allá de una simple 
cooperación procesal o policial en la persecución de delitos para extenderse hacia una 
conformación de un espacio universal en el que la jurisdicción es compartida y enfocada a 
perseguir determinados comportamientos delictivos. 
 
Con éste principio se da una particular excepción a la Territorialidad por que 
conlleva la aplicación extraterritorial de la Ley, es decir que los crímenes internacionales 
puedan ser castigados en cualquier lugar que hayan sido cometidos. Por ello podemos 
afirmar con justa razón que la Jurisdicción Universal perfecciona la aplicación de las leyes 
de un territorio, compensando así ciertas limitaciones que éstas puedan tener interviniendo 
cuando se obstaculice la persecución del delito. 
 
Por Persecución Penal Internacional se comprende la herramienta con que 
cuenta el Derecho Internacional actualmente, por medio de la cual cualquier Estado está en 
su debido derecho y deber de perseguir a los culpables de violación grave, masiva y 
sistemática de las normas que protegen al ser humano tanto en tiempos de paz como de 
conflictos armados. Asimismo de velar por el orden público internacional, ejerciendo su 
jurisdicción y castigando a tales criminales, y de esa manera, evitar que estos sean 
protegidos por la figura de soberanía estatal como medio para lograr su impunidad. 
 
En general los delitos que están acogidos dentro del principio de Justicia 




• Crímenes de Lesa Humanidad3 
• Crímenes de Guerra 
• Crímenes contra la Paz 
                                                 
2 Escobar Hernández, Concepción. et al. “El Principio de Justicia Universal en la L.O. del Poder Judicial 
Español”.Crimen Internacional y Jurisdicción Universal: El caso Pinochet.Valencia, España: Tirant Lo 
Blanch.2000, pp. 64-65. 
3 (...), los crímenes de lesa humanidad (...)no se reducen a ser asunto de la legislación (-interna de un país-) 
sino que están sujetos a un  orden penal internacional al que le son ajenas la noción de frontera y las normas 
sobre extradición derivadas de la existencia de fronteras”. Véase asunto Fédération National des Déportés et 
Internés Résistants et Patriotes y Otros v. Barbie, fallo de la Sala de lo Penal del Tribunal de Casación, del 6 





Estos crímenes están contemplados por muchos Tratados de carácter 
internacional. Por ejemplo los crímenes de guerra están contemplados dentro del Derecho 
Internacional Humanitario, que es un conjunto de normas que, en tiempo de guerra, 
protege a las personas que no participan en las hostilidades o que han dejado de hacerlo. Su 
principal objetivo es limitar y evitar el sufrimiento humano en tiempo de conflicto armado. 
 
Los crímenes antes mencionados presentan una característica importante como 
es la Imprescriptibilidad, es decir, van más allá del espacio y el tiempo en que se 
cometieron, afectando no solo a las víctimas directamente involucradas, sino a toda la 
humanidad. Por esta razón no pueden ser perdonados con amnistías o indultos (gracias), 
pues significaría el olvido o perdón de los crímenes más atroces hechos en perjuicio de la 
humanidad. De ahí que, el elemento de no-prescripción se reconozca para evitar la 
impunidad de los crímenes después de un determinado plazo transcurrido desde los hechos 
o desde la condena.  
 
Este principio de imprescriptibilidad es a la vez una de las principales 
características del concepto de Derechos Humanos. En la actualidad, podemos decir, que la 
fuente de todos los Derechos Humanos es la dignidad humana. Partiendo de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos podría afirmarse que en términos genéricos: “los 
Derechos Humanos son aquellos que permiten o deben hacer posible una vida racional 
entre las personas. Esta forma de vida (...) supone la satisfacción de las necesidades 
humanas básicas”4. 
 
Estamos hablando de un concepto que busca reafirmar la dignidad de la persona 
en todas sus relaciones sociales y frente al Estado, reconociéndole una serie de atributos 
inherentes y consustanciales de todos los seres humanos, sin distinción alguna. 
 
De ahí que estos derechos fundamentales se caractericen sobretodo por ser 
innatos a todos los seres humanos, universales, absolutos, irrenunciables, inviolables, 
indisolubles, así como también imprescriptibles y progresivos. 
 
En efecto, la irrupción del ser humano como sujeto de Derecho Internacional se 
da básica y fundamentalmente para la defensa de sus derechos. A esto se le llama 
                                                 





Subjetividad Internacional y tiene dos caras: por un lado que el individuo como tal pueda 
reclamar en la esfera internacional las grandes violaciones a sus derechos (la denominada 
responsabilidad activa), y por el otro que se le pueda reclamar en el mismo ámbito 
internacional cuando es él el violador de obligaciones internacionales (responsabilidad 
pasiva). Ambas perspectivas de este concepto denotan que el ser humano es receptor 
directo de derechos así como también de obligaciones que tienen su fuente en normas 
internacionales.  
 
Por ello, hoy en día, aseverar la Subjetividad Internacional del Individuo es de 
gran interés para la Comunidad Internacional (definida ésta como una colectividad humana 
única y global) y ya no solo es un asunto de jurisdicción interna de los Estados, sino que es 
también un signo del gran avance del Derecho Internacional. Por otro lado la Subjetividad 
Pasiva del Individuo (que es la que nos interesa resaltar para efectos de nuestro trabajo) 
constituye en términos concretos, la “obligación que tiene éste de responder ante un órgano 
investido de jurisdicción internacional, por la comisión de hechos delictivos que atenten 
contra el orden y normas internacionales”5. En efecto, la responsabilidad pasiva del ser 
humano corre de manera paralela a la responsabilidad internacional del Estado.  Es decir 
que, se pueden juzgar internacionalmente las conductas de los individuos lo cual no supone 
la exclusión de la responsabilidad del Estado, sino por el contrario su afirmación 
diferenciada.  
 
Esta noción de responsabilidad individual refleja que la protección de los 
Derechos Humanos se considera una prioridad de la Comunidad Internacional y esto 
determina el proceso de universalización de los mismos que tiene su hito histórico más 
importante en la Declaración Universal de los Derechos Humanos en 1948 y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Nueva York en 1966. 
 
El carácter prioritario y universal de la protección de los Derechos Humanos 
determina que éstos puedan considerarse el núcleo duro del compromiso en la persecución 
de delitos. Esta tarea es asumida como una de interés primordial de la Comunidad 
Internacional y ya no, como en el Derecho Internacional Clásico, como un asunto de 
jurisdicción interna de los Estados. 
 
                                                 
5 Guerrero Mayorga, Orlando. La Subjetividad Internacional Pasiva del Individuo. Revista de Derecho. 




De esta forma cualquier persona, sin importancia del cargo oficial que ostente, 
que haya cometido o que en alguna manera haya ayudado a ejecutar algún crimen que 
atente contra el orden público internacional, es individualmente responsable de ese crimen 
y su culpabilidad será determinada por un tribunal local o internacional. Esta es la llamada 
responsabilidad penal individual. 
 
De ahí que el Derecho Penal Internacional tenga como finalidad asignar y 
sancionar la responsabilidad del individuo en caso de que haya cometido un crimen 
internacional mediante una serie de leyes reconocidas internacionalmente. Será ésta 
incipiente rama del derecho la que busque vincular “los conceptos de aplicabilidad 
universal de las normas (Derecho Internacional Público), con los conceptos de 
responsabilidad individual (Derecho Penal), de manera que la conducta respectiva queda 
sujeta a una punibilidad internacional autónoma (principio de responsabilidad directa del 
individuo según el Derecho Internacional Público)”6. Concibiendo al derecho como un 
producto cultural, como un saber relacionado con las necesidades concretas del hombre, 
ante “una demanda imprescindible de la justicia para sostener y para hacer cumplir la 
responsabilidad criminal de las personas que gravemente ofendieron las leyes de la 
humanidad”7, el desarrollo del Derecho Penal Internacional se torna imprescindible. 
 
Por otro lado está el principio de Complementariedad, el cual funciona como 
mecanismo de cooperación entre dos jurisdicciones penales, la nacional e internacional, lo 
que da lugar a una doble finalidad. Por un lado, le da la preferencia a la jurisdicción 
nacional para resolver un caso siempre y cuando se garanticen las leyes del Derecho 
Internacional. Por el otro, asegurar que cuando una Corte nacional no esté en la posibilidad 
o no esté dispuesta a actuar contra quienes llevan a cabo estos crímenes, la jurisdicción 
internacional brindará el apoyo necesario en los casos que crea conveniente.8 
 
Todos estos conceptos y principios antes mencionados son retomados dentro 
del Estatuto de Roma de 1998 que constituye la Corte, el primer Tribunal Penal de carácter 
permanente y que hasta el momento su Estatuto ha sido ratificado por 97 países (hasta el 27 
                                                 
6 Estrada, Jessica. “El individuo en el Derecho Internacional”. 
www.pucp.edu.pe/~sentcom/derecho.htm#_ftn7. Accesada el 5 de enero del 2004. 
7 Boven,  Theo van. “Human Rights and Rights of Peoples”.  
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de Septiembre). El Tribunal tiene que ejercer sus competencias de forma independiente e 
imparcial, es decir, siendo objetivo, carente de prejuicios, y sin depender de otras 
instituciones, estados e individuos, en la toma de decisiones.  
 
A partir de este punto cabe mencionar algunos de los conceptos propios de la 
Corte: 
 
Un Tribunal es el lugar donde los jueces administran justicia y pronuncian las 
sentencias. En este caso, la Corte Penal Internacional realizará esta función de forma 
Permanente, es decir que no estará limitada por el tiempo y tendrá su sede en la Haya, 
Holanda. Además podrá conocer todos los casos que le competen en todo momento, pero 
no aquellos que sucedieron antes de la fecha de entrada en vigor del Estatuto, el día 1 de 
julio de 2002, ya que no puede conocer en forma retroactiva de casos que ocurrieron con 
anterioridad a la vigencia del Estatuto. 
 
La Ratificación es el documento en que consta el consentimiento del Estado en 
obligarse al Estatuto de Roma. (Artículo 125, Inciso 2 del Estatuto de Roma de la Corte). 
 
Un Estado puede pasar a formar parte de un Tratado o Acuerdo mediante la 
figura de la Adhesión, como se encuentra establecido en el Artículo 125, inciso 3, donde 
aclara que queda abierta para cualquier Estado su participación en el Estatuto. 
 
El Estatuto de Roma es un Tratado Internacional regido por la Convención de 
Viena sobre Derecho de los Tratados de 1969. La Convención establece en su Artículo 11 
las formas de manifestar el consentimiento de un Estado en obligarse por el Tratado, entre 
las que se encuentra la Ratificación y la Adhesión. También la firma, el canje de 
instrumentos que constituyen un tratado, la aceptación, la aprobación o en cualquier forma 
que se hubiere convenido. El Estatuto de Roma de la Corte en el Artículo 125 establece 
como formas de obligarse el Estado al Estatuto: Firma, Ratificación, Aceptación, 





CAPÍTULO II: ANTECEDENTES DE LA CORTE PENAL 
 INTERNACIONAL 
 
La creación de la Corte Penal Internacional (en adelante “la Corte”) es la 
culminación de un largo proceso que cierra un ciclo y abre otro en la historia del Derecho 
Internacional. Desde siglos anteriores se dieron los primeros pasos que pusieron las bases 
para su creación. 
 
En 1386 en  el  Estatuto  para  el  Gobierno  del Ejército,  publicado por  el  rey  
Ricardo  II  de  Inglaterra,  se  establecían límites para la conducción de las hostilidades y 
se prohibían los actos de violencia contra  las  mujeres  y  los  sacerdotes  desarmados,  el  
incendio  de  casas  y  la profanación de iglesias; la comisión de estos actos se encontraba 
tipificada como delito y  se  sancionaba  con  la  pena  de  muerte.  Disposiciones  similares  
pueden encontrarse en los códigos promulgados por Ferdinando de Hungría en 1526, por el 
Emperador Maximiliano II en 1570 y por los artículos de Guerra decretados por el rey 
Gustavo Adolfo II de Suecia, en 1621. 
 
A partir de un texto preparado por Francis Lieber, en 1863,  el  Presidente  
Abraham  Lincoln  promulgó  las Instrucciones para el Mando de los Ejércitos de los 
Estados Unidos en el Campo de  Batalla, también  conocidas  como  el Código  Lieber, que  
constituyen  el  primer intento  de  codificación  de  las  leyes  de  la  guerra,  y  que  han  
tenido  una  gran influencia  en  los  reglamentos  militares  de  otros  ejércitos. 
 
La  primera  propuesta  seria de  creación  de un  tribunal penal  internacional 
fue  la  realizada  el  3  de  enero  de  1872  por  Gustave  Moynier,  uno  de  los fundadores  
y  durante  mucho  tiempo,  presidente  del  Comité  Internacional  de  la Cruz Roja. Ésta 
propuesta, que constaba de diez breves artículos, planteaba la creación de una institución 
permanente que se activaría automáticamente en caso de guerra entre las partes y solo se 
permitiría la presentación de denuncias por «los Gobiernos interesados». Por otro lado, el 
tribunal tendría jurisdicción exclusiva por lo que respecta a todos los casos que afectaran a 
algún extranjero. Sin embargo ningún gobierno aceptó públicamente la propuesta.9 
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El Tratado de Versalles de 1919, dispuso que era necesario perseguir a los 
criminales de guerra. Las potencias vencedoras exigieron a Alemania entregar a todos los 
criminales de guerra empezando por el depuesto Kaiser Guillermo II para que fueran 
juzgados por Tribunales militares, “por actos contrarios a las leyes y costumbres de la 
guerra y por ofensas supremas contra la moral internacional y la autoridad sagrada de los 
tratados”10. Sin embargo los acusados buscaron refugio en los Países Bajos y no fueron 
extraditados, por lo que nunca se aplicaron los citados artículos. 
 
En la década posterior, la “Asociación de Derecho Penal” propuso que se 
establecieran en el Tribunal Permanente de Justicia Internacional (TPJI) de La Haya, dos 
cámaras especiales encargadas de la justicia penal, una para juzgar los crímenes 
internacionales cometidos por los Estados y la otra para juzgar a los individuos por el 
mismo delito.11 
 
A finales de la II Guerra Mundial en el año 1943, en la Declaración de Moscú y 
en el Acuerdo de Londres de 1945, los Aliados se comprometen a castigar, no solo a los 
culpables de haber llevado a la guerra, sino a las atrocidades cometidas durante el conflicto. 
Es por ello que se conforman los Tribunales de Nuremberg y Tokio que se detallan a 
continuación. 
 
A. Tribunal Militar Internacional  de Nuremberg 
 
El 14 de julio de 1933, todos los partidos democráticos fueron prohibidos en 
Alemania. El NSDAP (Partido Obrero Alemán Nacional-Socialista) fundado por Adolf 
Hitler, fue declarado “partido único y base del Estado”. Inmediatamente después quedaron 
fuera de la ley las asociaciones de juventudes, los sindicatos fueron suprimidos y tuvieron 
lugar las primeras detenciones de judíos. Estas detenciones se generalizaron a partir de las 
leyes racistas de Nuremberg en 1935 y alcanzaron su paroxismo durante la noche del 9 al 
10 de noviembre de 1938, llamada por los nazis “la noche de cristal”. Desde entonces, 
centenares de miles de judíos alemanes serían conducidos a los campos de concentración 
para ser exterminados. Más de 10 millones de seres humanos murieron en ellos de las 
formas más crueles y de manera violenta: ahorcados, fusilados, gaseados, envenenados y  
por condiciones de inanición, agotamiento, malos tratos y falta de atención médica. Entre 
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1933 y 1939, casi trescientos mil antifascistas alemanes fueron condenados a seiscientos 
mil años de prisión. En total, un millón de alemanes fueron enviados a los campos de 
concentración por pertenecer a la raza judía o por sus convicciones políticas, ideológicas y 
filosóficas12. 
 
Las noticias de las atrocidades que estaban cometiendo los alemanes durante la 
guerra y la convicción de que el gobierno nazi había provocado deliberadamente la 
contienda, favorecieron desde principios de 1941 el desarrollo de la idea de someter a un 
juicio internacional a los dirigentes del nazismo. En ese momento, el mundo descubría con 
horror las cámaras y los crematorios nazis para exterminar al pueblo judío y otros grupos 
minoritarios.  
 
En 1942 se creó una comisión con el fin de ir elaborando una lista de 
responsables que debían ser juzgados cuando terminase el conflicto. 
 
En 1945 en la Conferencia de Yalta, Stalin, Churchill y Roosevelt trataron 
también este tema, analizaron un amplio documento elaborado en Estados Unidos y 
establecieron las bases para llegar a un convenio entre los aliados sobre la forma en que el 
juicio debería celebrarse13.  
 
Finalmente, el 8 de agosto de 1945, cuando ya se había acabado la guerra, se 
firmó en Londres el acuerdo entre los 26 países que habían intervenido en ella contra 
Alemania por el que se decidió la creación de un Tribunal Internacional Militar. 
 
En éste Tribunal primó el principio jurídico de la Responsabilidad Penal 
Individual en virtud de las obligaciones internacionales violentadas, rechazándose el 
principio de obediencia debida alegada por los inculpados y de sancionar los delitos por la 
violación a las leyes y costumbres de la guerra, establecidas en las Convenciones de La 
Haya de 1899 y de 1907. A través de una carta especial denominada “Carta del Tribunal 
Militar Internacional” de Nuremberg, se establecieron las categorías para juzgar los 
crímenes de la guerra. 
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Los crímenes de su competencia eran cuatro14: 
 
1. Crímenes contra la paz: Actuaciones que llevaran a la planificación o 
ejecución de violaciones de Tratados Internacionales o comisión de actos de 
agresión injustificada contra naciones. 
2. Crímenes contra la humanidad: Planificación, ejecución o participación en 
exterminios y genocidios. 
3. Crímenes de guerra: Violaciones de las leyes y convenios internacionales 
sobre la guerra. 
4. Conspiración: Actuación con otros o asociación con ellos para cometer 
cualquiera de los crímenes señalados en los cargos anteriores. 
 
El tribunal quedó constituido por cuatro jueces procedentes de las cuatro 
potencias principales que habían intervenido en la guerra: Estados Unidos, Francia, Gran 
Bretaña y la URSS. Cada uno de ellos tenía un sustituto de su misma nacionalidad.  
 
Los acusados fueron seleccionados entre los ochocientos altos jefes detenidos 
en los últimos días de la guerra. La lista, al final, quedó reducida a 24 nombres, aunque el 
tribunal solo abrió la causa contra 22. Se dictó sentencia el 1 de octubre de 1946, los jueces 
hallaron a 19 de los 22 acusados culpables de alguno de los cargos que se les imputaban. Se 
condenó a pena de muerte a 12 jerarcas nazis, hubo siete sentencias de encarcelamiento, 
tres sobreseimientos y se declaró con el título de criminales a tres organizaciones15. 
 
El proceso contribuyó a la objetivación y divulgación de las atrocidades nazis. 
Gracias al fiel cumplimiento de todas las garantías procesales que se establecen en un 
juicio, la historia posterior no puede dudar de la veracidad de los crímenes, todos ellos 
probados. 
 
La identificación de culpables y de crímenes sirvió también para ir diluyendo el 
sentimiento generalizado de culpa en el pueblo alemán, y para distanciarle de los crímenes 
a los ojos de las demás naciones. Quizá eso propiciara una profunda reconciliación 
posterior que hizo posible el nacimiento de una nueva Europa. 
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La enormidad de los crímenes del nazismo planteó la necesidad de crear un ámbito 
jurídico internacional por encima de la soberanía de los Estados. Conscientes de ello, la 
gran mayoría de naciones crearon al finalizar la Segunda Guerra Mundial, la Carta de las 
Naciones Unidas. Esta organización, convertida más tarde en las Naciones Unidas, es el 
lugar donde se ha ido cimentando el Derecho Internacional. 
 
B.     Tribunal de Tokio 
 
Durante la Segunda Guerra Mundial la máquina militar japonesa fue motivada 
por un deseo incontrolable de agresión, extensión e imperialismo. Las brutalidades y las 
atrocidades realizadas por los militares japoneses en China y otras partes de Asia, 
constituyen actos de agresión que incluyen las masacres de gente inocente de China, Corea 
del Norte y del Sur, las Filipinas, otros países asiáticos y el mismo Japón.  
    
Cientos de miles de mujeres jóvenes de la Región del Pacífico Asiático fueron 
violadas, engañadas, secuestradas y sometidas a esclavitud sexual al servicio del Ejército 
Imperial Japonés. A estas mujeres se les hacía prisioneras por períodos que oscilaban de 
una semana hasta más de cuatro años.  
 
Fueron muchos los países víctimas de la guerra de agresión y colonización 
desencadenada por Japón en la región Asia-Pacífico durante la década de los años 30 y 40. 
Los archivos históricos revelan que el Ejército Imperial Japonés implantó sistemáticamente 
centros destinados a la prostitución forzosa de mujeres en todos los países ocupados y 
colonizados.  
 
Por ende se estableció el Tribunal de Tokio o Tribunal Militar Internacional del 
Lejano Oriente de Mayo de 1946 a Noviembre de 1948, el cual estaba habilitado, al igual 
que el Tribunal de Nuremberg, para juzgar crímenes de guerra de su competencia.  
 
Las competencias de éste Tribunal eran las mismas del Tribunal de Nuremberg, 
pues se basa en su estatuto para llevarlas a cabo16: 
 
 
                                                 





El Tribunal estaba compuesto de los siguientes órganos: 
 
a) Los Jueces 
b) Los Fiscales 
c) La Secretaría.  
 
Durante el juicio se juzgaron al Primer Ministro Tojo y a muchos militares de 
alto rango por provocar la guerra. De los 28 acusados, 7 fueron condenados a muerte y los 
restantes, excepto 2, sentenciados a cadena perpetua17. 
 
En el año 2000, se celebró, en Tokio, entre el 8 y 10 de diciembre, un Tribunal 
de Opinión sobre Crímenes de Guerra contra las Mujeres. Se trató de una iniciativa 
colectiva de las víctimas de los distintos países.  
 
Este Tribunal ejerció su competencia sobre crímenes cometidos contra las 
mujeres en cuanto a crímenes de guerra, crímenes contra la humanidad y otros crímenes 
bajo el Derecho Internacional, abarcando a todos lo países que fueron igualmente víctimas 
de Japón antes y durante la Segunda Guerra Mundial. Estos crímenes incluyen, si bien no 
están limitados a, los siguientes actos: esclavitud sexual, violación y otras formas de 
violencia sexual, esclavitud, tortura, deportación, persecución, asesinato y exterminio. 
 
Además ejerció su competencia sobre actos u omisiones de los Estados en 
violación del Derecho Internacional respecto de los crímenes a que se refiere el párrafo 
procedente.  Asimismo sobre denuncias que impliquen la responsabilidad estatal bajo el 
Derecho Internacional.18 
 
Asimismo, el 12 de diciembre del 2000 se acusó al emperador Hirohito de 
Japón y otros oficiales políticos y militares japoneses de alto rango “por crímenes contra la 
humanidad, al aprobar, permitir y no haber impedido la violación y la esclavitud sexual de 
las mujeres de los países del Asia Pacífico, sometidas por el Ejército Japonés durante la 
Segunda Guerra Mundial”.19 
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Sin embargo, los dos tribunales anteriores -Nuremberg y Tokio- simbolizaron 
más la aplicación de la ley y de la justicia de los vencedores, que la de una comunidad 
universal de Estados.  
 
C.     Tribunal Internacional de la ex Yugoslavia 
 
Yugoslavia surgió como un Estado al final de la Segunda Guerra Mundial, 
inspirado en principios federativos y democráticos. Tras la muerte del Mariscal Tito en 
1980, artífice de la unión de los territorios de Eslovenia, Croacia, Bosnia-Herzegovina, 
Montenegro, Serbia, Macedonia y las provincias autónomas de Kosovo y Vojvodina, salen 
a la luz viejas discrepancias étnicas y religiosas entre las distintas repúblicas. Este conflicto 
se agudiza por problemas económicos producidos tras la caída del muro de Berlín en 1989 
y la posterior disolución del Pacto de Varsovia.20 
 
Luego de estos sucesos, se inician pugnas étnicas internas que derivan en un 
proceso de escisión del territorio yugoslavo, iniciado con la declaración de independencia 
por parte de Croacia y Eslovenia, el 25 de junio de 1991, debido principalmente al temor 
que causaba el mensaje ultra nacionalista de los líderes serbios. 
 
El conflicto se agrava en marzo de 1992, cuando los ciudadanos de Bosnia-
Herzegovina se pronuncian en un referéndum a favor de su independencia de la República 
Federal. Ésta posición no fue aceptada por el denominado “Parlamento del Pueblo Serbio” 
(constituido por los bosnios de la etnia serbia), que proclama a su vez la independencia de 
la “República Serbia de Bosnia-Herzegovina”, con la pretensión de separarse de la nueva 
República de Bosnia-Herzegovina y unirse con todos los serbios de la antigua Yugoslavia 
para dar vida a la “Gran Patria Serbia”, viejo ideal de este grupo étnico-religioso.  
 
Con este mismo propósito, los serbios (que para abril de 1992 ya han 
constituido una nueva República Federal de Yugoslavia, integrada por los territorios de 
Serbia y Montenegro), iniciaron un proceso de purificación étnica que incluyó ejecuciones 
sumarias, desapariciones forzadas de personas, torturas, tratamientos crueles, inhumanos y 
degradantes, detenciones arbitrarias, violaciones sistemáticas, embarazos y prostitución 
forzadas de mujeres. Para finales de 1992, habían alrededor de 50,000 muertos y 2 millones 
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de desplazados y refugiados, al mismo tiempo que Serbia ocupaba el 70% del territorio 
yugoslavo21.  
 
El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia (TPIY) fue establecido 
por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas el 25 de mayo de 1993, en virtud de la 
Resolución 827. La función del TPIY, ubicado en la Haya, Países Bajos, es perseguir y 
procesar a las personas responsables de violaciones de la Ley Humanitaria Internacional en 
el territorio de la ex Yugoslavia desde 1991. 
 
La competencia del Tribunal comprende a cuatro tipos de delitos: 
 
1. Infracciones graves de la Convención de Ginebra de 1949 (Art. 2):             
Otorga  al Tribunal  la  potestad  de  enjuiciar  a personas que “cometan u 
ordenen cometer” dichas infracciones graves. 
2. Las violaciones de las leyes o costumbres de guerra (Art. 3) 
3. El genocidio (Art. 4) 
4. Los crímenes contra la humanidad (Art. 5): Autoriza al Tribunal para 
enjuiciar a personas responsables de crímenes cometidos contra la 
población civil durante un conflicto armado “interno o internacional”. 
 
Su jurisdicción recae sobre personas naturales, no sobre organizaciones, 
partidos políticos, instituciones u otros órganos legales. Tanto el Tribunal Penal 
Internacional como los tribunales nacionales, tienen competencia para juzgar los crímenes 
cometidos en la ex Yugoslavia, sin embargo el TPIY tiene primacía sobre los tribunales 
nacionales, pudiendo actuar en procesos e investigaciones siempre que sea por el bien de la 
justicia internacional. 
 
El Tribunal Internacional está compuesto por los siguientes órganos: 
 
a) Las Cámaras: Dos Cámaras de Primera Instancia y una Cámara de Segunda   
Instancia 
b) El Fiscal 
c) Un Secretario común a las Cámaras y al Fiscal 





El número de miembros del Tribunal supera los mil, originarios de los más 
diversos países y presididos por el juez francés Claude Jorda. Los jueces son elegidos por 
un mandato de cuatro años. El Tribunal consta de dos cámaras de tres jueces y una cámara 
de apelaciones de cinco. Las Cámaras están compuestas por 11 jueces independientes de 
distintas nacionalidades.22 
 
Desde que fue creado, el Tribunal ha juzgado públicamente a 80 personas. Al 
21 de diciembre de 2001 comparecían 49 personas ante el tribunal, 46 detenidas y el resto 
en libertad provisional, 43 estaban acusadas y detenidas en la Unidad de Detenciones y 10 
arrestados por fuerzas policíacas nacionales23. Su presupuesto para éste mismo año alcanzó 
los 96 millones de dólares, el cual repercute sobre el presupuesto ordinario de la 
Organización de las Naciones Unidas de acuerdo con el Artículo 17 de la Carta de las 
Naciones Unidas.24 
 
D.     Tribunal Internacional para Ruanda 
 
En Ruanda existen dos grupos étnicos, los hutus y los tutsis, los cuales tienen 
historia, cultura y lengua comunes. Las diferencias étnicas entre ambos, antes 
insignificantes, fueron fomentadas por los gobernadores durante el período colonial.  
 
Los colonizadores belgas utilizaron agentes tutsis para institucionalizar la 
opresión de los hutus, que se convirtieron así en ciudadanos de segunda categoría. Como 
reacción ante esta opresión, los hutus organizaron el derrocamiento de la monarquía y de la 
dominación tutsi en 1959, proceso en el que cometieron atrocidades contra los tutsis. A 
principios de los años sesenta, miles de tutsis se vieron obligados a huir del país y otros lo 
hicieron durante los enfrentamientos entre facciones políticas y regionales hutus, que 
desembocaron en 1973 en un golpe de Estado25.  
 
A principios de los años noventa, el proceso de desintegración de la economía y 
el aumento del descontento popular alentaron al Frente Patriótico Ruandés (FPR), integrado 
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sobre todo por exiliados tutsis ruandeses residentes en Uganda, a invadir Ruanda. Pocos 
días después de iniciarse la invasión del FPR, el 1 de octubre de 1990, comenzaron las 
matanzas de tutsis, organizadas y ejecutadas por los administradores locales con la tácita 
aprobación del gobierno nacional. Entre octubre de 1990 y abril de 1994, los dirigentes 
locales lanzaron 17 ataques a gran escala contra los tutsis en 12 comunidades, en los que 
murieron 2.000 tutsis y decenas de hutus.26 El gobierno no hizo ningún intento para 
identificar y capturar a los responsables y esta impunidad fomentó nuevas atrocidades. Por 
su parte, el FPR perpetró matanzas y otros abusos contra civiles hutus desarmados en el 
norte de Ruanda. 
 
La élite en el poder sentó más bases para el genocidio por medio de reuniones 
públicas y del reparto de material incendiario y racista a la prensa y la radio. El gobierno 
mantenía un sistema de tarjetas de identidad, heredado de la época colonial, en las que se 
especificaba el origen étnico de cada ciudadano. 
 
En abril de 1994 derribaron el avión en el que viajaban los presidentes de 
Ruanda y Burundi, causándoles la muerte. En consecuencia se desencadenó por segunda 
vez consecutiva el genocidio en Ruanda. 
 
El genocidio fue planeado y ejecutado con cuidado. A partir de listas 
preparadas, un número desconocido e inaveriguable de personas portadoras, la mayoría de 
ellas de machetes, de garrotes con clavos o de granadas, asesinó metódicamente a quienes 
figuraban en las listas. Participó en este exterminio prácticamente cada segmento de la 
sociedad ruandesa: médicos, enfermeras, profesores, sacerdotes, monjas, negociantes, 
funcionarios gubernamentales de todos los rangos, incluso niños. Hasta un millón de 
personas murieron durante el genocidio cometido por la milicia interahamwe27 y los 
homicidios de represalia perpetuados por el Ejército Patriótico Ruandés. 
 
Por consecuencia, fue instituido el Tribunal Penal Internacional para Ruanda de 
conformidad con la Resolución 955 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, el 8 
de noviembre de 1994, en la ciudad de Arusha, Tanzania. Tiene por cometido contribuir al 
restablecimiento y al mantenimiento de la paz, así como a la reconciliación nacional, 
mediante el enjuiciamiento de los presuntos responsables de actos de genocidio o de otras 
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violaciones graves del Derecho Internacional Humanitario cometidos en el territorio de 
Ruanda.  El Tribunal está habilitado para juzgar a los presuntos responsables de violaciones 
del Derecho Internacional Humanitario cometidas en el territorio de Ruanda, así como a los 
ciudadanos ruandeses presuntamente responsables por tales actos o violaciones cometidas 
en el territorio de Estados vecinos entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 1994, como 
son: 
 
1. Genocidio: Se entiende como genocidio cualquiera de los actos cometidos 
con la intención de destruir, total o parcialmente, a un grupo nacional, 
étnico, racial o religioso. 
 
2. Crímenes contra la humanidad: Crímenes que han sido cometidos en el 
curso de un ataque generalizado y sistemático, y dirigidos contra cualquier 
población civil en razón de su nacionalidad o pertenencia a un grupo 
político, étnico, racial o religioso. 
 
3. Violaciones del Artículo 3 común a las Convenciones de Ginebra y al 
Protocolo adicional II: El Tribunal Internacional está habilitado para 
perseguir a las personas que cometan o den la orden de cometer 
infracciones graves del Artículo 3 común a las Convenciones de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949 para la protección de las víctimas en tiempos de 
guerra, y al Protocolo Adicional II a dichas Convenciones del 8 de junio de 
1977. 
 
El elemento más relevante de éste Tribunal es que, por primera vez, en la 
tipificación  de  los  crímenes  contra  la  humanidad  no  se  requiere  que  éstos se cometan 
en conexión con un conflicto armado, internacional o interno.  
 




a) Las Cámaras, esto es dos Cámaras de Primera Instancia y una Cámara de   
Apelaciones 




c) Un Secretario 
 
El Tribunal ha abierto varias diligencias e impartido órdenes de arresto contra 
los presuntos responsables de haber planificado y organizado el genocidio que tuvo lugar 
en Ruanda el año 1994. Algunas de esas personas han sido arrestadas en diferentes países y 
trasladadas a Arusha, donde se han iniciado tres procesos. Como por ejemplo, el caso de 
Clement Kayishema, ex prefecto (gobernador) de Kibuye, contra quien pesan 25 cargos 
relativos a las matanzas perpetradas en diversos lugares. Se está juzgando, al mismo 
tiempo, a Obed Ruzindana, hombre de negocios acusado de haber organizado las masacres 
en el oeste de Ruanda, así como muchos casos más.28 
 
A manera de conclusión, consideramos que dichas experiencias fueron positivas 
a pesar de las debilidades, deficiencias y vacíos constitucionales de estos Tribunales Ad-
hoc por la forma en que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas los creara. Pues 
aunque lo hizo a través de dos resoluciones, la 827 del 25 de mayo de 1993 y la Resolución 
955 del 8 de Noviembre de 1994 y bajo el Capitulo VII de la Carta de Naciones Unidas y  
no mediante un tratado internacional en el que los propios Estados Miembros de las 
Naciones crearan un tribunal con características de universalidad y permanencia, éstos 
tribunales hicieron posible juzgar graves crímenes contra la humanidad de manera 
novedosa y abrieron la posibilidad de sentar las bases para la conformación de un Estatuto 
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CAPÍTULO III: EL ESTATUTO DE ROMA: TRATADO 
 INSTITUYENTE DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
 
A. Rasgos Básicos 
 
El Estatuto de Roma “es el resultado de una convicción de las naciones del 
mundo de que las relaciones internacionales y la paz internacional no pueden tolerar más la 
impunidad sistemática. Como Tratado multilateral, el Estatuto es el fruto de un amplio 
consenso internacional, y el diseño de la Corte, incluyendo su sistema de jurisdicción y su 
relación con los Estados Partes, está firmemente basado en el respeto a los principios de 
soberanía y consentimiento del Estado”29.  
 
Con arreglo al Estatuto de la Corte, ésta se caracterizará por ser una institución 
de carácter permanente, subsidiaria de las jurisdicciones penales nacionales, dotada de 
personalidad jurídica internacional autónoma y vinculada a Naciones Unidas. 
 
Los idiomas oficiales de la Corte serán: árabe, chino, español, francés, inglés y  
ruso. Mientras que sus idiomas de trabajo serán tan sólo francés e inglés (Art. 50). 
 
1.     Carácter permanente 
 
La Corte es el primer Tribunal Penal permanente30 que establecerá 
responsabilidad penal individual (Art. 25) por la comisión de las violaciones más graves 
contra los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario, a diferencia de los 
cuatro tribunales internacionales ad hoc que se han establecido hasta la fecha. Su sede se 
ubica en La Haya, Países Bajos (el Estado anfitrión). 
 
Esta vocación de permanencia presenta ventajas evidentes. Así, aseveramos su 
existencia contribuirá a que los crímenes sometidos a su jurisdicción no queden impunes y 
a que sea un elemento de disuasión a la hora de cometerlos. Además, un tribunal 
permanente es más justo y equitativo que la creación de tribunales ad-hoc, ya que éstos una 
vez que cumplen su función para lo que fueron creados, desaparecen, en cambio, la Corte 
                                                 
29 Broomhall, Bruce. “La Corte Penal Internacional: Visión General, y la Cooperación con los Estados”. 
Siracusa, Italia. Pp. 47. 




perdurará para juzgar en forma permanente los crímenes internacionales tipificados en su 
Estatuto. 
 
2.      Subsidiariedad 
 
Tal y como indica el Artículo 1 del Estatuto, la Corte será complementaria a las 
jurisdicciones penales nacionales (Art. 1, 17 al 20). De ello se entiende que los Estados 
tendrán preferencia para investigar y enjuiciar los crímenes sometidos a la jurisdicción de la 
Corte, por lo que su competencia es subsidiaria, es decir, actuará sólo cuando los Estados 
sean incapaces o no tengan la voluntad de investigar o juzgar tales crímenes de acuerdo a 
los estándares internacionales del debido proceso. 
 
De modo que la responsabilidad primaria recaerá sobre los Estados. Esto tendrá 
como resultado que -actuando en su mejor interés- éstos modernicen sus sistemas penales, 
tipifiquen crímenes internacionales y fortalezcan la independencia del Poder Judicial, lo 
que consideramos tendrá un efecto positivo en la protección de los Derechos Humanos a 
escala mundial.  
 
3.      Estatuto Internacional 
 
El Estatuto atribuye a la Corte personalidad jurídica internacional, esto es la 
capacidad para ser titular de derechos y obligaciones internacionales y de valerse de esos 
derechos para desempeñar de manera efectiva sus funciones y propósitos fundamentales 
(Art. 4.1). 
 
La Corte posee vocación universal debido a que todos los Estados pueden ser 
parte del Estatuto, siempre y cuando acepten la integridad de sus disposiciones, puesto que 
éste no admite reservas (Art. 120). A su vez, existe la posibilidad de que un Estado que no 
siendo parte en el Estatuto, acepte la competencia de la Corte en un caso concreto por 
medio de un acuerdo especial (Art. 12.3 y 4.2).  
 
Su personalidad jurídica viene determinada no sólo por el Artículo 4 en el que 
se hace referencia expresa, sino también, se complementa en diferentes disposiciones del 
Estatuto, donde se le atribuye a la Corte “la capacidad de concluir acuerdos con las 




acuerdo con un Estado que no sea parte en el Estatuto, para prestar cooperación 
internacional y asistencia judicial (Art. 87.5). De esta forma, queda reflejada la capacidad 
que posee la Corte para concluir acuerdos con Organizaciones Internacionales y Estados” 
31.  
El goce de los privilegios e inmunidades de la Corte en el territorio de cada uno 
de los Estados miembros (Art. 48), la disposición de un sistema institucional y de 
financiación propia, junto con la capacidad de concluir acuerdos con Organizaciones 
Internacionales y Estados, constituyen manifestaciones de la personalidad jurídica de la 
misma.  
 
4. Independencia de la Corte 
 
La naturaleza jurídica de la Corte está determinada por el hecho de haber sido 
creada por un tratado internacional. Por ello, no depende ni de la Asamblea General ni del 
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas ni de ningún otro órgano o institución 
internacional. Sólo la Asamblea de los Estados Partes ejercerá su supervisión respecto de la 
Presidencia, el Fiscal y las cuestiones de la administración y del presupuesto de la Corte 
(Art.112). Todo ello, sin perjuicio de que la Corte tendrá vinculación con el sistema de 
Naciones Unidas (Art. 2)32. 
 
La independencia de la Corte estará asegurada por vía del proceso de selección 
de los jueces y del Fiscal (Arts. 35 al 38). Al elegirlos, los Estados Partes tendrán en cuenta 
una representación equilibrada de los principales sistemas jurídicos, de mujeres y hombres 
y una distribución geográfica equitativa.  
 
Su independencia estará también asegurada por las reglas procesales contenidas 
en el Estatuto. Por ejemplo, el Fiscal podrá iniciar investigaciones por iniciativa propia pero 
no la podrá proseguir sin la autorización de los jueces de la Sala de Cuestiones 
Preliminares. Una vez remitido un caso a la Corte, ni los Estados ni el Consejo de 
Seguridad podrán interferir en las funciones judiciales de la Corte e influir sobre el proceso 
y las decisiones que ella tome. El único caso en el cual el Consejo de Seguridad puede 
                                                 
31 Anello, S. Carolina. “Tribunal Penal Internacional”. www.ub.es/solidaritat/observatori/general/temes. 3 de 
Enero. 
32 Artículo 2 del Estatuto de Roma: “La Corte estará vinculada con las Naciones Unidas por un acuerdo que 
deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto y concluir luego el Presidente de la 




intervenir, es solicitando que la Corte suspenda una investigación o enjuiciamiento por un 
período renovable de 12 meses por vía de una resolución aprobada con arreglo a lo 
dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas33 (Art. 16). Cabe 
mencionar que al necesitar el voto de la mayoría de los 15 miembros del Consejo de 
Seguridad que incluye a cinco miembros permanentes34, el hecho de que un sólo miembro 
permanente se oponga a suspender una causa, le permitirá a la Corte proseguir sus 
investigaciones. En otros términos, el poder de veto35 se habrá invertido, con efectos 
positivos en éstos casos.  
 
Sin embargo debemos mencionar que el Estatuto no determina cuántas veces 
esta suspensión podrá ser renovada. El problema radica, en que dicha disposición al no 
determinar un número estipulado de renovaciones, lo que se suponía era una suspensión 
temporal podrá en la práctica convertirse en un bloqueo definitivo. Por ello somos del 
criterio que dicha facultad del Consejo de Seguridad, puede traer aparejada una cierta 
dependencia de la Corte respecto al órgano político de las Naciones Unidas, lo cual podría 
ser negativo para la efectiva actuación de la Corte.  
 
B.     Competencia de la Corte  
 
“La competencia de la Corte sobre los individuos está estrechamente ligada a 
los fundamentos más arraigados de la jurisdicción penal nacional del territorio y la 
nacionalidad del acusado (...). Por lo tanto, su competencia estará disponible para todos los 
Estados como una extensión de la competencia penal nacional de los Estados Partes”36. 
Reiteramos que la Corte no pretende sustituir los tribunales nacionales.  
 
La competencia de la Corte Penal Internacional se ha de clasificar en rationae 




                                                 
33 Referente a la acción en caso de amenazas a la paz, quebrantamientos de la paz o actos de agresión. 
34 China, Estados Unidos, Francia, Federación Rusa y el Reino Unido. Documentos sobre el Consejo de 
Seguridad. Página Oficial de las Naciones Unidas. www.un.org/spanish/docs/sc/unsc.html. 
35 “Voto negativo que se da cuando un miembro permanente no está de acuerdo con una decisión del Consejo 
de Seguridad, de tal manera que la bloquea”. Página Oficial de las Naciones Unidas. 
www.un.org/spanish/docs/sc/unsc_infobasica.html. 




1. Rationae Loci 
 
Como regla general, la Corte es competente para juzgar los crímenes cometidos 
en el territorio de un Estado Parte y los cometidos en cualquier lugar por nacionales de un 
Estado Parte (Art. 12.2). Sin embargo, existe la posibilidad de que la Corte pueda juzgar 
crímenes cometidos en el territorio de Estados que no son parte de su Estatuto o por 
nacionales del Estado en cuestión en dos supuestos previstos en el Artículo 14: 
 
a. cuando los presuntos crímenes son sometidos a la Fiscalía por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas actuando en virtud del Capítulo VII de la 
Carta de las Naciones Unidas, esto es, cuando califica una situación como 
una agresión, una amenaza a la paz y la seguridad internacional o un 
quebrantamiento de la paz y la seguridad internacional; 
b. cuando el Estado afectado, mediante una declaración ad-hoc, acepta la 
jurisdicción de la Corte respecto a presuntos crímenes cometidos en su 
territorio o por nacionales suyos.  
 
Efectivamente opinamos que éstas plausibles disposiciones son de gran 
importancia pues, al menos teóricamente, pueden servir para no dejar impunes 
determinados crímenes por el hecho de que el Estado en donde se han cometido o el de la 
nacionalidad de los presuntos criminales no ha ratificado el Estatuto. Sin embargo, aunque 
valoramos muy positivamente éstas cláusulas, creemos que no hay que dejarse llevar por un 
exceso de optimismo pues, por un lado, no es realista pensar que Estados que no son parte 
en el Estatuto de la Corte acepten su jurisdicción y, por otro lado, la posibilidad de que el 
Consejo de Seguridad someta casos a la Fiscalía está limitada a casos de extrema gravedad 
y en los que no estén involucrados directamente alguno de los cinco miembros permanentes 
con derecho de veto.  
 
2. Rationae Personae 
 
Con relación a las personas que pueden ser enjuiciadas por la Corte, éstas deben 
cumplir los siguientes requisitos:  
 
a) ser persona física (Art. 25). En consecuencia, las personas jurídicas no 




b) ser mayor de 18 años (Art. 26); 
c) no haber sido juzgado anteriormente por el mismo delito (non bis in ídem), 
salvo que el juicio en cuestión tuviera la finalidad de proteger a la persona 
de responsabilidad criminal por crímenes sometidos a la jurisdicción de la 
Corte, o que el juicio no se hubiera desarrollado de forma independiente e 
imparcial con arreglo a las normas del Derecho Internacional (Art. 20). 
 
Al aplicar el principio general de Derecho de Igualdad ante la Ley, la Corte 
aplicará sin distinción alguna la responsabilidad penal individual aún si se trata de un Jefe 
de Estado o de Gobierno, de un representante del Parlamento o de un jefe militar (Arts. 25 
y 28). Tampoco el cargo oficial constituirá motivo para reducir la pena (Art. 27). Estas 
conductas serán reprochables tanto para quien las cometa por sí sólo, con otro o por 
conducto de otro, como para quien las ordene, proponga o induzca tanto si se han 
consumado, como si hubiesen quedado en grado de tentativa o con el propósito de facilitar 
la comisión de ese crimen siendo cómplice, encubridor o colaborador en el suministro de 
información y contribución de algún modo, en la comisión o tentativa de comisión del 
crimen por un grupo de personas (Art. 25.3).  
 
En lo relativo al cargo de los presuntos criminales, el Estatuto regula la 
responsabilidad penal de los jefes, distinguiendo entre superiores militares y civiles. Para 
los primeros, establece su responsabilidad penal cuando se den éstas dos condiciones:  
 
a) haber sabido o, en razón de las circunstancias, haber debido saber que sus 
fuerzas estaban cometiendo o pretendían cometer crímenes; 
b) no haber adoptado medidas razonables para prevenirlos o reprimirlos o para 
poner el asunto a disposición de las autoridades para su investigación (Art. 
28.1). 
 
Para los superiores civiles, en cambio, su responsabilidad penal es más estricta, 
debiendo darse estos tres requisitos: 
 





b) haber tenido conocimiento o haber hecho deliberadamente caso omiso de 
información que indicase claramente que sus subordinados estaban 
cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos; 
c) no haber adoptado medidas razonables para prevenirlos o reprimirlos o para 
poner el asunto a disposición de las autoridades para su investigación (Art. 
28.2). 
 
Las personas que se encuentran excluídas de la competencia de la Corte serán: 
los menores de 18 años (Art. 26) y aquellos que padezcan de una enfermedad o deficiencia 
mental que los prive de su capacidad para apreciar la ilicitud de la conducta o de la 
capacidad para controlar esa conducta. Asimismo, aquellos en estado de intoxicación que 
los despoja de la misma capacidad anterior, salvo que se hubieran intoxicado 
voluntariamente; además cuando en defensa propia razonable o en defensa de un bien 
esencial para la supervivencia, hubiere cometido uno de los crímenes de competencia de la 
Corte como consecuencia de coacción dimanante de amenazas inminentes de muerte o 
lesiones graves (Art. 31).  
 
Al mismo tiempo, el error de hecho o de derecho que haga desaparecer el 
elemento de intencionalidad requerido por el crimen eximirá de responsabilidad al 
individuo (Art. 32). 
 
3. Rationae Temporis 
 
La Corte sólo tiene jurisdicción respecto a los crímenes cometidos con 
posterioridad a la entrada en vigor del Estatuto, o sea desde el 1º de julio de 2002, o 
posterior a la fecha en que el Estatuto entra en vigor para un Estado (Art. 11) y éstos no 
prescribirán (Art. 29). El Estatuto establece una competencia irretroactiva en su Artículo 
24.1, señalando que “nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente 
Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor”; a menos que el Estado en 
cuestión consienta que la Corte pueda ejercer su jurisdicción sobre un crimen determinado 
desde la entrada en vigor del Estatuto (Arts. 11.2 y 12.3). En éste único caso, la Corte podrá 
ejercer su jurisdicción de manera retroactiva, con el consentimiento del Estado en cuestión.  
 
De igual manera, el Estatuto permite a los Estados excluir la competencia de la 




un período no renovable de siete años después de la entrada en vigor del Estatuto con 
respecto al Estado en cuestión (Art. 124), con lo cual pensamos, el papel de la Corte 
correría el peligro de quedar desvirtuado. 
 
4. Rationae Materiae 
 
La Corte es competente para juzgar una serie de crímenes que, por su 
importancia y amplitud, se incluirán en un apartado específico. No obstante, es importante 
recalcar que al ratificar el Estatuto, los Estados aceptan ipso facto la jurisdicción de la Corte 
sobre todos los crímenes previstos en el mismo (Art. 12.1), sin que los Estados puedan 
introducir reserva alguna o declarar que sólo aceptan la jurisdicción de la Corte respecto a 
determinados crímenes. La única excepción a esta regla general es la cláusula de exclusión 
sobre los crímenes de guerra prevista en el Artículo 124 a la que hemos hecho referencia 
anteriormente.  
 
Una persona será penalmente responsable por la comisión de dichos crímenes 
de competencia de la Corte, cuando se reúnan los elementos objetivos que los definen y un 
elemento subjetivo, que es la intencionalidad del presunto autor de los hechos (Art. 30).  
 
C. Crímenes de la Competencia de la Corte 
 
El Estatuto es muy cuidadoso en otorgar competencia a la Corte sólo respecto a 
“los crímenes más graves de trascendencia para la Comunidad Internacional en su 
conjunto” (Preámbulo y Artículo 5). De acuerdo con el Principio de Legalidad, la Corte 
tendrá competencia sólo sobre los crímenes definidos en el Estatuto, y sólo cuando todas 
las otras condiciones previas para la competencia y admisibilidad se cumplan37. La Corte 
estará limitada, al menos inicialmente, al crimen de genocidio, los crímenes contra la 
humanidad y los crímenes de guerra, así como la agresión. No obstante, la Corte sólo podrá 
ejercer su competencia sobre la agresión cuando los Estados Partes aprueben una definición 
generalmente aceptable durante la Conferencia de Revisión, siete años después de la 
entrada en vigor del Estatuto (Arts. 121 y 123).  
 
 
                                                 




1.     El Crimen de Genocidio 
 
La definición de genocidio que ofrece el Estatuto (Art. 6) es la misma contenida 
en la Convención para la Prevención y la Represión del Crimen de Genocidio de 9 de 
diciembre de 1948 (Art. III), que define éste crimen como un conjunto de actos cometidos 
con la intención de destruir en todo o en parte un grupo nacional, étnico, racial o religioso.  
 
El crimen de genocidio es un delito de Derecho Internacional38 y se caracteriza 
por dos elementos: uno subjetivo, consistente en la voluntad de destruir total o parcialmente 
uno de los grupos humanos enumerados y, otro objetivo, consistente en la comisión de 
alguno de estos actos, tanto en tiempo de paz como de guerra: a) matar miembros del 
grupo; b) atentar gravemente a la integridad física o mental de miembros del grupo; c) 
someter intencionalmente al grupo a condiciones de existencia que ocasionen su 
destrucción física total o parcial; d) medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno 
del grupo; e) transferencia forzosa de niños de un grupo a otro. 
 
La definición que se ha dado a éste delito ha sido restrictiva, ya que no se ha 
incluido en la misma ni la persecución política o social ni tampoco de cualquier otra índole. 
 
La Asamblea General de las Naciones Unidas cuando elaboró el proyecto de 
Convención en 1948, distinguió el genocidio del homicidio, especificando que el primero 
de ellos es una negación del derecho de existencia a grupos humanos enteros, mientras que 
el homicidio es la negación a un individuo del derecho a vivir. Por lo tanto razonamos que, 
el objetivo último del genocidio es el grupo mismo. 
 
2. Los Crímenes de Lesa Humanidad 
 
“De los crímenes de competencia de la Corte formulados en su Estatuto, los 
Crímenes de Lesa Humanidad han sido la figura más novedosa, a diferencia del crimen de 
guerra y el crimen contra la paz, que tenían cierta tradición”39. 
 
Los Crímenes contra la Humanidad consisten en una serie de actos enumerados 
en el Artículo 7 y que vamos a exponer a continuación. Sin embargo, para que los actos en 
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cuestión sean considerados crímenes contra la humanidad, deben haber sido cometidos de 
conformidad con un ataque “generalizado o sistemático” que incluya “la comisión múltiple 
de actos” y que éstos se lleven a cabo “de conformidad con la política de un Estado o de 
una organización”.  
 
Los actos que constituyen crímenes contra la humanidad, si se dan las 
condiciones que acabamos de mencionar, son los siguientes: a) asesinato; b) exterminio; c) 
esclavitud; d) deportación o transferencia forzosa de población; e) encarcelamiento u otra 
privación severa de la libertad en violación de normas fundamentales de derecho 
internacional; f) tortura; g) violación, esclavitud sexual, prostitución, embarazo o 
esterilización forzosa u otra forma de violencia sexual de comparable gravedad; h) 
persecución contra un grupo o colectividad identificable fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género u otros motivos en conexión 
con alguno de los crímenes sometidos a la jurisdicción de la Corte; i) desaparición forzada 
de personas; j) el crimen de apartheid, consistente en la comisión de actos inhumanos de 
naturaleza similar a los anteriores cometidos en el contexto de un régimen 
institucionalizado de sistemática opresión y dominación por un grupo racial sobre otro 
grupo o grupos raciales y cometidos con la intención de mantener ese régimen; k) otros 
actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos a la 
salud mental o física.  
 
Consideramos altamente positivo el hecho de que la Corte pueda juzgar 
crímenes sexuales distintos de la violación. Asimismo, el Artículo 7 agrega la desaparición 
forzada de personas y el crimen del apartheid dentro del Crimen de Lesa Humanidad. 
 
 Igualmente meritorio juzgamos la cláusula de cierre contemplada en el 
apartado k, que permite abarcar otros crímenes contra la humanidad no contemplados en el 
Estatuto que puedan surgir en el futuro y que lleguen a plasmarse en normas de Derecho 
Internacional Consuetudinario.  
 
3. Los Crímenes de Guerra 
 
El Artículo 8 del Estatuto concede jurisdicción a la Corte sobre una lista 
exhaustiva de crímenes de guerra, de los cuales, 34 corresponden a conflictos armados 




La jurisdicción de la Corte se extenderá “en particular” cuando los crímenes de 
guerra sean cometidos como parte de un plan o política o como parte de la comisión a gran 
escala de tales crímenes. Aunque ésta redacción no impone una nueva limitación a la Corte, 
deja claro que el objetivo es dar prioridad a los actos más graves. 
 
La gran mayoría de los crímenes incluidos se han tomado directamente o se 
derivan de las disposiciones de los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, 
sobre la protección de las víctimas de los conflictos armados –heridos, enfermos y 
náufragos de las fuerzas armadas; prisioneros de guerra y personas civiles en poder del 
enemigo o del ocupante–  y de los dos Protocolos de Nueva York del 8 de junio de 1977, 
que aumentan la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales 
(Protocolo nº 1) e internos (Protocolo nº 2). De los Convenios de Ginebra, el Artículo 3 
común a todos ellos hace referencia a los conflictos armados internos, mientras que el resto 
de sus disposiciones se refiere únicamente a los conflictos armados internacionales. 
 
3.1   Crímenes de Guerra cometidos en Conflictos Armados Internacionales 
 
En lo que se refiere a los conflictos armados de carácter internacional, el 
Estatuto distingue entre violaciones graves de los Convenios de Ginebra de 1949 y entre 
otras serias violaciones de las leyes y costumbres aplicables en el marco del Derecho 
Internacional.  
El primer grupo de crímenes lo constituyen los siguientes actos contra personas 
o bienes protegidos por éstos convenios: homicidio intencionado; tortura o tratos 
inhumanos, incluidos experimentos biológicos; causar conscientemente grandes 
sufrimientos o graves atentados a la integridad física o a la salud; destrucción y apropiación 
masiva de bienes no justificada por necesidades militares y ejecutadas de manera ilícita y 
arbitraria; obligar a un prisionero de guerra u otra persona protegida a servir en las fuerzas 
de una potencia enemiga; privar intencionadamente a un prisionero de guerra u otra persona 
protegida de los derechos a un juicio regular e imparcial; deportación o transferencia ilegal 
o confinamiento ilegal; toma de rehenes. 
En cuanto a los crímenes consistentes en otras violaciones graves de las leyes y 




i) Crímenes contra personas protegidas en poder del enemigo o del ocupante: 
realizar mutilaciones físicas o experimentos médicos o científicos de cualquier clase que no 
estén justificados por un tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona afectada y 
que causan la muerte o grave peligro para la salud de la persona en cuestión; declarar 
abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y acciones de los 
nacionales del Estado enemigo; obligar a los nacionales del Estado enemigo a combatir 
directamente contra su propio país; cometer atentados contra la dignidad personal, en 
particular tratos humillantes y degradantes; cometer violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, esterilización forzada u otra forma de violencia sexual que constituya 
una grave violación de los Convenios de Ginebra; alistar o llamar a filas a niños menores de 
quince años en las fuerzas armadas nacionales o hacer que tomen parte directa en las 
hostilidades, el traslado por la potencia ocupante de parte de su población civil al territorio 
que ocupa o la deportación o el traslado de la totalidad o parte de la población del territorio 
ocupado, dentro o fuera de ese territorio40.  
ii) Empleo de métodos de guerra prohibidos por el Derecho Internacional: 
matar o herir a combatientes que han depuesto las armas; hacer uso indebido de las 
banderas de tregua, de la bandera o insignia militar o uniforme del enemigo o de Naciones 
Unidas y de los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra (Cruz Roja, Media Luna 
Roja y Sol y León Rojos) con resultado de muerte o heridas graves; matar o herir a traición 
a personas pertenecientes al país o al ejército enemigo; declarar que no se dará cuartel; 
destruir o confiscar los bienes del enemigo, a no ser que responda a necesidades imperiosas 
de la guerra; emplear armas venenosas, gases asfixiantes o venenosos y líquidos o 
materiales análogos; balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano y, en 
fin, otras armas que provoquen sufrimientos innecesarios y que se incluyan en un anexo al 
Estatuto por medio de una enmienda; utilizar la presencia de civiles u otras personas 
protegidas como escudos humanos; utilizar el hambre de civiles como medio de guerra 
privándoles de los bienes indispensables para su supervivencia41.  
iii) Ataques intencionados contra objetivos no militares: ataques contra la 
población civil como tal o contra civiles que no tomen parte en las hostilidades; ataques 
contra bienes que no son objetivos militares; ataques contra personas o bienes involucrados 
en la asistencia humanitaria o en misiones de mantenimiento de la paz; ataques con 
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conocimiento de que van a causar incidentalmente muertes y heridas a civiles, o daños a 
bienes de carácter civil, o daños severos al medio ambiente que sean claramente excesivos 
en relación con la ventaja militar general concreta y directa prevista; ataques o bombardeos 
de ciudades o edificaciones que están indefensos y no constituyan objetivos militares; 
ataques contra edificios dedicados a la religión, educación, arte o fines caritativos, 
monumentos históricos, hospitales y lugares donde halla enfermos y heridos, siempre que 
no sean objetivos militares; pillaje de una ciudad o lugar; ataques contra edificios, 
materiales, unidades y transportes médicos y personal que emplee los emblemas distintivos 
de los Convenios de Ginebra de acuerdo con el Derecho Internacional42. 
Aunque ésta lista de crímenes es amplia, algunos de ellos difieren de los 
Convenios de Ginebra o del Protocolo (I) de Nueva York. Así, por ejemplo, en lo relativo a 
los ataques que causen pérdidas civiles incidentales, se hace referencia a los ataques que 
afecten a la población civil de forma “claramente” excesiva en relación con la ventaja 
militar “general”, términos que no figuran en el Artículo 57.2.b del Protocolo (I) de Nueva 
York del que deriva éste crimen.  
 
Igualmente encontramos que, la pequeña lista de armas prohibidas no cuenta 
con una cláusula que abarque todas las armas que provoquen sufrimientos innecesarios y 
los posibles añadidos se subordinan a una enmienda del Estatuto. De esta forma, la Corte 
no podrá juzgar como un crimen autónomo la utilización de armas nucleares, químicas o 
bacteriológicas, explosivos de napalm, etc. No obstante creemos que, ésta lamentable 
laguna es fácilmente subsanable, pues la utilización de este tipo de armas puede calificarse 
sin dificultad como un homicidio intencionado de personas protegidas, causar a propósito 
grandes sufrimientos a la integridad física o a la salud de personas protegidas o un ataque 
que causa pérdidas civiles incidentales claramente excesivas. 
 
3.2   Crímenes de Guerra Cometidos en Conflictos Armados Internos 
 
En cuanto a los conflictos armados internos, el Estatuto distingue entre 
violaciones graves del Artículo 3 común a los Convenios de Ginebra y entre otras 
violaciones graves de las leyes y costumbres de la guerra.  
 
                                                 




La primera categoría de crímenes comprende los siguientes actos cometidos 
contra personas que no toman parte activa en las hostilidades, incluyendo miembros de las 
fuerzas armadas que han depuesto sus armas y aquellos que han quedado fuera de combate 
por enfermedad, heridas, detención o cualquiera otra causa: a) los atentados a la vida y a la 
integridad corporal, en particular homicidios de cualquier tipo, mutilaciones, tratamientos 
crueles y tortura; b) los atentados contra la dignidad personal, en particular tratos 
inhumanos y degradantes; c) la toma de rehenes; d) las condenas dictadas y sentencias 
ejecutadas sin juicio previo, emitido por un tribunal regularmente constituido, provisto de 
garantías judiciales reconocidas generalmente como indispensables43.  
 
La segunda categoría de crímenes comprende los siguientes actos: 
i) Crímenes contra personas protegidas en poder del enemigo: ordenar el 
desplazamiento de la población civil por razones relativas al conflicto, a no ser que así lo 
exijan la seguridad de los civiles y razones militares imperiosas; someter a una persona en 
poder de la otra parte del conflicto a mutilación física o a experimentos médicos o 
científicos que no estén justificados por un tratamiento médico, dental u hospitalario de la 
persona afectada ni en su interés y que cause la muerte o graves peligros para su salud; 
cometer violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado o cualquier 
otra forma de violencia sexual que constituya una violación de los Convenios de Ginebra; 
llamar a filas o alistar a niños menores de quince años en las fuerzas armadas nacionales o 
hacer que tomen parte directa en las hostilidades44. 
 
ii) Empleo de métodos de guerra prohibidos por el Derecho Internacional: 
matar o herir a traición a un combatiente enemigo; declarar que no se dará cuartel; destruir 
o confiscar los bienes del enemigo a no ser que responda a necesidades imperiosas del 
conflicto45. 
 
iii) Ataques intencionados contra objetivos no militares: ataques contra la 
población civil; ataques intencionados contra edificios, material, unidades médicas y 
transportes de quienes usen los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de 
conformidad con el Derecho Internacional; ataques contra personas o bienes involucrados 
en asistencia humanitaria o en misiones de mantenimiento de la paz; ataques contra 
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edificios dedicados a la religión, educación, arte, ciencia o fines caritativos, monumentos 
históricos, hospitales y lugares donde se encuentran enfermos, siempre que no sean 
objetivos militares; pillaje de una ciudad o lugar46. 
 
Como puede apreciarse, esta lista de crímenes es sensiblemente inferior a la de 
los crímenes cometidos en conflictos armados internacionales y, en consecuencia, la Corte 
no podrá juzgar hechos como la utilización de armas prohibidas, la inanición de la 
población civil, la utilización de personas protegidas como escudos humanos, entre otros, 
cuando sean cometidos en conflictos armados internos. 
 
Si bien el hecho de que existan diferencias entre conflictos armados 
internacionales e internos no es sorprendente, pues es coherente con el Derecho 
Internacional en vigor, sí somos del criterio que lo es el hecho de que no se contemplen 
algunas prohibiciones contenidas en el Protocolo (II) de Nueva York como los castigos 
colectivos, el terrorismo, la esclavitud o los ataques contra instalaciones que contienen 
fuerzas peligrosas (presas, diques y centrales nucleares). 
 
Por último, cabe destacar, que el Estatuto prevé en relación con éste crimen la 
posibilidad a los Estados al hacerse parte del Estatuto, de declarar que durante un período 
de 7 años, contados a partir de la fecha en que el Estatuto entre en vigor en relación a él, no 
acepta la jurisdicción de la Corte en lo que hace a los crímenes de guerra cuando se 
denuncie la comisión de uno de esos crímenes por sus nacionales o en su territorio47. 
4.     Delitos contra la Administración de Justicia 
Aunque no se contemple como un crimen grave contra la humanidad, éste 
delito es penado por la Corte ya que puede ser un gran interventor de la justicia. 
 
Por ello, la Corte podrá juzgar los delitos contra la administración de 
justicia (Art. 70) cuando éstos hayan sido cometidos en forma intencional, a saber;  
 
a) Dar falso testimonio cuando se esté obligado a decir verdad. 
                                                 
46 Art. 8, párrafo 2, apartado e), incisos i – v del Estatuto. 




b) Presentar pruebas a sabiendas de que son falsas o han sido 
falsificadas;  
c) Corromper a un testigo, obstruir su comparecencia o testimonio o 
interferir en ellos, tomar represalias contra un testigo por su 
declaración, destruir o alterar pruebas o interferir en las diligencias 
de prueba;  
d) Poner trabas, intimidar o corromper a un funcionario de la Corte para 
obligarlo o inducirlo a que no cumpla sus funciones o a que lo haga 
de manera indebida; 
e) Tomar represalias contra un funcionario de la Corte en razón de 
funciones que haya desempeñado él u otro funcionario; y 
f) Solicitar o aceptar un soborno en calidad de funcionario de la Corte y 
en relación con sus funciones oficiales. 
 
D.    Responsabilidad Penal Individual e Inmunidad 
 
En relación con los crímenes antes mencionados la Corte tendrá competencia 
respecto de las personas naturales y serán responsables individualmente los autores, quienes 
ordenan, solicitan o inducen a cometerlos; quienes facilitan o colaboran en su ejecución y, 
en el caso del genocidio, quienes incitan directa y públicamente a otros a cometerlo. Por 
otra parte, existe responsabilidad criminal por la consumación del crimen y por la tentativa 
de cometerlo, salvo que quien intente cometer un crimen abandone completa y 
voluntariamente su intento delictivo (Art. 25).  
 
El Estatuto deja muy claro que nada de lo que se dispone en el artículo anterior 
afectará la responsabilidad del Estado como tal ante el Derecho Internacional, y por otra 
parte, también aclara que la Corte no será competente respecto de los menores de 18 años 
en el momento de la presunta comisión del crimen (Art. 26).  
 
El Estatuto, en su Artículo 27 referente a la inmunidad, dispone que no habrá 
exenciones de responsabilidad penal por razón del cargo público desempeñado por el sujeto 
y que en ningún caso lo eximirá de responsabilidad penal ni constituirá motivo para reducir 





Tampoco las inmunidades y las normas de procedimiento especiales que le 
correspondan al cargo oficial que dicha persona ostente, según el derecho interno o el 
internacional constituirán obstáculo alguno para que la Corte ejerza su competencia sobre 
los mismos. 
 
E.     Jurisdicción de la Corte 
 
1.      El Ejercicio de la Competencia 
 
Los Estados que pasen a ser parte en el Estatuto de la Corte aceptarán de ésta 
forma la jurisdicción del Tribunal, el que podrá ejercer su competencia si el crimen se ha 
cometido en el territorio de un Estado Parte o si el acusado es nacional de un Estado Parte 
(Art.12) cuando la investigación haya sido iniciada por un Estado Parte o por el Fiscal de 
oficio (Art.13). En el Artículo 13 también se prevé que el Consejo de Seguridad actuando 
con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, puede 
remitir al Fiscal una situación en que parezca que se haya cometido uno o varios de los 
crímenes de competencia de la Corte. Pero en éste último caso, ni el Artículo 12 ni el 13 del 
Estatuto especifica si el crimen que denuncia el Consejo de Seguridad, deba haber sido 
cometido en el territorio de un Estado parte o si el acusado es nacional de un Estado parte.  
 
Por tal motivo, reflexionamos que cuando es el Consejo de Seguridad el que 
activa el procedimiento, será el único caso en que la Corte podrá ejercer una jurisdicción 
universal. 
 
El Fiscal puede iniciar de oficio una investigación sobre la base de una 
información acerca de un crimen de competencia de la Corte, debiendo solicitar 
autorización a la Sala de Cuestiones Preliminares (Art. 15). Para ello, deberá, en primer 
lugar, analizar la veracidad de la información recibida, con tal fin podrá recabar más 
información de los Estados, los órganos de las Naciones Unidas, las organizaciones 
intergubernamentales u otras fuentes fidedignas que considere apropiadas. Cuando llegue a 
la conclusión de que existe fundamento suficiente para abrir una investigación, presentará a 
la Sala de Cuestiones Preliminares una petición de autorización para ello. La Sala de 
Cuestiones Preliminares cuando considere que hay fundamento suficiente para abrir una 





La negativa de la Sala de Cuestiones Preliminares a autorizar la investigación, 
no impedirá que el Fiscal presente después otra petición basada en nuevos hechos o pruebas 
relacionados con la misma situación. Si el Fiscal determina que existen fundamentos 
razonables para comenzar una investigación y la inicia con la debida autorización de la Sala 
de Cuestiones Preliminares, lo notificará a las partes. 
 
  Los cinco miembros permanentes del Consejo de Seguridad pueden ejercer su 
derecho a veto cuando una situación vaya en contra de sus intereses nacionales y de 
seguridad, por ello se habla de un veto negativo cuando el Consejo de Seguridad puede, de 
conformidad con una resolución aprobada con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de 
la Carta de las Naciones Unidas, pedir a la Corte que suspenda la investigación o el 
enjuiciamiento que haya iniciado por un plazo que no podrá exceder de doce meses, la que 
podrá ser renovada por el Consejo de Seguridad en las mismas condiciones. Percibimos que 
ésta medida podría obstaculizar profundamente el accionar de la Corte y por ende socavar 
su independencia. Por otro lado, un voto positivo se daría cuando un solo miembro 
permanente ejerciera su derecho a veto para impedir que se lleven a cabo medidas para 
obstaculizar cualquier proceso que lleve a cabo la Corte amparados en el Artículo 13 del 
Estatuto, lo cual valoramos de altamente provechoso para la justicia. 
2.     Inadmisibilidad de un Asunto 
La Corte declarará inadmisible un caso según lo dispuesto en el Artículo 17, 
cuando el asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en el Estado que tiene 
jurisdicción sobre él, a menos que no esté dispuesto a llevar a cabo la investigación o no 
pueda llevar adelante el juicio, o cuando el asunto haya sido objeto de investigación por el 
Estado que tenga jurisdicción sobre él y éste haya decidido no incoar acción penal, a menos 
que la decisión haya obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o 
no pueda hacerlo; cuando la persona ya ha sido enjuiciada por la conducta que se le imputa 
o cuando el asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras 
medidas por la Corte. 
 
Sin embargo, la Corte examinará aquellos casos en que determine que el Estado 
haya iniciado el proceso pero éste tenga por objeto sustraer a la persona de la competencia 




Tribunal no sea independiente o imparcial o la administración nacional de justicia haya 
colapsado, no estando en condiciones de llevar a cabo el juicio.  
 
De conformidad con el Artículo 17 antes señalado, la Corte podrá determinar de 
oficio la admisibilidad de una causa (Art.19). Están legitimados para impugnar la 
admisibilidad de la causa, a saber, el acusado o la persona contra la cual se haya dictado 
una orden de detención o una orden de comparecencia; el Estado que tenga jurisdicción en 
la causa porque está investigándola o enjuiciándola o la ha hecho antes; el Estado cuya 
aceptación se requiera de conformidad con el Artículo 12, párrafo 348. La impugnación de 
admisibilidad se hará antes del juicio o a su inicio.  
 
F.    Organización de la Corte 
La Corte estará compuesta de 18 magistrados y sus cuatro órganos principales 
según lo establecido por el Artículo 34 del Estatuto: a) la Presidencia, b) una sección de 
Apelaciones, una sección de Primera Instancia y una sección de Cuestiones Preliminares; c) 
la Fiscalía; y d) la Secretaría. 
a) La Presidencia, integrada por el presidente, el Vicepresidente primero y el 
Vicepresidente segundo, los que desempeñarán el cargo por un período de 
tres años y podrán ser reelegidos una vez (Art. 38). 
b) Una Sección de Apelaciones, compuesta por el Presidente y cuatro 
magistrados; una Sección de Primera Instancia, esta tendrá no menos de 
seis magistrados; y una Sección de Cuestiones Preliminares; también 
compuesta por no menos de seis magistrados (Art. 39). 
c) La Fiscalía, dirigida por el Fiscal, podrá contar con la ayuda de fiscales 
adjuntos. Es la encargada de recibir información corroborada sobre 
crímenes de la competencia de la Corte para examinarla y realizar 
investigaciones o ejercitar la acción penal ante la Corte (Art. 42).  
d) La Secretaría, compuesta por el Secretario y el Secretario Adjunto, estará 
encargada de los aspectos no judiciales de la administración de la Corte y 
de la prestación de servicios (Art. 43). Dentro de la Secretaría habrá una 
Dependencia de Víctimas y Testigos, establecida por el Secretario, la cual 
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se encargará de adoptar medidas de protección y dispositivos de seguridad 
y prestará asesoramiento y otro tipo de asistencia a testigos y víctimas que 
comparezcan ante la Corte y a otras personas que estén en peligro en razón 
del testimonio prestado (Art. 43).  
El Estatuto establece en su Parte XI, la existencia de una Asamblea de los 
Estados Partes, formada por un representante de cada Estado Parte para supervisar los 
diferentes órganos de la Corte, su presupuesto, informes y actividades de la Mesa de la 
Asamblea. Los representantes tendrán un voto y las decisiones serán alcanzadas ya sea por 
consenso o por mayoría.49 
 
G.     Procedimiento Legal 
Luego de iniciada una investigación, la Sala de Cuestiones Preliminares dictará 
a solicitud del Fiscal, una orden de detención contra una persona cuando (Art. 58): i) haya 
motivo razonable para creer que se ha cometido un crimen de la competencia de la Corte, 
ii) cuando la detención sea necesaria para asegurar que la persona comparezca en juicio, o 
para que no obstruya ni ponga en peligro la investigación ni las actuaciones de la Corte o 
para impedir que la persona siga cometiendo ese crimen u otro conexo. 
En seguida de la entrega del inculpado a la Corte por medio del Estado Parte 
que haya recibido la solicitud de detención o la comparecencia voluntaria del imputado ante 
ésta, la Sala de Cuestiones Preliminares celebrará una audiencia para confirmar los cargos 
sobre la base de los cuales el Fiscal tiene la intención de pedir el procesamiento. En la 
audiencia el Fiscal presentará, respecto de cada cargo, pruebas suficientes de que hay 
motivos fundados para creer que el imputado cometió el crimen que se le imputa y éste 
podrá impugnar los cargos y las pruebas y presentar las suyas. La Sala resuelve, y en 
relación con los cargos que confirme el Presidente del tribunal, constituye una Sala de 
Primera Instancia para conocer en el caso (Art. 61). 
 
El juicio se celebrará en la sede de la Corte al menos que se decida otra cosa 
(Art. 62). Se llevará a cabo por la Sala de Primera Instancia en presencia del acusado (Art. 
63), ésta celebrará consultas con las partes y adoptará los procedimientos que sean 
necesarios para que el juicio se lleve a cabo de una manera justa y expedita, a su vez 
                                                 




determinará el idioma que se utilizará en el juicio y ordenará la comparecencia y la 
declaración de testigos o la presentación de documentos y otras pruebas, recabando para 
ello la asistencia de los Estados cuando sea necesario de acuerdo a lo dispuesto en el 
Estatuto. Asimismo, podrá adoptar medidas para la protección de la información 
confidencial, la protección del acusado, de los testigos y de las víctimas y dirimir cualquier 
otra cuestión que se le presente. 
 
Al comenzar el juicio, el que será público sino se dispone otra cosa (Arts.64.7 y 
68.2), la Sala de Primera Instancia dará lectura ante el acusado de los cargos confirmados 
anteriormente por la Sala de Cuestiones Preliminares, el acusado podrá declararse inocente 
o culpable (Art. 64). Cuando el acusado se declare culpable, la Sala determinará si este 
comprende la naturaleza y las consecuencias de la declaración de culpabilidad, si la 
formuló de manera voluntaria y si la declaración de culpabilidad está corroborada por los 
hechos de la causa y las pruebas presentadas para poder condenarlo. En caso contrario 
considerará a la declaración como no formulada y ordenará que se prosiga con el juicio 
(Art. 65). 
 
La audiencia será pública, justa e imparcial. Allí se producen las pruebas y el 
acusado tiene derecho a ser asistido e interrogado frente a un abogado defensor de su 
elección o, si no lo tuviere, a que se le asigne uno de oficio, a menos que renuncie a su 
derecho de asistencia letrada y haya optado por defenderse personalmente, a ser asistido 
gratuitamente por un intérprete competente y a obtener las traducciones necesarias, a no ser 
obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable y a guardar silencio sin que 
ello presuponga su inocencia o culpabilidad. Además a interrogar o hacer interrogar a los 
testigos de cargo y a hacer comparecer en iguales condiciones a los de descargo, a declarar 
de palabra o por escrito en su defensa sin prestar juramento, y a que no se invierta la carga 
de la prueba ni le sea impuesta la carga de presentar contrapruebas (Art. 67). 
 
La prueba testimonial deberá ser en persona aunque la Corte puede permitir que 
el testigo preste testimonio oralmente o por medio de una grabación de video o audio, así 
como también que se presenten documentos o transcripciones escritas, siempre y cuando no 





La Corte puede decidir sobre la pertinencia o admisibilidad de cualquier prueba 
presentada por un Estado, pero en dado caso no podrá pronunciarse sobre la aplicación del 
derecho interno de ese Estado (Art. 69).  
 
Posteriormente, la Sala de Primera Instancia dictará un fallo adoptado por 
unanimidad, aunque de no ser posible se podrá adoptar por mayoría de sus magistrados, en 
éste último caso se incluirán las opiniones de la mayoría y de la minoría. El fallo será 
escrito y fundamentado a la luz de las pruebas presentadas y examinadas ante la Corte en el 
juicio (Art. 74). 
 
1.      Penas aplicadas a los Crímenes de Competencia de la Corte 
 
Cuando el fallo que la Corte emita sea condenatorio, se fijará la pena aplicable 
al imputado y se leerá en audiencia pública y de ser posible en presencia del acusado (Art. 
76). 
La Corte, previa solicitud o de oficio en circunstancias excepcionales, 
establecerá principios aplicables a la reparación que ha de otorgarse a las víctimas o a sus 
causahabientes, pudiendo dictar contra el condenado decisión en la que indique la 
reparación adecuada (Art. 75). Los Estados Partes darán efecto a esta decisión y la 
reparación podrá ser pagada por conducto del Fondo Fiduciario50 (Art. 75) establecido por 
la Asamblea de los Estados Parte (Art. 79). 
 
Conforme a los estándares del Derecho Internacional y de los Derechos 
Humanos, la Corte no tiene competencia para aplicar la pena de muerte. El Estatuto podrá 
imponer la reclusión por un período determinado que no exceda 30 años o la reclusión a 
perpetuidad cuando la gravedad del crimen así lo justifique (Art. 77); además de la 
reclusión, la Corte podrá imponer multas y decomiso del producto, los bienes y los haberes 
procedentes del crimen, además de una indemnización a las víctimas, pudiendo esta 
indemnización consistir en la restitución, compensación y rehabilitación (Art. 75.2).  
 
                                                 
50 Es un fondo estipulado para “beneficio de las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte y de sus 
familias”, procedente de las sumas y bienes que la Corte recibe a razón de multas y decomisos. Explicado 




2.      Recursos del Proceso Legal: Apelación51 y Revisión 
 
2.1 Recurso de Apelación 
 
Los fallos que dicte la Corte serán apelables por el Fiscal y el acusado cuando 
exista: vicios de procedimiento, error de hecho o error de derecho, una desproporción entre 
el crimen y la condena y cuando haya fundamentos suficientes para revocar la pena 
impuesta completamente o tan sólo reducirla en parte. 
 
También podrá apelar el acusado o el Fiscal en su nombre, además de los 
mencionados, por otro motivo que afecte a la justicia o la regularidad del proceso o del 
fallo. 
 
Como regla general, mientras se resuelve la apelación, el condenado 
permanecerá privado de su libertad, salvo que la Sala de Primera Instancia ordene otra cosa. 
Cuando la duración de la detención fuese mayor que la de la pena de prisión impuesta, el 
condenado será puesto en libertad, salvo, que el Fiscal apelase y esa libertad quedará sujeta 
a ciertas circunstancias excepcionales, tales como el riesgo concreto de fuga, la gravedad 
del delito y las probabilidades de que se dé lugar a la apelación (Art. 81). 
 
2.1.1  Procedimiento de Apelación 
 
A como lo establece el Artículo 83, párrafo 1 del Estatuto, “la Sala de 
Apelaciones tendrá todas las atribuciones de la Sala de Primera Instancia.” Cuando 
considere que existen fundamentos para revocar la condena en todo o en parte, invita al 
Fiscal y al condenado a que presenten sus argumentos y establece una decisión. La Sala de 
Apelaciones puede revocar o enmendar el fallo o la pena; o decretar la celebración de un 
nuevo juicio en otra Sala de Primera Instancia. Su sentencia podrá dictarla en ausencia de la 
persona absuelta o condenada, será motivada y adoptada por unanimidad o por mayoría, en 
éste último caso se consignará las opiniones de la mayoría y de la minoría (Art. 83). 
 
 
                                                 
51 “Recurso ordinario por el que unas actuaciones judiciales se remiten a un órgano superior con la posibilidad 





2.2    Revisión del Fallo Condenatorio o Pena 
 
La Sala de Apelaciones podrá revisar a pedido del condenado o, después de su 
fallecimiento, algún miembro de su familia o quien estuviera vivo al momento de la muerte 
del acusado (también puede hacerlo el fiscal en su nombre), la sentencia definitiva 
condenatoria o la pena cuando se alegue error judicial grave y manifiesto y en el caso en 
que se hubieren descubierto nuevas pruebas que no se hallaban disponibles a la época del 
juicio, o cuando uno o varios de los jueces que intervinieron en la sentencia condenatoria, 
hayan incurrido en falta o incumplimiento grave de sus funciones (Art. 84). En ese caso la 
Corte tendrá la facultad discrecional de otorgar una indemnización (Art. 85).  
 
H.    Cooperación Internacional y Asistencia Judicial 
 
Los Estados Parte tienen la obligación de cooperar plenamente con la Corte, 
cuando ésta se los solicite, por vía diplomática o cualquier otra manera adecuada en 
relación con la investigación y el enjuiciamiento de los crímenes de su competencia (Art. 
86), debiendo asegurarse que en sus derechos internos existan los procedimientos aplicables 
a todas las formas de cooperación requeridas (Art. 88). 
 
La Corte podrá invitar a cualquier Estado que no sea parte en el Estatuto a 
prestar asistencia sobre la base de un acuerdo especial, un acuerdo con ese Estado o de 
cualquier otra manera adecuada. 
 
En caso de incumplimiento con lo pactado con ese Estado no parte, se 
informará a la Asamblea de los Estados Parte o al Consejo de Seguridad, si éste le hubiese 
remitido el asunto. Éste mismo procedimiento se establece cuando un Estado Parte se 
niegue a dar curso a una solicitud de cooperación formulada por la Corte, impidiéndole así 
el ejercicio de sus funciones y atribuciones (Art. 87). 
 
Las Organizaciones Intergubernamentales pueden ser requeridas por la Corte 
para que le proporcionen información o documentación o que le brinden colaboración y 
asistencia sobre la base de acuerdos especiales que hayan celebrado (Art. 87). 
 
La Corte también podrá solicitar la detención y entrega de una persona a todo 




persona impugne el pedido ante un tribunal interno oponiendo la excepción de cosa juzgada 
de conformidad con el Artículo 20 del Estatuto, el Estado deber consultar con la Corte para 
determinar si ya ha habido decisión sobre la admisibilidad de la causa. Si la causa fuese 
admisible el Estado requerido cumplirá la solicitud. Si estuviese pendiente, el Estado 
requerido podrá aplazar la ejecución de la solicitud de entrega hasta que la Corte adopte 
una decisión (Art. 89). 
 
1.     Otras Formas de Cooperación 
 
Otras de las formas de cooperación que la Corte puede solicitar a un Estado 
Parte es la solicitud de asistencia en relación con investigaciones o enjuiciamientos penales 
a fin de identificar y buscar personas u objetos; practicar y presentar pruebas que requiera 
la Corte; interrogar a una persona que se está investigando o enjuiciando;  comunicar sobre 
documentos, incluso los judiciales; facilitar la comparecencia de forma voluntaria de 
testigos o expertos; proceder al traslado de personas; hacer inspecciones oculares, exhumar 
y también realizar exámenes de cadáveres y fosas comunes;  practicar allanamientos y 
decomisos; transmitir registros y documentos, incluso los oficiales; proteger a víctimas y 
testigos, al igual que preservar pruebas; identificar, determinar el paradero o congelar el 
producto y los bienes obtenidos del crimen cometido, al igual que los instrumentos de éste 
mismo, con miras a su decomiso consecutivo; cualquier otro tipo de asistencia que no sea 
prohibida por las leyes internas del Estado del cual se requiera. 
 
Cuando a un Estado se le plantea un problema de Derecho Interno y de Derecho 
Internacional en relación con obligaciones con otros Estados para dar curso a una solicitud 
de la Corte, el mismo ha de ser motivo de consulta con ella (Arts.89 y 90). 
 
I.     Ejecución Penal 
 
1.     Función de los Estados en la Aplicación de las Penas Privativas de  Libertad 
 
Con base a una lista de Estados que han manifestado a la Corte su disposición 
de recibir condenados, se designa a uno de ellos como el país en donde se cumplirá la pena 
impuesta al prisionero, según lo establece el Artículo 103, párrafo 1, inciso a del Estatuto, 




ajustándose a todos los tratados internacionales sobre el tratamiento que se debe dar a los 
reclusos, además de otros factores.  
 
Aún y con esa manifestación previa hecha por el Estado de recibir condenados, 
éste debe confirmar su disposición cuando se de el caso, si acepta tal designación e indicar 
cualquier circunstancia que podría afectar las condiciones o duración de la privación de 
libertad. 
 
2.     Ejecución de la Pena: Supervisión y Condiciones de Reclusión  
 
En caso de no designarse Estado alguno con base en la lista referida 
anteriormente, será en el establecimiento penitenciario que el Estado anfitrión decida donde 
se cumplirá la pena privativa de libertad, la cual tendrá carácter obligatorio para los Estados 
Partes (Art. 105.1). 
 
El condenado puede presentar en cualquier momento una solicitud de apelación 
o revisión de su condena sin que el Estado de ejecución se oponga de manera alguna (Art. 
105.2).  
 
Las condiciones de reclusión se regirán por la legislación del Estado de 
ejecución y éstas no serán ni menos ni más favorables que las mismas aplicadas a los 
reclusos condenados por delitos similares en dicho Estado (Art. 106). 
 
Toda ejecución de penas privativas de libertad estará sujeta a ser supervisadas 
continuamente por la Corte.  
 
3.     Traslado luego de cumplida la Pena 
 
Según lo establece el Artículo 107 del Estatuto, una vez que se cumpla la pena, 
quien no sea nacional del Estado de ejecución tiene la posibilidad de quedarse en dicho 
Estado si éste se lo autoriza o puede también si quiere ser trasladado a un Estado que tenga 





En caso de que el ex-recluso todavía tenga algún proceso judicial pendiente en 
algún otro país, el Estado de ejecución podrá de acuerdo a su derecho interno entregarlo o 
extraditarlo a otro Estado que lo requiera para que se presente a juicio o cumpla una pena. 
 
Sin embargo la posibilidad de que se extradite, sancione o enjuicie a una 
persona por una conducta anterior a su entrega al Estado de ejecución por parte de un tercer 
Estado, está limitada a la aprobación de la Corte sobre tal medida y ésta dirimirá luego de 
haber escuchado al condenado (Art. 108). Lo anterior no se aplica si el condenado luego de 
cumplida su pena se queda de manera voluntaria por más de 30 días en el territorio del 
Estado de ejecución o si regresa al territorio de ese Estado luego de haber salido de él. 
 
El Estado de ejecución no puede poner en libertad al condenado antes de que 
éste haya cumplido su pena asignada por la Corte, y sólo ésta puede, una vez cumplidos 25 
años de prisión o las dos terceras partes de la pena, decidir sobre si reducir la pena de éste 
tomando en cuenta ciertos factores como el que el condenado estuvo siempre dispuesto a 
cooperar con la Corte en sus investigaciones, también cuando el recluso ha facilitado de 
manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes de la Corte en otros casos, o 
algún otro cambio que se de en las circunstancias de manera clara como para fundamentar 
una reducción justa de la pena (Art. 110). 
 
En caso de que el condenado huya del Estado de ejecución, éste podrá, luego de 
haber consultado a la Corte, pedir al Estado en donde se encuentre que lo entregue o puede 
también pedir a la Corte que solicite dicha entrega, y cuando esto sucede, la Corte también 
tiene la opción de enviar el condenado al Estado en donde estaba cumpliendo su pena o a 




CAPÍTULO IV: OBSTÁCULOS DE LA CORTE  
 
A. El No Reconocimiento de Estados Unidos del Tribunal de la Corte 
 
Durante aproximadamente medio siglo, diversos comités de las Naciones 
Unidas intentaron en vano llegar a un consenso sobre un código de crímenes 
internacionales que fueran castigados por un tribunal internacional. La política de la Guerra 
Fría bloqueaba todos los esfuerzos que se desarrollaban en el seno de las Naciones Unidas 
para crear una jurisdicción penal internacional. Los Estados poderosos seguían oponiéndose 
a ceder su derecho soberano de juzgar crímenes para que en su lugar estos fueran juzgados 
por un Tribunal Penal Internacional. 
 
Tras años de meticulosa argumentación en las Naciones Unidas, la idea se abrió 
finalmente camino en Roma en 1998, cuando 120 naciones votaron a favor de una Corte 
Penal Internacional que pusiera freno a la persecución y los asesinatos incesantes de 
millones de personas inocentes. Estados Unidos estuvo entre las 7 naciones que votaron en 
contra.  
 
1. Política de Estados Unidos frente al Derecho Internacional 
 
El Derecho Internacional es el conjunto de normas jurídicas, que en su 
momento dado regulan las relaciones, derechos y obligaciones de los miembros de la 
Sociedad Internacional, a los que se reconoce subjetividad en este orden52. Hace que cada 
vez más, los países acorten sus diferencias y eliminen sus fronteras, construyendo un marco 
positivo para lograr una sociedad que se fortalezca en los Derechos Humanos y por ende 
logre su plena realización. 
 
Una de las principales fuentes de Derecho Internacional son los Tratados, o 
Acuerdos firmados entre Estados, que se componen a su vez de la práctica por éstos que la 
reconocen como obligatoria, así como los principios generales del derecho. 
 
Cabe destacar que para la determinación de las fuentes del Derecho Interracial 
Positivo es importante referirnos al apartado primero del Artículo 38 del Estatuto del 
Tribunal Internacional de Justicia en donde y de acuerdo a Friedman “en el Derecho 
                                                 




Internacional contemporáneo los tratados van reemplazando a las costumbres como fuente 
principal del derecho”53. 
 
Es por esto que en 1969 y en 1986 se crea la Convención de Viena sobre 
Derechos de los Tratados y la Convención de Viena sobre Derechos de los Tratados entre 
Estados y Organizaciones Internacionales o entre Organizaciones Internacionales, 
respectivamente, cada una de las cuales se creó tomando en cuenta la importancia cada vez 
mayor de los tratados en el Derecho Internacional, teniendo por objeto mantener la paz y la 
seguridad internacional, fomentar entre las naciones las relaciones de amistad y asegurar las 
condiciones para la cooperación internacional entre las naciones. 
 
Asimismo, hoy en día, la persona individual es objeto de atención por parte del 
Derecho Internacional54. La protección internacional de los derechos fundamentales del 
hombre es una pieza esencial del Orden Jurídico Internacional. Hoy la protección de los 
derechos fundamentales del ser humano es un problema que afecta a la Comunidad 
Internacional y trasciende la soberanía de los Estados.  
 
En respuesta se creó en 1948 la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
ya que es esencial que los Derechos Humanos sean protegidos por un régimen de Derecho, 
a fin de que el hombre no se vea obligado al supremo recurso de la rebelión contra la 
tiranía y la opresión. Igualmente el Derecho Internacional Humanitario constituye una 
parte esencial del Derecho Internacional ya que hace referencia a contextos de conflictos 
armados y contiene disposiciones para la protección de aquellas personas que no participan 
o dejaron de participar en las hostilidades, así como restricciones de los métodos y medios 
de hacer la guerra. El objetivo del Derecho Internacional Humanitario es reducir los 
sufrimientos causados por la guerra, tratando de proteger a las víctimas y de ayudarlas en 
la medida de las posibilidades. 
 
En 1776, la Declaración de Independencia de los Estados Unidos expresaba 
que “los poderes legítimos de los gobiernos emanan del consentimiento de los 
gobernados”. La Carta de las Naciones Unidas habla en nombre de “Nosotros, los 
Pueblos”. La Declaración Universal de Derechos Humanos hace referencia a “los derechos 
                                                 
53 Pastor Ridruejo, José Antonio. Curso de Derecho Internacional Público y Organizaciones Internacionales. 
Sexta Edición. Madrid: Tecnos. 1996, pp 89-90. 
54 Es lo que se conoce como Subjetividad Internacional Pasiva del Individuo, explicada detalladamente en el 




iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana” y declara que es 
esencial “que los Derechos Humanos sean protegidos por un régimen de Derecho”. Éstos y 
muchos otros instrumentos internacionales de Derechos Humanos reflejan la creciente 
toma de conciencia de que la verdadera soberanía reside en el pueblo y no en los Estados. 
Hoy, ninguna nación ni ninguna persona pueden estar por encima de la ley.  
 
Además el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
en su parte preambular, los Estados Partes de dicho Pacto, consideran que conforme a los 
principios enunciados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en 
el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad inherente a todos los miembros 
de las familias humanas y de sus derechos iguales e inalienables.  
 
Por su lado el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos reiteran dicho 
principios en su parte preambular. La proclamación de Teherán declara que la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos enuncia una concepción común a todos los pueblos de 
los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana y la declara 
obligatoria para la Comunidad Internacional. También dicha declaración señala que tanto el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la Declaración sobre la concesión de Independencia a 
los Países y Pueblos Coloniales, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación Racial, así como otras convenciones y declaraciones en 
materia de Derechos Humanos, aprobadas bajo los auspicios de las Naciones Unidas, los 
organismos especializados y las organizaciones intergubernamentales regionales han 
establecido nuevas normas y obligaciones que todas las naciones deben aceptar. 
 
Igualmente el Artículo 3ro de las cuatro convenciones sobre Derecho 
Internacional Humanitario establece como garantías fundamentales:  
 
a. Que no se cometan atentados contra la vida, la salud y la integridad física o 
mental en particular: el homicidio, tortura en todas sus formas, física o 
mental, las penas corporales, las mutilaciones. 
b. Los atentados contra la dignidad personal en especial humillante y 
degradante, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor. 
c. La toma de rehenes. 




e. Las amenazas de realizar los actos mencionados. 
 
En este sentido, Estados Unidos, potencia económica y militar mundial, se 
considera a si mismo defensor de los Derechos Humanos. Han insistido reiteradamente a 
los Estados en la importancia del Derecho Internacional y de los Derechos Humanos, y se 
erige como una autoridad mundial en materia de justicia y protección de las libertades 
humanas.   
Por ello, Bill Clinton en 1997 expresó que mientras Estados Unidos esté decidido 
a defender los Derechos Humanos, las personas libres de todo el mundo seguirán estando a 
su lado55. Igualmente en junio del 2003 en una declaración de la delegación de Estados 
Unidos ante la Organización de los Estados Americanos enunció: “Estados Unidos ha estado 
preocupado durante mucho tiempo por las persistentes violaciones al Derecho Internacional 
Humanitario y al Derecho Internacional de los Derechos Humanos que ocurren en todo el 
mundo.  Defendemos la justicia y la promoción del Estado de Derecho.  Estados Unidos 
continuará siendo un firme defensor del principio de responsabilidad por crímenes de guerra, 
el genocidio, y crímenes de lesa humanidad...”56 
 
Sin embargo Estados Unidos a pesar de su discurso a favor de las libertades y 
Derechos Humanos, ha demostrado tener una ambigua actuación política en las Relaciones 
Internacionales, ya que mientras proclama su defensa incondicional y exige a terceros 
reformas que promuevan los Derechos Humanos, alegando además la defensa de la 
seguridad mundial, se le ha hecho imposible comprometerse con tribunales de ésta 
naturaleza, al mismo tiempo que rechaza las observaciones y recomendaciones de 
Organismos Internacionales sobre posibles violaciones a los Derechos Humanos como la 
pena de muerte, o la situación de los prisioneros en la base de Guantánamo. No han 
ratificado ni firmado muchos de los principales tratados y convenciones. 
 
Por ejemplo, encontramos que es uno de los 10 únicos países que no han 
ratificado aún la Convención de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la Mujer y uno de los dos únicos países que continúan sin 
ratificar la Convención de Naciones Unidas sobre Derechos del Niño.57 
                                                 
55 “Doble rasero ante las normas de derechos humanos”. www.es.amnesty.org/camps/usa/normas.htm. 
Accesado el 17 de junio del 2004. 
56 “Promoción de la  Corte  Penal Internacional, Resolución aprobada en la cuarta sesión plenaria, celebrada el 
10 de junio de 2003”. www.oas.org/juridico/spanish/ag03/agres_1929.htm. Accesada el 5 de febrero del 2004. 





Asimismo, cuando Estados Unidos ha ratificado tratados de Derechos 
Humanos, a menudo lo ha hecho sin entusiasmo. Por ejemplo, ha formulado numerosas 
reservas al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre ellas el derecho a 
ejecutar a personas por delitos que cometieron siendo menores de edad.  
 
En 1995, el Comité de Derechos Humanos, organismo de las Naciones Unidas 
cuyos expertos se ocupan de examinar el cumplimiento del Pacto por parte de los Estados, 
recomendó que Estados Unidos considerara la posibilidad de retirar sus reservas, en 
particular las relativas a la pena de muerte y al derecho a no ser torturado. Estados Unidos 
ha eludido también el examen de organismos de las Naciones Unidas e interamericanos 
establecidos con objeto de proteger los Derechos Humanos, y lo ha hecho negándose a 
reconocer el derecho de esas instancias a atender las denuncias formuladas por personas 
desde Estados Unidos.    
 
Por ello hemos advertido que cuando se trata de ratificación de Tratados de 
Derechos Humanos, Estados Unidos suele estar ausente y sino intentando boicotearlos, 
alegando la inconveniencia por razones de seguridad nacional o sosteniendo que su propia 
legislación es más avanzada que la que se pretende imponer.  
 
No podemos dejar de mencionar que Estados Unidos es la nación que participa 
en más conflictos en el mundo, ya sea actuando en conjunto con las Naciones Unidas como 
fuerza de pacificación o interviniendo directamente con otros bloques militares asociados 
en las hostilidades, o simplemente invadiendo militarmente un país o imponiendo sanciones 
a otros con el pretexto de brindar apoyo militar o para defender a sus nacionales, cuando 
sienten que sus intereses estatales están en juego. Condenan a sus enemigos esforzándose 
por salvarse a sí mismos y a sus aliados de cualquier indagación por parte de Naciones 
Unidas. Tampoco debe olvidarse que muchos de los conflictos internacionales han sido 
avalados por el Gobierno norteamericano con su apoyo a uno de los gobiernos en conflicto 
o simplemente no ha procedido cuando quien viola los derechos fundamentales de una 
población determinada es un aliado.  La intervención de Estados Unidos en conflictos 
internos o internacionales ha sido bajo cálculos geopolíticos para asegurar su dominio y 





Vemos como Estados Unidos ha sido capaz de ser acusador y transportador de 
justicia, desde un punto de vista muy particular  a otros países del mundo, pero no es capaz 
de someterse a ella, como un ejemplo de cumplimiento de la aspiración de la Humanidad de 
que se haga justicia. Ya habían expresado cuando se constituyó el Tribunal Militar 
Internacional de Nuremberg, que el juzgar a esos criminales nazis “no era un arbitrario 
ejercicio de  poder por parte de las naciones victoriosas”, sino “la expresión del Derecho 
Internacional en vigor en el momento de su creación”; Derecho Internacional al cual no se 
quieren someter como se comprobó en la sentencia de la Corte Internacional de Justicia del 
27 de junio de 1986 en relación a las actividades militares y paramilitares de los Estados 
Unidos en y contra Nicaragua. 
 
Con esas afirmaciones sirvió de inspiración al mundo cuando proclamaron en 
Nuremberg y otros lugares que la agresión, el genocidio y otros crímenes contra la 
Humanidad, estaban universalmente prohibidos por el Derecho Internacional. Se reconoció 
que los Estados sólo podían actuar a través de individuos y, por tanto, a aquellos líderes 
responsables de tales crímenes se les podía exigir tales responsabilidades ante un tribunal 
de justicia. Por tanto, resulta sumamente contradictorio que ahora, una vez establecida una 
entidad de éste tipo no tenga el apoyo de uno de los países que más la promocionó. 
 
En las Naciones Unidas, donde los países de todo el Mundo se reúnen para 
decidir cuestiones económicas, sociales y políticas, los Estados Unidos ejercen una enorme 
influencia. En su calidad de miembro permanente del Consejo de Seguridad, los Estados 
Unidos tienen derecho de veto respecto de las principales decisiones de las Naciones 
Unidas en materia de paz y seguridad, y por ser la primera economía mundial, deben pagar 
una cuota proporcional del presupuesto de esa organización. Sabemos que el hecho de que 
los Estados Unidos cooperen y concluyan compromisos o no con los demás países, 
determina en gran medida el éxito de las Naciones Unidas en su misión de promover la 
igualdad, el desarrollo y la paz en el mundo. 
 
De acuerdo con las normas para interpretar los tratados, es responsabilidad de 
los Estados Parte de las Naciones Unidas –incluyendo a Estados Unidos-, acatar los 
estándares y resoluciones emanadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas que 
por responder al mínimo jurídico esencial que la Comunidad Internacional precisa para su 




cogens como serian las resoluciones 2625 (XXV), 1514 (XV) y 3314 (XXIX)58 y como tal 
vinculación universal para todos los Estados que integran la Comunidad Internacional. 
También es responsabilidad de las Naciones Unidas, como órgano de gobernabilidad 
global, y de sus países miembros, como componentes de ésta, asegurar que Estados Unidos 
acate el Derecho Internacional y preserve la paz y la seguridad internacional.  
 
El mundo todavía no puede olvidar, cuando Estados Unidos, pisoteando toda la 
estructura de Naciones Unidas y del Consejo de Seguridad agredió a Irak, alegando que 
creían se encontraban ahí armas de destrucción masiva y el autor de los atentados del 11 de 
septiembre de 2001. Hoy en día, en Irak, se cometen actos de violaciones a los Derechos 
Humanos y graves infracciones al Derecho Humanitario. 
 
Por referencias históricas, sabemos muy bien que no resulta sorprendente que 
Estados Unidos ignore el marco normativo de las Naciones Unidas; lo preocupante es que 
ésta actitud amenaza con deslegitimar toda la estructura del Derecho Internacional y el 
compromiso global de cooperación en Derechos Humanos; incluso la misma Constitución 
estadounidense ha sido violentada en un ejercicio de poder autoritario y discrecional. Ha 
rechazado sus obligaciones como Estado Parte de las Naciones Unidas y prácticamente ha 
desechado los estándares internacionales en materia de Derechos Humanos, ante una 
Comunidad Internacional que ha oscilado entre la aprobación y una casi imperceptible voz 
de desacuerdo, sin que efectivamente hayan detenido, y mucho menos sancionado, el 
proceder del Gobierno estadounidense.59  
 
Algunas de las acciones implementadas por los Estados Unidos que han 
violentado los Derechos Humanos de miles de personas: 
 
Patriot Act: “Provide Appropriate Tools Required to Intercept and Obstruct 
Terrorism”, que se traduce como  “Provisión de las Herramientas 
Adecuadas Requeridas para Interceptar y Obstruir el Terrorismo” es 
                                                 
58 Resolución 2625: Declaración sobre los principios de Derecho Internaciuonal referentes a las relaciones de 
amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas. Resolución 
1514: Declaración sobre la Concesión de la Independencia a los países bajos y pueblos coloniales. Resolución 
3314: Definición de la Agresión. 
59“MÁS SEGURIDAD, MENOS LIBERTADES: UNA MIRADA DESDE LOS DERECHOS HUMANOS A 
SIETE MESES DEL 11-S”.  
www.sjsocial.org/PRODH/Publicaciones/Informes/info_htm/informes%20prodh/a7mesesdel11desep .htm. 




un ejemplo demoledor de la hegemonía estadounidense. Dicha 
legislación aprobada en octubre de 2001 tiene una vigencia inicial 
hasta el 2005 y refuerza los poderes de la policía sobre la sociedad 
civil; cualquiera de ellas puede monitorear el tráfico de operaciones 
en internet y correo-electrónico; espiar llamadas telefónicas que 
incluyen las de las personas detenidas y sus abogados. Los 
ciudadanos –pero por la ola xenófoba, sobre todo los inmigrantes- 







Entre los efectos nocivos está la instalación de cortes militares con 
facultad de perseguir, arrestar, enjuiciar en secreto y hasta ejecutar a 
los inmigrantes que sean considerados como personas con posibles 
vínculos terroristas, basados en la “Duda Razonable”. Dan al 
gobierno un amplio poder para detener, investigar y juzgar 
sospechosos de terrorismo. Los cambios descritos por expertos 
legales y funcionarios, se espera que afecten mayormente a 
residentes que no son ciudadanos, pero que hasta ahora gozan de los 
derechos constitucionales como si fueran ciudadanos. Las 
posibilidades de que los sospechosos sean juzgados en cortes 
militares estadounidenses y sujetos a la imposición de la pena de 
muerte, aumentan con el alargamiento de la guerra. Las llamadas 
comisiones militares serán diferentes a las cortes marciales 
tradicionales, pero que a pesar de esas diferencias, quienes sean 
juzgados no podrán apelar el veredicto en cortes civiles, incluyendo 










Desde la captura de más de 400 combatientes, ahora detenidos en 
Afganistán y Guantánamo, Estados Unidos ha tenido mucho éxito 
en mantener su propia política de trato a los prisioneros, ignorando 
las recomendaciones establecidas en la ley y hechas por los expertos 
en Derechos Humanos, y las líneas a seguir durante situaciones de 
conflicto. Después de varios llamados internacionales, el gobierno 
estadounidense dijo en febrero que los combatientes que 




acuerdo con los Convenios de Ginebra sobre Derecho Humanitario. 
No obstante, en una aplicación discrecional del DIH se negó a 
conferirles el mismo estatus de prisioneros de guerra a los miembros 










Según información de defensores de Derechos Humanos en Estados 
Unidos, el Departamento de Justicia estadounidense se ha negado 
constantemente a ofrecer la información necesaria para garantizar 
que las personas encarceladas desde el 11-S, lo han sido con respeto 







Otros de los riesgos es la ley de emergencia y las pretensiones de 
utilizar legalmente la tortura: perjudican particularmente a los 
migrantes, no sólo a los que provienen de países musulmanes y 
árabes, sino también a los hispanos, dentro de los cuales los 
mexicanos constituyen mayoría. Y es que con la discrecionalidad 
otorgada a las agencias investigadoras, se podrá detener arbitraria e 
indefinidamente a migrantes cuya identidad es conocida sólo por los 
captores y la inteligencia estadounidense. 
 
Por tanto, estamos conscientes que era ilógico creer que Estados Unidos se 
obligaría con un Estatuto, que da formación a una Corte Penal Internacional, que se basa en 
todos aquellos Tratados y Convenios que defienden, no solo los Derechos Humanos sino 
también el Derecho Internacional Humanitario y que combate todos aquellos graves 
crímenes en contra de la humanidad como el Genocidio, Crímenes de Lesa Humanidad, 
Agresión y Crímenes de Guerra. 
 
Es importante que Estados Unidos tome medidas concretas para fortalecer el 
respeto a las normas internacionales, ratificar sin reservas los tratados de Derechos 
Humanos  y Derecho Internacional Humanitario de los que todavía no es Estado Parte, 
                                                 
60 El 28 de junio de este año, la Corte Suprema de Estados Unidos, adoptó una resolución en la que decidió 
que los “tribunales de Estados Unidos tienen jurisdicción para considerar apelaciones sobre la legalidad de la 
detención de extranjeros capturados en el exterior en conexión con hostilidades y encarcelados en 
Guantánamo”. “Presos de Guantánamo pueden usar tribunales”. www.vanguardia.com/2004/6/29/int3.htm. 




retirar las reservas que limitan el efecto de las normas internacionales de Derechos 
Humanos y garantizar que su legislación interna sea compatible con tales normas.  
 
Efectivamente sentimos que el problema radica en el hecho de que existe una 
gran tendencia por parte de Estados Unidos a operar como “policía mundial” –es su ventaja 
comparativa y competitiva frente al resto de los Estados- para desarmar al resto de los 
Estados, particularmente los que tienen capacidad de desarrollar armas atómicas y químicas 
y sistemas políticos hostiles a Estados Unidos. Además, a buscar imponer un sistema 
político que el gobierno norteamericano llama democrático, pero que en realidad obedece a 
sus intereses. 
 
2. Posición oficial del Gobierno de los Estados Unidos ante la Corte 
 
El 31 de diciembre del año 2000 el entonces presidente de los Estados Unidos 
Bill Clinton, firmó el tratado que constituye la Corte Penal Internacional, pero para intentar 
justificar esa acción, el presidente Clinton dijo que no le recomendaba al nuevo mandatario 
George W. Bush, hacer el trámite del oficio para enviar al Senado la ratificación del 
Tratado, más bien le sugirió esperar hasta que “existan algunos ajustes fundamentales”.61 
 
El pensamiento norteamericano acerca de lo que significa para ellos una entidad 
supranacional, queda claro en el ensayo de Henry Kissinger62 sobre “Los Escollos de la 
Jurisdicción Universal” (Foreign Affairs, julio-agosto, 2001), en el cual expresa que existe 
“un peligro en permitir que las normas jurídicas internacionales interfieran con las acciones 
políticas de los gobiernos nacionales”. Además advierte que los esfuerzos actuales para 
prevenir el genocidio y otros crímenes contra la humanidad mediante la creación de una 
Corte corren el riesgo de desembocar en una “tiranía de los jueces” o una “dictadura de los 
virtuosos”. La focalización de Kissinger en el pasado exagera los peligros del presente e 
ignora las necesidades del futuro. Si queremos tener un mundo más humano y pacífico, el 
Derecho Internacional ha de jugar un papel más importante y no al contrario.63 
                                                 
61 Zuleta Cano, José Abad y Londoño Restrepo, Gloria Maria. Justicia Universal en La Corte Penal 
Internacional. Colombia: Librería Jurídica Sánchez R. 2002. 
62 Fue nombrado Secretario de Estado durante la administración del Presidente Richard Nixon en 
1973. Partidario de la desvinculación norteamericana en el conflicto de Vietnam, dirigió las 
negociaciones que llevaron al acuerdo de alto el fuego de París en Enero de 1973. Esto le valió el 
Premio Nóbel de la Paz. 
63 Ferncz, Benjamín B. “Estados Unidos contra la Corte Penal Internacional. Un fiscal de Nuremberg 




Los argumentos de Estados Unidos frente a la Corte se pueden ver en la  
Declaración de los Estados Unidos sobre la Resolución No. 1929 de la Organización de 
Estados Americanos del 10 de junio de 200364. En el texto de la reserva, el delegado 
estadounidense establece que su país no “ha ratificado el Tratado de Roma y no tiene la 
intención de hacerlo” debido a que la Corte: 
 
• Atenta contra la soberanía nacional de los Estados al declarar su 
competencia sobre nacionales de países que no son parte del 
Estatuto,  
• Socava las operaciones de mantenimiento de la paz de las Naciones 
Unidas al ejercer un control sobre estas actividades, y  
• Viola los intentos de reconciliación y de consolidación democrática 
de los países al querer juzgar a personas que hayan recibido indultos 
o amnistías.  
 
Uno de los más feroces opositores a la Corte dentro de los Estados Unidos ha 
sido Jesse Helms, senador por el Partido Republicano, presidente durante largos años de la 
Comisión de Relaciones Exteriores del Senado. Helms se ha mostrado tan claro como 
rotundo al respecto: “We must slay this monster” (“Tenemos que aniquilar ese monstruo”) 
65, titulaba su dura proclama en el londinense Financial Times: Votar en contra de la Corte 
ya no es suficiente. Los Estados Unidos deberían acabar con él”. El 31 de julio de 1998, 
apenas dos semanas después de la aprobación del Estatuto de Roma declaraba al Financial 
Times: “Mientras yo siga respirando, Estados Unidos nunca permitirá - y reitero, nunca- 
que sus decisiones sobre seguridad nacional sean juzgadas por un Tribunal Penal 
Internacional”. Y agregaba luego que su intención era garantizar que “nunca ningún 
soldado estadounidense estará sometido a su jurisdicción”.66 
 
El senador Helms expresó también su indignación acerca de la “jurisdicción 
universal” en el Estatuto de la Corte, lo cual significa que aunque los Estados Unidos nunca 
firmen el Tratado, o si el Senado rehúsa ratificarlo (lo cual es obvio), los países 
participantes del Tratado seguirán sosteniendo que los soldados y ciudadanos 
                                                 
64 Organización de Estados Americanos (OEA) Subsecretaría de Asuntos Jurídicos: Secretaría Técnica de 
Mecanismos de Cooperación Jurídica. www.oas.org/juridico/spanish/ag03/agres_1929.htm. Ver documento 
completo en Anexos. 





norteamericanos están bajo la jurisdicción de la Corte. Expresó que eso era un ultraje, y que 
tendría consecuencias graves en las relaciones de su país con cada país que firmara y 
ratificara éste Tratado. 
 
Bien sabemos que dichas consecuencias graves no se han hecho esperar pues 
este país ha ido creando un arsenal jurídico y político complejo que pretende garantizar que 
sus ciudadanos no sean nunca enjuiciados o juzgados por la Corte. 
 
Estas gestiones se efectúan paralelamente en el plano de la política interior, la 
Diplomacia Internacional y de forma bilateral, en este orden tenemos así: 
 
2.1 El American Service Members' Protection Act (ASPA) o la Doctrina Americana 
contra la Corte 
 
La posición de Estados Unidos se sustenta en el hecho que “un tratado 
internacional no puede crear obligaciones hacia un Estado no parte” y por lo tanto, 
“rechazan cualquier competencia de la Corte para con sus nacionales”.67  
En sustancia, ésta ley, presentada por primera vez el 8 de mayo de 2001 ante la Cámara por 
el republicano M. Delay y firmada por el Presidente Bush el 2 de agosto de 2002: 
 
1. Prohíbe cualquier cooperación americana con la Corte: 
Esta prohibición general de cooperación con la Corte se aplica a los tribunales 
americanos, a los gobiernos locales y al Gobierno Federal. Incluye la prohibición de 
transferir ante la Corte a cualquier persona, ciudadano americano o extranjero residente en 
los Estados Unidos, presente en el territorio; la prohibición de cualquier investigación de la 
Corte en el territorio de los Estados Unidos; la prohibición de asignar fondos del gobierno 
americano para las detenciones, arrestos, extradiciones o el enjuiciamiento de un ciudadano 
americano o un extranjero residente permanentemente en los Estados Unidos por la Corte; 
la prohibición de aplicar en el territorio de los Estados Unidos cualquier medida de 
instrucción relacionada con una denuncia preliminar, una investigación, un enjuiciamiento 
o cualquier otro procedimiento de la Corte.  
  
                                                 




2. Evita la transferencia ante la Corte de los documentos relativos a la 
Seguridad Nacional. 
 
3. Prohíbe cualquier ayuda militar aunque la mayoría de Estados ratifiquen el 
Estatuto de Roma. 
 
El principio general de éste artículo dispone que, un año después de la entrada 
en vigor de la Corte, no se proporcionará ninguna ayuda militar americana a un Estado 
parte de la Corte. Sin embargo, la ley prevé que ciertos Estados se pueden eximir de 
acuerdo con el interés nacional americano. Así, la cláusula de la no-ayuda no es aplicable a 
los Estados Miembros de la OTAN, los aliados esenciales, aunque no miembros, de la 
OTAN (incluyendo Australia, Egipto, Israel, Japón, Jordania, Argentina, República de 
Corea, Nueva Zelanda) y Taiwán. De la misma manera, el Presidente puede reexaminar la 
prohibición si el Estado en cuestión tuviera un acuerdo con los Estados Unidos de 
conformidad con el Artículo 98 del Estatuto, que prohibiría explícitamente la entrega de un 
americano a la Corte. 
 
Esto es un tema especialmente sensible para países como Colombia que reciben 
más de 500 millones de dólares anuales en ayuda militar y que necesitan de éstos fondos 
para lidiar con su problema de orden público.68 
  
4. Restringe la participación americana en ciertas operaciones de 
mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas: 
Se espera que el Presidente utilice la voz y el voto americano dentro del 
Consejo de Seguridad, para garantizar que todas las resoluciones tomadas en el marco del 
Capítulo VI o VII de la Carta de las Naciones Unidas que autorizan respectivamente la 
puesta en marcha de operaciones de mantenimiento de la paz y de reestablecimiento de la 
paz, consideren una exención permanente para los miembros del ejército americano. Se 
trata de un enjuiciamiento penal ante la Corte de los nacionales americanos en lo que se 
refiere a las acciones desarrolladas en conexión con la operación. La participación del 
ejército americano sólo sería posible si ocurriese en el territorio de un Estado no parte del 
Estatuto. El Presidente de los Estados Unidos puede permitir la participación de las tropas 
americanas en tales operaciones si se respeta una de las tres condiciones siguientes: el 
                                                 
68 “Acuerdos Bilaterales de Inmunidad de Estados Unidos frente a la Corte Penal Internacional”. 




Consejo de Seguridad garantiza por resolución la inmunidad de las fuerzas armadas 
americanas69; la Corte no puede ejercer sus competencias en el campo de las operaciones 
militares o si hay un acuerdo del tipo “Artículo 98” entre los Estados Unidos y el país en 
donde se desarrollen las operaciones militares o si el interés nacional justifica tal operación. 
 
5. Presentación de informes ante el Congreso: 
Prevé que el Presidente debe proporcionar al Congreso un informe que detalle 
cada alianza militar en la que los Estados Unidos participe, y especifica hasta qué punto 
podrían los miembros de las fuerzas armadas americanas, en el contexto de una operación 
militar dirigida por ésta alianza, ser colocados bajo el control operacional de oficiales 
extranjeros sometidos a la Corte (por ser nacionales de un Estado parte de la Corte) y 
evaluar su riesgo para las fuerzas armadas americanas.  
 
6. "Hague Invasion Act"  
Autoriza al Presidente a utilizar “todos los medios necesarios y adecuados” para 
liberar a un ciudadano americano retenido por la Corte.  
 
Durante el verano de 2001 y hasta los acontecimientos del 11 de septiembre, los 
miembros del parlamento que impulsaron ésta ley decidieron vincular la autorización del 
Senado sobre el pago de los atrasos que los Estados Unidos debían a las Naciones Unidas a 
la Ley anti-Corte. El 13 de septiembre, dos días después de los ataques terroristas contra 
Nueva York y Washington, el diputado Tom Delay finalmente decidió renunciar a oponerse 
al pago de los atrasos y los diputados aceptaron así el pago sin ningún tipo de 
condicionamiento. El 10 de septiembre, la Ley anti-Corte estaba revisada para incluir las 
prerrogativas presidenciales que permiten eliminar algunas de las prohibiciones 
consideradas por la Ley ASPA.  
 
El 25 de septiembre, una carta del Departamento de Estado informó a Jesse 
Helms sobre el apoyo del gobierno a la ley revisada. 
 
 El 28 de noviembre el Senador republicano Henry Hyde hace aprobar en el 
último momento, una enmienda a la Ley de finanzas para defensa de 2002 que prohíbe 
                                                 
69 Según recientes declaraciones del Secretario General de la ONU, Sr. Koffi Anan, no habrá trato especial 
para las fuerzas armadas estadounidenses. “ONU rechaza más inmunidad para soldados de E.E.U.U”.  Ver 




cualquier cooperación con la Corte. Después de muchas enmiendas, la versión final de la 
ley incluye una gran autoridad de exención para el Presidente, e insiste en el hecho de que 
ninguna de sus disposiciones puede interferir con la autoridad constitucional del Presidente 
para decidir sobre la política extranjera.  
 
Finalmente, una enmienda a la ley (“Enmienda Dodd”) hace posible que los 
Estados Unidos cooperen con los esfuerzos internacionales, incluyendo la Corte, para llevar 
ante la justicia a nacionales extranjeros acusados de genocidio, de crímenes de guerra o de 
crímenes contra la humanidad como Sadam Hussein, Slobodan Milosevic, Bin Laden u 
otros miembros de Al Queda o la Jihad islámica. Entre la inmunidad para sus nacionales y 
la lucha antiterrorista, el interés nacional “permite todas las contradicciones”70… El 2 de 
agosto de 2002, George W. Bush firmó el conjunto de leyes que constituyen el ASPA. Por 
lo tanto, se convirtió en ley americana. La doctrina americana relativa a la Corte se inscribe 
así en el derecho interno. Pero los Estados Unidos deben también cerciorarse de que 
ninguno de sus nacionales, civil, diplomático o militar, que esté fuera del territorio 
americano, podrá ser “molestado” por la Corte. Ésta es la razón por la que se ha negociado 
una resolución del Consejo de Seguridad para limitar la competencia de la Corte y por la 
que se promueve el establecimiento de acuerdos bilaterales para evitar que se entregue a la 
Corte a nacionales americanos. De éste modo, se materializa un ASPA a nivel 
internacional. 
 
2.2    La Resolución 1422 del Consejo de Seguridad 
 
El 30 de junio de 2002 se adoptó la Resolución 1422, la cual juzgamos infringe 
disposiciones del Estatuto de Roma, de la Carta de las Naciones Unidas y otras 
disposiciones del Derecho Internacional, ya que, con ella se pretende conferir impunidad 
perpetua frente a toda investigación o enjuiciamiento que la Corte  pudiera emprender 
contra ciudadanos de Estados que no hayan ratificado el Estatuto de Roma y a los que se 
acusase de genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra cuando esas 
personas hubieran participado en operaciones establecidas o autorizadas por las Naciones 
Unidas.71 
 
                                                 
70 “No a la excepción norteamericana”. Op Cit. 
71 “INTERNATIONAL CRIMINAL COURT: The unlawful attempt by the Security Council to give US 
citizens permanent impunity from international justice”. web.amnesty.org/library/index/engior400062003. 1 




La iniciativa forma parte de una campaña mundial emprendida por Estados 
Unidos para socavar a la Corte y para asegurarse de que los miembros de sus fuerzas 
armadas estacionados en el extranjero, así como sus dirigentes civiles y militares, jamás 
puedan ser sometidos a la jurisdicción de la Corte por éstos crímenes. 
 
Por otra parte, esta decisión es renovable anualmente en la fecha del 1 de 
julio72, aniversario de la fecha de la creación de la Corte, lo cual podría transformarse en 
una situación de impunidad permanente. 
 
Así, la Resolución 1422 altera la competencia de la Corte y viola el Artículo 16 
del Estatuto de Roma, que permite al Consejo de Seguridad posponer una investigación o el 
enjuiciamiento de una persona, pero sólo individualmente y de manera limitada.  
 
El Artículo 16 del Estatuto de Roma prevé, efectivamente, que “en caso de que 
el Consejo de Seguridad, de conformidad con una resolución aprobada con arreglo a lo 
dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, pida a la Corte que 
suspenda por un plazo de doce meses la investigación o el enjuiciamiento que haya 
iniciado, la Corte procederá a esa suspensión; la petición podrá ser renovada por el Consejo 
de Seguridad en las mismas condiciones”. De conformidad con dicho artículo, la Corte sólo 
podrá suspender la investigación si ninguno de los cinco miembros permanentes del 
Consejo de Seguridad opone un veto a la petición. 
 
La Resolución 1422 viola dicho artículo porque sistematiza la suspensión por 
parte de la Corte de la investigación de cualquier caso que implique a responsables o 
antiguos responsables, a personal o antiguo personal de un Estado que no forme parte del 
Estatuto de Roma por actos u omisiones vinculados a operaciones establecidas o 
autorizadas por la Naciones Unidas. 
 
La inmunidad consagrada implica a la vez a ciudadanos de Estados no parte y a 
los de Estados parte del Estatuto de Roma. Basta que el Estado en una operación de las 
Naciones Unidas sea un Estado no parte - aunque las personas bajo su mando sean 
nacionales de Estados parte - para que el conjunto de su personal pasado y presente sea 
inmune a la competencia de la Corte. 
                                                 





Finalmente, ningún mecanismo de la resolución prevé que éstas personas sean 
juzgadas en jurisdicciones nacionales del Estado, es decir en éste caso, Estados Unidos. 
 
Por otro lado, ésta resolución abre peligrosamente la puerta a otras 
modificaciones de convenciones internacionales por decisión política del Consejo de 
Seguridad. 
 
A lo largo del mes de Junio 2003, se dio un debate público auspiciado por 
gobiernos y Organizaciones No Gubernamentales sobre la inconveniencia de la renovación 
de ésta decisión. A pesar del consenso de la mayoría de los interventores, ésta inmunidad 
fue prorrogada mediante la Resolución 1487,73 cuya vigencia era del 1 de julio de 2003 
hasta el 30 de junio de 2004. 
 
Lo importante de esto es que Francia (con derecho a veto en el Consejo) 
Alemania y Siria (miembros temporales del Consejo de Seguridad para ese período), se 
abstuvieron de votar. Esto obedece a que tanto Francia como Alemania necesitaban 
reconstruir sus relaciones diplomáticas con Estados Unidos después de su negativa en 
participar en la guerra de Irak, mientras que Siria estaba bajo presión debido a que se le 
había acusado de apoyar a las tropas iraquíes con armamento y comida.  
 
Recientemente ésta solicitud de inmunidad fue exigida por Estados Unidos 
como requisito previo para autorizar el despliegue de la operación de paz en Liberia, 
mediante la Resolución 149774 del 1 de agosto de 2003. Asimismo, el 26 de agosto el 
Consejo de Seguridad promulgó una resolución que establece como crimen de guerra los 
ataques contra el personal de las Naciones Unidas y los trabajadores de misiones 
humanitarias75. Ésta resolución, que estaba estancada, únicamente fue promulgada cuando 
se eliminó todo tipo de alusión a la Corte. 
 
                                                 
73 “Resolución 1487 (2003)”. 
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Actualmente se dieron consultas en el seno del Consejo de Seguridad referidas 
a la propuesta de renovación de las Resoluciones 1422 y 1487 concernientes a la inmunidad 
de algunas tropas en misiones de paz con respecto a la jurisdicción de la Corte. Luego que 
dichas consultas fuesen aplazadas, el Embajador de Estados Unidos, James Cunningham 
junto con otros miembros del Consejo anunciaron que los Estados Unidos habían decidido 
retirar el borrador de dicha propuesta76. 
 
Ésta decisión viene también como resultado de las últimas revelaciones de 
abuso a los prisioneros en Irak y la oposición pública por parte del Secretario General de las 
Naciones Unidas, Kofi Annan a dicha renovación77. 
  
De ésta forma la renovación quedó aplazada y esperamos que no se vuelva a 
considerar en el futuro. 
 
La Resolución 1487 expiró el 30 de junio del 2004, terminando así la cortina de 
impunidad disfrutada por nacionales de Estados no parte en el Estatuto de Roma en lo que 
se refiere a las misiones de paz autorizadas o establecidas por las Naciones Unidas78. 
 
Aún y con todo esto, los Estados Unidos todavía fueron más lejos en su intento 
de destrucción de la Corte utilizando el vacío legal existente en el Artículo 98 del Estatuto 
de Roma. 
 
2.3   Utilización del Artículo 98 del Estatuto de Roma por los Estados Unidos 
 
En el arduo proceso de negociaciones que fue la creación del Estatuto de Roma 
de la Corte, se estableció en su Artículo 98 una cláusula mediante la cual “la Corte no dará 
curso a una solicitud de entrega en virtud de la cual el Estado requerido deba actuar en 
forma incompatible con las obligaciones que le imponga un acuerdo internacional (...)”79. 
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Creemos necesario aclarar que el propósito de ésta cláusula era respetar los 
Convenios sobre el Estatuto de las Fuerzas Armadas de un Estado en territorios extranjeros. 
Lo único que buscan éstos acuerdos es regular la situación jurídica de las Fuerzas Armadas 
de un país legalmente establecidas en territorio extranjero, y de ésta manera, determinar qué 
Estado tiene la preferencia para investigar y procesar al personal militar acusado de haber 
violado la Ley en el territorio del Estado receptor. 
 
Sin embargo, los Estados Unidos tomaron como fundamento este Artículo 98 
del Estatuto de Roma para suscribir acuerdos bilaterales de inmunidad con el propósito de 
evitar que sus nacionales, especialmente el personal militar y líderes políticos, sean 
detenidos y entregados para ser juzgados por la Corte.  
 
Éste artículo está relacionado con los conflictos de obligación relativos al 
régimen de cooperación del Estatuto. Las tensiones pueden emerger, por ejemplo, cuando 
un Estado es obligado a petición de la Corte, a detener a una persona, pero no puede 
acatarlo sin violar otra obligación del Derecho Internacional, como, por ejemplo, el respeto 
de la inmunidad de ésta persona. De hecho, cuando se establece que una norma de Derecho 
Internacional existente hace ilegal el hecho de que un país acate la petición de cooperación 
de la Corte, ésta última, a priori, no emitirá la petición.  
 
Pero, si un Estado anula sus inmunidades, una petición de cooperación por 
parte de la Corte ya no pondría más en una posición de ilegalidad al Estado en cuestión, si 
éste acata la petición. El párrafo 1 del Artículo 98 establece de hecho que la Corte puede 
entrar en negociaciones con un Estado tercero para obtener una renuncia de sus derechos. 
No corresponde al Estado decidir si su acatamiento de la petición de cooperación constituye 
una violación de otra norma de Derecho Internacional, sino a la Corte. Sin embargo, de 
acuerdo con la Norma 195 (1) del Reglamento de Procedimiento y Prueba, un Estado puede 
informar a la Corte que observa un problema en el marco del Artículo 98 y presentar las 
informaciones necesarias. Cualquier Estado tercero implicado puede también presentar la 
información. Así, la Corte tendrá una base efectiva conveniente para decidir80. 
 
                                                 




La ratificación de un acuerdo tal haría que los Estados violasen el Derecho 
Internacional y que los Estados Partes infringiesen sus obligaciones con respecto al Estatuto 
de Roma. 
 
Desde finales de julio de 2002, los Estados Unidos se acercaron a prácticamente 
todos los países del mundo, en los cinco continentes,  con la intención de firmar acuerdos 
bilaterales que garantizasen la no transferencia de los nacionales americanos ante la Corte, 
estimando que éstos podrían ser objeto de denuncias de motivación política, presentadas 
por países “hostiles” a su gobierno. 
 
En éste contexto, el Secretario de Estado americano Colin Powell, escribió 
personalmente a los gobiernos europeos el 16 de agosto de 2002 para presionarlos para 
firmar tales acuerdos “cuanto antes” sin esperar a que la Unión Europea concluyese su 
posición oficial. Washington además lamentó que la Comisión Europea pidiera a los países 
candidatos a la Unión Europea que no firmasen acuerdos de exención mientras que los 
quince no hubiesen concluido su posición. 
 
Notamos que lo interesante de esto es que las fricciones causadas por el reciente 
enfrentamiento entre Estados Unidos y Europa en relación a la guerra contra Irak, ha 
llevado a un cambio en la postura de la Unión Europea frente a estos Convenios. 
Inicialmente, la posición oficial era que cada miembro tenía la libertad de suscribir éstos 
acuerdos, si así lo considerase necesario. Sin embargo, en Junio de 2003 éste órgano 
supranacional adoptó una “nueva Posición Común” en la cual establece la promoción del 
Estatuto de Roma y aboga por la plena cooperación de los Estados con la Corte. En éste 
sentido, el Artículo 5 de éste documento llama la atención de los países en torno a las 
consecuencias que podrían acarrear la suscripción de estos Acuerdos Bilaterales de 
Inmunidad81. 
 
Hasta septiembre de 2003, 63 países han suscrito éstos acuerdos, entre ellos 7 
latinoamericanos: Bolivia, El Salvador, Honduras, Nicaragua82, Panamá, República 
Dominicana y recientemente, Colombia83. 
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Sabemos muy bien que la ofensiva americana no está limitada a enfoques 
diplomáticos; a menudo se acompaña de promesas económicas o industriales de gran 
envergadura y, en el caso de rechazar el Estado a llegar a un compromiso, aparecen serias 
amenazas totalmente inaceptables tanto en el ámbito militar como en el económico. 
 
Queremos recalcar, a juicio propio que, el objetivo general y la razón de ser del 
Estatuto de Roma es conseguir que los responsables de los crímenes más serios 
comparezcan ante la justicia en todos los casos, inicialmente en los Estados, pero como 
último recurso ante la Corte, evitando de ésta manera la impunidad. Así, cualquier acuerdo 
que evite que la Corte ejerza su función complementaria de actuar cuando un Estado no 
tiene la capacidad o la voluntad de hacerlo, hace fracasar el objetivo y la razón de ser del 
Estatuto. 
 
B. Algunas Críticas al Estatuto de Roma 
 
Indiscutiblemente el Estatuto de Roma no es perfecto, por tanto a continuación 
analizaremos algunas críticas en torno a éste. 
 
Las principales críticas al Estatuto se vinculan a las limitaciones en términos de 
quienes podrán ser sometidos a esta Corte y por qué delitos, a la posibilidad de que las 
víctimas o las organizaciones defensoras de los Derechos Humanos puedan tener acceso 
efectivo a esa justicia e intervención en el impulso del proceso y a la real independencia de 
la Corte respecto del Consejo de Seguridad. 
 
El Artículo 5 enumera las violaciones a los Derechos Humanos de las que se 
ocupará la Corte: Genocidio, Crímenes contra la Humanidad, Crímenes de Guerra y 
Agresión. 
 
Los tres primeros se detallan en los Artículos 6, 7 y 8. Pero según algunos 
críticos del Estatuto, se omiten importantes crímenes contra la humanidad como son: 
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a. Los crímenes económicos (violaciones graves y masivas a los derechos 
económicos, sociales y culturales) 
b. El tráfico de estupefacientes  
c. El tráfico de órganos humanos 
d. Las adopciones internacionales ilegales 
e. La prostitución y la pornografía “no forzadas”, entendiendo como válido 
el consentimiento de las personas adultas o incluso, y más grave aún, 
abriendo una brecha al debate sobre el consentimiento de los menores en 
contradicción con la Convención de los Derechos del Niño para los casos 
de aquellos países en los que la legislación permite que éstos presten 
consentimiento sexual aún antes de los 18 años. 
f. Los crímenes ecológicos (daños graves al medio ambiente, causados 
deliberadamente o por negligencia culpable). 
g. La dominación colonial y otras formas de dominación extranjera, que 
estaban contemplados en el Artículo 18 y son omitidas en el texto 
definitivo. 
h. La intervención extranjera, que figuraba en la versión originaria en el 
Artículo 17 y también se suprimió. 
i. El reclutamiento, la utilización, la financiación y el entrenamiento de 
mercenarios, en consonancia con la falta de ratificaciones suficientes que 
impiden que entre en vigencia la Convención Internacional aprobada por la 
Asamblea General sobre la materia. 
 
La Comisión de Derecho Internacional en 1976 aprobó en primera lectura y en 
el marco del proyecto sobre la responsabilidad de los Estados, una definición de Crimen 
Internacional que enumeraba varios de los ahora omitidos, como el establecimiento o el 
mantenimiento por la fuerza de una dominación colonial y la contaminación masiva de la 
atmósfera o de los mares. 
 
En cuanto a los Crímenes de Guerra, se permite que un Estado aún siendo parte 
en el Estatuto, se de una moratoria para cometerlos durante siete años después de su 
adhesión al Estatuto (conforme al Art. 124), pese a la existencia de los Convenios de 





En relación al Delito de Agresión, el Artículo 5 lo deja en suspenso hasta tanto 
se defina el crimen de agresión y se establezcan las condiciones bajo las cuales la Corte 
ejercerá su jurisdicción respecto de ese delito (según los Arts. 121 y 123, que otorgan para 
ello un plazo de siete años desde la entrada en vigencia del Estatuto). 
 
El otro peligro que se cree causará ésta postergación en cuanto al 
procedimiento, es que queda pendiente el debate sobre la necesidad o no de la declaración 
previa de la existencia del acto de agresión por parte del Consejo de Seguridad, con lo cual 
los miembros permanentes podrían tener la impunidad garantizada. 
 
Algunas de las limitaciones en cuanto a los posibles acusados, es que quedan 
exentas de la jurisdicción de la Corte todas las personas que han cometido o cometan los 
delitos comprendidos hasta la entrada en vigor del Estatuto (Art. 11, primer párrafo). Los 
nacionales de los Estados que adhieren al Estatuto con posterioridad a su entrada en vigor, 
sólo podrán ser sometidos a la jurisdicción de la Corte por crímenes cometidos con 
posterioridad a la adhesión de su país (Art. 11, segundo párrafo) e incluso, en los casos de 
crímenes de guerra, los Estados al hacerse parte del Estatuto de la Corte podrá declarar que 
durante un período de siete años contados a partir de la fecha en que el Estatuto entre en 
vigor a su respecto, no aceptará la competencia de la Corte en relación a dichos crímenes 
cuando se denuncien a sus nacionales o en su territorio.  
 
Se supone que la Corte no se ocupará de los Crímenes de Lesa Humanidad ni 
de los de guerra cometidos con anterioridad, aunque fueron declarados imprescriptibles en 
1968 por la Convención respectiva y pese a que existen los precedentes de los Tribunales 
para Yugoslavia y Ruanda, que se ocupan de hechos cometidos antes de su creación. 
 
Además, los nacionales de los Estados que no sean parte en el Estatuto y que 
tampoco acepten la jurisdicción de la Corte en el caso concreto no podrán ser sometidos a 
juicio ante ésta (a contrario sensu del Art. 12), salvo que la denuncia ante el Fiscal de la 
Corte la haga el Consejo de Seguridad conforme al Artículo 25 de la Carta de Naciones 







Otra de las grandes críticas es que la Corte ejercerá su jurisdicción cuando el 
Fiscal reciba una denuncia de un Estado Parte (Art. 13, inciso a y Art. 14) o cuando él 
inicie una investigación por propia iniciativa en base a las informaciones que haya recibido 
(Art. 13, inciso c y Art. 15).  También puede el Consejo de Seguridad poner en 
conocimiento del Fiscal la comisión de crímenes en el marco del Capítulo VII de la Carta 
de las Naciones Unidas (Art. 13, inciso b). Por lo tanto el Fiscal podrá recibir información 
de víctimas, familiares u organizaciones de Derechos Humanos para iniciar una 
investigación por propia iniciativa. También podrá requerir información adicional a ellos o 
a los Estados y organizaciones intergubernamentales. Las víctimas podrán hacer 
exposiciones ante la Cámara de Instrucción (“Pre-Trial Chamber”) (Art.15). El Fiscal podrá 
interrogar a las víctimas y a los testigos (Art. 54, párrafo. 3, inciso. b). Pero, salvo que el 
Fiscal las convoque, las víctimas o sus representantes no pueden promover acción penal 
mediante denuncia ni ser parte en el juicio. No pueden activar el proceso, ni proponer 
pruebas, ni probar el daño a los efectos de la indemnización, ni plantear cuestiones jurídicas 
ni hacer alegatos. 
 
Sin embargo el Artículo 8 de la Declaración Universal y el inciso a, párrafo 3 
del Artículo 2 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, garantizan claramente el recurso 
efectivo a las víctimas de las violaciones a los Derechos Humanos. Ésta escasa 
participación que se les otorga en el procedimiento ante la Corte parece no contribuir 
eficazmente a ello. 
 
Los críticos aseveran que la independencia de la Corte es relativa ya que ésta no 
podrá iniciar ni proseguir una investigación o proceso durante doce meses si así lo requiere 
el Consejo de Seguridad, en el marco del Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. 
Este acto de negación evidente de la independencia de la Corte podría plantearse, aunque es 
discutible, como un requerimiento renovable en forma indefinida. 
 
Existen también problemas de compatibilidad con ciertas disposiciones 
constitucionales nacionales de los Estados del mundo y el Estatuto de Roma, que se podrían 
interpretar como “imperfecciones perfectas” para aquellos Estados que no están dispuestos 
a formar parte de éste, ya que tendrían que reformar sus leyes internas. 
 
El primer tema es sobre la Extradición. Muchas de las constituciones mundiales 




más común y tal vez más convincente de considerar esta provisión, consistente con el 
Estatuto, trata de un entendimiento de la naturaleza distinta entre “entrega” y “extradición.” 
El Artículo 102 del Estatuto distingue entre entrega, que es la “entrega de una persona por 
un Estado a la Corte,” y extradición, que es “la entrega de una persona por un Estado a otro 
Estado…”. Mientras algunos han cuestionado el significado de la “terminología”, la 
distinción refleja el principio básico e importante que una transferencia a otro Estado, igual 
y soberano, es fundamentalmente diferente que una transferencia a la Corte, un cuerpo 
internacional establecido bajo el Derecho Internacional, con la colaboración y 
consentimiento del Estado Parte. 
 
También se ha hecho referencia al hecho que el objetivo de la prohibición de la 
extradición de nacionales no es para garantizar la impunidad para éstos crímenes tan serios. 
Al contrario, es interesante notar que muchos de los sistemas jurídicos que tienen tal 
prohibición también tienen legislación que les facilita ejercer jurisdicción sobre sus 
nacionales por crímenes cometidos en cualquier parte del mundo. Si el Estado ejerce tal 
jurisdicción sobre sus nacionales, de acuerdo con las disposiciones de complementariedad 
del Estatuto de Roma, la Corte no tendrá jurisdicción y la obligación de entrega no surge. 
Por lo tanto, el Principio de Complementariedad es otro argumento frecuentemente 
invocado en la discusión sobre si existe o no un verdadero conflicto constitucional acerca 
de la extradición.  
 
La Corte enjuiciará sólo cuando un Estado no esté dispuesto o no lo pueda hacer. 
Si un Estado Parte tiene una prohibición de la extradición de nacionales, puede evitar la 
obligación de entregar a la persona a la Corte, si las autoridades nacionales hacen una 
investigación genuina.  
 
Muchas constituciones dan algún tipo de Inmunidad al Jefe de Estado, oficiales 
de gobierno y/o parlamentarios. La cuestión que se ha dado al respecto es la compatibilidad 
de tales disposiciones con el Artículo 27 encabezado “improcedencia del cargo oficial” y el 
deber de detener y entregar a la Corte a los acusados. Las inmunidades en las constituciones 
del mundo no son homogéneas; varían mucho en cuanto al tipo de inmunidad que ofrecen. 
En algunos casos, la conducta cubierta por la inmunidad es limitada en el mismo texto de la 
disposición constitucional. En otros casos, la inmunidad parece ser absoluta, aparentemente 





Los argumentos en favor de interpretar las disposiciones constitucionales para 
que sean compatibles con las obligaciones internacionales de los Estados, son 
particularmente pertinentes aquí. Según el Derecho Internacional, a los Estados se les 
prohíbe garantizar inmunidad para ciertas clases de crímenes. Por ejemplo, la Convención 
contra el Genocidio explícitamente dice que “personas que cometan genocidio serán 
sancionadas, así bien sean líderes constitucionalmente elegidos, oficiales públicos o 
individuales”. Es más, como fuera mencionado anteriormente, bajo el Derecho Internacional 
los Estados tienen el deber de investigar y sancionar crímenes graves, sin consideración al 
estatus de la persona que haya cometido tales crímenes. El acto de dar inmunidad a tales 
crímenes se enfrentaría claramente con el deber asumido.  
 
Otro asunto que tiene que ver con inmunidades es el de la posibilidad de quitar 
la inmunidad de la persona que goza de ella. Ciertos Estados dan al parlamento el poder de 
quitar ésta inmunidad y dar luz a una investigación. Algunos han dicho que la posibilidad 
de quitar la inmunidad afecta la compatibilidad entre la constitución y el Estatuto. Si los 
argumentos anteriormente dados sobre las limitaciones de la inmunidad son aceptados, la 
cuestión de la posibilidad de quitar la inmunidad no surge. Sin embargo, algunos han 
argumentado que si existe la posibilidad de quitar la inmunidad, no hay contradicción entre 
la constitución y el Estatuto. Al recibir una solicitud de la Corte de entregar la persona, el 
parlamento tendrá la oportunidad de quitar la inmunidad. Según el argumento, el 
parlamento tomará su decisión de quitar o no la inmunidad teniendo en cuenta las 
obligaciones internacionales del Estado (aunque si deciden no quitar la inmunidad podría 
resultar en incumplimiento de las obligaciones del mismo).  
 
En varios países, particularmente en América Latina y partes de Europa, algunas 
constituciones explícitamente prohíben “penas perpetuas” o “penas de por vida” mientras 
otros incluyen un período máximo de privación de libertad. En ciertos contextos la 
prohibición se presenta como un derecho fundamental del acusado o sancionado, de gozar 
del principio de rehabilitación.  
  
Está previsto en el Artículo 80, que las disposiciones sobre penas en el Estatuto 
no afectarán la aplicación o la no aplicación de una pena particular según la ley nacional. La 
cooperación del Estado entonces, jamás obligará al Estado a ejecutar una sentencia de pena 
perpetua. Para darle respaldo a esto, el Artículo 103 del Estatuto de Roma específicamente 




sentencia en el Estado. Así, garantiza que los Estados con tal prohibición jamás serán 
obligados ejecutar una pena perpetua en su territorio. 
  
Sin embargo, se ha notado que ésta garantía no resuelve la situación más difícil 
en que la Corte solicita al Estado entregar el acusado a la Corte, con la posibilidad que será 
sentenciado con una pena perpetua. A éste respeto, se ha argumentado en ciertos contextos 
que las prohibiciones que se aplican a nivel nacional y, por asociación a cortes extranjeras, 
son inaplicables a una Corte Internacional. El objetivo de las disposiciones constitucionales 
en contra de la pena perpetua fue para dar protecciones a nivel nacional y para asegurar que 
si alguien fue extraditado a un Estado extranjero, las cortes del Estado aplicarán estándares 
similares. En el caso de una Corte ejerciendo jurisdicción internacional sobre crímenes que 
son de índole internacional, los estándares nacionales ya no son el criterio relevante. Ciertos 
comentarios hacen referencia a que tales disposiciones constitucionales tienen un objetivo 
basado en los Derechos Humanos del sancionado. En el contexto de la Corte, los Derechos 
Humanos internacionalmente reconocidos del acusado son absolutamente garantizados.  
 
Otra forma de abordar el tema de la prohibición de la pena perpetua y el Estatuto 
de Roma, es hacerle un análisis a éste enfocado en la revisión automática en el Artículo 110 
que ocurrirá al cumplir dos tercios o 25 años de la sentencia. Dado que la revisión es 
automática y toma en cuenta una serie de factores sobre el sentenciado, algunos han 
argumentado que lo que se prevé en el Estatuto no será en realidad pena “por vida” ni 
indefinida.  
 
Aunque en el futuro se deba modificar las restricciones que hoy impone éste 
Estatuto de la Corte, nosotras calificamos que es sin dudas un paso importante en el 
Derecho Internacional.  
 
Dependerá en gran medida del criterio de los jueces que integren el Tribunal, la 
interpretación que se haga de la extensión de su jurisdicción y además, en los casos que 
queden fuera, se podrá siempre recurrir a otras Convenciones vigentes para que jueces 
nacionales intervengan -como ahora de hecho ya ocurre-. 
 
Sin embargo, frente a las críticas que pueda tener el Estatuto, estamos 
convencidas que son más sus virtudes que sus deficiencias ya que primero, a diferencia de la 




obligaciones de los Estados Partes en virtud de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, la Corte establecerá la responsabilidad penal individual; segundo, a diferencia de 
los Tribunales Penales Internacionales para Ruanda y la Antigua Yugoslavia, creados por 
resolución del Consejo de Seguridad, su jurisdicción no estará cronológica o 
geográficamente limitada; tercero, la Corte será complementaria a los sistemas de justicia 
nacionales, actuando sólo cuando los Estados no pueden o no tienen la voluntad de investigar 
o juzgar tales crímenes84. 
 
Opinamos que lo que hace falta es mayor voluntad política de los Estados para 
aceptar en el caso de crímenes contra la Humanidad la imprescriptibilidad de la acción 
penal y de la pena y la jurisdicción universal, ya consagradas en tratados internacionales 
de Derechos Humanos.  La jurisdicción universal, por el tipo de crimen, ignora el lugar de 
comisión de los hechos, la nacionalidad de victimarios y toda otra circunstancia para hacer 
comparecer ante los tribunales a los responsables de actos en contra de la humanidad. 
 
C. Análisis Costo – Beneficio de la Corte   
 
Como cualquier iniciativa global, la creación de la Corte ha significado un 
cúmulo de esfuerzos internacionales que desembocaron en la aprobación de su Estatuto. El 
aval dado por los 139 (hasta 27 de Septiembre) países que lo suscribieron, refleja que existe 
un gran consenso sobre la necesidad de fortalecer los mecanismos, tanto nacionales como 
internacionales, para la impartición de justicia. Esto se puede explicar desde dos puntos de 
vista: 
 
Primero, evidentemente, ha habido incapacidad de ciertos Estados para procesar 
delitos de la gravedad de los que prevé el Estatuto de Roma. Y los Estados han reconocido 
esta deficiencia.  
 
Segundo tiene que ver con la gradual aceptación por parte de los Estados de la 
universalización de los Derechos Humanos. Y es que hay una concepción cada vez más 
generalizada según la cual los Derechos Humanos no dependen ni del Estado, ni de la 
legislación, no dependen de la disposición o la voluntad de ninguna autoridad de otorgarlos. 
Son derechos que dependen, básicamente, de la condición humana, ésa es la razón que los 
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genera. Simplemente, en nuestra condición de individuos, tenemos esos derechos, y esto ha 
llevado a la Comunidad Internacional y a la sociedad en general a considerar que esos 
derechos, al estar por encima del Estado, son universales, y la protección de los mismos 
debe ser universal. Entonces, cuando se está hablando de derechos tan importantes como el 
derecho a la integridad física, a la supervivencia de grupos humanos (que sería el caso del 
genocidio), cuando hay actos en contra de ellos debe ser la Comunidad Internacional la 
responsable de sancionarlos y tiene que ser ella la responsable de reparar y de garantizar en 
general, la posibilidad de ejercerlos. Es en ese sentido en el que opera la Corte. Si bien 
ahora está limitada a delitos de la mayor gravedad, se tiende a universalizar su protección.  
 
Siguiendo la lógica de éstas dos ideas puntuales, destacamos lo que 
consideramos podrían constituir algunos de los costos de no contar con un Tribunal 
Internacional.  
 
Prescindir de una Corte que juzgue y sancione los crímenes más graves contra 
la humanidad, supone el prevalecimiento de una cultura de impunidad y mantiene las 
puertas abiertas a la posibilidad de perpetración de crímenes en un futuro. En otras palabras 
los violadores de los Derechos Humanos tendrían luz verde para continuar la comisión de 
actos punibles que atenten contra la humanidad. 
 
Más indirectamente está el hecho de que la ausencia de éste Tribunal socavaría 
el proceso de fortalecimiento de los sistemas judiciales nacionales. Pues si bien es cierto, la 
Corte es complementaria de las jurisdicciones nacionales, su funcionamiento obliga a las 
naciones a mejorar sus legislaciones internas ya que, “en muchos países la inclusión de 
Crímenes contra la Humanidad dentro de sus propios códigos penales ocurrió cuando 
dichos países se preparaban para unirse a la Corte”.85 
 
Éste punto que puede considerarse por algunos como un efecto secundario, es a 
nuestro criterio sumamente significativo, pues además de que la Corte puede juzgar éstos 
crímenes, su mera existencia requiere que las naciones actualicen sus sistemas legales y 
viene a reforzar lo que ahora parece ser la necesidad más apremiante: sistemas judiciales 
más fuertes. 
                                                 
85 Sánchez, Marcela. “EE.UU., Corte Penal Internacional y la Impunidad.” La Prensa: Nicaragua. 4 de Julio 






Algunos críticos podrían argumentar por su parte que el costo de llevar a cabo 
esta modernización interna de los sistemas judiciales es relevante en algunos países, pues 
significa en muchos casos caminar sobre un campo minado de contradicciones entre los 
códigos penales internos de vieja data y el Derecho Internacional que abandera la Corte. 
Sobretodo porque muchas naciones se aferran al principio de no intervención en los asuntos 
internos y sostienen que sus leyes están por encima de las normas del Derecho 
Internacional.  
 
No obstante si bien es cierto el fortalecimiento de los sistemas judiciales traerá 
consigo discusiones, procesos y la necesidad de recursos por los cuales seguramente 
muchos países deberán requerir asistencia y cooperación internacional, creemos 
vehementemente que el beneficio de éste esfuerzo por consensuar leyes que castiguen los 
Crímenes contra la Humanidad, bien vale la pena todos los recursos que sean necesarios, 
todos los procesos y todas las discusiones alrededor del tema. El ejercicio mismo de debate 
a lo interno de una sociedad es en si un acto sano de convivencia y desarrollo. Asimismo, 
los recursos que algunas naciones puedan necesitar no podrían ser mejor invertidos. Al 
contrario los esfuerzos que la cooperación internacional viene haciendo en promover el 
desarrollo y fortalecimiento del Estado de Derecho (contemplados en sus programas de 
asistencia a otros países), será complementado y reforzado por éste hecho. 
 
La necesidad de ésta afirmación se refleja en las situaciones internas de 
inseguridad y violencia que se vive en muchos países y que es considerado como un 
verdadero asunto de Estado. Asimismo, en el plano internacional las cuestiones 
relacionadas a los crímenes y violaciones de los Derechos Humanos en los conflictos 
armados actuales o potenciales, constituyen un problema de agenda global que asfixia la 
convivencia entre las naciones y desafía el orden y paz internacional.  
 
De ahí que razonemos que se pueda derivar un segundo costo de no contar con 
una Corte que juzgue los Crímenes contra la Humanidad: Posponer un Tribunal de justicia 
de carácter internacional y autónomo que vea éstos delitos, instaura una Comunidad 
Internacional indefensa frente a los posibles perpetuadores de violaciones los cuales quedan 
impunes ante el delito y en donde la protección de los Derechos Humanos se convierte en 
un mero discurso. El costo de no reconocer que los Estados, para una mejor protección de 




internacionales, puede ser impagable e insoportable en un largo plazo. Pues no tener una 
Corte de éstas características dejaría a la sociedad sin seguridad jurídica e inmersa en un 
sinnúmero de conflictos contraproducentes a la cultura de paz y respeto de los Derechos 
Humanos. Además se correría el riesgo de premiar éstos tipos de comportamiento criminal 
dejando como saldo un mundo cada vez más inseguro, deshumano, hostil y arrogante frente 
al tema de los Derechos Humanos. Reconociendo los latentes y posibles conflictos y la 
capacidad de ciertos individuos, que amparados bajo la sombra del poder o el alto cargo 
que ostentan, inflingan daño a grupos de individuos y naciones,  el costo de no contar con 
éste Tribunal en términos llanos, sería algo que la Humanidad no puede darse el lujo de 
menospreciar o debilitar. 
 
Si nos propusiéramos a llevar ésta idea a términos más específicos para reflejar 
ésta afirmación, podríamos decir que el desarrollo económico y social de las naciones, 
difícilmente podrá darse si no coloca en el centro el tema del desarrollo humano y los 
Derechos Humanos. Las sociedades en donde además de no promoverse los Derechos 
Humanos, se les otorga impunidad a los criminales, difícilmente lograrán desarrollarse 
plenamente y lo que es peor aún, impedirán el desarrollo de otras. En un mundo 
globalizado en donde se norman las relaciones de comercio, se institucionalizan leyes 
internacionales de producción y las tecnologías, el costo de no internacionalizar el 
problema de los Derechos Humanos y colocarlo sobre la palestra como una prioridad 
global, disminuye todos los resultados que podrían provenir de los esfuerzos de las 
sociedades por alcanzar su desarrollo económico y social. En otras palabras sentimos que 
de nada sirve globalizar la economía si no se globaliza la justicia. Pues el problema de los 
Derechos Humanos es un problema de todos y los Crímenes contra la Humanidad son por 
ello crímenes cometidos contra todos. Ninguna nación, ni siquiera las potencias más 
desarrolladas, podrán evadir los graves conflictos y la inseguridad que crea un mundo 
donde prevalezca la impunidad y la realización de actos delictivos. Eventualmente les 
tocará a ellos ser víctimas de estos crímenes, si es que aún no lo han sido. 
 
Defendemos el principio de que la existencia y funcionamiento de la Corte 
supone un esfuerzo y cooperación estrecha entre las naciones del Sistema Internacional. 
Supone en términos prácticos una voluntad política de respeto al Derecho Internacional y 
sus normas traducido en un voto de confianza a la institución que juzgará los crímenes más 
atroces cometidos a la Humanidad. Para ello, los Estados deben comprometerse con la 




deben proceder a la delegación de facultades a éste órgano internacional. Por otro lado, 
deben contribuir con la tipificación y fortalecimiento de sus propias jurisdicciones 
nacionales y establecer en sus códigos penales la institucionalización de los delitos 
estipulados en el Derecho Internacional que ofenden a la Humanidad.  
 
También deben aportar, a través de los mecanismos establecidos por el 
Estatuto, con el presupuesto de la Corte, o mejor dicho con las fuentes de asignación de 
recursos que ésta tiene y que están claramente detalladas en el Capítulo del Presupuesto. 
Aunque el tema del presupuesto es relevante para el funcionamiento de cualquier 
institución de carácter internacional (y en general de cualquier otra), opinamos que no 
constituye el costo más significativo invocado por los opositores y críticos de la Corte. En 
realidad, son otros los obstáculos y son de carácter político, los que son identificados como 
verdaderos costos para las naciones que no comulgan con la idea de tener éste Tribunal 
Internacional. No obstante, si así fuera el caso de nuestro argumento en contra de ésta 
posición sería simplemente la siguiente: Los beneficios de contar con ésta Corte sobrepasan 
con creces sus costos, los cuales ni siquiera pueden medirse en función de la importancia 
que tiene la protección de los Derechos Humanos. Es decir las vidas humanas y los 
Derechos Humanos no tienen precio y no pueden negociarse en términos monetarios.   
 
De ahí que la Comunidad Internacional comprende que los beneficios que 
reporta la sanción de los Crímenes contra la Humanidad, debe ser reconocido como un 
valor universal de protección de los Derechos Humanos. Con el Estatuto de Roma se logra 
la codificación del Derecho Penal Internacional, colocándose en el centro de su protección 
a la Humanidad y consagrando la Responsabilidad Penal Individual y su eventual sanción 
en caso de que violen los Derechos Humanos o el Derecho Internacional Humanitario. 
 
Por ello uno de los principales efectos y por lo tanto beneficios de la institución 
que nosotras apreciamos sea la disuasión: los criminales no querrán exponerse a la justicia 





CAPÍTULO V: LA CORTE: COMPOSICIÓN ACTUAL, CASOS,  
PRESUPUESTO Y PERSPECTIVA DE FUNCIONAMIENTO. 
 
A. Composición de la Corte 
 
1. De los Jueces y Fiscales 
 
1.1 La Asamblea de Estados Partes 
 
La composición de la Corte tiene en su estructura superior a la Asamblea de 
Estados Parte del Estatuto de Roma (AEP), que son los Estados que han ratificado o 
adherido al Estatuto. De esa instancia se eligieron por mayoría absoluta a los primeros 18 
magistrados, los que fueron juramentados en el mes de Febrero del 2003, frente al 
Presidente de la AEP y Embajador de Jordania ante las Naciones Unidas, S.A.R., el 
Príncipe Zeid Raad Zeid Al-Hussein.  
  
Según el Estatuto de la Corte los magistrados serán independientes en el 
desempeño de sus labores y aquellos que deban desempeñar su cargo bajo régimen de 
exclusividad absoluta, no podrán oficiar ocupación profesional alguna. Mucho menos 
realizar actividades incompatibles con el ejercicio de sus funciones. Por otro lado deben 
reunir una serie de requisitos individuales como tener reconocimiento y experiencia en 
causas y procedimientos penales, y reconocida competencia en materias de derecho 
internacional como el Derecho Internacional Humanitario y normas de Derechos Humanos. 
Asimismo, deberán dominar por lo menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte (Art. 
36).   
 
En la actualidad, los 18 magistrados electos representan a todos los sistemas 
judiciales del mundo y por primera vez en la historia de los tribunales internacionales, 
existe un balance en la representación de género.  
 
1.2 La Presidencia 
 
Según el Artículo 38 del Estatuto de Roma, los mismos jueces electos por la 




conforman la Presidencia, órgano encargado de llevar a cabo la correcta administración de 
la Corte (con excepción de la Fiscalía con la que entablaran canales de coordinación). 
 
Como Presidente fue electo por unanimidad de los jueces, el magistrado 
Phillippe Kirsch de Canadá, quien fungió como Presidente de la Comisión Preparatoria 
sobre la Corte. Como Vicepresidentas fueron electas las magistradas Akua Kuenyehia de 
Ghana como primer vice-presidente y Elizabeth Odio Benito de Costa Rica, como segunda 
vice-presidente. El Presidente, Vice-Presidente primero y Vice-Presidente segundo fungirán 
en su cargo por un período de tres años y con opción de una sola reelección (Art. 38).  
 
1.3 La Fiscalía 
 
El otro órgano de la Corte es la Fiscalía, cuyo mandato es conducir las 
investigaciones y persecución de crímenes que caen dentro de la jurisdicción de la Corte 
(crímenes de genocidio, lesa humanidad y de guerra, y en un período posterior una vez que 
los Estados hayan acordado una definición para el crimen de agresión, la Oficina podrá 
investigar y perseguir éste crimen86). 
 
A diferencia del Presidente de la Corte, el Fiscal es elegido por los miembros de 
la AEP en votación secreta por mayoría absoluta. A partir de éstas disposiciones entró en 
funciones el 16 de Junio del 2003, el Fiscal electo Luis Moreno Ocampo de Argentina, 
cuyo mandato será de nueve años. En cuanto a la ocupación del cargo de Fiscal, el 
candidato debe ser reconocido por un alto nivel de competencia y amplia experiencia 
práctica en la investigación de delitos. El Fiscal Jefe, en éste caso un reconocido jurista 
argentino de larga trayectoria, se apoyará en uno o más fiscales adjuntos que podrán 
desempeñar cualquiera de las funciones que le correspondan según el Estatuto. Para ello en 
septiembre del 2003 fue elegido el Fiscal Adjunto, Serge Brammertz de Bélgica, también 
por los 92 países (que hasta esa fecha habían ratificado el Estatuto de Roma), para 
desempeñarse en ese cargo por un período de seis años. Ambos, Fiscal Jefe y Fiscal 
Adjunto, desempeñarán sus respectivas labores en régimen de dedicación exclusiva. En el 
caso del Congo que constituye el primero estudiado por la Corte, el Fiscal adjunto liderará 
el trabajo de investigación de la Fiscalía de la Corte la cual según el Estatuto “actuará 
independientemente como órgano separado de la Corte”.87 
                                                 
86 Según lo que establece el artículo 5, párrafo 2 del Estatuto de Roma 




La independencia de la Fiscalía es sumamente importante ya que su función 
será recibir remisiones e información sobre crímenes de la competencia de la Corte para 
examinarlas y realizar investigaciones o ejercitar la acción penal ante la Corte. (Art. 42). 
 
1.4 Las Salas 
 
Existen tres secciones en la Corte: 
 
• Sección de Apelaciones  
• Sección de Primera Instancia  
• Sección de Cuestiones Preliminares 
 
La Sección de Apelaciones se compone por el Presidente y otros cuatro 
magistrados. “Estos magistrados se desempeñarán en esa división durante su término de 
nueve años”88. La Sección de Primera Instancia estará compuesta de no menos de seis 
magistrados y la de Cuestiones Preliminares de no menos de 6 magistrados. En cada 
Sección se busca que haya especialistas en derecho y procedimientos penales y en Derecho 
Internacional89. La Sección de Primera Instancia y la Sección de Cuestiones Preliminares 
estarán integradas predominantemente por magistrados que tengan experiencia en 
procedimiento penal. 
 
Las funciones judiciales de la Corte serán realizadas en cada sección por las 
Salas: 
 
i. La Sala de Apelaciones se compondrá de todos los magistrados de la 
Sección de Apelaciones. 
ii. Las funciones de la Sala de Primera Instancia serán realizadas por tres 
magistrados de la Sección de Primera Instancia. 
iii. Las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares serán realizadas por 
tres magistrados de la Sección de Cuestiones Preliminares o por un solo 
magistrado de dicha Sección. 
 
 
                                                 
88 Broomhall, Bruce. “La Corte Penal Internacional: Visión General, y la Cooperación con los Estados”. 
Siracusa, Italia. Pp. 54. 




1.5 La Secretaría 
Por último, la Secretaría constituye el cuarto órgano de la Corte y es 
responsable de los aspectos no judiciales de la administración y de prestarle cualquier tipo 
de servicios necesarios (traducción, finanzas, personal y demás servicios exclusivos) de una 
Corte internacional. El Secretario, Bruno Cathala de Francia, elegido por mayoría absoluta 
por los jueces en la primera votación, ocupará el cargo por un término de cinco años y sus 
funciones las ejercerá bajo la autoridad del Presidente de la Corte. Un Secretario Adjunto 
podrá ser elegido para servir si es requerido. 
El Secretario tiene entre sus funciones la de conducto de comunicación con la 
Corte, será además responsable de establecer una Dependencia de Víctimas y Testigos 
dentro de la Secretaría. Ésta Dependencia, en consulta con la Fiscalía, adoptará medidas de 
protección y dispositivos de seguridad y prestará asesoramiento y otro tipo de asistencia a 
testigos y víctimas que comparezcan ante la Corte, y a otras personas que estén en peligro 
en razón del testimonio prestado. La Dependencia contará con personal especializado para 
atender a las víctimas de traumas, incluidos los relacionados con delitos de violencia 
sexual90. 
Al igual que los otros integrantes de la Corte, el Secretario es elegido en 
función de su alto conocimiento y experiencia en los aspectos de administración judicial del 
Derecho Penal Internacional y solo podrá ser reelegido una vez. 
 
B. De los Casos de la Corte 
 
A partir del nombramiento y juramentación del Fiscal Luis Moreno Ocampo en 
Junio del 2003, la Corte entró en total funcionamiento recibiendo hasta la fecha más de 500 
casos desde todos los rincones del mundo. Los casos han sido presentados tanto por 
individuos como por Organizaciones No Gubernamentales, y no aún por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas o alguno de los Estados Partes. 
 
Sin embargo la Corte sólo se hará cargo, según su Estatuto, de Crímenes de 
Guerra, Genocidio y otros problemas de envergadura semejante. Asimismo, solo podrá 
                                                 
90 “Corte Penal Internacional: Organos de la Corte”. www.cinu.org.mx/temas/Derint/cpi.htm#organos. 




conocer de casos en los cuales los delitos se hayan cometido en países que no estén en 
condiciones de aplicar la Ley ellos mismos.  
 
Una tercera condición, de suma importancia, es que el país donde se cometió el 
crimen o el país de origen del acusado de delito, haya firmado el acuerdo de creación de la 
Corte. Esto implica que muchos de estos casos remitidos hasta el momento a Fiscalía, 
quedan automáticamente fuera de su jurisdicción. 
 
En éste sentido advertiremos sobre solicitudes recibidas por los jueces sobre 
casos de investigación en Costa de Marfil, no pueden ser tomados en cuenta al no 
pertenecer éste país al Estatuto fundacional de la Corte. Asimismo, ocurre con solicitudes 
de investigación de delitos en Irak, tanto si se trata de casos anteriores a la guerra o casos 
donde los acusados pertenezcan a las fuerzas de invasión norteamericanas e inglesas. Pues, 
tanto Estados Unidos como Irak, no aprobaron la creación de la Corte, por lo que quedan 
fuera de su alcance; no así Inglaterra, Estado Parte de la Corte, la cual ratificó el 4 de 
octubre de 2001 sin reserva alguna con respecto al Artículo 124 del Estatuto de Roma91, por 
lo cual creemos que sus militares en la fuerza de coalición en la guerra contra Irak podrían 
verse en peligro de ser llevados ante ésta. 
 
No obstante, de los casos recibidos que sí se encuentran dentro de la 
jurisdicción y mandato de la Corte, la Oficina del Fiscal ha seleccionado como caso-
ejemplo la situación en Ituri de la República Democrática del Congo. Aprovechando la 
existencia de documentación detallada, la Corte ha iniciado una investigación preliminar 
luego de identificar el caso como una situación urgente por atender debido a los graves 
enfrentamientos étnicos donde han muerto unas cinco mil personas desde julio del año 
pasado. Éste número es apenas una fracción del total de víctimas, entre dos y tres millones, 
que ha costado la guerra civil en el Congo que comenzó en 1998 y cuyos hechos de sangre 
continúan siendo cotidianos. El Fiscal Moreno Ocampo se ha referido a ellos como “los 
delitos más graves desde la Segunda Guerra Mundial92. Esto en términos del número de 
civiles muertos. 
 
                                                 
91 “Rome Statute of the International Criminal Court”. 
www.untreaty.un.org/ENGLISH/bible/englishinternetbible/partI/chapterXVIII/treaty10.asp. 17 de Julio 1998. 
92 Schmidt, Christoph. “La CPI investigará en el Congo”. 




La Corte pretende mediante el enjuiciamiento de los sospechosos, hacer un 
aporte a la solución del conflicto, dando prueba inmediata de su utilidad. Para ello, se 
espera aumentar el número de investigadores, agrandar el equipo de trabajo y lograr una 
estrecha colaboración con la República del Congo para buscar la manera de trabajar juntos 
en el caso. Asimismo, el Fiscal insiste en la necesidad de que los países africanos tomen el 
liderazgo en éste tema. 
 
Hasta el momento, la Corte no ha dado a conocer nombres de sospechosos 





Uno de los aspectos particularmente relevantes a nuestro juicio para asegurar el 
funcionamiento de la Corte es el relativo a su financiación. Como es bien sabido, la 
financiación representa un aspecto sensible de toda organización internacional, en la 
medida en que es un elemento que condiciona su operatividad y capacidad de actuar de la 
misma. 
 
El presupuesto de la Corte fue discutido por la Comisión Preparatoria93, 
siguiendo un borrador de las regulaciones propuestas por la Secretaria de Naciones Unidas. 
 
En éste apartado explicaremos, no solo que el presupuesto general consiste en 
un presupuesto de la Corte y de la Asamblea de Estados Partes (Parte XII del Estatuto de 
Roma), sino también que existe un Fondo Fiduciario para las víctimas (Art. 79 del Estatuto 
de Roma).  
 
1. Presupuesto General  
 
El presupuesto general de la Corte refleja la política creada para ésta, por que 
así como determina sus recursos también prioriza sus actividades. En éste sentido, existen 
                                                 
93 Tras la adopción del Estatuto, se creó una Comisión Preparatoria de la Corte Penal Internacional encargada 
de redactar los documentos adicionales asociados al Estatuto, como son los Elementos de los Crímenes, las 
Reglas de Procedimiento y Prueba y el Reglamento Financiero y Reglamentación Financiera Detallada de la 
Corte, la cual fue establecida en cumplimiento de la Resolución F del Acta Final de la Conferencia 





dos elementos importantes que forman el presupuesto de la Corte, primero su jurisdicción 
la que está determinada por la cantidad de trabajo, y segundo por su naturaleza como una 
Corte Penal Internacional. 
 
Con respecto a la competencia de la Corte, como ya se explicó anteriormente, 
ésta se encuentra limitada, primero por el territorio que ocupan los Estados Partes del 
Estatuto de Roma (Rationae Loci), excepto cuando el Consejo de Seguridad refiera un caso 
a la Corte; y segundo por la Competencia Personal, es decir, solo se extiende a personas 
naturales (Rationae Personae). Al mismo tiempo, está limitada por la Competencia 
Rationae Temporis, es decir, que no es retroactiva y solo cubre los crímenes ocurridos con 
posterioridad a la vigencia del Estatuto; y por el principio de Complementariedad a la 
jurisdicción nacional.  
 
El presupuesto de la Corte refleja los gastos en sí y los de la Asamblea de 
Estados Partes. El primero contendrá los gastos de las Cámaras, del Fiscal y el Registro, en 
cambio, el presupuesto de la Asamblea incluye los gastos asociados con sus reuniones y 
gastos de sus cuerpos subsidiarios. El presupuesto para las operaciones de la Corte 
dependerá de la naturaleza y número de casos que esté manejando. También es imposible 
predecir futuras actividades y gastos consecuentes debido a la seriedad de los crímenes 
dentro de su jurisdicción.  
 
La financiación de la Corte se rige por el principio de autonomía financiera en 
una doble dimensión, formal y material. En relación con la primera, todas las asuntos 
financieros relacionadas con la Corte, salvo que se prevea expresamente otra cosa, se tienen 
que regir por lo dispuesto en el Estatuto, y por el Reglamento Financiero y la 
Reglamentación Financiera Detallada que apruebe la Asamblea de Estados Partes (Art. 
113). En relación con la segunda, todos los gastos de la Corte y de la Asamblea de los 
Estados Partes, incluidos los de su mesa y órganos subsidiarios, se refugiarán con fondos 
propios de la Corte (Art. 114), aunque estos fondos pueden tener distinta procedencia: 
 
a. Cuotas que pagan los Estados Partes 
b. Fondos procedentes de Naciones Unidas 
c. Contribuciones voluntarias94 
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1.1 Cuotas que pagan los Estados Partes 
Referente a las cuotas que pagan los Estados Partes, ni el Estatuto ni el 
Proyecto de Reglamento Financiero asignan un determinado porcentaje a éste concepto en 
el total del presupuesto de la Corte. Sin embargo, resulta lógico pensar que el porcentaje 
más alto de los fondos de la Corte provenga de las cuotas de los Estados Partes, en la 
medida en que, tratándose de una organización independiente y autónoma, la participación 
en su financiación constituye un presupuesto básico de la condición del Estado Parte, a la 
vez que una manifestación concreta de apoyo a la misma.  
 
Sin embargo, el Estatuto sí precisa que el criterio para el prorrateo de las cuotas 
será el mismo que la escala adoptada por Naciones Unidas para su presupuesto ordinario y 
ajustado de conformidad con los principios en que se basa dicha escala. 
 
La escala de Naciones Unidas está fundamentada en el principio de 
“Capacidad de Pagar”. Éste principio se basa esencialmente en la medida del ingreso 
nacional de cada Estado Miembro (PIB – Producto Interno Bruto) ajustados por factores 
como la deuda externa y la población. La escala de cuotas, a su vez, está sujeta a niveles 
mínimos y máximos de arbitrariedad. Actualmente ningún estado paga más del 25% o 
menos del 0.01% del presupuesto, y la cuota de los Estados reconocidos como países 
menos desarrollados no se pueden exceder del 0.01%. 
 
Si se habla, hipotéticamente, de la escala de cuotas de la Corte, existe una 
fórmula que hace posible armonizar la asimetría entre el número de Estados Partes del 
Estatuto de Roma y el total de los miembros de Naciones Unidas con la necesidad de 
consolidar lo más que sea posible de la Escala de Cuotas de Naciones Unidas. La fórmula 
mantiene proporciones iguales entre los Estados Partes del Estatuto de Roma y las 
contribuciones al presupuesto de Naciones Unidas. La cuota de contribución de un Estado 
que es parte del Estatuto y miembro de Naciones Unidas sería: 
 
(100 x cuota de contribución de “X” país)/ Total de todas las cuotas de  
los países miembros de Naciones Unidas95 
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Tomando en cuenta lo anterior, una Escala de Cuotas hipotética de 60 Estados 
que había ratificado para ese entonces el Estatuto de Roma sería la siguiente: 
 
Tabla 1.1: Escala Hipotética de Cuotas de la Corte 
(En porcentajes)96 
 
Escala de Cuotas Escenario sin  Estado 
del año 2000 Estados Unidos y Japón 
 Austria 0.942 2.0319 
 África del Sur 0.366 0.7894 
 Alemania 9.857 0.4831 
 Andorra 0.004 0.0086 
 Angola 0.01 0.0215 
 Argentina 1.103 2.3792 
 Australia 1.483 3.1989 
 Bangladesh 0.01 0.0215 
 Bélgica 1.104 2.3814 
 Benin 0.002 0.0043 
 Bolivia 0.007 0.015 
 Botswana 0.01 0.0215 
 Brasil 1.471 3.173 
 Bulgaria 0.011 0.0237 
 Burundi 0.001 0.0021 
 Cabo Verde 0.002 0.0043 
 Canadá 2.732 5.8931 
 Chile 0.136 0.2933 
 Chipre 0.034 0.0733 
 Costa Rica 0.016 0.0345 
 Dinamarca 0.692 1.1712 
 Ecuador 0.02 0.0431 
 Eslovaquia 0.035 0.0754 
 Eslovenia 0.061 0.1315 
 España 2.591 5.5889 
 Estados Unidos 25 0 
 Fiji 0.001 0.0086 
 Finlandia 0.543 14.118 
 Francia 6.545 21.2623 
 Ghana 0.007 0.015 
 Hungría 0.12 0.2588 
 Irlanda 0.224 0.4831 
 Islandia 0.032 0.069 
 Italia 5.437 11.728 
 Japón 20.573 0 
 Lichtestein 0.006 0.0129 
 Lituania 0.015 0.0323 
 Luxemburgo 0.068 0.1466 





 Malawi 0.002 0.0043 
 Malta 0.014 0.0301 
 Mónaco 0.004 0.0086 
 Nigeria 0.032 0.069 
 Noruega 0.61 1.3158 
 Nueva Zelanda 0.221 0.4767 
 Países Bajos 1.632 3.5203 
 Paraguay 0.014 0.0301 
 Portugal 0.431 0.9297 
 Reino Unido 5.092 10.9838 
 República Africana Central 0.001 0.0021 
 República Checa 0.107 0.2308 
 Samoa 0.001 0.0021 
 San Marino 0.002 0.0043 
 Santo Tomás y Príncipe 0.001 0.0021 
 Senegal 0.006 0.0129 
 Suecia 1.079 2.3274 
 Suiza 1.215 2.6208 
 Swaziland 0.002 0.0043 
 Tanzania 0.003 0.0064 
 Trinidad y Tobago 0.016 0.0345 
 Uganda 0.004 0.0086 
 Venezuela 0.16 0.3451 
 Zimbabwe 0.009 0.0194 
 TOTAL 91.92 100 
 
De la tabla anterior se deduce que, entre otras cosas, la Unión Europea cargará 
con el 78.16% del presupuesto de la Corte (Alemania 21.26, Francia 14.11, Italia 11.72 y 
Reino Unido 10.98%) debido a la ausencia de Japón y Estados Unidos en éste escenario 
hipotético, es decir que la Unión Europea pagará colectivamente US$78,166,051.90 
(Alemania US$21.26 millones, Francia US$14.11 millones, Italia US$11.72 millones y 
Reino Unido US$10.98 millones). Catorce Estados pagarán menos de US$10,000 cada uno 
y los contribuidores más pequeños pagarán US$2,157.08 cada uno por año. 
 
Siendo Japón el segundo contribuidor dentro de la Escala de Cuotas de 
Naciones Unidas en su presupuesto regular, su aparición dentro de éste escenario, lo 
cambiaría significativamente, particularmente la cuota de la Unión Europea disminuiría en 
más de un 20%, es decir, de 78.16% a un 54.14 %. 
 
Considerando que el presupuesto del 2000 del Tribunal Internacional de 
Ruanda (TIR) y Tribunal Internacional de la ex Yugoslavia (TIY) fue de US$86,154,000 y 




llegue a los US$100 millones, ya que además fue creada con el objetivo de conducir 
investigaciones y juicios en conexión con una o más situaciones trascendentales.97 
 
Los pagos de las contribuciones por los Estados Partes son una obligación 
fundamental al ser miembro. El Estatuto de Roma contiene una prohibición dirigida al 
incumplimiento de la contribución de las cuotas. Según el Artículo 112.8:  
 
 “El Estado Parte que esté en mora en el pago de sus 
contribuciones financieras a los gastos de la Corte no tendrá voto 
en la Asamblea ni en la Mesa cuando la suma adeudada sea igual 
o superior al total de las contribuciones adeudadas por los dos 
años anteriores completos. La Asamblea podrá, sin embargo, 
permitir que dicho Estado vote en ella y en la Mesa si llegare a la 
conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la 
voluntad del Estado Parte”.98  
 
Por tanto, éste artículo deja claro que la pérdida del derecho al voto por dos 
años enteros depende de los atrasos en el pago de las contribuciones, siendo los Artículos 
114, 115 y 117 relevantes para las contribuciones de la Corte y la Asamblea de Estados 
Partes. 
 
Según el Artículo 100 del Estatuto, los gastos ordinarios que se deriven del 
cumplimiento de las solicitudes en el territorio del Estado requerido correrán a cargo de 
éste, con excepción de los siguientes, que correrán a cargo de la Corte: 
 
• Gastos relacionados con el viaje y la seguridad de los testigos y peritos, o el 
traslado, con arreglo al Artículo 93, de personas detenidas. 
• Gastos de traducción, interpretación y trascripción. 
• Gastos de viaje y dietas de los magistrados, el Fiscal, los fiscales adjuntos, el 
Secretario, el Secretario Adjunto y los funcionarios de cualquier órgano de 
la Corte. 
• Costo de los informes o dictámenes periciales solicitados por la Corte.  
                                                 
97 Considering that the 2000 budget for the ICTY is $106,149,400 while that of the ICTR is $ 86,154,000, it is 
not unrealistic to suppose that the budget of the Court, including the expenses of the Assembly of States 
Parties, could be roughly $ 100,000 million. 




• Gastos relacionados con el transporte de la persona que entregue a la Corte 
un Estado de detención. 
• Previa consulta, todos los gastos extraordinarios que puedan ser resultado 
del cumplimiento de una solicitud.  
 
1.2 Fondos procedentes de Naciones Unidas 
 
Puesto que la Corte está vinculada al Sistema de Naciones Unidas y al Consejo 
de Seguridad, se contempla la posibilidad de que una parte de los fondos procedan de las 
Naciones Unidas, teniendo en cuenta que éstos fondos quedan formalmente subordinados a 
la aprobación de la Asamblea General y, en particular, a ser destinados a sufragar los gastos 
originados por cuestiones remitidas por el Consejo de Seguridad. 
 
Por tanto, existen dos formas en la que Naciones Unidas puede contribuir a los 
gastos de la Corte y a la Asamblea de Estados Partes sin dejar a un lado el espíritu del 
Estatuto:  
 
• Puede proveer un Fondo Inicial para la Corte y la Asamblea de Estados 
Partes 
 
El primer presupuesto de la Corte fue preparado por la Comisión Preparatoria y 
aprobado y valorado por la primera Asamblea de Estados Partes. El primer presupuesto será 
sufragado por un pequeño número relativo de Estados. En el borrador del Estatuto había la 
provisión de que durante la fase inicial, los gastos de la Corte iban a ser pagados por las 
Naciones Unidas, tema para la aprobación de la Asamblea General de Naciones Unidas. 
 
• Puede pagar por los gastos de la Asamblea de los Estados Partes  
 
Otra posibilidad es que las Naciones Unidas pague los costos de la Asamblea de 
los Estados Partes, que hasta ahora así ha sido. Naciones Unidas ha pagado los gastos del 
Comité Preparatorio, la Conferencia de Roma y la Comisión Preparatoria. 
 
Las Naciones Unidas solo considerará los gastos de la primera Asamblea de los 
Estados Partes, ya que en ésta se adoptará y evaluará el presupuesto, incluyendo ambos 




Sin embargo, el Estatuto de Roma limita los fondos de Naciones Unidas para 
aquellas situaciones que han sido referidas al Fiscal por el Consejo de Seguridad. En éstos 
casos, no debería haber ninguna necesidad de ajustes al presupuesto, por que las 
contribuciones de Naciones Unidas deben estar enfocadas a pagar por los gastos extras 
derivados de nuevos juicios e investigaciones y no ha ayudar a costear los gastos de los 
Estados. 
1.3 Contribuciones Voluntarias 
La Corte puede recibir y utilizar, en calidad de fondos adicionales, 
contribuciones voluntarias de: 
 
• Gobiernos, ya sean éstos parte o no del Estatuto. 
• Organizaciones Internacionales, dentro de las cuales la Unión Europea es la 
principal contribuidora.  
• Particulares, Sociedades y Otras Entidades, según los criterios que adopte 
en éste punto la Asamblea de los Estados Partes (Art. 116).  
 
Nada impide que la Corte reciba estas contribuciones, siempre y cuando se 
ajusten a  determinados criterios que garanticen la autonomía y la independencia de la 
Corte. El objetivo es que funcione, pero no a cualquier precio. 
 
Habitualmente los fondos voluntarios no son usados para financiar el trabajo de 
cortes y tribunales sino solo para facilitar el acceso a ellos. Por ende, las contribuciones 
voluntarias no son incluidas dentro del presupuesto, ni pueden afectar el presupuesto en su 
hoja de balance, solo son adicionales y agregado a éste, debido a: (i.) el miedo que existe a 
que puedan intervenir en la independencia de la Corte, (ii.) las contribuciones voluntarias 
por su naturaleza son muy volátiles y poco confiables y (iii.) las contribuciones voluntarias 
no deben aliviar a los Estados Partes de la obligación de pagar sus cuotas99. 
 
Algunas contribuciones pueden provenir de fuentes de dudosa reputación como 
gobiernos con una historia de violación de Derechos Humanos, o con el objetivo de 
influenciar en el propósito de la Corte o en el Fiscal. Éste criterio debe acentuar el 
                                                 




propósito por el cual se hacen las contribuciones, el que decidirá si las contribuciones son 
consistentes con el propósito de la Corte.  
 
El primer presupuesto adoptado para el período financiero de la Corte de 
Septiembre 2002 - Diciembre 2003 fue de €30,893,500 (€7,723,375 para el año 2002 y 
€23,170,125 para el año 2003). El cuarenta y tres por ciento de esto está asignado para la 
División de Servicios Comunes, 22% para las reuniones de la Asamblea de Estados Partes 
y sus comités, 13% para el Fiscal, 9% para las Cámaras y 9% para el Registro. El 
presupuesto incluye 202 puestos de trabajo en el año 2003 y 61 puestos para el período de 
Septiembre a Diciembre del 2002. Un millón de euros serán guardados para gastos 
inesperados. Un Fondo de Capital de €1,915,700 fue establecido para cubrir los requisitos 
de liquidez de corto término de la Corte, mientras se espera las contribuciones de las 
cuotas.  
 
Durante el primer período financiero, las reuniones de la Asamblea serán en 
Nueva York (Septiembre 2002, Febrero 2003, Abril 2003, Septiembre 2003). La Secretaría 
de Naciones Unidas actuará como la Secretaria de la Asamblea de Estados Partes 
provisionalmente y sus servicios serán totalmente pagados. Para contar con un pequeño 
flujo de efectivo, la Agencia de la Comisión Preparatoria solicitó que las contribuciones 
fueran para el Fondo Fiduciario para apoyar el establecimiento de la Corte. Las 
contribuciones al Fondo Fiduciario sirvieron para amortizar las futuras cuotas al 
presupuesto de la Corte. 
 
Es esencial que se hagan inspecciones y evaluaciones externas, sistemáticas y 
objetivas de las actividades de la Corte para un funcionamiento eficiente. Una revisión de 
un grupo de auditores e investigadores puede producir mejoras en el manejo general como 
manejo y transferencia de fondos y/o la investigación de supuesta falta de ética profesional 
por un empleado, por ejemplo. 
 
2. Fondo para Víctimas y Testigos 
 
El Fondo fue adoptado por la Asamblea de Estados Partes por dos resoluciones: 
 
− Establecimiento de un Fondo en beneficio de las víctimas de crímenes de la 




− Trámites para la nominación y elección de miembros para una Junta de 
Directores. 
 
Según el Artículo 79 del Estatuto de la Corte: 
 
“1. Por decisión de la Asamblea de los Estados Partes se 
establecerá un fondo fiduciario en beneficio de las víctimas de 
crímenes de la competencia de la Corte y de sus familias.  
2. La Corte podrá ordenar que las sumas y los bienes que reciba 
a título de multa o decomiso sean transferidos al Fondo 
Fiduciario.  
3. El Fondo Fiduciario será administrado según los criterios que 
fije la Asamblea de los Estados Partes.” 
 
El Artículo 75.2 proporciona que: 
 
“2. La Corte podrá dictar directamente una decisión contra el 
condenado en la que indique la reparación adecuada que ha de 
otorgarse a las víctimas, incluidas la restitución, la 
indemnización y la rehabilitación. Cuando proceda, la Corte 
podrá ordenar que la indemnización otorgada a título de 
reparación se pague por conducto del Fondo Fiduciario previsto 
en el Artículo 7”. 
 
El Fondo tiene cuatro tipos de fuentes: 
 
1. Las sumas y bienes que la Corte reciba a título de multa o decomiso, las 
cuales se harán efectivas por los Estados Partes de conformidad con el 
procedimiento establecido en su derecho interno. 
2. El monto de reparaciones dictadas a un condenado, las que son transferidas 
a la Corte primero y, según el Estatuto, es libre de decidir si se transfiere 
directamente a la víctima o al Fondo. 
3. Contribuciones voluntarias de gobiernos, asociaciones, organizaciones 




su capacidad para asistir a las víctimas, sin embargo se necesita establecer 
políticas para la asignación de éstas contribuciones.    
 
El establecimiento del Fondo Fiduciario es un importante componente del 
objetivo general de la Corte: reestructuración de paz suministrando justicia retributiva a 
criminales y justicia reestructurativa a las víctimas. 
 
El Fondo no tiene ningún vínculo con ningún órgano de la Corte, ni el Estatuto 
le da poder para manejar o utilizar el Fondo Fiduciario. Además, la naturaleza de éste 
Fondo es muy diferente al de la Corte. Siendo un Fondo Fiduciario no se puede incurrir en 
obligaciones, a menos que el efectivo necesario halla sido recibido, en cambio la Corte 
tiene que operar sin importar si las cuotas se han recibido o no.  
 
La Asamblea de los Estados Partes es la que decidirá como se manejará éste 
Fondo, esto incluye decisiones sobre el Fondo, utilización y administración. 
 
El Estatuto establece un vínculo entre las funciones judiciales de la Corte 
(identificación de crímenes y castigos a criminales) y las actividades del Fondo Fiduciario 
(asistencia a las víctimas de crímenes y sus familias). Los beneficiarios de éste Fondo serán 
las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte y de sus familias. Entendiéndose 
como víctima, según el Borrador de Reglas de Procedimiento y Evidencia: 
 
− Personas naturales que han sufrido daño como resultado de la comisión de 
cualquier crimen dentro de la jurisdicción de la Corte. 
− Organizaciones o Instituciones que han sufrido daño directo a cualquiera de 
sus propiedades dedicadas a religión, educación, arte o ciencia o propósito 
caritativo, hacia sus monumentos históricos, hospitales, y otros lugares y 
objetivos con propósitos humanitarios.  
 
La nacionalidad o residencia de las víctimas no afecta la competencia de la 
Corte. Las víctimas de crímenes de la competencia de la Corte pueden beneficiarse del 
Fondo Fiduciario, sin importar si ellos son ciudadanos o residentes de un Estado Parte. 
 
En lo que respecta a la utilización del Fondo, está debe ser muy flexible, su 




reparaciones pagados por convictos, personas y otras Estados Partes y asistencia 
humanitaria proveída por organizaciones. Se sugiere que éste Fondo debería usar sus 
recursos para:  
 
− Alivio Provisional el cual ayudará a las víctimas a sustentarse ellos mismo, 
especialmente cuando el apoyo médico y/o psicológico sean caros, es 
necesario. 
 
− Asistencia legal para aquellos que desean entablar una demanda, pero no 
pueden hacerlo por que no pueden correr con los gastos de un experto legal 
que los prepare o para aquellos que sus casos están pendientes. 
 
− Ayuda humanitaria a través de proyectos colectivos: La ventaja de la 
asistencia colectiva es que puede alcanzar a víctimas que no están 
identificadas, las cuales no pueden demandar su derecho a reparaciones por 
medio de un proceso legal, debido a su situación social, por ejemplo. Las 
actividades de Asistencia Colectiva del Fondo Fiduciario deben incluir el 
establecimiento de orfanatos, asistencia sicológica, y programa de 
entrenamiento de Asistencia Médica.  
 
En cuanto a la administración de éste Fondo por la Corte, será, políticamente 
hablando, un asunto delicado ya que ante los ojos públicos el Fondo y la Corte deben ser 
sinónimos, los actos de uno serán considerados los actos del otro. Un Fondo con escasos 
recursos y actividades o con menos de las expectativas, puede proyectar una imagen 
negativa de la Corte y sus operaciones. 
Sin embargo, se cree que al ser administrado por la Secretaria de Naciones 
Unidas tendrá efectos positivos, ya que traerá al Fondo relaciones directas con una 
organización con un largo trayecto mejorando así su independencia y sus fondos. Además 
ésta Secretaria tiene una amplia experiencia en cuanto a manejos de fondos fiduciarios. 
Durante los años 1998-1999 administró 195 fondos fiduciarios generales con un ingreso 
total del US$495.6 millones. Los fondos bajo la autoridad de la Secretaria de Naciones 
Unidas son administrados según las políticas de Naciones Unidas. Simultáneamente, se 
tendrá que crear una Junta Consultiva del Fondo Fiduciario, la que proveerá y solicitará 




D.     Perspectivas del Funcionamiento de la Corte 
 Para hablar sobre las perspectivas del funcionamiento de la Corte es 
necesario empezar por los desafíos que enfrenta. El reto mayor frente a la Corte es el de su 
impacto efectivo en la Comunidad Internacional y su eficacia y eficiencia social en reducir 
perceptiblemente la impunidad –aunque esto pueda tomar años- y elevar los estándares de 
los sistemas de justicia penal alrededor del mundo.   
 
 Ante semejante reto, pensamos que la Corte debe alcanzar primeramente su 
objetivo de aceptación universal ya que los países que la integren, serán determinantes para 
fijar el número de víctimas que podrán llevar su caso ante el Tribunal. Por otro lado, los 
infractores cuyos delitos entran en la competencia de la Corte dependen también de la 
membresía de los países de los que son nacionales o que tiene lugar la conducta, en 
aplicación del Artículo 12 del Estatuto.  
  
 A pesar de haber sido ratificada hasta la fecha por 97 Estados (27 de 
Septiembre) y partiendo de la premisa anterior, hay que destacar que los cinco países más 
poblados de la Tierra: China, India, Estados Unidos, Indonesia y Federación Rusa, no son 
miembros de la Corte. De ellos, tres de los cinco países con derecho a veto en el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas -y ya incluidos en el grupo anterior: Estados Unidos, 
Federación Rusa y China- no están, como se ha dicho, adheridos a la Corte. Asimismo, 
países africanos, del pacífico y musulmanes cuyos territorios están preñados de potenciales 
conflictos, ejercen un impacto adverso en su desempeño. 
 
 En el caso particular que nos atañe de los Estados Unidos su participación en 
la esfera de las Relaciones Internacionales (incluyendo los conflictos) es la más amplia de 
todas, así como lo es su oposición a la misma. Esto es lo que diferencia a los Estados 
Unidos del resto de países opositores: su peso en las Relaciones Internacionales y su abierta 
y explícita voluntad de hacer que el proyecto de la Corte fracase. De ahí que, sin necesidad 
de un complicado análisis podamos deducir que los países de mayor número de habitantes y 
de mayor influencia en los asuntos de esfera internacional, así como los que son fuertes 
focos de conflictos, si bien no impiden el funcionamiento administrativo de la Corte, 





 En otras palabras, los países autoexcluidos al no formar parte del esfuerzo 
internacional por fortalecer una instancia que juzgue Crímenes contra la Humanidad, 
empañan el objetivo de la Corte que es la implementación de Justicia. 
 
 Un segundo desafío, creado por la diversidad de sistemas pertenecientes a 
tradiciones jurídicas distintas, podría representar un gran problema al momento de 
incorporar conceptos, terminologías, categorías, clasificaciones, métodos de razonamiento 
y culturas sociales; sin embargo, todo esto ha quedado momentáneamente reducido a la 
dimensión más manejable de sólo el  sistema romano-civil y el “common law”. El Estatuto 
de la Corte, prevé para la elección de sus jueces, no sólo una distribución proporcional por 
género y regiones, sino también de acuerdo a las familias de sistemas legales en el mundo. 
 
 Por otro lado, somos del criterio que la credibilidad de la Corte descansa en 
sus procedimientos y regulaciones, pero sobretodo en sus miembros. Para que pueda ser 
reconocida como una instancia independiente y eficaz deben los jueces que la componen, 
mantener un liderazgo amplio basado no solamente en sus calificaciones morales y altos 
niveles de compromiso, sino sobretodo en una firme imagen de independencia. Que los 
jueces sean reconocidos como actores internacionales sin ninguna influencia política o de 
otra índole, es esencial no solo para el reconocimiento sino para la propia existencia de la 
Corte. Curiosamente la posibilidad más cercana, y quizás única, de interferencia política en 
el trabajo de la Corte, puede provenir del propio Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas, de acuerdo a lo estipulado en el Artículo 16 del Estatuto, que le otorga facultades a 
ese órgano para suspender cualquier investigación o enjuiciamiento en la Corte, por un 
plazo renovable de doce meses. Ésta condición, por lo tanto puede jugar en contra de la 
imagen de la Corte, al encontrarse en situaciones definidas por meras decisiones políticas 
de parte de los miembros del Consejo de Seguridad. 
 
 Sin embargo, a pesar de éstos desafíos sentimos que la Corte debe mirar al 
futuro con grandes dosis de positivismo. En un sano ejercicio de equilibrio entre los pro y 
los contra, de la Corte ha de concluirse que la constitución de ésta nueva jurisdicción 
internacional de carácter permanente merece un juicio altamente valorativo. Al margen de 
otras consideraciones, su creación representa un paso decisivo y firme en la lucha contra la 
impunidad. Sin pretender tomar el lugar de las jurisdicciones nacionales o salirse del 
margen jurídico que le otorga el Derecho Internacional y el mismo Derecho Interno, 




enjuiciamiento de crímenes internacionales por tribunales nacionales. Esto significa llenar 
un vacío existente en los sistemas legales de protección a las personas. 
 
 Asimismo, opinamos que representa un impulso decisivo por 
institucionalizar la Comunidad y el Derecho Internacional en un campo tan importante 
como el del enjuiciamiento de los autores de los más graves crímenes de trascendencia 
global que golpean y sacuden la conciencia humana.  
 
 Desde ésta perspectiva la fundación de la Corte y entrada en vigencia del 
Estatuto de Roma se traducen en una victoria rotunda de los criterios de Humanidad y 
Justicia por sobre los criterios de maltrato e impunidad. Y el texto mismo significa, sin 
lugar a dudas, un valioso aporte a la cultura jurídica del presente siglo, detrás del cual se 
encuentran años de esfuerzo y lucha.  Hay un antes y un después del Estatuto de Roma y 
esto significa un antes y un después en la historia de la Humanidad.  
 
 No es de extrañar, por lo tanto que la Corte haya sido recibida con profunda 
esperanza y que alrededor de ella se hayan construido grandes castillos de expectativas, 
sobretodo en aquellos sectores comprometidos con la causa de los Derechos Humanos. El 
inicio de sus labores investigativas en la actualidad a pesar de la oposición o ausencia de 
unos Estados, es un recordatorio de que el sueño de tener una Corte que juzgue crímenes 
internacional se hizo realidad. Por lo tanto, los primeros resultados serán determinantes 










El recorrido ha sido largo para llegar a la creación de la Corte, sus precedentes 
históricos son Nuremberg, al concluir la Segunda Guerra Mundial; y más recientemente los 
tribunales para la antigua Yugoslavia y Ruanda. 
 
Hasta la fecha  no existía ninguna organización permanente que pudiera hacer 
responsable penalmente al individuo por violaciones del Derecho Internacional. Si por 
cualquier razón, los sistemas judiciales de los países afectados están incapacitados para 
juzgar a un individuo o no tienen la intención de hacerlo, existían muy pocas opciones 
abiertas a la Comunidad Internacional para hacer justicia. 
 
Lo positivo es que existe una evolución paulatina hacia la conformación de un 
marco institucional que genere una jurisdicción global. De hecho que, nadie puede negar 
que lo más importante es que algunos delitos, dada su magnitud, pueden y deben ser 
juzgados independientemente del país en que el acusado se encuentre. 
 
Además, se debe tener en cuenta que en el mundo interdependiente de nuestros 
días los principales problemas tienen un carácter global y requieren, pues, de soluciones 
globales. Las normas internacionales vinculantes han devenido necesarias y es de 
aceptación universal que están llamadas a la protección del interés común. La prevención 
de los más graves Crímenes contra la Humanidad merece la misma protección por parte del 
Derecho Universal. 
 
Y no es precisamente la pasión de los defensores de la creación de la Corte lo 
que mueve a las naciones en la dirección del Estado de Derecho; es la pasión de quienes 
han sido víctimas de las políticas, como de costumbre. 
 
El propósito de la Corte, sin embargo, no es la persecución y el castigo penal 
para que los responsables de estos crímenes no queden impunes, sino la disuasión para que 
tales crímenes no se repitan en un futuro. 
 
Dado que el Derecho Internacional no es estático y está en constante cambio 




Estados otorguen la mayor prioridad a la consolidación de la Corte, para asegurar su mayor 
efectividad en la lucha por los Derechos Humanos, la paz y la justicia. 
 
El siglo XX, que se caracterizó por los grandes contrastes: un alto desarrollo 
tecnológico, guerras y genocidios, finalizó, luego de muchos intentos y tropiezos, con la 
creación de una Corte Penal Internacional en condiciones de juzgar a criminales de guerra, 
pero no es apoyada por una de las potencias más importantes: Estados Unidos. 
 
Definitivamente no se puede negar que la desafortunada decisión 
estadounidense:  
 
Es una clara contradicción con los pedidos de cooperación internacional contra 
la impunidad de quienes violan las normas de Derecho Internacional para la protección de 
los Derechos Humanos y cuestiona su liderazgo en ésta materia.  
 
Es un acto aislacionista en la misma línea que la oposición a la Convención 
para la erradicación de la Minas Terrestres, el Tratado de Kyoto, la denuncia unilateral del 
Tratado sobre Misiles Antibalísticos, y un sinfín de mecanismos de control con los que 
cuenta el Derecho Internacional a los cuales Estados Unidos ha hecho caso omiso o en su 
defecto, les ha montado una resistencia abierta y clara. 
 
Para nadie ha sido oculto que, unilateralmente –aunque apoyado por actores 
como el primer ministro británico Tony Blair- los Estados Unidos están minando las 
libertades fundamentales de miles de seres humanos, a pesar de existir un marco de 
protección dentro del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. La falta de un 
marco jurídico y político adecuado para abordar los ataques terroristas –el marco 
conceptual de las Relaciones Internacionales vigente no prevé la declaración de guerra de o 
hacia un actor no estatal-, así como la falta de un contrapeso a la hegemonía global de 
Estados Unidos, han permitido que en la supuesta defensa del “mundo libre” éste país esté 
impulsando acciones que además de quebrantar las garantías individuales (como el caso del 
Patriot Act y cortes militares), fomentan el racismo, la xenofobia y la discriminación; e 
incrementan la vulnerabilidad de los derechos conocidos como económicos, sociales y 





En nombre de la seguridad, las libertades han sido coartadas, sesgadas, 
otorgadas a discreción y/o simplemente eliminadas. La vulneración del marco de protección 
internacional de los Derechos Humanos en nombre del patriotismo y la seguridad, ha tenido 
severas repercusiones: la masacre de la población afgana, la persecución xenófoba en 
contra de la población inmigrante –particularmente árabes y latinos-, la criminalización de 
la migración al hacerla sinónimo de terrorista, el endurecimiento de las políticas 
migratorias, hasta la misma conceptualización del terrorismo. 
 
El impacto del discurso antiterrorista está siendo implacable con la tolerancia, 
con el respeto a la diversidad, a la pluriculturalidad de quienes habitan el globo. Las 
prácticas xenófobas, discriminatorias por raza, avalando ejercicios de intolerancia y de 
cruel dureza en contra de seres humanos, están a la orden del día. Los efectos de ésta 
reproducción del pensamiento y prácticas belicistas en torno a qué es el terrorismo y 
quiénes son los terroristas y cómo se debe combatir, deben ser seria materia de 
preocupación para evitar un Estado de Derecho que legitime las violaciones a los Derechos 
Humanos so pretexto de la seguridad nacional y/o mundial. 
 
La lucha contra el terrorismo tal y como la ha llevado Estados Unidos, implica 
un fuerte revés en materia de garantías de protección a los Derechos Humanos. La 
hegemonía estadounidense ha logrado imprimir su propia visión y manipulación del marco 
de referencia por encima del sistema de protección universal de Derechos Humanos.  
 
Por ende, es obvio que estamos ante la consolidación de un proyecto de 
supremacía económica y política en el hemisferio; en sentido estricto nada nuevo, pero 
sumamente preocupante por la impunidad con la que se ha movido el Estado 
norteamericano y por el fuerte golpe provocado al avance de la lucha por la defensa y 
reconocimiento de los Derechos Humanos en el mundo. Sin esos marcos éticos, producto 
de luchas y condiciones históricas concretas, producto de acuerdos y pactos sociales 
universales, no existe contrapeso fuerte, real, al poder discrecional de los Estados Unidos 
en términos políticos, financieros y militares. 
 
Con base en lo anterior, se puede concluir que la Corte debe afrontar desafíos 
de carácter político y jurídico. Por el lado político, se debe resaltar que a pesar de todos 
estos problemas y desafíos, la Corte goza de un fuerte apoyo y vigilancia activa por parte 




legalidad, del debido proceso e imparcialidad. Tanto los magistrados elegidos (siendo tres 
de América Latina) como el Fiscal, tienen la capacidad y el prestigio suficiente para 
mantenerse ajenos a cualquier presión política. Y en el respecto jurídico, el principal reto 
será impulsar efectivamente la implementación del Estatuto de Roma en los Estados Partes.  
 
La Corte es el resultado de 50 años de trabajo y de intensos debates en el seno 
de instituciones internacionales y regionales, sin lugar a dudas un hito real en la historia del 
Derecho Penal Internacional y en la lucha por la salvaguardia de los derechos 
fundamentales de todos los seres humanos. A pesar de sus deficiencias, estamos frente a un 
ente judicial, cuyos principios de complementariedad, de cooperación y de justicia son sus 
principios rectores. 
 
La propia existencia de la Corte, idealmente, debería generar disuasión judicial 
en aquellos propensos a violar las leyes y los tratados internacionales. 
 
Por ello, si queremos tener un mundo más humano y pacífico, el Derecho 






Definitivamente está emergiendo un nuevo sistema de control de las acciones 
unilaterales de los Estados que podría modificar las pautas de comportamiento de Estados 
Unidos u otros actores importantes a nivel mundial. Y de esa manera ya se han visto 
grandes novedades en el área de los Derechos Humanos con la creación de la Corte, y 
también con la resolución del caso Pinochet; los cuales constituyen avances lentos hacia 
una institucionalización, aunque sin poder de policía para el logro de los objetivos de 
resolución pacífica de los conflictos y una justicia internacional.  
 
No así, hay obstáculos a ese nuevo sistema, como ya hemos visto 
anteriormente, por ello para finalizar nuestra tesis hay algunas recomendaciones 
importantes que hacer al respecto de cómo lograr que esos obstáculos no socaven toda la 
razón de ser de un Tribunal tan importante para el mundo, como lo es la Corte Penal 
Internacional.  
 
Aún Estados Unidos sin ser parte del Estatuto de Roma, todos los Estados 
deberían tener como prioridad: 
 
• La vigencia nacional e internacional de los Derechos Humanos, sin 
sucumbir a amenazas que destruyan tales principios.  
• Integrar  los retos internacionales en las agendas nacionales. 
• Monitorear y denunciar las violaciones a los derechos civiles que se deriven 
de la colaboración internacional en la guerra contra el “terrorismo”, sin 
descuidar los avances que se han hecho en la concientización sobre 
derechos económicos, sociales y culturales. 
• La incorporación de los crímenes de competencia de la Corte, incluyendo 
los Crímenes de Guerra, en los Códigos Penales Nacionales.  
• La tipificación de mecanismos de cooperación con la Corte, el cual debe 
contener disposiciones que fomenten la colaboración entre las autoridades 
nacionales y extranjeras, especialmente en lo relacionado con la detención 
y entrega de personas, eliminando cualquier mecanismo interno que pueda 




• La adecuación de disposiciones sobre la responsabilidad de los jefes 
militares, el fuero especial de los Altos Funcionarios y la 
imprescriptibilidad de los crímenes internacionales. 
• La no suscripción por parte de Estado alguno de ningún Acuerdo de 
Inmunidad que prohíba la detención y entrega de personas a la Corte.  
• La consolidación de la independencia y la eficacia de la Corte por medio de 
la ratificación del Estatuto de Roma y su adaptación a las leyes internas. 
 
* Se hace una recomendación, en especial a los Estados miembros de la 
Unión Europea a que tomen una decisión sobre las propuestas de acuerdo 
americanas en la línea adoptada sobre el Estatuto de Roma desde las 
negociaciones de Roma y Nueva York, asumiendo un papel más 
beligerante en la escena internacional. Se le insta, además a que recuerden 
que de su decisión y posición común se derivará la de los muchos países 
aspirantes a la entrada en la Unión Europea. 
 
De hecho que sólo las grandes potencias pueden hoy hacer frente a las 
presiones americanas sobre la Corte. Pero el equilibrio es delicado, y sólo tomas de 
posición públicas, firmes y sin ambigüedades, especialmente en los Estados de la Unión 
Europea, podrán garantizar quizás la independencia y la imparcialidad de la Corte. 
 
* Igualmente se recomienda tanto a los Organismos Internacionales como a 
los Estados mismos hacer un llamamiento solemne a los Estados miembros 
de la OTAN para resistir a las presiones americanas, y para que recuerden 
que de su oposición a éstas ofertas se derivará la de los muchos países 
aspirantes a la entrada en la alianza. 
 
De la Corte como naciente entidad penal internacional se espera que tal hito 
histórico para la Humanidad no caiga en los vicios y errores que aquejan a tantos tribunales 
nacionales y se recomienda, en forma general que: 
 
• Impartan justicia pronta y cumplida para que exista una relación justa entre 
comisión del delito y sanción penal, de lo contrario se corre el riesgo cierto 




gravedad de lo ocurrido. En segundo término porque quienes se encuentran 
en prisión preventiva pueden ser inocentes. 
• Demuestre su eficacia  y justicia al llevar a cabo todo su proceso 
investigativo y penal. 
• Sea verdaderamente imparcial, para de ésta manera evitar propaganda 
política en su contra y, sobretodo que se cercenen sus bases y objetivos 
fundamentales y así demostrarle al mundo que se ha dado un paso serio en 
pro de la defensa de los derechos fundamentales de la Humanidad. 
• Realizar una revisión y consiguiente reforma al Artículo 98 del Estatuto de 
Roma por dejar un agujero legal que da paso a los acuerdos bilaterales entre 
Estados y el cual ha sido utilizado hábilmente por Estados Unidos para 
socavar la razón de ser del ente penal. 
 
Otras recomendaciones que se pueden hacer a la Corte con respecto a los retos 
que debe afrontar, sin lugar a dudas, son muchos pero principalmente están: 
 
El reto de evitar que el nuevo orden mundial se defina sin las adecuaciones 
necesarias para que los Derechos Humanos sean la base de la gobernabilidad global. Estas 
adecuaciones deberían incluir un marco conceptual que prepondere actores políticos no 
estatales.  
 
También existe el reto de evitar que la reconceptualización del marco jurídico 
internacional sea utilizada para criminalizar el descontento con la represión de identidades 
nacionales o de las violaciones a los derechos colectivos y los económicos, sociales y 
culturales. En otras palabras, el reto de evitar que el concepto “terrorismo” sea un 
mecanismo de represión ante las problemáticas de la globalización. 
 
Finalmente, y muy importante, todas las resoluciones hechas por el Consejo de 
Seguridad con respecto a las demandas de Estados Unidos en contra de la Corte nos llevan 
a la conclusión de que es necesario recomendar que se realicen cambios profundos en éste 
órgano, para evitar que siga siendo sometido a la voluntad de algunos países y convertirse 
en un verdadero órgano de seguridad colectiva mundial para el mantenimiento de la paz y 






























ESTATUTO DE ROMA DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL 
Aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el 




Conscientes de que todos los pueblos están unidos por estrechos lazos y sus culturas configuran un patrimonio común y 
observando con preocupación que este delicado mosaico puede romperse en cualquier momento,  
Teniendo presente que, en este siglo, millones de niños, mujeres y hombres han sido víctimas de atrocidades que desafían la 
imaginación y conmueven profundamente la conciencia de la humanidad,  
Reconociendo que esos graves crímenes constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar de la humanidad,  
Afirmando que los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto no deben quedar sin 
castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e intensificar la cooperación internacional para asegurar que 
sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia,  
Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crímenes y a contribuir así a la prevención de nuevos crímenes,  
Recordando que es deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra los responsables de crímenes internacionales,  
Reafirmando los Propósitos y Principios de la Carta de las Naciones Unidas y, en particular, que los Estados se abstendrán de 
recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado o en 
cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas,  
Destacando, en este contexto, que nada de lo dispuesto en el presente Estatuto deberá entenderse en el sentido de que autorice a 
un Estado Parte a intervenir en una situación de conflicto armado en los asuntos internos de otro Estado,  
Decididos, a los efectos de la consecución de esos fines y en interés de las generaciones presentes y futuras, a establecer una 
Corte Penal Internacional de carácter permanente, independiente y vinculada con el sistema de las Naciones Unidas que tenga 
competencia sobre los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto,  
Destacando que la Corte Penal Internacional establecida en virtud del presente Estatuto será complementaria de las jurisdicciones 
penales nacionales,  
Decididos a garantizar que la justicia internacional sea respetada y puesta en práctica en forma duradera,  
Han convenido en lo siguiente:  
 
PARTE I. DEL ESTABLECIMIENTO DE LA CORTE  
Artículo 1  
La Corte 
Se instituye por el presente una Corte Penal Internacional ("la Corte"). La Corte será una institución permanente, estará facultada 
para ejercer su jurisdicción sobre personas respecto de los crímenes más graves de trascendencia internacional de conformidad 
con el presente Estatuto y tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales. La competencia y el 
funcionamiento de la Corte se regirán por las disposiciones del presente Estatuto.  
 
Artículo 2  
Relación de la Corte con las Naciones Unidas  
La Corte estará vinculada con las Naciones Unidas por un acuerdo que deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes en el 
presente Estatuto y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de ésta. 
  
Artículo 3  
Sede de la Corte  
1. La sede de la Corte estará en La Haya, Países Bajos ("el Estado anfitrión").  
2. La Corte concertará con el Estado anfitrión un acuerdo relativo a la sede que deberá aprobar la Asamblea de los Estados Partes 
y concluir luego el Presidente de la Corte en nombre de ésta.  
3. La Corte podrá celebrar sesiones en otro lugar cuando lo considere conveniente, de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Estatuto.  
 
Artículo 4  
Condición jurídica y atribuciones de la Corte  
1. La Corte tendrá personalidad jurídica internacional. Tendrá también la capacidad jurídica que sea necesaria para el desempeño 
de sus funciones y la realización de sus propósitos.  
2. La Corte podrá ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto en el territorio de 
cualquier Estado Parte y, por acuerdo especial, en el territorio de cualquier otro Estado.  
 
PARTE II. DE LA COMPETENCIA, LA ADMISIBILIDAD Y EL DERECHO APLICABLE  
Artículo 5  
Crímenes de la competencia de la Corte  
1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves de trascendencia para la comunidad internacional en su 
conjunto. La Corte tendrá competencia, de conformidad con el presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes:  
a) El crimen de genocidio;  
b) Los crímenes de lesa humanidad;  




d) El crimen de agresión.  
2. La Corte ejercerá competencia respecto del crimen de agresión una vez que se apruebe una disposición de conformidad con los 
artículos 121 y 123 en que se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará. Esa disposición será 
compatible con las disposiciones pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas.  
 
Artículo 6  
Genocidio  
A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "genocidio" cualquiera de los actos mencionados a continuación, 
perpetrados con la intención de destruir total o parcialmente a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal:  
a) Matanza de miembros del grupo;  
b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo;  
c) Sometimiento intencional del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial;  
d) Medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;  
e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.  
 
Artículo 7  
Crímenes de lesa humanidad  
1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por "crimen de lesa humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se 
cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque:  
a) Asesinato;  
b) Exterminio;  
c) Esclavitud;  
d) Deportación o traslado forzoso de población;  
e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional;  
f) Tortura;  
g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada u otros abusos sexuales de 
gravedad comparable;  
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, 
culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con 
arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la 
competencia de la Corte;  
i) Desaparición forzada de personas;  
j) El crimen de apartheid;  
k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la 
integridad física o la salud mental o física.  
2. A los efectos del párrafo 1:  
a) Por "ataque contra una población civil" se entenderá una línea de conducta que implique la comisión múltiple de actos 
mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con la política de un Estado o de una organización de 
cometer esos actos o para promover esa política;  
b) El "exterminio" comprenderá la imposición intencional de condiciones de vida, la privación del acceso a alimentos o 
medicinas entre otras, encaminadas a causar la destrucción de parte de una población;  
c) Por "esclavitud" se entenderá el ejercicio de los atributos del derecho de propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, 
incluido el ejercicio de esos atributos en el tráfico de personas, en particular mujeres y niños;  
d) Por "deportación o traslado forzoso de población" se entenderá el desplazamiento de las personas afectadas, por expulsión u 
otros actos coactivos, de la zona en que estén legítimamente presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;  
e) Por "tortura" se entenderá causar intencionalmente dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona que 
el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas;  
f) Por "embarazo forzado" se entenderá el confinamiento ilícito de una mujer a la que se ha dejado embarazada por la fuerza, con 
la intención de modificar la composición étnica de una población o de cometer otras violaciones graves del derecho internacional. 
En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a las normas de derecho interno relativas al embarazo;  
g) Por "persecución" se entenderá la privación intencional y grave de derechos fundamentales en contravención del derecho 
internacional en razón de la identidad del grupo o de la colectividad;  
h) Por "el crimen de apartheid" se entenderán los actos inhumanos de carácter similar a los mencionados en el párrafo 1 
cometidos en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o 
más grupos raciales y con la intención de mantener ese régimen;  
i) Por "desaparición forzada de personas" se entenderá la aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado o 
una organización política, o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación de 
libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley 
por un período prolongado.  
3. A los efectos del presente Estatuto se entenderá que el término "género" se refiere a los dos sexos, masculino y femenino, en el 







Artículo 8  
Crímenes de guerra  
1. La Corte tendrá competencia respecto de los crímenes de guerra en particular cuando se cometan como parte de un plan o 
política o como parte de la comisión en gran escala de tales crímenes.  
2. A los efectos del presente Estatuto, se entiende por "crímenes de guerra": a) Infracciones graves de los Convenios de Ginebra 
de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos contra personas o bienes protegidos por las disposiciones del 
Convenio de Ginebra pertinente:  
i) Matar intencionalmente;  
ii) Someter a tortura o a otros tratos inhumanos, incluidos los experimentos biológicos;  
iii) Infligir deliberadamente grandes sufrimientos o atentar gravemente contra la integridad física o la salud;  
iv) Destruir bienes y apropiarse de ellos de manera no justificada por necesidades militares, a gran escala, ilícita y 
arbitrariamente;  
v) Obligar a un prisionero de guerra o a otra persona protegida a prestar servicio en las fuerzas de una Potencia enemiga;  
vi) Privar deliberadamente a un prisionero de guerra o a otra persona de sus derechos a un juicio justo e imparcial;  
vii) Someter a deportación, traslado o confinamiento ilegales;  
viii) Tomar rehenes;  
b) Otras violaciones graves de las leyes y usos aplicables en los conflictos armados internacionales dentro del marco del derecho 
internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:  
i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil en cuanto tal o contra civiles que no participen directamente en las 
hostilidades;  
ii) Dirigir intencionalmente ataques contra objetos civiles, es decir, objetos que no son objetivos militares;  
iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de 
mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan 
derecho a la protección otorgada a civiles u objetos civiles con arreglo al derecho internacional de los conflictos armados;  
iv) Lanzar un ataque intencionalmente, a sabiendas de que causará pérdidas de vidas, lesiones a civiles o daños a objetos de 
carácter civil o daños extensos, duraderos y graves al medio natural que sean claramente excesivos en relación con la ventaja 
militar general concreta y directa que se prevea;  
v) Atacar o bombardear, por cualquier medio, ciudades, aldeas, pueblos o edificios que no estén defendidos y que no sean 
objetivos militares;  
vi) Causar la muerte o lesiones a un enemigo que haya depuesto las armas o que, al no tener medios para defenderse, se haya 
rendido a discreción;  
vii) Utilizar de modo indebido la bandera blanca, la bandera nacional o las insignias militares o el uniforme del enemigo o de las 
Naciones Unidas, así como los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra, y causar así la muerte o lesiones graves;  
viii) El traslado, directa o indirectamente, por la Potencia ocupante de parte de su población civil al territorio que ocupa o la 
deportación o el traslado de la totalidad o parte de la población del territorio ocupado, dentro o fuera de ese territorio;  
ix) Los ataques dirigidos intencionalmente contra edificios dedicados al culto religioso, las artes, las ciencias o la beneficencia, 
los monumentos, los hospitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, siempre que no sean objetivos militares;  
x) Someter a personas que estén en poder del perpetrador a mutilaciones físicas o a experimentos médicos o científicos de 
cualquier tipo que no estén justificados en razón de un tratamiento médico, dental u hospitalario, ni se lleven a cabo en su interés, 
y que causen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;  
xi) Matar o herir a traición a personas pertenecientes a la nación o al ejército enemigo;  
xii) Declarar que no se dará cuartel;  
xiii) Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra lo hagan imperativo;  
xiv) Declarar abolidos, suspendidos o inadmisibles ante un tribunal los derechos y acciones de los nacionales de la parte enemiga;  
xv) Obligar a los nacionales de la parte enemiga a participar en operaciones bélicas dirigidas contra su propio país, aunque 
hubieran estado a su servicio antes del inicio de la guerra;  
xvi) Saquear una ciudad o una plaza, incluso cuando es tomada por asalto;  
xvii) Veneno o armas envenenadas;  
xviii) Gases asfixiantes, tóxicos o similares o cualquier líquido, material o dispositivo análogo;  
xix) Balas que se abran o aplasten fácilmente en el cuerpo humano, como balas de camisa dura que no recubra totalmente la parte 
interior o que tenga incisiones;  
xx) Emplear armas, proyectiles, materiales y métodos de guerra que, por su propia naturaleza, causen daños superfluos o 
sufrimientos innecesarios o surtan efectos indiscriminados en violación del derecho humanitario internacional de los conflictos 
armados, a condición de que esas armas o esos proyectiles, materiales o métodos de guerra, sean objeto de una prohibición 
completa y estén incluidos en un anexo del presente Estatuto en virtud de una enmienda aprobada de conformidad con las 
disposiciones que, sobre el particular, figuran en los artículos 121 y 123;  
xxi) Cometer ultrajes contra la dignidad de la persona, en particular tratos humillantes y degradantes;  
xxii) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido en el apartado f) del párrafo 
2 del artículo 7, esterilización forzada y cualquier otra forma de violencia sexual que constituya una violación grave de los 
Convenios de Ginebra;  
xxiii) Aprovechar la presencia de civiles u otras personas protegidas para que queden inmunes de operaciones militares 
determinados puntos, zonas o fuerzas militares;  
xxiv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y vehículos sanitarios, y contra personal habilitado 




xxv) Provocar intencionalmente la inanición de la población civil como método de hacer la guerra, privándola de los objetos 
indispensables para su supervivencia, incluido el hecho de obstaculizar intencionalmente los suministros de socorro de 
conformidad con los Convenios de Ginebra;  
xxvi) Reclutar o alistar a niños menores de 15 años en las fuerzas armadas nacionales o utilizarlos para participar activamente en 
las hostilidades;  
c) En caso de conflicto armado que no sea de índole internacional, las violaciones graves del artículo 3 común a los cuatro 
Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949, a saber, cualquiera de los siguientes actos cometidos contra personas que no 
participen directamente en las hostilidades, incluidos los miembros de las fuerzas armadas que hayan depuesto las armas y los 
que hayan quedado fuera de combate por enfermedad, lesiones, detención o por cualquier otra causa:  
i) Actos de violencia contra la vida y la persona, en particular el homicidio en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos 
crueles y la tortura;  
ii) Los ultrajes contra la dignidad personal, en particular los tratos humillantes y degradantes;  
iii) La toma de rehenes;  
iv) Las condenas dictadas y las ejecuciones efectuadas sin sentencia previa pronunciada por un tribunal constituido regularmente 
y que haya ofrecido todas las garantías judiciales generalmente reconocidas como indispensables.  
d) El párrafo 2 c) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole internacional, y por lo tanto no se 
aplica a situaciones de disturbios o tensiones internos, tales como motines, actos aislados y esporádicos de violencia u otros actos 
de carácter similar.  
e) Otras violaciones graves de las leyes y los usos aplicables en los conflictos armados que no sean de índole internacional, 
dentro del marco establecido de derecho internacional, a saber, cualquiera de los actos siguientes:  
i) Dirigir intencionalmente ataques contra la población civil como tal o contra civiles que no participen directamente en las 
hostilidades;  
ii) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios, material, unidades y vehículos sanitarios y contra el personal habilitado para 
utilizar los emblemas distintivos de los Convenios de Ginebra de conformidad con el derecho internacional;  
iii) Dirigir intencionalmente ataques contra personal, instalaciones, material, unidades o vehículos participantes en una misión de 
mantenimiento de la paz o de asistencia humanitaria de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, siempre que tengan 
derecho a la protección otorgada a civiles u objetos civiles con arreglo al derecho de los conflictos armados;  
iv) Dirigir intencionalmente ataques contra edificios dedicados al culto religioso, la educación, las artes, las ciencias o la 
beneficencia, los monumentos, los hospitales y otros lugares en que se agrupa a enfermos y heridos, a condición de que no sean 
objetivos militares;  
v) Saquear una ciudad o plaza, incluso cuando es tomada por asalto;  
vi) Cometer actos de violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, definido en el apartado f) del párrafo 2 
del artículo 7, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual que constituya también una violación grave del 
artículo 3 común a los cuatro Convenios de Ginebra;  
vii) Reclutar o alistar niños menores de 15 años en las fuerzas armadas o utilizarlos para participar activamente en hostilidades;  
viii) Ordenar el desplazamiento de la población civil por razones relacionadas con el conflicto, a menos que así lo exija la 
seguridad de los civiles de que se trate o por razones militares imperativas;  
ix) Matar o herir a traición a un combatiente enemigo;  
x) Declarar que no se dará cuartel;  
xi) Someter a las personas que estén en poder de otra parte en el conflicto a mutilaciones físicas o a experimentos médicos o 
científicos de cualquier tipo que no estén justificados en razón del tratamiento médico, dental u hospitalario de la persona de que 
se trate ni se lleven a cabo en su interés, y que provoquen la muerte o pongan gravemente en peligro su salud;  
xii) Destruir o confiscar bienes del enemigo, a menos que las necesidades de la guerra lo hagan imperativo;  
f) El párrafo 2 e) del presente artículo se aplica a los conflictos armados que no son de índole internacional, y, por consiguiente, 
no se aplica a situaciones de disturbios y tensiones internas, como motines, actos aislados y esporádicos de violencia u otros actos 
de carácter similar. Se aplica a los conflictos armados que tienen lugar en el territorio de un Estado cuando existe un conflicto 
armado prolongado entre las autoridades gubernamentales y grupos armados organizados o entre tales grupos.  
3. Nada de lo dispuesto en los párrafos 2 c) y d) afectará a la responsabilidad que incumbe a todo gobierno de mantener y 
restablecer el orden público en el Estado y de defender la unidad e integridad territorial del Estado por cualquier medio legítimo.  
 
Artículo 9  
Elementos del crimen  
1. Los Elementos del crimen, que ayudarán a la Corte a interpretar y aplicar los artículos 6, 7 y 8 del presente Estatuto, serán 
aprobados por una mayoría de dos tercios de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes.  
2. Podrán proponer enmiendas a los Elementos del crimen:  
a) Cualquier Estado Parte;  
b) Los magistrados, por mayoría absoluta;  
c) El Fiscal.  
Las enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por una mayoría de dos tercios de los miembros de la Asamblea 
de los Estados Partes.  
3. Los Elementos del crimen y sus enmiendas serán compatibles con lo dispuesto en el presente Estatuto.  
 
Artículo 10  
Nada de lo dispuesto en la presente parte se interpretará en el sentido de que limite o menoscabe de alguna manera las normas 





Artículo 11  
Competencia temporal  
1. La Corte tendrá competencia únicamente respecto de crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto.  
2. Si un Estado se hace Parte en el presente Estatuto después de su entrada en vigor, la Corte podrá ejercer su competencia 
únicamente con respecto a los crímenes cometidos después de la entrada en vigor del presente Estatuto respecto de ese Estado, a 
menos que éste haya hecho una declaración de conformidad con el párrafo 3 del artículo 12.  
 
Artículo 12  
Condiciones previas para el ejercicio de la competencia  
1. El Estado que pase a ser Parte en el presente Estatuto acepta por ello la competencia de la Corte respecto de los crímenes a que 
se refiere el artículo 5.  
2. En el caso de los apartados a) o c) del artículo 13, la Corte podrá ejercer su competencia si uno o varios de los Estados 
siguientes son Partes en el presente Estatuto o han aceptado la competencia de la Corte de conformidad con el párrafo 3:  
a) El Estado en cuyo territorio haya tenido lugar la conducta de que se trate, o si el crimen se hubiere cometido a bordo de un 
buque o de una aeronave, el Estado de matrícula del buque o la aeronave;  
b) El Estado del que sea nacional el acusado del crimen.  
3. Si la aceptación de un Estado que no sea Parte en el presente Estatuto fuere necesaria de conformidad con el párrafo 2, dicho 
Estado podrá, mediante declaración depositada en poder del Secretario, consentir en que la Corte ejerza su competencia respecto 
del crimen de que se trate. El Estado aceptante cooperará con la Corte sin demora ni excepción de conformidad con la Parte IX.  
 
Artículo 13  
Ejercicio de la competencia  
La Corte podrá ejercer su competencia respecto de cualquiera de los crímenes a que se refiere el artículo 5 de conformidad con 
las disposiciones del presente Estatuto si:  
a) Un Estado Parte remite al Fiscal, de conformidad con el artículo 14, una situación en que parezca haberse cometido uno o 
varios de esos crímenes;  
b) El Consejo de Seguridad, actuando con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas, remite al 
Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o varios de esos crímenes; o  
c) El Fiscal ha iniciado una investigación respecto de un crimen de ese tipo de conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.  
 
Artículo 14  
Remisión de una situación por un Estado Parte  
1. Todo Estado Parte podrá remitir al Fiscal una situación en que parezca haberse cometido uno o varios crímenes de la 
competencia de la Corte y pedir al Fiscal que investigue la situación a los fines de determinar si se ha de acusar de la comisión de 
tales crímenes a una o varias personas determinadas.  
2. En la medida de lo posible, en la remisión se especificarán las circunstancias pertinentes y se adjuntará la documentación 
justificativa de que disponga el Estado denunciante.  
 
Artículo 15  
El Fiscal  
1. El Fiscal podrá iniciar de oficio una investigación sobre la base de información acerca de un crimen de la competencia de la 
Corte.  
2. El Fiscal analizará la veracidad de la información recibida. Con tal fin, podrá recabar más información de los Estados, los 
órganos de las Naciones Unidas, las organizaciones intergubernamentales o no gubernamentales u otras fuentes fidedignas que 
considere apropiadas y podrá recibir testimonios escritos u orales en la sede de la Corte.  
3. El Fiscal, si llegare a la conclusión de que existe fundamento suficiente para abrir una investigación, presentará a la Sala de 
Cuestiones Preliminares una petición de autorización para ello, junto con la documentación justificativa que haya reunido. Las 
víctimas podrán presentar observaciones a la Sala de Cuestiones Preliminares, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y 
Prueba.  
4. Si, tras haber examinado la petición y la documentación que la justifique, la Sala de Cuestiones Preliminares considerare que 
hay fundamento suficiente para abrir una investigación y que el asunto parece corresponder a la competencia de la Corte, 
autorizará el inicio de la investigación, sin perjuicio de las resoluciones que pueda adoptar posteriormente la Corte con respecto a 
su competencia y la admisibilidad de la causa.  
5. La negativa de la Sala de Cuestiones Preliminares a autorizar la investigación no impedirá que el Fiscal presente ulteriormente 
otra petición basada en nuevos hechos o pruebas relacionados con la misma situación.  
6. Si, después del examen preliminar a que se refieren los párrafos 1 y 2, el Fiscal llega a la conclusión de que la información 
presentada no constituye fundamento suficiente para una investigación, informará de ello a quienes la hubieren presentado. Ello 
no impedirá que el Fiscal examine a la luz de hechos o pruebas nuevos, otra información que reciba en relación con la misma 
situación.  
 
Artículo 16  
Suspensión de la investigación o el enjuiciamiento  
En caso de que el Consejo de Seguridad, de conformidad con una resolución aprobada con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo 




investigación o el enjuiciamiento que haya iniciado, la Corte procederá a esa suspensión; la petición podrá ser renovada por el 
Consejo de Seguridad en las mismas condiciones.  
 
Artículo 17  
Cuestiones de admisibilidad  
1. La Corte teniendo en cuenta el décimo párrafo del preámbulo y el artículo 1, resolverá la inadmisibilidad de un asunto cuando:  
a) El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento en el Estado que tiene jurisdicción sobre él salvo que éste no esté 
dispuesto a llevar a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo;  
b) El asunto haya sido objeto de investigación por el Estado que tenga jurisdicción sobre él y éste haya decidido no incoar acción 
penal contra la persona de que se trate, salvo que la decisión haya obedecido a que no esté dispuesto a llevar a cabo el 
enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo;  
c) La persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por la conducta a que se refiere la denuncia, y la Corte no pueda incoar el 
juicio con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 20;  
d) El asunto no sea de gravedad suficiente para justificar la adopción de otras medidas por la Corte.  
2. A fin de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, la Corte examinará, teniendo en cuenta los 
principios de un proceso con las debidas garantías reconocidos por el derecho internacional, si se da una o varias de las siguientes 
circunstancias, según el caso:  
a) Que el juicio ya haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada con el propósito de sustraer a la 
persona de que se trate de su responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte, según lo dispuesto en el artículo 
5;  
b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer 
comparecer a la persona de que se trate ante la justicia;  
c) Que el proceso no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o imparcial y haya sido o esté siendo 
sustanciado de forma en que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la persona de que 
se trate ante la justicia.  
3. A fin de determinar la incapacidad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, la Corte examinará si el Estado, 
debido al colapso total o sustancial de su administración nacional de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer 
comparecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios o no está por otras razones en condiciones de 
llevar a cabo el juicio.  
 
Artículo 18  
Dictámenes preliminares relativos a la admisibilidad  
1. Cuando se haya remitido a la Corte una situación en virtud del artículo 13 a) y el Fiscal haya determinado que existen 
fundamentos razonables para comenzar una investigación e inicie esa investigación en virtud de los artículos 13 c) y 15, lo 
notificará a todos los Estados Partes y a aquellos Estados que, teniendo en cuenta la información disponible, ejercerían 
normalmente la jurisdicción sobre los crímenes de que se trate. El Fiscal podrá hacer la notificación a esos Estados con carácter 
confidencial y, cuando lo considere necesario a fin de proteger personas, impedir la destrucción de pruebas o impedir la fuga de 
personas, podrá limitar el alcance de la información proporcionada a los Estados.  
2. Dentro del mes siguiente a la recepción de dicha notificación, el Estado podrá informar a la Corte de que está llevando o ha 
llevado a cabo una investigación en relación con sus nacionales u otras personas bajo su jurisdicción respecto de actos criminales 
que puedan constituir los crímenes a que se refiere el artículo 5 y a los que se refiera la información proporcionada en la 
notificación a los Estados. A petición de dicho Estado, el Fiscal se inhibirá de su competencia en favor del Estado en relación con 
la investigación sobre las personas antes mencionadas, a menos que la Sala de Cuestiones Preliminares decida, a petición del 
Fiscal autorizar la investigación.  
3. El Fiscal podrá volver a examinar la cuestión de la inhibición de su competencia al cabo de seis meses a partir de la fecha de la 
remisión o cuando se haya producido un cambio significativo de circunstancias en vista de que el Estado no está dispuesto a 
llevar a cabo la investigación o no puede realmente hacerlo.  
4. El Estado de que se trate o el Fiscal podrán apelar ante la Sala de Apelaciones del dictamen de la Sala de Cuestiones 
Preliminares, de conformidad con el artículo 82. La apelación podrá sustanciarse en forma sumaria.  
5. Cuando el Fiscal se haya inhibido de su competencia en relación con la investigación con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 2, 
podrá pedir al Estado de que se trate que le informe periódicamente de la marcha de sus investigaciones y del juicio ulterior. Los 
Estados Partes responderán a esas peticiones sin dilaciones indebidas.  
6. El Fiscal podrá, hasta que la Sala de Cuestiones Preliminares haya emitido su dictamen, o en cualquier momento si se hubiere 
inhibido de su competencia en virtud de este artículo, pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares, con carácter excepcional, que le 
autorice a llevar adelante las indagaciones que estime necesarias cuando exista una oportunidad única de obtener pruebas 
importantes o exista un riesgo significativo de que esas pruebas no estén disponibles ulteriormente.  
7. El Estado que haya apelado de un dictamen de la Sala de Cuestiones Preliminares en virtud del presente artículo podrá 
impugnar la admisibilidad de un asunto en virtud del artículo 19, haciendo valer hechos nuevos importantes o un cambio 
significativo de las circunstancias.  
 
Artículo 19  
Impugnación de la competencia de la Corte o de la admisibilidad de la causa  
1. La Corte se cerciorará de ser competente en todas las causas que le sean sometidas. La Corte podrá determinar de oficio la 




2. Podrán impugnar la admisibilidad de la causa, por uno de los motivos mencionados en el artículo 17, o impugnar la 
competencia de la Corte:  
a) El acusado o la persona contra la cual se haya dictado una orden de detención o una orden de comparecencia con arreglo al 
artículo 58;  
b) El Estado que tenga jurisdicción en la causa porque está investigándola o enjuiciándola o lo ha hecho antes; o  
c) El Estado cuya aceptación se requiera de conformidad con el artículo 12.  
3. El Fiscal podrá pedir a la Corte que se pronuncie sobre una cuestión de competencia o de admisibilidad. En las actuaciones 
relativas a la competencia o la admisibilidad, podrán presentar asimismo observaciones a la Corte quienes hayan remitido la 
situación de conformidad con el artículo 13 y las víctimas.  
4. La admisibilidad de una causa o la competencia de la Corte sólo podrán ser impugnadas una sola vez por cualquiera de las 
personas o los Estados a que se hace referencia en el párrafo 2. La impugnación se hará antes del juicio o a su inicio. En 
circunstancias excepcionales, la Corte podrá autorizar que la impugnación se haga más de una vez o en una fase ulterior del 
juicio. Las impugnaciones a la admisibilidad de una causa hechas al inicio del juicio, o posteriormente con la autorización de la 
Corte, sólo podrán fundarse en el párrafo 1 c) del artículo 17.  
5. El Estado a que se hace referencia en los apartados b) y c) del párrafo 2 del presente artículo hará la impugnación lo antes 
posible.  
6. Antes de la confirmación de los cargos, la impugnación de la admisibilidad de una causa o de la competencia de la Corte será 
asignada a la Sala de Cuestiones Preliminares. Después de confirmados los cargos, será asignada a la Sala de Primera Instancia. 
Las decisiones relativas a la competencia o la admisibilidad podrán ser recurridas ante la Sala de Apelaciones de conformidad 
con el artículo 82.  
7. Si la impugnación es hecha por el Estado a que se hace referencia en los apartados b) o c) del párrafo 2, el Fiscal suspenderá la 
investigación hasta que la Corte resuelva de conformidad con el artículo 17.  
8. Hasta que la Corte se pronuncie, el Fiscal podrá pedirle autorización para:  
a) Practicar las indagaciones necesarias de la índole mencionada en el párrafo 6 del artículo 18;  
b) Tomar declaración a un testigo o recibir su testimonio, o completar la reunión y el examen de las pruebas que hubiere iniciado 
antes de la impugnación; y  
c) Impedir, en cooperación con los Estados que corresponda, que eludan la acción de la justicia personas respecto de las cuales el 
Fiscal haya pedido ya una orden de detención en virtud del artículo 58.  
9. La impugnación no afectará a la validez de ningún acto realizado por el Fiscal, ni de ninguna orden o mandamiento dictado por 
la Corte, antes de ella.  
10. Si la Corte hubiere declarado inadmisible una causa de conformidad con el artículo 17, el Fiscal podrá pedir que se revise esa 
decisión cuando se haya cerciorado cabalmente de que han aparecido nuevos hechos que invalidan los motivos por los cuales la 
causa había sido considerada inadmisible de conformidad con dicho artículo.  
11. El Fiscal, si habida cuenta de las cuestiones a que se refiere el artículo 17 suspende una investigación, podrá pedir que el 
Estado de que se trate le comunique información sobre las actuaciones. A petición de ese Estado, dicha información será 
confidencial. El Fiscal, si decide posteriormente abrir una investigación, notificará su decisión al Estado cuyas actuaciones hayan 
dado origen a la suspensión.  
 
Artículo 20  
Cosa juzgada  
1. Salvo que en el presente Estatuto se disponga otra cosa, nadie será procesado por la Corte en razón de conductas constitutivas 
de crímenes por los cuales ya hubiere sido condenado o absuelto por la Corte.  
2. Nadie será procesado por otro tribunal en razón de uno de los crímenes mencionados en el artículo 5 por el cual la Corte ya le 
hubiere condenado o absuelto.  
3. La Corte no procesará a nadie que haya sido procesado por otro tribunal en razón de hechos también prohibidos en virtud de 
los artículos 6, 7 u 8 a menos que el proceso en el otro tribunal:  
a) Obedeciera al propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal por crímenes de la competencia de la Corte; o  
b) No hubiere sido instruida en forma independiente o imparcial de conformidad con las debidas garantías procesales reconocidas 
por el derecho internacional o lo hubiere sido de alguna manera que, en las circunstancias del caso, fuere incompatible con la 
intención de someter a la persona a la acción de la justicia.  
 
Artículo 21  
Derecho aplicable  
1. La Corte aplicará:  
a) En primer lugar, el presente Estatuto, los Elementos del Crimen y sus Reglas de Procedimiento y Prueba;  
b) En segundo lugar, cuando proceda, los tratados y los principios y normas de derecho internacional aplicables, incluidos los 
principios establecidos del derecho internacional de los conflictos armados;  
c) En su defecto, los principios generales del derecho que derive la Corte del derecho interno de los sistemas jurídicos del mundo, 
incluido, cuando proceda, el derecho interno de los Estados que normalmente ejercerían jurisdicción sobre el crimen, siempre que 
esos principios no sean incompatibles con el presente Estatuto ni con el derecho internacional ni las normas y principios 
internacionalmente reconocidos.  
2. La Corte podrá aplicar principios y normas de derecho respecto de los cuales hubiere hecho una interpretación en decisiones 
anteriores.  
3. La aplicación e interpretación del derecho de conformidad con el presente artículo deberá ser compatible con los derechos 




artículo 7, la edad, la raza, el color, la religión o el credo, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, 
la posición económica, el nacimiento u otra condición.  
 
PARTE III. DE LOS PRINCIPIOS GENERALES DE DERECHO PENAL  
Artículo 22  
Nullum crimen sine lege  
1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto a menos que la conducta de que se trate 
constituya, en el momento en que tiene lugar, un crimen de la competencia de la Corte.  
2. La definición de crimen será interpretada estrictamente y no se hará extensiva por analogía. En caso de ambigüedad, será 
interpretada en favor de la persona objeto de investigación, enjuiciamiento o condena.  
3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a la tipificación de una conducta como crimen de derecho internacional 
independientemente del presente Estatuto.  
 
Artículo 23  
Nulla poena sine lege  
Quien sea declarado culpable por la Corte únicamente podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto.  
 
Artículo 24  
Irretroactividad ratione personae  
1. Nadie será penalmente responsable de conformidad con el presente Estatuto por una conducta anterior a su entrada en vigor.  
2. De modificarse el derecho aplicable a una causa antes de que se dicte la sentencia definitiva, se aplicarán las disposiciones más 
favorables a la persona objeto de la investigación, el enjuiciamiento o la condena.  
 
Artículo 25  
Responsabilidad penal individual  
1. De conformidad con el presente Estatuto, la Corte tendrá competencia respecto de las personas naturales.  
1. Quien cometa un crimen de la competencia de la Corte será responsable individualmente y podrá ser penado de conformidad 
con el presente Estatuto.  
3. De conformidad con el presente Estatuto, será penalmente responsable y podrá ser penado por la comisión de un crimen de la 
competencia de la Corte quien:  
a) Cometa ese crimen por sí solo, con otro o por conducto de otro, sea éste o no penalmente responsable;  
b) Ordene, proponga o induzca la comisión de ese crimen, ya sea consumado o en grado de tentativa;  
c) Con el propósito de facilitar la comisión de ese crimen, sea cómplice o encubridor o colabore de algún modo en la comisión o 
la tentativa de comisión del crimen, incluso suministrando los medios para su comisión;  
d) Contribuya de algún otro modo en la comisión o tentativa de comisión del crimen por un grupo de personas que tengan una 
finalidad común. La contribución deberá ser intencional y se hará:  
i) Con el propósito de llevar a cabo la actividad o propósito delictivo del grupo, cuando una u otro entrañe la comisión de un 
crimen de la competencia de la Corte; o  
ii) A sabiendas de que el grupo tiene la intención de cometer el crimen;  
e) Respecto del crimen de genocidio, haga una instigación directa y pública a que se cometa;  
f) Intente cometer ese crimen mediante actos que supongan un paso importante para su ejecución, aunque el crimen no se 
consume debido a circunstancias ajenas a su voluntad. Sin embargo, quien desista de la comisión del crimen o impida de otra 
forma que se consuma no podrá ser penado de conformidad con el presente Estatuto por la tentativa si renunciare íntegra y 
voluntariamente al propósito delictivo.  
4. Nada de lo dispuesto en el presente Estatuto respecto de la responsabilidad penal de las personas naturales afectará a la 
responsabilidad del Estado conforme al derecho internacional.  
 
Artículo 26  
Exclusión de los menores de 18 años de la competencia de la Corte  
La Corte no será competente respecto de los que fueren menores de 18 años en el momento de la presunta comisión del crimen.  
 
Artículo 27  
Improcedencia del cargo oficial  
1. El presente Estatuto será aplicable por igual a todos sin distinción alguna basada en el cargo oficial. En particular, el cargo 
oficial de una persona, sea Jefe de Estado o de Gobierno, miembro de un gobierno o parlamento, representante elegido o 
funcionario de gobierno, en ningún caso la eximirá de responsabilidad penal ni constituirá per se motivo para reducir la pena.  
2. Las inmunidades y las normas de procedimiento especiales que conlleve el cargo oficial de una persona, con arreglo al derecho 
interno o al derecho internacional, no obstarán para que la Corte ejerza su competencia sobre ella.  
 
Artículo 28  
Responsabilidad de los jefes y otros superiores  





1. El jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar será penalmente responsable por los crímenes de la competencia 
de la Corte que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su mando y control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según 
sea el caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas cuando:  
a) Hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban cometiendo esos 
crímenes o se proponían cometerlos; y  
b) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner 
el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.  
2. En lo que respecta a las relaciones entre superior y subordinado distintas de las señaladas en el apartado a), el superior será 
penalmente responsable por los crímenes de la competencia de la Corte que hubieren sido cometidos por subordinados bajo su 
autoridad y control efectivo, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subordinados, cuando:  
a) Hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere hecho caso omiso de información que indicase claramente que los 
subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos;  
b) Los crímenes guardaren relación con actividades bajo su responsabilidad y control efectivo; y  
c) No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o para poner 
el asunto en conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.  
 
Artículo 29  
Imprescriptibilidad  
Los crímenes de la competencia de la Corte no prescribirán.  
 
Artículo 30  
Elemento de intencionalidad  
1. Salvo disposición en contrario, una persona será penalmente responsable y podrá ser penada por un crimen de la competencia 
de la Corte únicamente si actúa con intención y conocimiento de los elementos materiales del crimen.  
2. A los efectos del presente artículo, se entiende que actúa intencionalmente quien:  
a) En relación con una conducta, se propone incurrir en ella;  
b) En relación con una consecuencia, se propone causarla o es consciente de que se producirá en el curso normal de los 
acontecimientos.  
3. A los efectos del presente artículo, por "conocimiento" se entiende la conciencia de que existe una circunstancia o se va a 
producir una consecuencia en el curso normal de los acontecimientos. Las palabras "a sabiendas" y "con conocimiento" se 
entenderán en el mismo sentido. 
  
Artículo 31  
Circunstancias eximentes de responsabilidad penal  
1. Sin perjuicio de las demás circunstancias eximentes de responsabilidad penal establecidas en el presente Estatuto, no será 
penalmente responsable quien, en el momento de incurrir en una conducta:  
a) Padeciere de una enfermedad o deficiencia mental que le prive de su capacidad para apreciar la ilicitud o naturaleza de su 
conducta, o de su capacidad para controlar esa conducta a fin de no transgredir la ley;  
b) Estuviere en un estado de intoxicación que le prive de su capacidad para apreciar la ilicitud o naturaleza de su conducta, o de 
su capacidad para controlar esa conducta a fin de no transgredir la ley, salvo que se haya intoxicado voluntariamente a sabiendas 
de que, como resultado de la intoxicación, probablemente incurriría en una conducta tipificada como crimen de la competencia de 
la Corte, o haya hecho caso omiso del riesgo de que ello ocurriere;  
c) Actuare razonablemente en defensa propia o de un tercero o, en el caso de los crímenes de guerra, de un bien que fuese 
esencial para su supervivencia o la de un tercero o de un bien que fuese esencial para realizar una misión militar, contra un uso 
inminente e ilícito de la fuerza, en forma proporcional al grado de peligro para él, un tercero o los bienes protegidos. El hecho de 
participar en una fuerza que realizare una operación de defensa no bastará para constituir una circunstancia eximente de la 
responsabilidad penal de conformidad con el presente apartado;  
d) Hubiere incurrido en una conducta que presuntamente constituya un crimen de la competencia de la Corte como consecuencia 
de coacción dimanante de una amenaza inminente de muerte o lesiones corporales graves para él u otra persona, y en que se vea 
compelido a actuar necesaria y razonablemente para evitar esa amenaza, siempre que no tuviera la intención de causar un daño 
mayor que el que se proponía evitar. Esa amenaza podrá:  
i) Haber sido hecha por otras personas; o  
ii) Estar constituida por otras circunstancias ajenas a su control.  
2. La Corte determinará si las circunstancias eximentes de responsabilidad penal admitidas por el presente Estatuto son aplicables 
en la causa de que esté conociendo.  
3. En el juicio, la Corte podrá tener en cuenta una circunstancia eximente de responsabilidad penal distinta de las indicadas en el 
párrafo 1 siempre que dicha circunstancia se desprenda del derecho aplicable de conformidad con el artículo 21. El 
procedimiento para el examen de una eximente de este tipo se establecerá en las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
 
Artículo 32  
Error de hecho o error de derecho  
1. El error de hecho eximirá de responsabilidad penal únicamente si hace desaparecer el elemento de intencionalidad requerido 




2. El error de derecho acerca de si un determinado tipo de conducta constituye un crimen de la competencia de la Corte no se 
considerará eximente. Con todo, el error de derecho podrá considerarse eximente si hace desaparecer el elemento de 
intencionalidad requerido por ese crimen o si queda comprendido en lo dispuesto en el artículo 33 del presente Estatuto.  
 
Artículo 33  
Órdenes superiores y disposiciones legales  
1. Quien hubiere cometido un crimen de la competencia de la Corte en cumplimiento de una orden emitida por un gobierno o un 
superior, sea militar o civil, no será eximido de responsabilidad penal a menos que:  
a) Estuviere obligado por ley a obedecer órdenes emitidas por el gobierno o el superior de que se trate;  
b) No supiera que la orden era ilícita; y  
c) La orden no fuera manifiestamente ilícita.  
2. A los efectos del presente artículo, se entenderá que las órdenes de cometer genocidio o crímenes de lesa humanidad son 
manifiestamente ilícitas.  
 
PARTE IV. DE LA COMPOSICIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE LA CORTE  
Artículo 34  
Órganos de la Corte  
La Corte estará compuesta de los órganos siguientes:  
a) La Presidencia;  
b) Una Sección de Apelaciones, una Sección de Primera Instancia y una Sección de Cuestiones Preliminares;  
c) La Fiscalía;  
d) La Secretaría.  
 
Artículo 35  
Desempeño del cargo de magistrado  
1. Todos los magistrados serán elegidos miembros de la Corte en régimen de dedicación exclusiva y estarán disponibles para 
desempeñar su cargo en ese régimen desde que comience su mandato.  
2. Los magistrados que constituyan la Presidencia desempeñarán sus cargos en régimen de dedicación exclusiva tan pronto como 
sean elegidos.  
3. La Presidencia podrá, en función del volumen de trabajo de la Corte, y en consulta con los miembros de ésta, decidir por 
cuánto tiempo será necesario que los demás magistrados desempeñen sus cargos en régimen de dedicación exclusiva. Las 
decisiones que se adopten en ese sentido se entenderán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 49.  
4. Las disposiciones financieras relativas a los magistrados que no deban desempeñar sus cargos en régimen de dedicación 
exclusiva serán adoptadas de conformidad con el artículo 49.  
 
Artículo 36  
Condiciones que han de reunir los magistrados, candidaturas y elección de los magistrados  
1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2, la Corte estará compuesta de 18 magistrados.  
2. a) La Presidencia, actuando en nombre de la Corte, podrá proponer que aumente el número de magistrados indicado en el 
párrafo 1 y señalará las razones por las cuales considera necesario y apropiado ese aumento. El Secretario distribuirá prontamente 
la propuesta a todos los Estados Partes;  
b) La propuesta será examinada en una sesión de la Asamblea de los Estados Partes que habrá de convocarse de conformidad con 
el artículo 112. La propuesta, que deberá ser aprobada en la sesión por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes, entrará 
en vigor en la fecha en que decida la Asamblea;  
c) i) Una vez que se haya aprobado una propuesta para aumentar el número de magistrados con arreglo al apartado b), la elección 
de los nuevos magistrados se llevará a cabo en el siguiente período de sesiones de la Asamblea de los Estados Partes, de 
conformidad con los párrafos 3 a 8 del presente artículo y con el párrafo 2 del artículo 37;  
ii) Una vez que se haya aprobado y haya entrado en vigor una propuesta para aumentar el número de magistrados con arreglo a 
los apartados b) y c) i), la Presidencia podrá en cualquier momento, si el volumen de trabajo de la Corte lo justifica, proponer que 
se reduzca el número de magistrados, siempre que ese número no sea inferior al indicado en el párrafo 1. La propuesta será 
examinada de conformidad con el procedimiento establecido en los apartados a) y b). De ser aprobada, el número de magistrados 
se reducirá progresivamente a medida que expiren los mandatos y hasta que se llegue al número debido.  
3. a) Los magistrados serán elegidos entre personas de alta consideración moral, imparcialidad e integridad que reúnan las 
condiciones requeridas para el ejercicio de las más altas funciones judiciales en sus respectivos países;  
b) Los candidatos a magistrados deberán tener:  
i) Reconocida competencia en derecho y procedimiento penales y la necesaria experiencia en causas penales en calidad de 
magistrado, fiscal, abogado u otra función similar; o  
ii) Reconocida competencia en materias pertinentes de derecho internacional, tales como el derecho internacional humanitario y 
las normas de derechos humanos, así como gran experiencia en funciones jurídicas profesionales que tengan relación con la labor 
judicial de la Corte;  
c) Los candidatos a magistrado deberán tener un excelente conocimiento y dominio de por lo menos uno de los idiomas de 
trabajo de la Corte.  
4. a) Cualquier Estado Parte en el presente Estatuto podrá proponer candidatos en las elecciones para magistrado de la Corte 
mediante:  




ii) El procedimiento previsto en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia para proponer candidatos a esa Corte.  
Las propuestas deberán ir acompañadas de una exposición detallada acerca del grado en que el candidato cumple los requisitos 
enunciados en el párrafo 3;  
b) Un Estado Parte podrá proponer un candidato que no tenga necesariamente su nacionalidad, pero que en todo caso sea 
nacional de un Estado Parte;  
c) La Asamblea de los Estados Partes podrá decidir que se establezca un comité asesor para las candidaturas. En ese caso, la 
Asamblea de los Estados Partes determinará la composición y el mandato del comité.  
5. A los efectos de la elección se harán dos listas de candidatos:  
La lista A, con los nombres de los candidatos que reúnan los requisitos enunciados en el apartado b) i) del párrafo 3; y  
La lista B, con los nombres de los candidatos que reúnan los requisitos enunciados en el apartado b) ii) del párrafo 3.  
El candidato que reúna los requisitos requeridos para ambas listas podrá elegir en cuál desea figurar. En la primera elección de 
miembros de la Corte, por lo menos nueve magistrados serán elegidos entre los candidatos de la lista A y por lo menos cinco 
serán elegidos entre los de la lista B. Las elecciones subsiguientes se organizarán de manera que se mantenga en la Corte una 
proporción equivalente de magistrados de ambas listas.  
6. a) Los magistrados serán elegidos por votación secreta en una sesión de la Asamblea de los Estados Partes convocada con ese 
fin con arreglo al artículo 112. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 7, serán elegidos los 18 candidatos que obtengan el 
mayor número de votos y una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes;  
b) En el caso de que en la primera votación no resulte elegido un número suficiente de magistrados, se procederá a nuevas 
votaciones de conformidad con los procedimientos establecidos en el apartado a) hasta cubrir los puestos restantes.  
7. No podrá haber dos magistrados que sean nacionales del mismo Estado. Toda persona que, para ser elegida magistrado, 
pudiera ser considerada nacional de más de un Estado, será considerada nacional del Estado donde ejerza habitualmente sus 
derechos civiles y políticos. 8. a) Al seleccionar a los magistrados, los Estados Partes tendrán en cuenta la necesidad de que en la 
composición de la Corte haya:  
i) Representación de los principales sistemas jurídicos del mundo;  
ii) Distribución geográfica equitativa; y  
iii) Representación equilibrada de magistrados mujeres y hombres;  
b) Los Estados Partes tendrán también en cuenta la necesidad de que haya en la Corte magistrados que sean juristas 
especializados en temas concretos que incluyan, entre otros, la violencia contra las mujeres o los niños.  
9. a) Con sujeción a lo dispuesto en el apartado b), los magistrados serán elegidos por un mandato de nueve años y, con sujeción 
al apartado c) y al párrafo 2 del artículo 37, no podrán ser reelegidos;  
b) En la primera elección, un tercio de los magistrados elegidos será seleccionado por sorteo para desempeñar un mandato de tres 
años, un tercio de los magistrados será seleccionado por sorteo para desempeñar un mandato de seis años y el resto desempeñará 
un mandato de nueve años;  
c) Un magistrado seleccionado para desempeñar un mandato de tres años de conformidad con el apartado b) podrá ser reelegido 
por un mandato completo.  
10. No obstante lo dispuesto en el párrafo 9, un magistrado asignado a una Sala de Primera Instancia o una Sala de Apelaciones 
de conformidad con el artículo 39 seguirá en funciones a fin de llevar a término el juicio o la apelación de los que haya 
comenzado a conocer en esa Sala.  
 
Artículo 37  
Vacantes  
1. En caso de producirse una vacante se celebrará una elección de conformidad con el artículo 36 para cubrirla.  
2. El magistrado elegido para cubrir una vacante desempeñará el cargo por el resto del mandato de su predecesor y, si éste fuera 
de tres años o menos, podrá ser reelegido por un mandato completo con arreglo al artículo 36.  
 
Artículo 38  
Presidencia  
1. El Presidente, el Vicepresidente primero y el Vicepresidente segundo serán elegidos por mayoría absoluta de los magistrados. 
Cada uno desempeñará su cargo por un período de tres años o hasta el término de su mandato como magistrado, si éste se 
produjere antes. Podrán ser reelegidos una vez.  
2. El Vicepresidente primero sustituirá al Presidente cuando éste se halle en la imposibilidad de ejercer sus funciones o haya sido 
recusado. El Vicepresidente segundo sustituirá al Presidente cuando éste y el Vicepresidente primero se hallen en la 
imposibilidad de ejercer sus funciones o hayan sido recusados.  
3. El Presidente, el Vicepresidente primero y el Vicepresidente segundo constituirán la Presidencia, que estará encargada de:  
a) La correcta administración de la Corte, con excepción de la Fiscalía; y  
b) Las demás funciones que se le confieren de conformidad con el presente Estatuto.  
4. En el desempeño de sus funciones enunciadas en el párrafo 3 a), la Presidencia actuará en coordinación con el Fiscal y 
recabará su aprobación en todos los asuntos de interés mutuo.  
 
Artículo 39  
Las Salas  
1. Tan pronto como sea posible después de la elección de los magistrados, la Corte se organizará en las secciones indicadas en el 
artículo 34 b). La Sección de Apelaciones se compondrá del Presidente y otros cuatro magistrados, la Sección de Primera de 
Instancia de no menos de seis magistrados y la Sección de Cuestiones Preliminares de no menos de seis magistrados. Los 




calificaciones y experiencia, de manera que en cada sección haya una combinación apropiada de especialistas en derecho y 
procedimiento penales y en derecho internacional. La Sección de Primera Instancia y la Sección de Cuestiones Preliminares 
estarán integradas predominantemente por magistrados que tengan experiencia en procedimiento penal.  
2. a) Las funciones judiciales de la Corte serán realizadas en cada sección por las Salas;  
b) i) La Sala de Apelaciones se compondrá de todos los magistrados de la Sección de Apelaciones;  
ii) Las funciones de la Sala de Primera Instancia serán realizadas por tres magistrados de la Sección de Primera Instancia;  
iii) Las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares serán realizadas por tres magistrados de la Sección de Cuestiones 
Preliminares o por un solo magistrado de dicha Sección, de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y 
Prueba;  
c) Nada de lo dispuesto en el presente párrafo obstará a que se constituyan simultáneamente más de una Sala de Primera Instancia 
o Sala de Cuestiones Preliminares cuando la gestión eficiente del trabajo de la Corte así lo requiera.  
3. a) Los magistrados asignados a las Secciones de Primera Instancia y de Cuestiones Preliminares desempeñarán el cargo en esas 
Secciones por un período de tres años, y posteriormente hasta llevar a término cualquier causa de la que hayan empezado a 
conocer en la sección de que se trate;  
b) Los magistrados asignados a la Sección de Apelaciones desempeñarán el cargo en esa Sección durante todo su mandato.  
4. Los magistrados asignados a la Sección de Apelaciones desempeñarán el cargo únicamente en esa Sección. Nada de lo 
dispuesto en el presente artículo obstará, sin embargo, a que se asignen temporalmente magistrados de la Sección de Primera 
Instancia a la Sección de Cuestiones Preliminares, o a la inversa, si la Presidencia considera que la gestión eficiente del trabajo de 
la Corte así lo requiere, pero en ningún caso podrá formar parte de la Sala de Primera Instancia que conozca de una causa un 
magistrado que haya participado en la etapa preliminar.  
 
Artículo 40  
Independencia de los magistrados  
1. Los magistrados serán independientes en el desempeño de sus funciones.  
2. Los magistrados no realizarán actividad alguna que pueda ser incompatible con el ejercicio de sus funciones judiciales o 
menoscabar la confianza en su independencia.  
3. Los magistrados que tengan que desempeñar sus cargos en régimen de dedicación exclusiva en la sede de la Corte no podrán 
desempeñar ninguna otra ocupación de carácter profesional.  
4. Las cuestiones relativas a la aplicación de los párrafos 2 y 3 serán dirimidas por mayoría absoluta de los magistrados. El 
magistrado al que se refiera una de estas cuestiones no participará en la adopción de la decisión.  
 
Artículo 41  
Dispensa y recusación de los magistrados  
1. La Presidencia podrá, a petición de un magistrado, dispensarlo del ejercicio de alguna de las funciones que le confiere el 
presente Estatuto, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
2. a) Un magistrado no participará en ninguna causa en que, por cualquier motivo, pueda razonablemente ponerse en duda su 
imparcialidad. Un magistrado será recusado de conformidad con lo dispuesto en el presente párrafo, entre otras razones, si 
hubiese intervenido anteriormente, en cualquier calidad, en una causa de la que la Corte estuviere conociendo o en una causa 
penal conexa sustanciada a nivel nacional y que guardare relación con la persona objeto de investigación o enjuiciamiento. Un 
magistrado será también recusado por los demás motivos que se establezcan en las Reglas de Procedimiento y Prueba;  
b) El Fiscal o la persona objeto de investigación o enjuiciamiento podrá pedir la recusación de un magistrado con arreglo a lo 
dispuesto en el presente párrafo;  
c) Las cuestiones relativas a la recusación de un magistrado serán dirimidas por mayoría absoluta de los magistrados. El 
magistrado cuya recusación se pida tendrá derecho a hacer observaciones sobre la cuestión, pero no tomará parte en la decisión.  
 
Artículo 42  
La Fiscalía  
1. La Fiscalía actuará en forma independiente como órgano separado de la Corte. Estará encargada de recibir remisiones e 
información corroborada sobre crímenes de la competencia de la Corte para examinarlas y realizar investigaciones o ejercitar la 
acción penal ante la Corte. Los miembros de la Fiscalía no solicitarán ni cumplirán instrucciones de fuentes ajenas a la Corte.  
2. La Fiscalía estará dirigida por el Fiscal. El Fiscal tendrá plena autoridad para dirigir y administrar la Fiscalía, con inclusión del 
personal, las instalaciones y otros recursos. El Fiscal contará con la ayuda de uno o más fiscales adjuntos, que podrán desempeñar 
cualquiera de las funciones que le correspondan de conformidad con el presente Estatuto. El Fiscal y los fiscales adjuntos tendrán 
que ser de diferentes nacionalidades y desempeñarán su cargo en régimen de dedicación exclusiva.  
3. El Fiscal y los fiscales adjuntos serán personas que gocen de alta consideración moral, que posean un alto nivel de 
competencia y tengan extensa experiencia práctica en el ejercicio de la acción penal o la sustanciación de causas penales. 
Deberán tener un excelente conocimiento y dominio de al menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte.  
4. El Fiscal será elegido en votación secreta y por mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea de los Estados Partes. Los 
fiscales adjuntos serán elegidos en la misma forma de una lista de candidatos presentada por el Fiscal. El Fiscal propondrá tres 
candidatos para cada puesto de fiscal adjunto que deba cubrirse. Salvo que en el momento de la elección se fije un período más 
breve, el Fiscal y los fiscales adjuntos desempeñarán su cargo por un período de nueve años y no podrán ser reelegidos.  
5. El Fiscal y los fiscales adjuntos no realizarán actividad alguna que pueda interferir en el ejercicio de sus funciones o 
menoscabar la confianza en su independencia. No podrán desempeñar ninguna otra ocupación de carácter profesional.  




7. El Fiscal y los fiscales adjuntos no participarán en ningún asunto en que, por cualquier motivo, pueda razonablemente ponerse 
en duda su imparcialidad. Serán recusados de conformidad con lo dispuesto en el presente párrafo, entre otras razones, si 
hubiesen intervenido anteriormente, en cualquier calidad, en una causa de que la Corte estuviere conociendo o en una causa penal 
conexa sustanciada a nivel nacional y que guardare relación con la persona objeto de investigación o enjuiciamiento.  
8. Las cuestiones relativas a la recusación del Fiscal o de un fiscal adjunto serán dirimidas por la Sala de Apelaciones:  
a) La persona objeto de investigación o enjuiciamiento podrá en cualquier momento pedir la recusación del Fiscal o de un fiscal 
adjunto por los motivos establecidos en el presente artículo;  
b) El Fiscal o el fiscal adjunto, según proceda, tendrán derecho a hacer observaciones sobre la cuestión.  
9. El Fiscal nombrará asesores jurídicos especialistas en determinados temas como, por ejemplo, violencia sexual, violencia por 
razones de género y violencia contra los niños.  
 
Artículo 43  
La Secretaría  
1. La Secretaría, sin perjuicio de las funciones y atribuciones del Fiscal de conformidad con lo dispuesto en el artículo 42, estará 
encargada de los aspectos no judiciales de la administración de la Corte y de prestarle servicios.  
2. La Secretaría será dirigida por el Secretario, que será el principal funcionario administrativo de la Corte. El Secretario ejercerá 
sus funciones bajo la autoridad del Presidente de la Corte.  
3. El Secretario y el Secretario Adjunto deberán ser personas que gocen de consideración moral y tener un alto nivel de 
competencia y un excelente conocimiento y dominio de al menos uno de los idiomas de trabajo de la Corte.  
4. Los magistrados elegirán al Secretario en votación secreta por mayoría absoluta y teniendo en cuenta las recomendaciones de 
la Asamblea de los Estados Partes. De ser necesario elegirán, por recomendación del Secretario y con arreglo al mismo 
procedimiento, un Secretario Adjunto.  
5. El Secretario será elegido por un período de cinco años en régimen de dedicación exclusiva y podrá ser reelegido una sola vez. 
El Secretario Adjunto será elegido por un período de cinco años, o por uno más breve, si así lo deciden los magistrados por 
mayoría absoluta, en el entendimiento de que prestará sus servicios según sea necesario.  
6. El Secretario establecerá una Dependencia de Víctimas y Testigos dentro de la Secretaría. Esta Dependencia, en consulta con 
la Fiscalía, adoptará medidas de protección y dispositivos de seguridad y prestará asesoramiento y otro tipo de asistencia a 
testigos y víctimas que comparezcan ante la Corte, y a otras personas que estén en peligro en razón del testimonio prestado. La 
Dependencia contará con personal especializado para atender a las víctimas de traumas, incluidos los relacionados con delitos de 
violencia sexual.  
 
Artículo 44  
El personal  
1. El Fiscal y el Secretario nombrarán los funcionarios calificados que sean necesarios en sus respectivas oficinas. En el caso del 
Fiscal, ello incluirá el nombramiento de investigadores.  
2. En el nombramiento de los funcionarios, el Fiscal y el Secretario velarán por el más alto grado de eficiencia, competencia e 
integridad y tendrán en cuenta, mutatis mutandis, los criterios establecidos en el párrafo 8 del artículo 36.  
3. El Secretario, con la anuencia de la Presidencia y del Fiscal, propondrá un reglamento del personal que establecerá las 
condiciones en que el personal de la Corte será designado, remunerado o separado del servicio. El Reglamento del Personal 
estará sujeto a la aprobación de la Asamblea de los Estados Partes.  
4. La Corte podrá, en circunstancias excepcionales, recurrir a la pericia de personal proporcionado gratuitamente por Estados 
Partes, organizaciones intergubernamentales u organizaciones no gubernamentales para que colabore en la labor de cualquiera de 
los órganos de la Corte. El Fiscal podrá aceptar ofertas de esa índole en nombre de la Fiscalía. El personal proporcionado 
gratuitamente será empleado de conformidad con directrices que ha de establecer la Asamblea de los Estados Partes.  
 
Artículo 45  
Promesa solemne  
Antes de asumir las obligaciones del cargo de conformidad con el presente Estatuto, los magistrados, el fiscal, los fiscales 
adjuntos, el secretario y el secretario adjunto declararán solemnemente y en sesión pública que ejercerán sus atribuciones con 
toda imparcialidad y conciencia.  
 
Artículo 46  
Separación del cargo  
1. Un magistrado, el fiscal, un fiscal adjunto, el secretario o el secretario adjunto será separado del cargo si se adopta una decisión 
a tal efecto de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 2 cuando se determine que:  
a) Ha incurrido en falta grave o en incumplimiento grave de las funciones que le confiere el presente Estatuto y según lo 
establecido en las Reglas de procedimiento y prueba; o  
b) Está imposibilitado de desempeñar las funciones descritas en el presente Estatuto.  
2. La decisión de separar del cargo a un magistrado, el fiscal o un fiscal adjunto de conformidad con el párrafo 1 será adoptada 
por la Asamblea de los Estados Partes en votación secreta:  
a) En el caso de un magistrado, por mayoría de dos tercios de los Estados Partes y previa recomendación aprobada por mayoría 
de dos tercios de los demás magistrados;  
b) En el caso del fiscal, por mayoría absoluta de los Estados Partes;  
c) En el caso de un fiscal adjunto, por mayoría absoluta de los Estados Partes y previa recomendación del fiscal.  




4. El magistrado, fiscal, fiscal adjunto, secretario o secretario adjunto cuya conducta o cuya idoneidad para el ejercicio de las 
funciones del cargo de conformidad con el presente Estatuto haya sido impugnada en virtud del presente artículo podrá presentar 
y obtener pruebas y presentar escritos de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba; sin embargo, no podrá 
participar por ningún otro concepto en el examen de la cuestión.  
 
Artículo 47  
Medidas disciplinarias  
El magistrado, fiscal, fiscal adjunto, secretario o secretario adjunto que haya incurrido en una falta menos grave que la 
establecida en el párrafo 1 del artículo 46 será objeto de medidas disciplinarias de conformidad con las Reglas de Procedimiento 
y Prueba.  
 
Artículo 48  
Privilegios e inmunidades  
1. La Corte gozará en el territorio de cada Estado Parte de los privilegios e inmunidades que sean necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones.  
2. Los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos y los secretarios gozarán, cuando actúen en el desempeño de sus funciones o en 
relación con ellas, de los mismos privilegios e inmunidades reconocidos a los jefes de las misiones diplomáticas y, una vez 
expirado su mandato, seguirán gozando de absoluta inmunidad judicial por las declaraciones que hagan oralmente o por escrito y 
los actos que realicen en el desempeño de sus funciones oficiales.  
3. El Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía y el personal de la Secretaría gozarán de los privilegios e inmunidades y de las 
facilidades necesarias para el cumplimiento de sus funciones, de conformidad con el acuerdo sobre los privilegios e inmunidades 
de la Corte.  
4. Los abogados, peritos, testigos u otras personas cuya presencia se requiera en la sede de la Corte serán objeto del tratamiento 
que sea necesario para el funcionamiento adecuado de la Corte, de conformidad con el acuerdo sobre los privilegios e 
inmunidades de la Corte.  
5. Se podrá renunciar a los privilegios e inmunidades:  
a) En el caso de un magistrado o el Fiscal, por decisión de la mayoría absoluta de los magistrados;  
b) En el caso del Secretario, por la Presidencia;  
c) En el caso de los Fiscales Adjuntos y el personal de la Fiscalía, por el Fiscal;  
d) En el caso del Secretario Adjunto y el personal de la Secretaría, por el Secretario.  
 
Artículo 49  
Sueldos, estipendios y dietas  
Los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario y el secretario adjunto percibirán los sueldos, estipendios y dietas 
que decida la Asamblea de los Estados Partes. Esos sueldos y estipendios no serán reducidos en el curso de su mandato.  
 
Artículo 50  
Idiomas oficiales y de trabajo  
1. Los idiomas oficiales de la Corte serán el árabe, el chino, el español, el francés, el inglés y el ruso. Las sentencias de la Corte, 
así como las otras decisiones que resuelvan cuestiones fundamentales de que conozca la Corte, serán publicadas en los idiomas 
oficiales. La Presidencia, de conformidad con los criterios establecidos en las Reglas de Procedimiento y Prueba, determinará 
cuáles son las decisiones que resuelven cuestiones fundamentales a los efectos del presente párrafo.  
2. Los idiomas de trabajo de la Corte serán el francés y el inglés. En las Reglas de Procedimiento y Prueba se determinará en qué 
casos podrá utilizarse como idioma de trabajo otros idiomas oficiales.  
3. La Corte autorizará a cualquiera de las partes o cualquiera de los Estados a que se haya permitido intervenir en un 
procedimiento, previa solicitud de ellos, a utilizar un idioma distinto del francés o el inglés, siempre que considere que esta 
autorización está adecuadamente justificada.  
 
Artículo 51  
Reglas de Procedimiento y Prueba  
1. Las Reglas de Procedimiento y Prueba entrarán en vigor tras su aprobación por mayoría de dos tercios de los miembros de la 
Asamblea de los Estados Partes.  
2. Podrán proponer enmiendas a las Reglas de Procedimiento y Prueba:  
a) Cualquier Estado Parte;  
b) Los magistrados, por mayoría absoluta; o  
c) El Fiscal.  
Las enmiendas entrarán en vigor tras su aprobación en la Asamblea de los Estados Partes por mayoría de dos tercios.  
3. Una vez aprobadas las Reglas de Procedimiento y Prueba, en casos urgentes y cuando éstas no resuelvan una situación 
concreta suscitada en la Corte, los magistrados podrán, por una mayoría de dos tercios, establecer reglas provisionales que se 
aplicarán hasta que la Asamblea de los Estados Partes las apruebe, enmiende o rechace en su siguiente período ordinario o 
extraordinario de sesiones.  
4. Las Reglas de Procedimiento y Prueba, las enmiendas a ellas y las reglas provisionales deberán estar en consonancia con el 
presente Estatuto. Las enmiendas a las Reglas de Procedimiento y Prueba, así como las reglas provisionales aprobadas de 
conformidad con el párrafo 3, no se aplicarán retroactivamente en detrimento de la persona que sea objeto de la investigación o el 




5. En caso de conflicto entre las disposiciones del Estatuto y las de las Reglas de Procedimiento y Prueba, prevalecerá el Estatuto.  
 
Artículo 52  
Reglamento de la Corte  
1. Los magistrados, de conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba, aprobarán por mayoría 
absoluta el Reglamento de la Corte que sea necesario para su funcionamiento ordinario.  
2. Se consultará al Fiscal y al Secretario en la preparación del Reglamento y de cualquier enmienda a él.  
3. El Reglamento y sus enmiendas entrarán en vigor al momento de su aprobación, a menos que los magistrados decidan otra 
cosa. Inmediatamente después de su aprobación, serán distribuidos a los Estados Partes para recabar sus observaciones. Se 
mantendrán en vigor si en un plazo de seis meses no se han recibido objeciones de una mayoría de los Estados Partes.  
 
PARTE V. DE LA INVESTIGACIÓN Y EL ENJUICIAMIENTO  
Artículo 53  
Inicio de una investigación  
1. El Fiscal, después de evaluar la información de que disponga, iniciará una investigación a menos que determine que no existe 
fundamento razonable para proceder a ella con arreglo al presente Estatuto. Al decidir si ha de iniciar una investigación, el Fiscal 
tendrá en cuenta si:  
a) La información de que dispone constituye fundamento razonable para creer que se ha cometido o se está cometiendo un crimen 
de la competencia de la Corte;  
b) La causa es o sería admisible de conformidad con el artículo 17;  
c) Existen razones sustanciales para creer que, aun teniendo en cuenta la gravedad del crimen y los intereses de las víctimas, una 
investigación no redundaría en interés de la justicia.  
El Fiscal, si determinare que no hay fundamento razonable para proceder a la investigación y la determinación se basare 
únicamente en el apartado c), lo comunicará a la Sala de Cuestiones Preliminares.  
2. Si, tras la investigación, el Fiscal llega a la conclusión de que no hay fundamento suficiente para el enjuiciamiento, ya que:  
a) No existe una base suficiente de hecho o de derecho para pedir una orden de detención o de comparecencia de conformidad 
con el artículo 58;  
b) La causa es inadmisible de conformidad con el artículo 17; o  
c) El enjuiciamiento no redundaría en interés de la justicia, teniendo en cuenta todas las circunstancias, entre ellas la gravedad del 
crimen, los intereses de las víctimas y la edad o enfermedad del presunto autor y su participación en el presunto crimen.  
Notificará su conclusión motivada a la Sala de Cuestiones Preliminares y al Estado que haya remitido el asunto de conformidad 
con el artículo 14 o al Consejo de Seguridad si se trata de un caso previsto en el párrafo b) del artículo 13.  
3. a) A petición del Estado que haya remitido el asunto con arreglo al artículo 14 o del Consejo de Seguridad de conformidad con 
el párrafo b) del artículo 13, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá examinar la decisión del Fiscal de no proceder a la 
investigación de conformidad con el párrafo 1 o el párrafo 2 y pedir al Fiscal que reconsidere esa decisión;  
b) Además, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá, de oficio, revisar una decisión del Fiscal de no proceder a la investigación 
si dicha decisión se basare únicamente en el párrafo 1 c) o el párrafo 2 c). En ese caso, la decisión del Fiscal únicamente surtirá 
efecto si es confirmada por la Sala de Cuestiones Preliminares.  
4. El Fiscal podrá reconsiderar en cualquier momento su decisión de iniciar una investigación o enjuiciamiento sobre la base de 
nuevos hechos o nuevas informaciones.  
 
Artículo 54  
Funciones y atribuciones del Fiscal con respecto a las investigaciones  
1. El Fiscal:  
a) A fin de establecer la veracidad de los hechos, podrá ampliar la investigación a todos los hechos y las pruebas que sean 
pertinentes para determinar si hay responsabilidad penal de conformidad con el presente Estatuto y, a esos efectos, investigará 
tanto las circunstancias incriminantes como las eximentes;  
b) Adoptará medidas adecuadas para asegurar la eficacia de la investigación y el enjuiciamiento de los crímenes de la 
competencia de la Corte. A esos efectos, respetará los intereses y las circunstancias personales de víctimas y testigos, entre otros 
la edad, el género, definido en el párrafo 31 del artículo 7, y la salud, y tendrá en cuenta la naturaleza de los crímenes, en 
particular los de violencia sexual, violencia por razones de género y violencia contra los niños; y  
c) Respetará plenamente los derechos que confiere a las personas el presente Estatuto.  
2. El Fiscal podrá realizar investigaciones en el territorio de un Estado:  
a) De conformidad con las disposiciones de la Parte IX; o  
b) Según lo autorice la Sala de Cuestiones Preliminares de conformidad con el párrafo 3 d) del artículo 57.  
3. El Fiscal podrá:  
a) Reunir y examinar pruebas;  
b) Hacer comparecer e interrogar a las personas objeto de investigación, las víctimas y los testigos;  
c) Solicitar la cooperación de un Estado u organización o acuerdo intergubernamental de conformidad con su respectiva 
competencia o mandato;  
d) Concertar las disposiciones o los acuerdos compatibles con el presente Estatuto que sean necesarios para facilitar la 
cooperación de un Estado, una organización intergubernamental o una persona;  
e) Convenir en que no divulgará en ninguna etapa del procedimiento los documentos o la información que obtenga a condición de 
preservar su carácter confidencial y únicamente a los efectos de obtener nuevas pruebas, salvo con el acuerdo de quien haya 




f) Adoptar o pedir que se adopten las medidas necesarias para asegurar el carácter confidencial de la información, la protección 
de una persona o la preservación de las pruebas.  
 
Artículo 55  
Derechos de las personas durante la investigación  
1. En las investigaciones realizadas de conformidad con el presente Estatuto:  
a) Nadie será obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable;  
b) Nadie será sometido a forma alguna de coacción, intimidación o amenaza, a torturas ni a otros tratos o castigos crueles, 
inhumanos o degradantes; y  
c) Quien haya de ser interrogado en un idioma que no sea el que comprende y habla perfectamente contará, sin cargo alguno, con 
los servicios de un intérprete competente y las traducciones que sean necesarias a los efectos de cumplir el requisito de equidad.  
d) Nadie será sometido a arresto o detención arbitrarios ni será privado de su libertad salvo por los motivos previstos en el 
presente Estatuto y de conformidad con los procedimientos establecidos en él.  
2. Cuando haya motivos para creer que una persona ha cometido un crimen de la competencia de la Corte y esa persona haya de 
ser interrogada por el Fiscal o por las autoridades nacionales, en cumplimiento de una solicitud hecha de conformidad con lo 
dispuesto en la Parte IX, tendrá además los derechos siguientes, de los que será informada antes del interrogatorio:  
a) A ser informada de que existen motivos para creer que ha cometido un crimen de la competencia de la Corte;  
b) A guardar silencio, sin que ello pueda tenerse en cuenta a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia;  
c) A ser asistida por un abogado defensor de su elección o, si no lo tuviere, a que se le asigne un defensor de oficio, siempre que 
fuere necesario en interés de la justicia y, en cualquier caso, sin cargo si careciere de medios suficientes;  
d) A ser interrogada en presencia de su abogado, a menos que haya renunciado voluntariamente a su derecho a asistencia letrada.  
 
Artículo 56  
Disposiciones que podrá adoptar la Sala de Cuestiones Preliminares cuando se presente una oportunidad única de 
proceder a una investigación  
1. a) El Fiscal, cuando considere que se presenta una oportunidad única de proceder a una investigación, que tal vez no se repita a 
los fines de un juicio, de recibir el testimonio o la declaración de un testigo o de examinar, reunir o verificar pruebas, lo 
comunicará a la Sala de Cuestiones Preliminares;  
b) La Sala, a petición del Fiscal, podrá adoptar las medidas que sean necesarias para velar por la eficiencia e integridad de las 
actuaciones y, en particular, para proteger los derechos de la defensa;  
c) A menos que la Sala de Cuestiones Preliminares ordene otra cosa, el Fiscal proporcionará la información correspondiente a la 
persona que ha sido detenida o que ha comparecido en virtud de una citación en relación con la investigación a que se refiere el 
apartado a), a fin de que pueda ser oída.  
2. Las medidas a que se hace referencia en el apartado a) del párrafo 1 podrán consistir en:  
a) Formular recomendaciones o dictar ordenanzas respecto del procedimiento que habrá de seguirse;  
b) Ordenar que quede constancia de las actuaciones;  
c) Nombrar a un experto para que preste asistencia;  
d) Autorizar al abogado defensor del detenido o de quien haya comparecido ante el Tribunal en virtud de una citación a que 
participe o, en caso de que aún no se hayan producido esa detención o comparecencia o no se haya designado abogado, a nombrar 
otro para que comparezca y represente los intereses de la defensa;  
e) Encomendar a uno de sus miembros o, de ser necesario, a otro magistrado de la Sección de Cuestiones Preliminares o la 
Sección de Primera Instancia que formule recomendaciones o dicte ordenanzas respecto de la reunión y preservación de las 
pruebas o del interrogatorio de personas;  
f) Adoptar todas las medidas que sean necesarias para reunir o preservar las pruebas.  
3. a) La Sala de Cuestiones Preliminares, cuando considere que el Fiscal no ha solicitado medidas previstas en el presente artículo 
que, a su juicio, sean esenciales para la defensa en juicio, le consultará si se justificaba no haberlas solicitado. La Sala podrá 
adoptar de oficio esas medidas si, tras la consulta, llegare a la conclusión de que no había justificación para no solicitarlas.  
b) El Fiscal podrá apelar de la decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares de actuar de oficio con arreglo al presente párrafo. 
La apelación se sustanciará en un procedimiento sumario.  
4. La admisibilidad o la forma en que quedará constancia de las pruebas reunidas o preservadas para el juicio de conformidad con 
el presente artículo se regirá en el juicio por lo dispuesto en el artículo 69 y la Sala de Primera Instancia decidirá cómo ha de 
ponderar esas pruebas.  
 
Artículo 57  
Funciones y atribuciones de la Sala de Cuestiones Preliminares  
1. A menos que el presente Estatuto disponga otra cosa, la Sala de Cuestiones Preliminares ejercerá sus funciones de 
conformidad con las disposiciones del presente artículo.  
2. a) Las providencias u órdenes que la Sala de Cuestiones Preliminares dicte en virtud de los artículos 15, 18 ó 19, el párrafo 2 
del artículo 54, el párrafo 7 del artículo 61 o el artículo 72 deberán ser aprobadas por la mayoría de los magistrados que la 
componen;  
b) En todos los demás casos, un magistrado de la Sala de Cuestiones Preliminares podrá ejercer las funciones establecidas en el 
presente Estatuto, a menos que las Reglas de Procedimiento y Prueba dispongan otra cosa o así lo acuerde, por mayoría, la Sala 
de Cuestiones Preliminares.  
3. Además de otras funciones que le confiere el presente Estatuto, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá:  




b) A petición de quien haya sido detenido o haya comparecido en virtud de una orden de comparencia expedida con arreglo al 
artículo 58, dictar esas órdenes, incluidas medidas tales como las indicadas en el artículo 56 o solicitar con arreglo a la Parte IX la 
cooperación que sea necesaria para ayudarle a preparar su defensa;  
c) Cuando sea necesario, asegurar la protección y el respeto de la intimidad de víctimas y testigos, la preservación de pruebas, la 
protección de personas detenidas o que hayan comparecido en virtud de una orden de comparencia, así como la protección de 
información que afecte a la seguridad nacional;  
d) Autorizar al Fiscal a adoptar determinadas medidas de investigación en el territorio de un Estado Parte sin haber obtenido la 
cooperación de éste con arreglo a la Parte IX en el caso de que la Sala haya determinado, de ser posible teniendo en cuenta las 
opiniones del Estado de que se trate, que dicho Estado manifiestamente no está en condiciones de cumplir una solicitud de 
cooperación debido a que no existe autoridad u órgano alguno de su sistema judicial competente para cumplir una solicitud de 
cooperación con arreglo a la Parte IX.  
e) Cuando se haya dictado una orden de detención o de comparecencia con arreglo al artículo 58, y habida cuenta del valor de las 
pruebas y de los derechos de las partes de que se trate, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto y las Reglas de 
Procedimiento y Prueba, recabar la cooperación de los Estados con arreglo al párrafo 1 j) del artículo 93 para adoptar medidas 
cautelares a los efectos de un decomiso que, en particular, beneficie en última instancia a las víctimas.  
 
Artículo 58  
Orden de detención u orden de comparecencia dictada por la Sala de Cuestiones Preliminares  
1. En cualquier momento después de iniciada la investigación, la Sala de Cuestiones Preliminares dictará, a solicitud del Fiscal, 
una orden de detención contra una persona si, tras examinar la solicitud y las pruebas y otra información presentadas por el 
Fiscal, estuviere convencida de que:  
a) Hay motivo razonable para creer que ha cometido un crimen de la competencia de la Corte; y  
b) La detención parece necesaria para:  
i) Asegurar que la persona comparezca en juicio;  
ii) Asegurar que la persona no obstruya ni ponga en peligro la investigación ni las actuaciones de la Corte; o  
iii) En su caso, impedir que la persona siga cometiendo ese crimen o un crimen conexo que sea de la competencia de la Corte y 
tenga su origen en las mismas circunstancias.  
2. La solicitud del Fiscal consignará:  
a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación;  
b) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte que presuntamente haya cometido;  
c) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes;  
d) Un resumen de las pruebas y cualquier otra información que constituya motivo razonable para creer que la persona cometió 
esos crímenes; y  
e) La razón por la cual el Fiscal crea necesaria la detención.  
3. La orden de detención consignará:  
a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación;  
b) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte por el que se pide su detención; y  
c) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes.  
4. La orden de detención seguirá en vigor mientras la Corte no disponga lo contrario.  
5. La Corte, sobre la base de la orden de detención, podrá solicitar la detención provisional o la detención y entrega de la persona 
de conformidad con la Parte IX del presente Estatuto.  
6. El Fiscal podrá pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares que enmiende la orden de detención para modificar la referencia al 
crimen indicado en ésta o agregar otros. La Sala de Cuestiones Preliminares enmendará la orden si estuviere convencida de que 
hay motivo razonable para creer que la persona cometió los crímenes en la forma que se indica en esa modificación o adición.  
7. El Fiscal podrá pedir a la Sala de Cuestiones Preliminares que, en lugar de una orden de detención, dicte una orden de 
comparecencia. La Sala, de estar convencida de que hay motivo razonable para creer que la persona ha cometido el crimen que se 
le imputa y que bastará con una orden de comparecencia para asegurar que comparezca efectivamente, dictará, con o sin las 
condiciones limitativas de la libertad (distintas de la detención) que prevea el derecho interno, una orden para que la persona 
comparezca. La orden de comparecencia consignará:  
a) El nombre de la persona y cualquier otro dato que sirva para su identificación;  
b) La fecha de la comparecencia;  
c) Una referencia expresa al crimen de la competencia de la Corte que presuntamente haya cometido; y  
d) Una descripción concisa de los hechos que presuntamente constituyan esos crímenes.  
La notificación de la orden será personal.  
 
Artículo 59  
Procedimiento de detención en el Estado de detención  
1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de detención provisional o de detención y entrega tomará inmediatamente las 
medidas necesarias para la detención de conformidad con su derecho interno y con lo dispuesto en la Parte IX del presente 
Estatuto.  
2. El detenido será llevado sin demora ante la autoridad judicial competente del Estado de detención, que determinará si, de 
conformidad con el derecho de ese Estado:  
a) La orden le es aplicable;  
b) La detención se llevó a cabo conforme a derecho; y  




3. El detenido tendrá derecho a solicitar de la autoridad competente del Estado de detención la libertad provisional antes de su 
entrega.  
4. Al decidir la solicitud, la autoridad competente del Estado de detención examinará si, dada la gravedad de los presuntos 
crímenes, hay circunstancias urgentes y excepcionales que justifiquen la libertad provisional y si existen las salvaguardias 
necesarias para que el Estado de detención pueda cumplir su obligación de entregar la persona a la Corte. Esa autoridad no podrá 
examinar si la orden de detención fue dictada conforme a derecho con arreglo a los apartados a) y b) del párrafo 1 del artículo 58.  
5. La solicitud de libertad provisional será notificada a la Sala de Cuestiones Preliminares, que hará recomendaciones a la 
autoridad competente del Estado de detención. Antes de adoptar su decisión, la autoridad competente del Estado de detención 
tendrá plenamente en cuenta esas recomendaciones, incluidas las relativas a medidas para impedir la evasión de la persona.  
6. De concederse la libertad provisional, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá solicitar informes periódicos al respecto.  
7. Una vez que el Estado de detención haya ordenado la entrega, el detenido será puesto a disposición de la Corte tan pronto 
como sea posible.  
 
Artículo 60  
Primeras diligencias en la Corte  
1. Una vez que el imputado haya sido entregado a la Corte o haya comparecido voluntariamente o en cumplimiento de una orden 
de comparecencia, la Sala de Cuestiones Preliminares se asegurará de que ha sido informado de los crímenes que le son 
imputados y de los derechos que le reconoce el presente Estatuto, incluido el de pedir la libertad provisional.  
2. Quien sea objeto de una orden de detención podrá pedir la libertad provisional. Si la Sala de Cuestiones Preliminares está 
convencida de que se dan las condiciones enunciadas en el párrafo 1 del artículo 58, se mantendrá la detención. En caso 
contrario, la Sala de Cuestiones Preliminares pondrá en libertad al detenido, con o sin condiciones.  
3. La Sala de Cuestiones Preliminares revisará periódicamente su decisión en cuanto a la puesta en libertad o la detención, y 
podrá hacerlo en cualquier momento en que lo solicite el Fiscal o el detenido. Sobre la base de la revisión, la Sala podrá 
modificar su decisión en cuanto a la detención, la puesta en libertad o las condiciones de ésta, si está convencida de que es 
necesario en razón de un cambio en las circunstancias.  
4. La Sala de Cuestiones Preliminares se asegurará de que la detención en espera de juicio no se prolongue excesivamente a causa 
de una demora inexcusable del Fiscal. Si se produjere dicha demora, la Corte considerará la posibilidad de poner en libertad al 
detenido, con o sin condiciones.  
5. De ser necesario, la Sala de Cuestiones Preliminares podrá dictar una orden de detención para hacer comparecer a una persona 
que haya sido puesta en libertad.  
 
Artículo 61  
Confirmación de los cargos antes del juicio  
1. Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 y dentro de un plazo razonable tras la entrega de la persona a la Corte o su 
comparecencia voluntaria ante ésta, la Sala de Cuestiones Preliminares celebrará una audiencia para confirmar los cargos sobre la 
base de los cuales el Fiscal tiene la intención de pedir el procesamiento. La audiencia se celebrará en presencia del Fiscal y del 
imputado, así como de su defensor.  
2. La Sala de Cuestiones Preliminares, a solicitud del Fiscal o de oficio, podrá celebrar una audiencia en ausencia del acusado 
para confirmar los cargos en los cuales el Fiscal se basa para pedir el enjuiciamiento cuando el imputado:  
a) Haya renunciado a su derecho a estar presente; o  
b) Haya huido o no sea posible encontrarlo y se hayan tomado todas las medidas razonables para asegurar su comparecencia ante 
la Corte e informarle de los cargos y de que se celebrará una audiencia para confirmarlos,  
En este caso, el imputado estará representado por un defensor cuando la Sala de Cuestiones Preliminares resuelva que ello 
redunda en interés de la justicia.  
3. Dentro de un plazo razonable antes de la audiencia:  
a) Se proporcionará al imputado un ejemplar del documento en que se formulen los cargos por los cuales el Fiscal se proponga 
enjuiciarlo; y  
b) Se le informará de las pruebas que el Fiscal se proponga presentar en la audiencia.  
La Sala de Cuestiones Preliminares podrá dictar providencias respecto de la revelación de información a los efectos de la 
audiencia.  
4. Antes de la audiencia, el Fiscal podrá proseguir la investigación y modificar o retirar los cargos. Se dará al imputado aviso con 
antelación razonable a la audiencia de cualquier modificación de los cargos o de su retiro. En caso de retirarse cargos, el Fiscal 
comunicará las razones a la Sala de Cuestiones Preliminares.  
5. En la audiencia, el Fiscal presentará respecto de cada cargo pruebas suficientes de que hay motivos fundados para creer que el 
imputado cometió el crimen que se le imputa. El Fiscal podrá presentar pruebas documentales o un resumen de las pruebas y no 
será necesario que llame a los testigos que han de declarar en el juicio.  
6. En la audiencia, el imputado podrá:  
a) Impugnar los cargos;  
b) Impugnar las pruebas presentadas por el Fiscal; y  
c) Presentar pruebas.  
7. La Sala de Cuestiones Preliminares determinará, sobre la base de la audiencia, si existen pruebas suficientes de que hay 
motivos fundados para creer que el imputado cometió cada crimen que se le imputa. Según cual sea esa determinación, la Sala de 
Cuestiones Preliminares:  
a) Confirmará los cargos respecto de los cuales haya determinado que existen pruebas suficientes y asignará al acusado a una 




b) No confirmará los cargos respecto de los cuales haya determinado que las pruebas son insuficientes;  
c) Levantará la audiencia y pedirá al Fiscal que considere la posibilidad de: i) Presentar nuevas pruebas o llevar a cabo nuevas 
investigaciones en relación con un determinado cargo; o  
ii) Modificar un cargo en razón de que las pruebas presentadas parecen indicar la comisión de un crimen distinto que sea de la 
competencia de la Corte.  
8. La no confirmación de un cargo por parte de la Sala de Cuestiones Preliminares no obstará para que el Fiscal la pida 
nuevamente a condición de que presente pruebas adicionales.  
9. Una vez confirmados los cargos y antes de comenzar el juicio, el Fiscal, con autorización de la Sala de Cuestiones Preliminares 
y previa notificación al acusado, podrá modificar los cargos. El Fiscal, si se propusiera presentar nuevos cargos o sustituirlos por 
otros más graves, deberá pedir una audiencia de conformidad con el presente artículo para confirmarlos. Una vez comenzado el 
juicio, el Fiscal, con autorización de la Sala de Primera Instancia, podrá retirar los cargos.  
10. Toda orden ya dictada dejará de tener efecto con respecto a los cargos que no hayan sido confirmados por la Sala de 
Cuestiones Preliminares o hayan sido retirados por el Fiscal.  
11. Una vez confirmados los cargos de conformidad con el presente artículo, la Presidencia constituirá una Sala de Primera 
Instancia que, con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 8 del presente artículo y en el párrafo 4 del artículo 64, se encargará de la 
siguiente fase del procedimiento y podrá ejercer las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares que sean pertinentes y 
apropiadas en ese procedimiento.  
 
PARTE VI. DEL JUICIO  
Artículo 62  
Lugar del juicio  
A menos que se decida otra cosa, el juicio se celebrará en la sede de la Corte.  
 
Artículo 63  
Presencia del acusado en el juicio  
1. El acusado estará presente durante el juicio.  
2. Si el acusado, estando presente en la Corte, perturbare continuamente el juicio, la Sala de Primera Instancia podrá disponer que 
salga de ella y observe el proceso y dé instrucciones a su defensor desde fuera, utilizando, en caso necesario, tecnologías de 
comunicación. Esas medidas se adoptarán únicamente en circunstancias excepcionales, después de que se haya demostrado que 
no hay otras posibilidades razonables y adecuadas, y únicamente durante el tiempo que sea estrictamente necesario.  
 
Artículo 64  
Funciones y atribuciones de la Sala de Primera Instancia  
1. Las funciones y atribuciones de la Sala de Primera Instancia enunciadas en el presente artículo deberán ejercerse de 
conformidad con el presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
2. La Sala de Primera Instancia velará por que el juicio sea justo y expedito y se sustancie con pleno respeto de los derechos del 
acusado y teniendo debidamente en cuenta la protección de las víctimas y de los testigos.  
3. La Sala de Primera Instancia a la que se asigne una causa de conformidad con el presente Estatuto:  
a) Celebrará consultas con las partes y adoptará los procedimientos que sean necesarios para que el juicio se sustancie de manera 
justa y expedita;  
b) Determinará el idioma o los idiomas que habrán de utilizarse en el juicio; y  
c) Con sujeción a cualesquiera otras disposiciones pertinentes del presente Estatuto, dispondrá la divulgación de los documentos 
o de la información que no se hayan divulgado anteriormente, con suficiente antelación al comienzo del juicio como para permitir 
su preparación adecuada.  
4. La Sala de Primera Instancia podrá, en caso de ser necesario para su funcionamiento eficaz e imparcial, remitir cuestiones 
preliminares a la Sala de Cuestiones Preliminares o, de ser necesario, a otro magistrado de la Sección de Cuestiones Preliminares 
que esté disponible.  
5. Al notificar a las partes, la Sala de Primera Instancia podrá, según proceda, indicar que se deberán acumular o separar los 
cargos cuando haya más de un acusado.  
6. Al desempeñar sus funciones antes del juicio o en el curso de éste, la Sala de Primera Instancia podrá, de ser necesario:  
a) Ejercer cualquiera de las funciones de la Sala de Cuestiones Preliminares indicadas en el párrafo 11 del artículo 61;  
b) Ordenar la comparecencia y la declaración de testigos y la presentación de documentos y otras pruebas recabando, de ser 
necesario, la asistencia de los Estados con arreglo a lo dispuesto en el presente Estatuto;  
c) Adoptar medidas para la protección de la información confidencial;  
d) Ordenar la presentación de pruebas adicionales a las ya reunidas con antelación al juicio o a las presentadas durante el juicio 
por las partes; e) Adoptar medidas para la protección del acusado, de los testigos y de las víctimas; y  
f) Dirimir cualesquiera otras cuestiones pertinentes.  
7. El juicio será público. Sin embargo, la Sala de Primera Instancia podrá decidir que determinadas diligencias se efectúen a 
puerta cerrada, de conformidad con el artículo 68, debido a circunstancias especiales o para proteger la información de carácter 
confidencial o restringida que haya de presentarse en la práctica de la prueba.  
8. a) Al comenzar el juicio, la Sala de Primera Instancia dará lectura ante el acusado de los cargos confirmados anteriormente por 
la Sala de Cuestiones Preliminares. La Sala de Primera Instancia se cerciorará de que el acusado comprende la naturaleza de los 




b) Durante el juicio, el magistrado presidente podrá impartir directivas para la sustanciación del juicio, en particular para que éste 
sea justo e imparcial. Con sujeción a las directivas que imparta el magistrado presidente, las partes podrán presentar pruebas de 
conformidad con las disposiciones del presente Estatuto.  
9. La Sala de Primera Instancia podrá, a petición de una de las partes o de oficio, entre otras cosas:  
a) Decidir sobre la admisibilidad o pertinencia de las pruebas;  
b) Tomar todas las medidas necesarias para mantener el orden en las audiencias.  
10. La Sala de Primera Instancia hará que el Secretario lleve y conserve un expediente completo del juicio, en el que se consignen 
fielmente las diligencias practicadas.  
 
Artículo 65  
Procedimiento en caso de declaración de culpabilidad  
1. Si el acusado se declara culpable en las condiciones indicadas en el párrafo 8 a) del artículo 64, la Sala de Primera Instancia 
determinará:  
a) Si el acusado comprende la naturaleza y las consecuencias de la declaración de culpabilidad;  
b) Si esa declaración ha sido formulada voluntariamente tras suficiente consulta con el abogado defensor;   
c) Si la declaración de culpabilidad está corroborada por los hechos de la causa conforme a:  
i) Los cargos presentados por el Fiscal y aceptados por el acusado;  
ii) Las piezas complementarias de los cargos presentados por el Fiscal y aceptados por el acusado; y  
iii) Otras pruebas, como declaraciones de testigos, presentadas por el Fiscal o el acusado.  
2. La Sala de Primera Instancia, de constatar que se cumplen las condiciones a que se hace referencia en el párrafo 1, considerará 
que la declaración de culpabilidad, junto con las pruebas adicionales presentadas, constituye un reconocimiento de todos los 
hechos esenciales que configuran el crimen del cual se ha declarado culpable el acusado y podrá condenarlo por ese crimen.  
3. La Sala de Primera Instancia, de constatar que no se cumplen las condiciones a que se hace referencia en el párrafo 1, tendrá la 
declaración de culpabilidad por no formulada y, en ese caso, ordenará que prosiga el juicio con arreglo al procedimiento 
ordinario estipulado en el presente Estatuto y podrá remitir la causa a otra Sala de Primera Instancia.  
4. La Sala de Primera Instancia, cuando considere necesaria en interés de la justicia y en particular en interés de las víctimas, una 
presentación más completa de los hechos de la causa, podrá:  
a) Pedir al Fiscal que presente pruebas adicionales, inclusive declaraciones de testigos; u  
b) Ordenar que prosiga el juicio con arreglo al procedimiento ordinario estipulado en el presente Estatuto, en cuyo caso tendrá la 
declaración de culpabilidad por no formulada y podrá remitir la causa a otra Sala de Primera Instancia.  
5. Las consultas que celebren el Fiscal y la defensa respecto de la modificación de los cargos, la declaración de culpabilidad o la 
pena que habrá de imponerse no serán obligatorias para la Corte.  
 
Artículo 66  
Presunción de inocencia  
1. Se presumirá que toda persona es inocente mientras no se pruebe su culpabilidad ante la Corte de conformidad con el derecho 
aplicable.  
2. Incumbirá al Fiscal probar la culpabilidad del acusado.  
3. Para dictar sentencia condenatoria, la Corte deberá estar convencida de la culpabilidad del acusado más allá de toda duda 
razonable.  
 
Artículo 67  
Derechos del acusado  
1. En la determinación de cualquier cargo, el acusado tendrá derecho a ser oído públicamente, habida cuenta de las disposiciones 
del presente Estatuto, y a una audiencia justa e imparcial, así como a las siguientes garantías mínimas en pie de plena igualdad:  
a) A ser informado sin demora y en forma detallada, en un idioma que comprenda y hable perfectamente, de la naturaleza, la 
causa y el contenido de los cargos que se le imputan;  
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a comunicarse libre y confidencialmente 
con un defensor de su elección;  
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;  
d) Con sujeción a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 63, el acusado tendrá derecho a hallarse presente en el proceso y a 
defenderse personalmente o ser asistido por un defensor de su elección; a ser informado, si no tuviera defensor, del derecho que 
le asiste a tenerlo y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente si careciere 
de medios suficientes para pagarlo;  
e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean 
interrogados en las mismas condiciones que los testigos de cargo. El acusado tendrá derecho también a oponer excepciones y a 
presentar cualquier otra prueba admisible de conformidad con el presente Estatuto;  
f) A ser asistido gratuitamente por un intérprete competente y a obtener las traducciones necesarias para satisfacer los requisitos 
de equidad, si en las actuaciones ante la Corte o en los documentos presentados a la Corte se emplea un idioma que no 
comprende y no habla;  
g) A no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable y a guardar silencio, sin que ello pueda tenerse en cuenta 
a los efectos de determinar su culpabilidad o inocencia;  
h) A declarar de palabra o por escrito en su defensa sin prestar juramento; y  




2. Además de cualquier otra divulgación de información estipulada en el presente Estatuto, el Fiscal divulgará a la defensa, tan 
pronto como sea posible, las pruebas que obren en su poder o estén bajo su control y que, a su juicio, indiquen o tiendan a indicar 
la inocencia del acusado, o a atenuar su culpabilidad, o que puedan afectar a la credibilidad de las pruebas de cargo. En caso de 
duda acerca de la aplicación de este párrafo, la Corte decidirá.  
 
Artículo 68  
Protección de las víctimas y los testigos y su participación en las actuaciones  
1. La Corte adoptará las medidas adecuadas para proteger la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la vida 
privada de las víctimas y los testigos. Con este fin, la Corte tendrá en cuenta todos los factores pertinentes, incluidos la edad, el 
género, definido en el párrafo 3 del artículo 2, y la salud, así como la índole del crimen, en particular cuando éste entrañe 
violencia sexual o por razones de género, o violencia contra niños. En especial, el Fiscal adoptará estas medidas en el curso de la 
investigación y el enjuiciamiento de tales crímenes. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de los derechos del acusado o 
de un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles con éstos.  
2. Como excepción al principio del carácter público de las audiencias establecido en el artículo 67, las Salas de la Corte podrán, a 
fin de proteger a las víctimas y los testigos o a un acusado, decretar que una parte del juicio se celebre a puerta cerrada o permitir 
la presentación de pruebas por medios electrónicos u otros medios especiales. En particular, se aplicarán estas medidas en el caso 
de una víctima de agresión sexual o de un menor de edad que sea víctima o testigo, salvo decisión en contrario adoptada por la 
Corte atendiendo a todas las circunstancias, especialmente la opinión de la víctima o el testigo.  
3. La Corte permitirá, en las fases del juicio que considere conveniente, que se presenten y tengan en cuenta las opiniones y 
observaciones de las víctimas si se vieren afectados sus intereses personales y de una manera que no redunde en detrimento de 
los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni sea incompatible con éstos. Los representantes legales de las víctimas 
podrán presentar dichas opiniones y observaciones cuando la Corte lo considere conveniente y de conformidad con las Reglas de 
Procedimiento y Prueba.  
4. La Dependencia de Víctimas y Testigos podrá asesorar al Fiscal y a la Corte acerca de las medidas adecuadas de protección, 
los dispositivos de seguridad, el asesoramiento y la asistencia a que se hace referencia en el párrafo 6 del artículo 43.  
5. Cuando la divulgación de pruebas o información de conformidad con el presente Estatuto entrañare un peligro grave para la 
seguridad de un testigo o de su familia, el Fiscal podrá, a los efectos de cualquier diligencia anterior al juicio, no presentan dichas 
pruebas o información y presentar en cambio un resumen de éstas. Las medidas de esta índole no podrán redundar en perjuicio de 
los derechos del acusado o de un juicio justo e imparcial ni serán incompatibles con éstos.  
6. Todo Estado podrá solicitar que se adopten las medidas necesarias respecto de la protección de sus funcionarios o agentes, así 
como de la protección de información de carácter confidencial o restringido.  
 
Artículo 69  
Práctica de las pruebas  
1. Antes de declarar, cada testigo se comprometerá, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, a decir verdad en 
su testimonio.  
2. La prueba testimonial deberá rendirse en persona en el juicio, salvo cuando se apliquen las medidas establecidas en el artículo 
68 o en las Reglas de Procedimiento y Prueba. Asimismo, la Corte podrá permitir al testigo que preste testimonio oralmente o por 
medio de una grabación de vídeo o audio, así como que se presenten documentos o transcripciones escritas, con sujeción al 
presente Estatuto y de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba. Estas medidas no podrán redundar en perjuicio de 
los derechos del acusado ni serán incompatibles con éstos.  
3. Las partes podrán presentar pruebas pertinentes a la causa, de conformidad con el artículo 64. La Corte estará facultada para 
pedir todas las pruebas que considere necesarias para determinar la veracidad de los hechos.  
4. La Corte podrá decidir sobre la pertinencia o admisibilidad de cualquier prueba, teniendo en cuenta, entre otras cosas, su valor 
probatorio y cualquier perjuicio que pueda suponer para un juicio justo o para la justa evaluación del testimonio de un testigo, de 
conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
5. La Corte respetará los privilegios de confidencialidad establecidos en las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
6. La Corte no exigirá prueba de los hechos de dominio público, pero podrá incorporarlos en autos.  
7. No serán admisibles las pruebas obtenidas como resultado de una violación del presente Estatuto o de las normas de derechos 
humanos internacionalmente reconocidas cuando:  
a) Esa violación suscite serias dudas sobre la fiabilidad de las pruebas; o  
b) Su admisión atente contra la integridad del juicio o redunde en grave desmedro de él.  
8. La Corte, al decidir sobre la pertinencia o la admisibilidad de las pruebas presentadas por un Estado, no podrá pronunciarse 
sobre la aplicación del derecho interno de ese Estado.  
 
Artículo 70  
Delitos contra la administración de justicia  
1. La Corte tendrá competencia para conocer de los siguientes delitos contra la administración de justicia, siempre y cuando se 
cometan intencionalmente:  
a) Dar falso testimonio cuando se esté obligado a decir verdad de conformidad con el párrafo 1 del artículo 69;  
b) Presentar pruebas a sabiendas de que son falsas o han sido falsificadas;  
c) Corromper a un testigo, obstruir su comparecencia o testimonio o interferir en ellos, tomar represalias contra un testigo por su 
declaración, destruir o alterar pruebas o interferir en las diligencias de prueba;  
d) Poner trabas, intimidar o corromper a un funcionario de la Corte para obligarlo o inducirlo a que no cumpla sus funciones o a 




e) Tomar represalias contra un funcionario de la Corte en razón de funciones que haya desempeñado él u otro funcionario; y  
f) Solicitar o aceptar un soborno en calidad de funcionario de la Corte y en relación con sus funciones oficiales.  
2. Las Reglas de Procedimiento y Prueba establecerán los principios y procedimientos que regulen el ejercicio por la Corte de su 
competencia sobre los delitos a que se hace referencia en el presente artículo. Las condiciones de la cooperación internacional 
con la Corte respecto de las actuaciones que realice de conformidad con el presente artículo se regirán por el derecho interno del 
Estado requerido.  
3. En caso de decisión condenatoria, la Corte podrá imponer una pena de reclusión no superior a cinco años o una multa, o ambas 
penas, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
4. a) Todo Estado Parte hará extensivas sus leyes penales que castiguen los delitos contra la integridad de su propio 
procedimiento de investigación o enjuiciamiento a los delitos contra la administración de justicia a que se hace referencia en el 
presente artículo y sean cometidos en su territorio o por uno de sus nacionales;  
b) A solicitud de la Corte, el Estado Parte, siempre que lo considere apropiado, someterá el asunto a sus autoridades competentes 
a los efectos del enjuiciamiento. Esas autoridades conocerán de tales asuntos con diligencia y asignarán medios suficientes para 
que las causas se sustancien en forma eficaz.  
 
Artículo 71  
Sanciones por faltas de conducta en la Corte  
1. En caso de faltas de conducta de personas presentes en la Corte, tales como perturbar las audiencias o negarse deliberadamente 
a cumplir sus órdenes, la Corte podrá imponer sanciones administrativas, que no entrañen privación de la libertad, como 
expulsión temporal o permanente de la sala, multa u otra medida similares establecidas en las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
2. El procedimiento para imponer las medidas a que se refiere el párrafo 1 se regirá por las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
 
Artículo 72  
Protección de información que afecte a la seguridad nacional  
1. El presente artículo será aplicable en todos los casos en que la divulgación de información o documentos de un Estado pueda, a 
juicio de éste, afectar a los intereses de su seguridad nacional. Esos casos son los comprendidos en el ámbito de los párrafos 2 y 3 
del artículo 56, el párrafo 3 del artículo 61, el párrafo 3 del artículo 64, el párrafo 2 del artículo 67, el párrafo 6 del artículo 68, el 
párrafo 6 del artículo 87 y el artículo 93, así como los que se presenten en cualquier otra fase del procedimiento en el contexto de 
esa divulgación.  
2. El presente artículo se aplicará también cuando una persona a quien se haya solicitado información o pruebas se niegue a 
presentarlas o haya pedido un pronunciamiento del Estado porque su divulgación afectaría a los intereses de la seguridad nacional 
del Estado, y el Estado de que se trate confirme que, a su juicio, esa divulgación afectaría a los intereses de su seguridad nacional.  
3. Nada de lo dispuesto en el presente artículo afectará a los privilegios de confidencialidad a que se refieren los apartados e) y f) 
del párrafo 3 del artículo 54 ni la aplicación del artículo 73.  
4. Si un Estado tiene conocimiento de que información o documentos suyos están siendo divulgados o pueden serlo en cualquier 
fase del procedimiento y estima que esa divulgación afectaría a sus intereses de seguridad nacional, tendrá derecho a pedir que la 
cuestión se resuelva de conformidad con el presente artículo.  
5. El Estado a cuyo juicio la divulgación de información afectara a sus intereses de seguridad nacional adoptará, actuando en 
conjunto con el Fiscal, la defensa, la Sala de Cuestiones Preliminares o la Sala de Primera Instancia según sea el caso, todas las 
medidas razonables para resolver la cuestión por medio de la cooperación. Esas medidas podrán ser, entre otras, las siguientes:  
a) La modificación o aclaración de la solicitud;  
b) Una decisión de la Corte respecto de la pertinencia de la información o de las pruebas solicitadas, o una decisión sobre si las 
pruebas, aunque pertinentes, pudieran obtenerse o se hubieran obtenido de una fuente distinta del Estado;  
c) La obtención de la información o las pruebas de una fuente distinta o en una forma diferente; o  
d) Un acuerdo sobre las condiciones en que se preste la asistencia, que incluya, entre otras cosas, la presentación de resúmenes o 
exposiciones, restricciones a la divulgación, la utilización de procedimientos a puerta cerrada o ex parte, u otras medidas de 
protección permitidas con arreglo al Estatuto o las Reglas.  
6. Una vez que se hayan adoptado todas las medidas razonables para resolver la cuestión por medio de la cooperación, el Estado, 
si considera que la información o los documentos no pueden proporcionarse ni divulgarse por medio alguno ni bajo ninguna 
condición sin perjuicio de sus intereses de seguridad nacional, notificará al Fiscal o a la Corte las razones concretas de su 
decisión, a menos que la indicación concreta de esas razones perjudique necesariamente los intereses de seguridad nacional del 
Estado.  
7. Posteriormente, si la Corte decide que la prueba es pertinente y necesaria para determinar la culpabilidad o la inocencia del 
acusado, podrá adoptar las disposiciones siguientes:  
a) Cuando se solicite la divulgación de la información o del documento de conformidad con una solicitud de cooperación con 
arreglo a la Parte IX del presente Estatuto o en las circunstancias a que se refiere el párrafo 2 del presente artículo, y el Estado 
hiciere valer para denegarla el motivo indicado en el párrafo 4 del artículo 93:  
i) La Corte podrá, antes de adoptar una de las conclusiones a que se refiere el inciso ii) del apartado a) del párrafo 7, solicitar 
nuevas consultas con el fin de oír las razones del Estado. La Corte, si el Estado lo solicita, celebrará las consultas a puerta cerrada 
y ex parte;  
ii) Si la Corte llega a la conclusión de que, al hacer valer el motivo de denegación indicado en el párrafo 4 del artículo 93, dadas 
las circunstancias del caso, el Estado requerido no está actuando de conformidad con las obligaciones que le impone el presente 
Estatuto, podrá remitir la cuestión de conformidad con el párrafo 7 del artículo 87, especificando las razones de su conclusión; y  
iii) La Corte, en el juicio del acusado, podrá establecer las presunciones respecto de la existencia o inexistencia de un hecho que 




b) En todas las demás circunstancias:  
i) Ordenar la divulgación; o  
ii) Si no ordena la divulgación, establecer las presunciones relativas a la culpabilidad o a la inocencia del acusado que sean 
apropiadas en razón de las circunstancias.  
 
Artículo 73  
Información o documentos de terceros  
La Corte, si pide a un Estado Parte que le proporcione información o un documento que esté bajo su custodia, posesión o control 
y que le haya sido divulgado por un Estado, una organización intergubernamental o una organización internacional a título 
confidencial, recabará el consentimiento de su autor para divulgar la información o el documento. Si el autor es un Estado Parte, 
podrá consentir en divulgar dicha información o documento o comprometerse a resolver la cuestión con la Corte, con sujeción a 
lo dispuesto en el artículo 72. Si el autor no es un Estado Parte y no consiente en divulgar la información o el documento, el 
Estado requerido comunicará a la Corte que no puede proporcionar la información o el documento de que se trate en razón de la 
obligación contraída con su autor de preservar su carácter confidencial. 
  
Artículo 74  
Requisitos para el fallo  
1. Todos los magistrados de la Sala de Primera Instancia estarán presentes en cada fase del juicio y en todas sus deliberaciones. 
La Presidencia podrá designar para cada causa y según estén disponibles uno o varios magistrados suplentes para que asistan a 
todas las fases del juicio y sustituyan a cualquier miembro de la Sala de Primera Instancia que se vea imposibilitado para seguir 
participando en el juicio.  
2. La Sala de Primera Instancia fundamentará su fallo en su evaluación de las pruebas y de la totalidad del juicio. El fallo se 
referirá únicamente a los hechos y las circunstancias descritos en los cargos o las modificaciones a los cargos, en su caso. La 
Corte podrá fundamentar su fallo únicamente en las pruebas presentadas y examinadas ante ella en el juicio.  
3. Los magistrados procurarán adoptar su fallo por unanimidad, pero, de no ser posible, éste será adoptado por mayoría.  
4. Las deliberaciones de la Sala de Primera Instancia serán secretas.  
5. El fallo constará por escrito e incluirá una exposición fundada y completa de la evaluación de las pruebas y las conclusiones. 
La Sala de Primera Instancia dictará un fallo. Cuando no haya unanimidad, el fallo de la Sala de Primera Instancia incluirá las 
opiniones de la mayoría y de la minoría. La lectura del fallo o de un resumen de éste se hará en sesión pública.  
 
Artículo 75  
Reparación a las víctimas  
1. La Corte establecerá principios aplicables a la reparación, incluidas la restitución, la indemnización y la rehabilitación, que ha 
de otorgarse a las víctimas o a sus causahabientes. Sobre esta base, la Corte, previa solicitud o de oficio en circunstancias 
excepcionales, podrá determinar en su decisión el alcance y la magnitud de los daños, pérdidas o perjuicios causados a las 
víctimas o a sus causahabientes, indicando los principios en que se funda.  
2. La Corte podrá dictar directamente una decisión contra el condenado en la que indique la reparación adecuada que ha de 
otorgarse a las víctimas, incluidas la restitución, la indemnización y la rehabilitación. Cuando proceda, la Corte podrá ordenar 
que la indemnización otorgada a título de reparación se pague por conducto del Fondo Fiduciario previsto en el artículo 79.  
3. La Corte, antes de tomar una decisión con arreglo a este artículo, tendrá en cuenta las observaciones formuladas por el 
condenado, las víctimas, otras personas o Estados que tengan un interés, o las que se formulen en su nombre.  
4. Al ejercer sus atribuciones de conformidad con el presente artículo, la Corte, una vez que una persona sea declarada culpable 
de un crimen de su competencia, podrá determinar si, a fin de dar efecto a una decisión que dicte de conformidad con este 
artículo, es necesario solicitar medidas de conformidad con el párrafo 1 del artículo 90.  
5. Los Estados Partes darán efecto a la decisión dictada con arreglo a este artículo como si las disposiciones del artículo 109 se 
aplicaran al presente artículo.  
6. Nada de lo dispuesto en el presente artículo podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de las víctimas con arreglo al 
derecho interno o el derecho internacional.  
 
Artículo 76  
Fallo condenatorio  
1. En caso de que se dicte un fallo condenatorio, la Sala de Primera Instancia fijará la pena que proceda imponer, para lo cual 
tendrá en cuenta las pruebas practicadas y las presentaciones relativas a la pena que se hayan hecho en el proceso.  
2. Salvo en el caso en que sea aplicable el artículo 65, la Sala de Primera Instancia podrá convocar de oficio una nueva audiencia, 
y tendrá que hacerlo si lo solicitan el Fiscal o el acusado antes de que concluya la instancia, a fin de practicar diligencias de 
prueba o escuchar presentaciones adicionales relativas a la pena, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
3. En el caso en que sea aplicable el párrafo 2, en la audiencia a que se hace referencia en ese párrafo o, de ser necesario, en una 
audiencia adicional se escucharán las presentaciones que se hagan en virtud del artículo 75.  
4. La pena será impuesta en audiencia pública y, de ser posible, en presencia del acusado.  
 
PARTE VII. DE LAS PENAS  
Artículo 77  
Penas aplicables  
1. La Corte podrá, con sujeción a lo dispuesto en el artículo 110, imponer a la persona declarada culpable de uno de los crímenes 




a) La reclusión por un número determinado de años que no exceda de 30 años; o  
b) La reclusión a perpetuidad cuando lo justifiquen la extrema gravedad del crimen y las circunstancias personales del 
condenado.  
2. Además de la reclusión, la Corte podrá imponer:  
a) Una multa con arreglo a los criterios enunciados en las Reglas de Procedimiento y Prueba;  
b) El decomiso del producto, los bienes y los haberes procedentes directa o indirectamente de dicho crimen, sin perjuicio de los 
derechos de terceros de buena fe.  
 
Artículo 78  
Imposición de la pena  
1. Al imponer una pena, la Corte tendrá en cuenta, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, factores tales 
como la gravedad del crimen y las circunstancias personales del condenado.  
2. La Corte, al imponer una pena de reclusión, abonará el tiempo que, por orden suya, haya estado detenido el condenado. La 
Corte podrá abonar cualquier otro período de detención cumplido en relación con la conducta constitutiva del delito.  
3. Cuando una persona haya sido declarada culpable de más de un crimen, la Corte impondrá una pena para cada uno de ellos y 
una pena común en la que se especifique la duración total de la reclusión. La pena no será inferior a la más alta de cada una de las 
penas impuestas y no excederá de 30 años de reclusión o de una pena de reclusión a perpetuidad de conformidad con el párrafo 1 
b) del artículo 77.  
 
Artículo 79  
Fondo fiduciario  
1. Por decisión de la Asamblea de los Estados Partes se establecerá un fondo fiduciario en beneficio de las víctimas de crímenes 
de la competencia de la Corte y de sus familias.  
2. La Corte podrá ordenar que las sumas y los bienes que reciba a título de multa o decomiso sean transferidos al Fondo 
Fiduciario.  
3. El Fondo Fiduciario será administrado según los criterios que fije la Asamblea de los Estados Partes.  
 
Artículo 80  
El Estatuto, la aplicación de penas por los países y la legislación nacional 
Nada de lo dispuesto en la presente parte se entenderá en perjuicio de la aplicación por los Estados de las penas prescritas por su 
legislación nacional ni de la legislación de los Estados en que no existan las penas prescritas en la presente parte.  
 
PARTE VIII. DE LA APELACIÓN Y LA REVISIÓN  
Artículo 81  
Apelación del fallo condenatorio o absolutorio o de la pena  
1. Los fallos dictados de conformidad con el artículo 74 serán apelables de conformidad con las Reglas de Procedimiento y 
Prueba, según se dispone a continuación:  
a) El Fiscal podrá apelar por alguno de los motivos siguientes:  
i) Vicio de procedimiento;  
ii) Error de hecho; o  
iii) Error de derecho;  
b) El condenado, o el Fiscal en su nombre, podrá apelar por alguno de los motivos siguientes:  
i) Vicio de procedimiento;  
ii) Error de hecho;  
iii) Error de derecho;  
iv) Cualquier otro motivo que afecte a la justicia o a la regularidad del proceso o del fallo.  
1. a) El Fiscal o el condenado podrán apelar de una sentencia, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, en 
razón de una desproporción entre el crimen y la condena;  
b) La Corte, si al conocer de la apelación de una sentencia, considerase que hay fundamentos para revocar la condena en todo o 
parte, podrá invitar al Fiscal y al condenado a que presenten sus argumentos de conformidad con los apartados a) o b) del párrafo 
1 del artículo 81 y podrá dictar una decisión respecto de la condena de conformidad con el artículo 83;  
c) Este procedimiento también será aplicable cuando la Corte, al conocer de una apelación contra la sentencia únicamente, 
considere que hay fundamentos para reducir la pena en virtud del párrafo 2 a).  
3. a) Salvo que la Sala de Primera Instancia ordene otra cosa, el condenado permanecerá privado de libertad mientras se falla la 
apelación;  
b) Cuando la duración de la detención fuese mayor que la de la pena de prisión impuesta, el condenado será puesto en libertad; 
sin embargo, si el Fiscal también apelase, esa libertad podrá quedar sujeta a las condiciones enunciadas en el apartado siguiente;  
c) Si la sentencia fuere absolutoria, el acusado será puesto en libertad de inmediato, con sujeción a las normas siguientes:  
i) En circunstancias excepcionales y teniendo en cuenta entre otras cosas, el riesgo concreto de fuga, la gravedad del delito y las 
probabilidades de que se dé lugar a la apelación, la Sala de Primera Instancia, a solicitud del Fiscal, podrá decretar que siga 
privado de la libertad mientras dure la apelación;  
ii) Las decisiones dictadas por la Sala de Apelaciones en virtud del inciso precedente serán apelables de conformidad con las 
Reglas de Procedimiento y Prueba.  
4. Con sujeción a lo dispuesto en los apartados a) y b) del párrafo 3, la ejecución de la decisión o sentencia será suspendida 




Artículo 82  
Apelación de otras decisiones  
1. Cualquiera de las partes podrá apelar, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, de las siguientes decisiones:  
a) Una decisión relativa a la competencia o la admisibilidad;  
b) Una decisión por la que se autorice o deniegue la libertad de la persona objeto de investigación o enjuiciamiento;  
c) Una decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares de actuar de oficio de conformidad con el párrafo 3 del artículo 56;  
d) Una decisión relativa a una cuestión que afecte de forma significativa a la justicia y a la prontitud con que se sustancia el 
proceso o a su resultado y respecto de la cual, en opinión de la Sala de Cuestiones Preliminares o la Sala de Primera Instancia, un 
dictamen inmediato de la Sala de Apelaciones pueda acelerar materialmente el proceso.  
2. El Estado de que se trate o el Fiscal, con la autorización de la Sala de Cuestiones Preliminares, podrá apelar de una decisión 
adoptada por esta Sala de conformidad con el párrafo 3 d) del artículo 57. La apelación será sustanciada en procedimiento 
sumario.  
3. La apelación no suspenderá por sí misma el procedimiento a menos que la Sala de Apelaciones lo dictamine, previa solicitud y 
de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
4. El representante legal de las víctimas, el condenado o el propietario de buena fe de bienes afectados por una providencia 
dictada en virtud del artículo 73 podrán apelar, de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba, de la decisión por la 
cual se conceda reparación.  
 
Artículo 83  
Procedimiento de apelación  
1. A los efectos del procedimiento establecido en el artículo 81 y en el presente artículo, la Sala de Apelaciones tendrá todas las 
atribuciones de la Sala de Primera Instancia.  
2. La Sala de Apelaciones, si decide que las actuaciones apeladas fueron injustas y que ello afecta a la regularidad del fallo o la 
pena o que el fallo o la pena apelados adolecen efectivamente de errores de hecho o de derecho o de vicios de procedimiento, 
podrá:  
a) Revocar o enmendar el fallo o la pena; o  
b) Decretar la celebración de un nuevo juicio en otra Sala de Primera Instancia.  
A estos efectos, la Sala de Apelaciones podrá devolver una cuestión de hecho a la Sala de Primera Instancia original para que la 
examine y le informe según corresponda, o podrá ella misma pedir pruebas para dirimirla. El fallo o la pena apelados únicamente 
por el condenado, o por el Fiscal en nombre de éste, no podrán ser modificados en perjuicio suyo.  
3. La Sala de Apelaciones, si al conocer de una apelación contra la pena, considera que hay una desproporción entre el crimen y 
la pena, podrá modificar ésta de conformidad con lo dispuesto en la Parte VII.  
4. La sentencia de la Sala de Apelaciones será aprobada por mayoría de los magistrados que la componen y anunciada en 
audiencia pública. La sentencia enunciará las razones en que se funda. De no haber unanimidad, consignará las opiniones de la 
mayoría y de la minoría, si bien un magistrado podrá emitir una opinión separada o disidente sobre una cuestión de derecho.  
5. La Sala de Apelaciones podrá dictar sentencia en ausencia de la persona absuelta o condenada.  
 
Artículo 84  
Revisión del fallo condenatorio o de la pena  
1. El condenado o, después de su fallecimiento, el cónyuge, los hijos, los padres o quien estuviera vivo al momento de la muerte 
del acusado y tuviera instrucciones escritas del acusado de hacerlo, o el Fiscal en su nombre, podrá pedir a la Sala de Apelaciones 
que revise la sentencia definitiva condenatoria o la pena por las siguientes causas:  
a) Se hubieren descubierto nuevas pruebas que:  
i) No se hallaban disponibles a la época del juicio por motivos que no cabría imputar total o parcialmente a la parte que formula 
la solicitud; y  
ii) Son suficientemente importantes como para que, de haberse valorado en el juicio, probablemente hubieran dado lugar a otro 
veredicto;  
b) Se acabare de descubrir que un elemento de prueba decisivo, apreciado en el juicio y del cual depende la condena, era falso o 
habría sido objeto de adulteración o falsificación;  
c) Uno o varios de los jueces que intervinieron en la sentencia condenatoria o en la confirmación de los cargos han incurrido, en 
esa causa, en una falta o un incumplimiento de sus funciones de gravedad suficiente para justificar su separación del cargo de 
conformidad con el artículo 46.  
2. La Sala de Apelaciones rechazará la solicitud si la considera infundada. Si determina que la solicitud es atendible, podrá, según 
corresponda:  
a) Convocar nuevamente a la Sala de Primera Instancia original;  
b) Constituir una nueva Sala de Primera Instancia; o  
c) Mantener su competencia respecto del asunto,  
para, tras oír a las partes en la manera establecida en las Reglas de Procedimiento y Prueba, determinar si ha de revisarse la 
sentencia.  
 
Artículo 85  
Indemnización del detenido o condenado  




2. El que por decisión final hubiera sido condenado por un crimen y hubiere cumplido la pena correspondiente será indemnizado 
conforme a la ley de ser anulada posteriormente su condena en razón de hechos nuevos que demuestren concluyentemente que 
hubo un error judicial, salvo que la falta de conocimiento oportuno de esos hechos le fuera total o parcialmente imputable.  
3. En circunstancias excepcionales, la Corte, si determina la existencia de hechos concluyentes que muestran que hubo un error 
judicial grave y manifiesto tendrá la facultad discrecional de otorgar una indemnización, de conformidad con los criterios 
establecidos en las Reglas de Procedimiento y Prueba, a quien hubiere sido puesto en libertad en virtud de una sentencia 
definitiva absolutoria o de un sobreseimiento de la causa por esa razón.  
 
PARTE IX. DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL Y LA ASISTENCIA JUDICIAL  
Artículo 86  
Obligación general de cooperar  
Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en el presente Estatuto, cooperarán plenamente con la Corte en relación con 
la investigación y el enjuiciamiento de crímenes de su competencia.  
 
Artículo 87  
Solicitudes de cooperación: disposiciones generales  
1. a) La Corte estará facultada para formular solicitudes de cooperación a los Estados Partes. Éstas se transmitirán por vía 
diplomática o por cualquier otro conducto adecuado que haya designado cada Estado Parte a la fecha de la ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión.  
Cada Estado Parte podrá cambiar posteriormente esa designación de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
b) Cuando proceda, y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado a), las solicitudes podrán transmitirse también por conducto de 
la Organización Internacional de Policía Criminal o de cualquier organización regional competente.  
2. Las solicitudes de cooperación y los documentos que las justifiquen estarán redactados en un idioma oficial del Estado 
requerido, o acompañados de una traducción a ese idioma, o en uno de los idiomas de trabajo de la Corte, según la elección que 
haya hecho el Estado a la fecha de la ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.  
El Estado Parte podrá cambiar posteriormente esa elección de conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
3. El Estado requerido preservará el carácter confidencial de toda solicitud de cooperación y de los documentos que las 
justifiquen, salvo en la medida en que su divulgación sea necesaria para tramitarla.  
4. Con respecto a las solicitudes de asistencia presentadas de conformidad con la presente parte, la Corte podrá adoptar todas las 
medidas, incluidas las relativas a la protección de la información, que sean necesarias para proteger la seguridad y el bienestar 
físico o psicológico de las víctimas, los posibles testigos y sus familiares. La Corte podrá solicitar que toda información 
comunicada en virtud de la presente parte sea transmitida y procesada de manera que se proteja la seguridad y el bienestar físico 
o psicológico de las víctimas, los posibles testigos y sus familiares.  
5. La Corte podrá invitar a cualquier Estado que no sea parte en el presente Estatuto a prestar la asistencia prevista en la presente 
parte sobre la base de un arreglo especial, un acuerdo con ese Estado o de cualquier otra manera adecuada.  
Cuando un Estado que no sea parte en el presente Estatuto y que haya celebrado un arreglo especial o un acuerdo con la Corte se 
niegue a cooperar en la ejecución de las solicitudes a que se refieran tal arreglo o acuerdo, la Corte podrá informar de ello a la 
Asamblea de los Estados Partes o al Consejo de Seguridad, si éste le hubiese remitido el asunto.  
6. La Corte podrá solicitar de cualquier organización intergubernamental que le proporcione información o documentos. 
Asimismo, la Corte podrá solicitar otras formas de cooperación y asistencia que se hayan acordado con cualquiera de esas 
organizaciones, de conformidad con su competencia o mandato.  
7. Cuando, en contravención de lo dispuesto en el presente Estatuto, un Estado Parte se niegue a dar curso a una solicitud de 
cooperación formulada por la Corte, impidiéndole ejercer sus funciones y atribuciones de conformidad con el presente Estatuto, 
ésta podrá hacer una constatación en ese sentido y remitir la cuestión a la Asamblea de los Estados Partes o al Consejo de 
Seguridad, si éste le hubiese remitido el asunto.  
 
Artículo 88  
Procedimientos aplicables en el derecho interno  
Los Estados Partes se asegurarán de que en el derecho interno existan procedimientos aplicables a todas las formas de 
cooperación especificadas en la presente parte. 
  
Artículo 89  
Entrega de personas a la Corte  
1. La Corte podrá transmitir, junto con los antecedentes que la justifiquen de conformidad con el artículo 91, una solicitud de 
detención y entrega de una persona a todo Estado en cuyo territorio pueda hallarse y solicitará la cooperación de ese Estado. Los 
Estados Partes cumplirán las solicitudes de detención y entrega de conformidad con las disposiciones de la presente parte y el 
procedimiento establecido en su derecho interno.  
2. Cuando la persona cuya entrega se pida la impugne ante un tribunal nacional oponiendo la excepción de cosa juzgada de 
conformidad con el artículo 20, el Estado requerido celebrará de inmediato consultas con la Corte para determinar si ha habido 
una decisión sobre la admisibilidad de la causa. Si la causa es admisible, el Estado requerido cumplirá la solicitud. Si está 
pendiente la decisión sobre la admisibilidad, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución de la solicitud de entrega hasta que la 
Corte adopte esa decisión.  
3. a) El Estado Parte autorizará de conformidad con su derecho procesal el tránsito por su territorio de una persona que otro 
Estado entregue a la Corte, salvo cuando el tránsito por ese Estado obstaculice o demore la entrega;  




i) Una descripción de la persona que será transportada;  
ii) Una breve exposición de los hechos de la causa y su tipificación; y  
iii) La orden de detención y entrega;  
c) La persona transportada permanecerá detenida durante el tránsito;  
d) No se requerirá autorización alguna cuando la persona sea transportada por vía aérea y no se prevea aterrizar en el territorio del 
Estado de tránsito;  
e) En caso de aterrizaje imprevisto en el territorio del Estado de tránsito, éste podrá pedir a la Corte que presente una solicitud de 
tránsito con arreglo a lo dispuesto en el apartado b). El Estado de tránsito detendrá a la persona transportada mientras se recibe la 
solicitud de la Corte y se efectúa el tránsito; sin embargo, la detención no podrá prolongarse más de 96 horas contadas desde el 
aterrizaje imprevisto si la solicitud no es recibida dentro de ese plazo.  
4. Si la persona buscada está siendo enjuiciada o cumple condena en el Estado requerido por un crimen distinto de aquel por el 
cual se pide su entrega a la Corte, el Estado requerido, después de haber decidido conceder la entrega, celebrará consultas con la 
Corte.  
 
Artículo 90  
Solicitudes concurrentes  
1. El Estado Parte que haya recibido una solicitud de la Corte relativa a la entrega de una persona de conformidad con el artículo 
89, y reciba además una solicitud de cualquier otro Estado relativa a la extradición de la misma persona por la misma conducta 
que constituya la base del crimen en razón del cual la Corte ha pedido la entrega, notificará a la Corte y al Estado requirente ese 
hecho.  
2. Si el Estado requirente es un Estado Parte, el Estado requerido dará prioridad a la solicitud de la Corte cuando:  
a) Haya determinado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 18 y 19, que la causa respecto de la cual se solicita la 
entrega es admisible y en su decisión haya tenido en cuenta la investigación o el enjuiciamiento que lleva a cabo el Estado 
requirente con respecto a la solicitud de extradición que éste ha presentado; o  
b) Adopte la decisión a que se refiere el apartado a) con arreglo a la notificación efectuada por el Estado requerido de 
conformidad con el párrafo 1.  
3. Cuando no se haya adoptado la decisión a que se hace referencia en el párrafo 2 a), el Estado requerido tendrá la facultad 
discrecional, hasta que se dicte la decisión de la Corte prevista en el párrafo 2 b), de dar curso a la solicitud de extradición 
presentada por el Estado requirente, pero no la hará efectiva hasta que la Corte haya resuelto que la causa es inadmisible. La 
Corte adoptará su decisión en procedimiento sumario.  
4. Si el Estado requirente no es parte en el presente Estatuto, el Estado requerido, en caso de que no esté obligado por alguna 
norma internacional a conceder la extradición al Estado requirente, dará prioridad a la solicitud de entrega que le haya hecho la 
Corte si ésta ha determinado que la causa era admisible.  
5. Cuando la Corte no haya determinado la admisibilidad de una causa de conformidad con el párrafo 4, el Estado requerido 
tendrá la facultad discrecional de dar curso a la solicitud de extradición que le haya hecho el Estado requirente.  
6. En los casos en que sea aplicable el párrafo 4, y salvo que el Estado requerido esté obligado por alguna norma internacional a 
extraditar la persona al Estado requirente que no sea parte en el presente Estatuto, el Estado requerido decidirá si hace la entrega 
a la Corte o concede la extradición al Estado requirente. Para tomar esta decisión, el Estado requerido tendrá en cuenta todos los 
factores pertinentes, entre otros:  
a) Las fechas respectivas de las solicitudes;  
b) Los intereses del Estado requirente y, cuando proceda, si el crimen se cometió en su territorio y cuál es la nacionalidad de las 
víctimas y de la persona cuya entrega o extradición se ha solicitado; y c) La posibilidad de que la Corte y el Estado requirente 
lleguen posteriormente a un acuerdo respecto de la entrega.  
7. Cuando el Estado Parte que reciba una solicitud de la Corte de entrega de una persona reciba también una solicitud de otro 
Estado relativa a la extradición de la misma persona por una conducta distinta de la que constituye el crimen en razón del cual la 
Corte solicita la entrega:  
a) El Estado requerido, si no está obligado por ninguna norma internacional a conceder la extradición al Estado Parte requirente, 
dará preferencia a la solicitud de la Corte;  
b) El Estado requerido, si está obligado por una norma internacional a conceder la extradición al Estado Parte requirente, decidirá 
si la entrega a la Corte o la extradita al Estado requirente. En esta decisión, el Estado requerido tendrá en cuenta todos los 
factores pertinentes y, entre otros, los enumerados en el párrafo 6, pero tendrá especialmente en cuenta la naturaleza y la 
gravedad relativas de la conducta de que se trate.  
8. Cuando, de conformidad con una notificación efectuada con arreglo al presente artículo, la Corte haya determinado la 
inadmisibilidad de una causa y posteriormente se deniegue la extradición al Estado requirente, el Estado requerido notificará su 
decisión a la Corte.  
 
Artículo 91  
Contenido de la solicitud de detención y entrega  
1. La solicitud de detención y entrega deberá formularse por escrito. En caso de urgencia, se podrá hacer por cualquier otro medio 
que permita dejar constancia escrita, a condición de que la solicitud sea confirmada en la forma indicada en el párrafo 1 a) del 
artículo 87.  
2. La solicitud de detención y entrega de una persona respecto de la cual la Sala de Cuestiones Preliminares haya dictado una 
orden de detención de conformidad con el artículo 58 deberá contener los elementos siguientes o ir acompañada de:  
a) Información suficiente para la identificación de la persona buscada y datos sobre su probable paradero;  




c) Los documentos, las declaraciones o la información que sean necesarios para cumplir los requisitos de procedimiento del 
Estado requerido relativos a la entrega; sin embargo, esos requisitos no podrán ser más onerosos que los aplicables a las 
solicitudes de extradición conforme a tratados o acuerdos celebrados por el Estado requerido y otros Estados y, de ser posible, 
serán menos onerosos, habida cuenta del carácter específico de la Corte.  
3. La solicitud de detención y entrega del condenado deberá contener los siguientes elementos o ir acompañada de: a) Copia de la 
orden de detención dictada en su contra;  
b) Copia de la sentencia condenatoria;  
c) Datos que demuestren que la persona buscada es aquella a la que se refiere la sentencia condenatoria; y  
d) Si la persona que se busca ha sido ya condenada, copia de la sentencia y, en el caso de una pena de reclusión, una indicación 
de la parte de la pena que se ha cumplido y de la que queda por cumplir.  
4. A solicitud de la Corte, el Estado Parte consultará con ésta, en general o con respecto a un asunto concreto, sobre las 
disposiciones de su derecho interno que puedan ser aplicables de conformidad con el apartado c) del párrafo 2 del presente 
artículo. En esas consultas, el Estado Parte comunicará a la Corte las disposiciones específicas de su derecho interno.  
 
Artículo 92  
Detención provisional  
1. En caso de urgencia, la Corte podrá solicitar la detención provisional de la persona buscada hasta que se presente la solicitud 
de entrega y los documentos que la justifiquen de conformidad con el artículo 91.  
2. La solicitud de detención provisional deberá hacerse por cualquier medio que permita dejar constancia escrita y contendrá:  
a) Información suficiente para identificar a la persona buscada y datos sobre su probable paradero;  
b) Una exposición concisa de los crímenes por los que se pida la detención y de los hechos que presuntamente serían 
constitutivos de esos crímenes, inclusive, de ser posible, la indicación de la fecha y el lugar en que se cometieron;  
c) Una declaración de que existe una orden de detención o una decisión final condenatoria respecto de la persona buscada; y  
d) Una declaración de que se presentará una solicitud de entrega de la persona buscada.  
3. La persona sometida a detención provisional podrá ser puesta en libertad si el Estado requerido no hubiere recibido la solicitud 
de entrega y los documentos que la justifiquen, de conformidad con el artículo 91, dentro del plazo fijado en las Reglas de 
Procedimiento y Prueba. Sin embargo, el detenido podrá consentir en la entrega antes de que se cumpla dicho plazo siempre que 
lo permita el derecho interno del Estado requerido. En ese caso, el Estado requerido procederá a entregar al detenido a la Corte 
tan pronto como sea posible.  
4. El hecho de que la persona buscada haya sido puesta en libertad de conformidad con el párrafo 3 no obstará para que sea 
nuevamente detenida y entregada una vez que el Estado requerido reciba la solicitud de entrega y los documentos que la 
justifiquen.  
 
Artículo 93  
Otras formas de cooperación  
1. Los Estados Partes, de conformidad con lo dispuesto en la presente parte y con los procedimientos de su derecho interno, 
deberán cumplir las solicitudes de asistencia formuladas por la Corte en relación con investigaciones o enjuiciamientos penales a 
fin de:  
a) Identificar y buscar personas u objetos;  
b) Practicar pruebas, incluidos los testimonios bajo juramento, y presentar pruebas, incluidos los dictámenes e informes periciales 
que requiera la Corte;  
c) Interrogar a una persona objeto de investigación o enjuiciamiento;  
d) Notificar documentos, inclusive los documentos judiciales;  
e) Facilitar la comparecencia voluntaria ante la Corte de testigos o expertos;  
f) Proceder al traslado provisional de personas, de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 7;  
g) Realizar inspecciones oculares, inclusive la exhumación y el examen de cadáveres y fosas comunes;  
h) Practicar allanamientos y decomisos;  
i) Transmitir registros y documentos, inclusive registros y documentos oficiales;  
j) Proteger a víctimas y testigos y preservar pruebas;  
k) Identificar, determinar el paradero o congelar el producto y los bienes y haberes obtenidos del crimen y de los instrumentos del 
crimen, o incautarse de ellos, con miras a su decomiso ulterior y sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe; y  
l) Cualquier otro tipo de asistencia no prohibida por la legislación del Estado requerido y destinada a facilitar la investigación y el 
enjuiciamiento de crímenes de la competencia de la Corte.  
2. La Corte podrá dar seguridades a los testigos o expertos que comparezcan ante ella de que no serán enjuiciados o detenidos ni 
se restringirá su libertad personal por un acto u omisión anterior a su salida del Estado requerido.  
3. Cuando la ejecución de una determinada medida de asistencia detallada en una solicitud presentada de conformidad con el 
párrafo 1 estuviera prohibida en el Estado requerido por un principio fundamental de derecho ya existente y de aplicación 
general, el Estado requerido celebrará sin demora consultas con la Corte para tratar de resolver la cuestión. En las consultas se 
debería considerar si se puede prestar la asistencia de otra manera o con sujeción a condiciones. Si, después de celebrar consultas, 
no se pudiera resolver la cuestión, la Corte modificará la solicitud según sea necesario.  
4. El Estado Parte podrá no dar lugar a una solicitud de asistencia, en su totalidad o en parte, de conformidad con el artículo 72 y 





5. Antes de denegar una solicitud de asistencia de conformidad con el párrafo 1 l), el Estado requerido considerará si se puede 
prestar la asistencia con sujeción a ciertas condiciones, o si es posible hacerlo en una fecha posterior o de otra manera. La Corte o 
el Fiscal, si aceptan la asistencia sujeta a condiciones, tendrán que cumplirlas.  
6. Si no se da lugar a una solicitud de asistencia, el Estado Parte requerido deberá comunicar sin demora los motivos a la Corte o 
al Fiscal.  
7. a) La Corte podrá solicitar el traslado provisional de un detenido a los fines de su identificación o de que preste testimonio o 
asistencia de otra índole. El traslado podrá realizarse siempre que:  
i) El detenido dé su libre consentimiento; y  
ii) El Estado requerido lo acepte, con sujeción a las condiciones que hubiere acordado con la Corte;  
b) La persona trasladada permanecerá detenida. Una vez cumplidos los fines del traslado, la Corte la devolverá sin dilación al 
Estado requerido.  
8. a) La Corte velará por la protección del carácter confidencial de los documentos y de la información, salvo en la medida en que 
éstos sean necesarios para la investigación y las diligencias pedidas en la solicitud;  
b) El Estado requerido podrá, cuando sea necesario, transmitir al Fiscal documentos o información con carácter confidencial. El 
Fiscal únicamente podrá utilizarlos para reunir nuevas pruebas;  
c) El Estado requerido podrá, de oficio o a solicitud del Fiscal, autorizar la divulgación ulterior de estos documentos o 
información, los cuales podrán utilizarse como medios de prueba de conformidad con lo dispuesto en las partes V y VI y de 
conformidad con las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
9. a) i) El Estado Parte que reciba solicitudes concurrentes de la Corte y de otro Estado de conformidad con una obligación 
internacional y que no se refieran a la entrega o la extradición, procurará, en consulta con la Corte y el otro Estado, atender ambas 
solicitudes, de ser necesario postergando o condicionando una de ellas;  
ii) Si esto no fuera posible, la cuestión de las solicitudes concurrentes se resolverá de conformidad con los principios enunciados 
en el artículo 90;  
b) Sin embargo, cuando la solicitud de la Corte se refiera a información, bienes o personas que estén sometidos al control de un 
tercer Estado o de una organización internacional en virtud de un acuerdo internacional, el Estado requerido lo comunicará a la 
Corte y la Corte dirigirá su solicitud al tercer Estado o a la organización internacional.  
10. a) A solicitud de un Estado Parte que lleve a cabo una investigación o sustancie un juicio por una conducta que constituya un 
crimen de la competencia de la Corte o que constituya un crimen grave con arreglo al derecho interno del Estado requirente, la 
Corte podrá cooperar con él y prestarle asistencia;  
b) i) La asistencia prestada de conformidad con el apartado a) podrá comprender, entre otras cosas:  
1. La transmisión de declaraciones, documentos u otros elementos de prueba obtenidos en el curso de una investigación o de un 
proceso sustanciado por la Corte; y  
2. El interrogatorio de una persona detenida por orden de la Corte;  
ii) En el caso de la asistencia prevista en el apartado b) i) a.:  
1. Si los documentos u otros elementos de prueba se hubieren obtenido con la asistencia de un Estado, su transmisión estará 
subordinada al consentimiento de dicho Estado;  
2. Si las declaraciones, los documentos u otros elementos de prueba hubieren sido proporcionados por un testigo o un perito, su 
transmisión estará subordinada a lo dispuesto en el artículo 68;  
c) La Corte podrá, de conformidad con el presente párrafo y en las condiciones enunciadas en él, acceder a una solicitud de 
asistencia presentada por un Estado que no sea parte en el presente Estatuto.  
 
Artículo 94  
Aplazamiento de la ejecución de una solicitud de asistencia con respecto a una investigación o un enjuiciamiento en curso  
1. Si la ejecución inmediata de una solicitud de asistencia interfiriere una investigación o enjuiciamiento en curso de un asunto 
distinto de aquel al que se refiera la solicitud, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución por el tiempo que acuerde con la 
Corte. No obstante, el aplazamiento no excederá de lo necesario para concluir la investigación o el enjuiciamiento de que se trate 
en el Estado requerido. Antes de tomar la decisión de aplazar la ejecución de la solicitud, el Estado requerido debe considerar si 
se podrá prestar inmediatamente la asistencia con sujeción a ciertas condiciones.  
2. Si, de conformidad con el párrafo 1, se decidiere aplazar la ejecución de una solicitud de asistencia, el Fiscal podrá en todo 
caso pedir que se adopten las medidas necesarias para preservar pruebas de conformidad con el párrafo 1 j) del artículo 93.  
 
Artículo 95  
Aplazamiento de la ejecución de una solicitud por haberse impugnado la admisibilidad de la causa  
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 53, cuando la Corte proceda a examinar una impugnación de la 
admisibilidad de una causa de conformidad con los artículos 18 ó 19, el Estado requerido podrá aplazar la ejecución de una 
solicitud hecha de conformidad con esta parte hasta que la Corte se pronuncie sobre la impugnación, a menos que ésta haya 
resuelto expresamente que el Fiscal podrá continuar recogiendo pruebas conforme a lo previsto en los artículos 18 ó 19.  
 
Artículo 96  
Contenido de la solicitud relativa a otras formas de asistencia de conformidad con el artículo 93  
1. La solicitud relativa a otras formas de asistencia a que se hace referencia en el artículo 93 deberá hacerse por escrito. En caso 
de urgencia, se podrá hacer por cualquier otro medio que permita dejar constancia escrita, a condición de que la solicitud sea 
confirmada en la forma indicada en el párrafo 1 a) del artículo 87.  




a) Una exposición concisa de su propósito y de la asistencia solicitada, incluidos los fundamentos jurídicos y los motivos de la 
solicitud;  
b) La información más detallada posible acerca del paradero o la identificación de la persona o el lugar objeto de la búsqueda o la 
identificación, de forma que se pueda prestar la asistencia solicitada;  
c) Una exposición concisa de los hechos esenciales que fundamentan la solicitud;  
d) Las razones y la indicación detallada de cualquier procedimiento que deba seguirse o requisito que deba cumplirse; e) 
Cualquier información que pueda ser necesaria conforme al derecho interno del Estado requerido para cumplir la solicitud; y  
f) Cualquier otra información pertinente para que pueda prestarse la asistencia solicitada.  
3. A solicitud de la Corte, todo Estado Parte consultará con la Corte, en general o respecto de un asunto concreto, sobre las 
disposiciones de su derecho interno que puedan ser aplicables de conformidad con el párrafo 2 e). En esas consultas, los Estados 
Partes comunicarán a la Corte las disposiciones específicas de su derecho interno.  
4. Las disposiciones del presente artículo serán también aplicables, según proceda, con respecto a las solicitudes de asistencia 
hechas a la Corte.  
 
Artículo 97  
Consultas con la Corte  
El Estado Parte que reciba una solicitud de conformidad con la presente parte celebrará sin dilación consultas con la Corte si 
considera que la solicitud le plantea problemas que puedan obstaculizar o impedir su cumplimiento. Esos problemas podrían ser, 
entre otros:  
a) Que la información fuese insuficiente para cumplir la solicitud;  
b) Que, en el caso de una solicitud de entrega, la persona no pudiera ser localizada, pese a los intentos realizados, o que en la 
investigación realizada se hubiere determinado claramente que la persona en el Estado de detención no es la indicada en la 
solicitud; o  
c) Que el cumplimiento de la solicitud en su forma actual obligare al Estado requerido a no cumplir una obligación preexistente 
en virtud de un tratado con otro Estado.  
 
Artículo 98  
Cooperación con respecto a la renuncia a la inmunidad y consentimiento a la entrega  
1. La Corte podrá negarse a dar curso a una solicitud de entrega o de asistencia en virtud de la cual el Estado requerido deba 
actuar en forma incompatible con las obligaciones que le imponga el derecho internacional con respecto a la inmunidad de un 
Estado o la inmunidad diplomática de una persona o un bien de un tercer Estado, salvo que obtenga la cooperación de ese tercer 
Estado para la renuncia a la inmunidad.  
2. La Corte no dará curso a una solicitud de entrega en virtud de la cual el Estado requerido deba actuar en forma incompatible 
con las obligaciones que le imponga un acuerdo internacional conforme al cual se requiera el consentimiento del Estado que 
envíe para entregar a la Corte a una persona sujeta a la jurisdicción de ese Estado, a menos que ésta obtenga primero la 
cooperación del Estado que envíe para que dé su consentimiento a la entrega.  
 
Artículo 99  
Cumplimiento de las solicitudes a que se hace referencia en los artículos 93 y 96  
1. Las solicitudes de asistencia se cumplirán de conformidad con el procedimiento aplicable en el derecho interno del Estado 
requerido y, salvo si ese derecho lo prohíbe, en la forma especificada en la solicitud, incluidos los procedimientos indicados en 
ella y la autorización a las personas especificadas en ella para estar presentes y prestar asistencia en el trámite.  
2. En el caso de una solicitud urgente y cuando la Corte lo pida, los documentos o pruebas incluidos en la respuesta serán 
transmitidos con urgencia.  
3. Las respuestas del Estado requerido serán transmitidas en su idioma y forma original.  
4. Sin perjuicio de los demás artículos de la presente parte, cuando resulte necesario en el caso de una solicitud que pueda 
ejecutarse sin necesidad de medidas coercitivas, en particular la entrevista a una persona o la recepción de pruebas de una 
persona voluntariamente, aun cuando sea sin la presencia de las autoridades del Estado Parte requerido si ello fuere esencial para 
la ejecución de la solicitud, y el reconocimiento de un lugar u otro recinto que no entrañe un cambio en él, el Fiscal podrá 
ejecutar directamente la solicitud en el territorio de un Estado según se indica a continuación:  
a) Cuando el Estado Parte requerido fuere un Estado en cuyo territorio se hubiera cometido presuntamente el crimen, y hubiere 
habido una decisión de admisibilidad de conformidad con los artículos 18 ó 19, el Fiscal podrá ejecutar directamente la solicitud 
tras celebrar todas las consultas posibles con el Estado Parte requerido;  
b) En los demás casos, el Fiscal podrá ejecutar la solicitud tras celebrar consultas con el Estado Parte requerido y con sujeción a 
cualquier condición u observación razonable que imponga o haga ese Estado Parte. Cuando el Estado Parte requerido considere 
que hay problemas para la ejecución de una solicitud de conformidad con el presente apartado, celebrará consultas sin demora 
con la Corte para resolver la cuestión.  
5. Las disposiciones en virtud de las cuales una persona que sea oída o interrogada por la Corte con arreglo al artículo 72 podrá 
hacer valer las restricciones previstas para impedir la divulgación de información confidencial relacionada con la defensa o la 









Artículo 100  
Gastos  
1. Los gastos ordinarios que se deriven del cumplimiento de las solicitudes en el territorio del Estado requerido correrán a cargo 
de éste, con excepción de los siguientes, que correrán a cargo de la Corte:  
a) Gastos relacionados con el viaje y la seguridad de los testigos y peritos, o el traslado, con arreglo al artículo 93, de personas 
detenidas;  
b) Gastos de traducción, interpretación y transcripción;  
c) Gastos de viaje y dietas de los magistrados, el fiscal, los fiscales adjuntos, el secretario, el secretario adjunto y los funcionarios 
de cualquier órgano de la Corte;  
d) Costo de los informes o dictámenes periciales solicitados por la Corte;  
e) Gastos relacionados con el transporte de la persona que entregue a la Corte un Estado de detención; y  
f) Previa consulta, todos los gastos extraordinarios que puedan ser resultado del cumplimiento de una solicitud.  
2. Las disposiciones del párrafo 1 serán aplicables, según proceda, a las solicitudes hechas por los Estados Partes a la Corte. En 
ese caso, los gastos ordinarios que se deriven de su cumplimiento correrán a cargo de la Corte.  
 
Artículo 101  
Principio de la especialidad  
1. Quien haya sido entregado a la Corte en virtud del presente Estatuto no será procesado, castigado o detenido por una conducta 
anterior a su entrega, a menos que ésta constituya la base del delito por el cual haya sido entregado.  
2. La Corte podrá pedir al Estado que hizo la entrega que la dispense del cumplimiento de los requisitos establecidos en el párrafo 
1 y, si fuere necesario, proporcionará información adicional de conformidad con el artículo 91. Los Estados Partes estarán 
facultados para dar esa dispensa a la Corte y procurarán hacerlo.  
 
Artículo 102  
Términos empleados  
A los efectos del presente Estatuto:  
a) Por "entrega" se entenderá la entrega de una persona por un Estado a la Corte de conformidad con lo dispuesto en el presente 
Estatuto; b) Por "extradición" se entenderá la entrega de una persona por un Estado a otro Estado de conformidad con lo 
dispuesto en un tratado o convención o en el derecho interno. 
  
PARTE X. DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA  
Artículo 103  
Función de los Estados en la ejecución de las penas privativas de libertad  
1. a) La pena privativa de libertad se cumplirá en un Estado designado por la Corte sobre la base de una lista de Estados que 
hayan manifestado a la Corte que están dispuestos a recibir condenados;  
b) En el momento de declarar que está dispuesto a recibir condenados, el Estado podrá poner condiciones a reserva de que sean 
aceptadas por la Corte y estén en conformidad con la presente parte;  
c) El Estado designado en un caso determinado indicará sin demora a la Corte si acepta la designación.  
2. a) El Estado de ejecución de la pena notificará a la Corte cualesquiera circunstancias, incluido el cumplimiento de las 
condiciones aceptadas con arreglo al párrafo 1, que pudieren afectar materialmente a las condiciones o la duración de la privación 
de libertad. Las circunstancias conocidas o previsibles deberán ponerse en conocimiento de la Corte con una antelación mínima 
de 45 días. Durante este período, el Estado de ejecución no adoptará medida alguna que redunde en perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 110;  
b) La Corte, si no puede aceptar las circunstancias a que se hace referencia en el apartado a), lo notificará al Estado de ejecución 
y procederá de conformidad con el párrafo 1 del artículo 104.  
3. La Corte, al ejercer su facultad discrecional de efectuar la designación prevista en el párrafo 1, tendrá en cuenta:  
a) El principio de que los Estados Partes deben compartir la responsabilidad por la ejecución de las penas privativas de libertad 
de conformidad con los principios de distribución equitativa que establezcan las Reglas de Procedimiento y Prueba;  
b) La aplicación de normas de tratados internacionales generalmente aceptadas sobre el tratamiento de los reclusos;  
c) La opinión del condenado;  
d) La nacionalidad del condenado; y  
e) Otros factores relativos a las circunstancias del crimen o del condenado, o a la ejecución eficaz de la pena, según procedan en 
la designación del Estado de ejecución. 4. De no designarse un Estado de conformidad con el párrafo 1, la pena privativa de 
libertad se cumplirá en el establecimiento penitenciario que designe el Estado anfitrión, de conformidad con las condiciones 
estipuladas en el acuerdo relativo a la sede a que se hace referencia en el párrafo 2 del artículo 3. En ese caso, los gastos que 
entrañe la ejecución de la pena privativa de libertad serán sufragados por la Corte.  
 
Artículo 104  
Cambio en la designación del Estado de ejecución  
1. La Corte podrá en todo momento decidir el traslado del condenado a una prisión de un Estado distinto del Estado de ejecución.  








Artículo 105  
Ejecución de la pena  
1. Con sujeción a las condiciones que haya establecido un Estado de conformidad con el párrafo 1 b) del artículo 103, la pena 
privativa de libertad tendrá carácter obligatorio para los Estados Partes, los cuales no podrán modificarla en caso alguno.  
2. La decisión relativa a cualquier solicitud de apelación o revisión incumbirá exclusivamente a la Corte. El Estado de ejecución 
no pondrá obstáculos para que el condenado presente una solicitud de esa índole. 
  
Artículo 106  
Supervisión de la ejecución de la pena  
y condiciones de reclusión  
1. La ejecución de una pena privativa de libertad estará sujeta a la supervisión de la Corte y se ajustará a las normas generalmente 
aceptadas de las convenciones internacionales sobre el tratamiento de los reclusos.  
2. Las condiciones de reclusión se regirán por la legislación del Estado de ejecución y se ajustarán a las normas generalmente 
aceptadas de las convenciones internacionales sobre el tratamiento de los reclusos; en todo caso, no serán ni más ni menos 
favorables que las aplicadas a los reclusos condenados por delitos similares en el Estado de ejecución.  
3. La comunicación entre el condenado y la Corte será irrestricta y confidencial.  
 
Artículo 107  
Traslado una vez cumplida la pena  
1. Una vez cumplida la pena, quien no sea nacional del Estado de ejecución podrá, de conformidad con la legislación de dicho 
Estado, ser trasladado al Estado que esté obligado a aceptarlo o a otro Estado que esté dispuesto a hacerlo, teniendo en cuenta si 
quiere ser trasladado a éste, a menos que el Estado de ejecución lo autorice a permanecer en su territorio.  
2. Los gastos derivados del traslado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1, de no ser sufragados por un Estado, correrán 
por cuenta de la Corte.  
3. Con sujeción a lo dispuesto en el artículo 108, el Estado de ejecución también podrá, de conformidad con su derecho interno, 
extraditar o entregar por cualquier otra vía a la persona a un Estado que haya pedido la extradición o entrega para someterla a 
juicio o para que cumpla una pena.  
 
Artículo 108  
Limitaciones al enjuiciamiento o la sanción por otros delitos  
1. El condenado que se halle bajo la custodia del Estado de ejecución no será sometido a enjuiciamiento, sanción o extradición a 
un tercer Estado por una conducta anterior a su entrega al Estado de ejecución, a menos que, a petición de éste, la Corte haya 
aprobado el enjuiciamiento, la sanción o la extradición.  
2. La Corte dirimirá la cuestión tras haber oído al condenado.  
3. El párrafo 1 del presente artículo no será aplicable si el condenado permanece de manera voluntaria durante más de 30 días en 
el territorio del Estado de ejecución después de haber cumplido la totalidad de la pena impuesta por la Corte o si regresa al 
territorio de ese Estado después de haber salido de él.  
 
Artículo 109  
Ejecución de multas y órdenes de decomiso  
1. Los Estados Partes harán efectivas las multas u órdenes de decomiso decretadas por la Corte en virtud de la Parte VII, sin 
perjuicio de los derechos de terceros de buena fe y de conformidad con el procedimiento establecido en su derecho interno.  
2. El Estado Parte que no pueda hacer efectiva la orden de decomiso adoptará medidas para cobrar el valor del producto, los 
bienes o los haberes cuyo decomiso hubiere decretado la Corte, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.  
3. Los bienes, o el producto de la venta de bienes inmuebles o, según proceda, la venta de otros bienes que el Estado Parte 
obtenga al ejecutar una decisión de la Corte serán transferidos a la Corte.  
 
Artículo 110  
Examen de una reducción de la pena  
1. El Estado de ejecución no pondrá en libertad al recluso antes de que haya cumplido la pena impuesta por la Corte.  
2. Sólo la Corte podrá decidir la reducción de la pena y se pronunciará al respecto después de escuchar al recluso.  
3. Cuando el recluso haya cumplido las dos terceras partes de la pena o 25 años de prisión en caso de cadena perpetua, la Corte 
revisará la pena para determinar si ésta puede reducirse. La revisión no se llevará a cabo antes de cumplidos esos plazos.  
4. Al proceder a la revisión examen con arreglo al párrafo 3, la Corte podrá reducir la pena si considera que concurren uno o más 
de los siguientes factores:  
a) Si el recluso ha manifestado desde el principio y de manera continua su voluntad de cooperar con la Corte en sus 
investigaciones y enjuiciamientos;  
b) Si el recluso ha facilitado de manera espontánea la ejecución de las decisiones y órdenes de la Corte en otros casos, en 
particular ayudando a ésta en la localización de los bienes sobre los que recaigan las multas, las órdenes de decomiso o de 
reparación que puedan usarse en beneficio de las víctimas; o  
c) Otros factores indicados en las Reglas de Procedimiento y Prueba que permitan determinar un cambio en las circunstancias 
suficientemente claro e importante como para justificar la reducción de la pena.  
5. La Corte, si en su revisión inicial con arreglo al párrafo 3, determina que no procede reducir la pena, volverá a examinar la 





Artículo 111  
Evasión  
Si un condenado se evade y huye del Estado de ejecución, éste podrá, tras consultar a la Corte, pedir al Estado en que se 
encuentre que lo entregue de conformidad con los acuerdos bilaterales y multilaterales vigentes, o podrá pedir a la Corte que 
solicite la entrega de conformidad con la Parte IX. La Corte, si solicita la entrega, podrá resolver que el condenado sea enviado al 
Estado en que cumplía su pena o a otro Estado que indique.  
 
PARTE XI. DE LA ASAMBLEA DE LOS ESTADOS PARTES  
Artículo 112  
Asamblea de los Estados Partes  
1. Se instituye una Asamblea de los Estados Partes en el presente Estatuto. Cada Estado Parte tendrá un representante en la 
Asamblea que podrá hacerse acompañar de suplentes y asesores. Otros Estados signatarios del Estatuto o del Acta Final podrán 
participar en la Asamblea a título de observadores.  
2. La Asamblea:  
a) Examinará y aprobará, según proceda, las recomendaciones de la Comisión Preparatoria;  
b) Ejercerá su supervisión respecto de la Presidencia, el Fiscal y la Secretaría en las cuestiones relativas a la administración de la 
Corte;  
c) Examinará los informes y las actividades de la Mesa establecida en el párrafo 3 y adoptará las medidas que procedan a ese 
respecto;  
d) Examinará y decidirá el presupuesto de la Corte;  
e) Decidirá si corresponde, de conformidad con el artículo 36, modificar el número de magistrados;  
f) Examinará cuestiones relativas a la falta de cooperación de conformidad con los párrafos 5 y 7 del artículo 87;  
g) Desempeñará las demás funciones que procedan en virtud del presente Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba.  
3. a) La Asamblea tendrá una Mesa, que estará compuesta de un Presidente, dos Vicepresidentes y 18 miembros elegidos por la 
Asamblea por períodos de tres años;  
b) La Mesa tendrá carácter representativo, teniendo en cuenta, en particular, el principio de la distribución geográfica equitativa y 
la representación adecuada de los principales sistemas jurídicos del mundo;  
c) La Mesa se reunirá con la periodicidad que sea necesaria, pero por lo menos una vez al año, y prestará asistencia a la Asamblea 
en el desempeño de sus funciones.  
4. La Asamblea podrá establecer los órganos subsidiarios que considere necesarios, incluido un mecanismo de supervisión 
independiente que se encargará de la inspección, la evaluación y la investigación de la Corte a fin de mejorar su eficiencia y 
economía.  
5. El Presidente de la Corte, el Fiscal y el Secretario o sus representantes podrán, cuando proceda, participar en las sesiones de la 
Asamblea y de la Mesa. 6. La Asamblea se reunirá en la sede de la Corte o en la Sede de las Naciones Unidas una vez al año y, 
cuando las circunstancias lo exijan, celebrará períodos extraordinarios de sesiones. Salvo que se indique otra cosa en el presente 
Estatuto, los períodos extraordinarios de sesiones serán convocados por la Mesa de oficio o a petición de un tercio de los Estados 
Partes.  
7. Cada Estado Parte tendrá un voto. La Asamblea y la Mesa harán todo lo posible por adoptar sus decisiones por consenso. Si no 
se pudiere llegar a un consenso y salvo que en el presente Estatuto se disponga otra cosa:  
a) Las decisiones sobre cuestiones de fondo serán aprobadas por mayoría de dos tercios de los presentes y votantes, a condición 
de que una mayoría absoluta de los Estados Partes constituirá el quórum para la votación;  
b) Las decisiones sobre cuestiones de procedimiento se tomarán por mayoría simple de los Estados Partes presentes y votantes.  
8. El Estado Parte que esté en mora en el pago de sus contribuciones financieras a los gastos de la Corte no tendrá voto en la 
Asamblea ni en la Mesa cuando la suma adeudada sea igual o superior al total de las contribuciones adeudadas por los dos años 
anteriores completos. La Asamblea podrá, sin embargo, permitir que dicho Estado vote en ella y en la Mesa si llegare a la 
conclusión de que la mora se debe a circunstancias ajenas a la voluntad del Estado Parte.  
9. La Asamblea aprobará su propio reglamento.  
10. Los idiomas oficiales y de trabajo de la Asamblea serán los de la Asamblea General de las Naciones Unidas.  
 
PARTE XII. DE LA FINANCIACIÓN  
Artículo 113  
Reglamento Financiero  
Salvo que se prevea expresamente otra cosa, todas las cuestiones financieras relacionadas con la Corte y con las reuniones de la 
Asamblea de los Estados Partes, inclusive su Mesa y sus órganos subsidiarios, se regirán por el presente Estatuto y por el 
Reglamento Financiero y Reglamentación Financiera Detallada que apruebe la Asamblea de los Estados Partes.  
 
Artículo 114  
Pago de los gastos  
Los gastos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes, incluidos los de su Mesa y órganos subsidiarios, se sufragarán con 
fondos de la Corte.  
 
Artículo 115  
Fondos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes  
Los gastos de la Corte y de la Asamblea de los Estados Partes, inclusive su Mesa y sus órganos subsidiarios, previstos en el 




a) Cuotas de los Estados Partes;  
b) Fondos procedentes de las Naciones Unidas, con sujeción a la aprobación de la Asamblea General, en particular respecto de 
los gastos efectuados en relación con cuestiones remitidas por el Consejo de Seguridad.  
Artículo 116  
Contribuciones voluntarias  
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 115, la Corte podrá recibir y utilizar, en calidad de fondos adicionales, contribuciones 
voluntarias de gobiernos, organizaciones internacionales, particulares, sociedades y otras entidades, de conformidad con los 
criterios en la materia que adopte la Asamblea de los Estados Partes.  
 
Artículo 117  
Prorrateo de las cuotas  
Las cuotas de los Estados Partes se prorratearán de conformidad con una escala de cuotas convenida basada en la escala adoptada 
por las Naciones Unidas para su presupuesto ordinario y ajustada de conformidad con los principios en que se basa dicha escala.  
 
Artículo 118  
Comprobación anual de cuentas  
Los registros, los libros y las cuentas de la Corte, incluidos sus estados financieros anuales, serán verificados anualmente por un 
auditor independiente.  
 
PARTE XIII. CLÁUSULAS FINALES  
Artículo 119  
Solución de controversias  
1. Las controversias relativas a las funciones judiciales de la Corte serán dirimidas por ella.  
2. Cualquier otra controversia que surja entre dos o más Estados Partes respecto de la interpretación o aplicación del presente 
Estatuto que no se resuelva mediante negociaciones en un plazo de tres meses contado desde el comienzo de la controversia será 
sometida a la Asamblea de los Estados Partes. La Asamblea podrá tratar de resolver por sí misma la controversia o recomendar 
otros medios de solución, incluida su remisión a la Corte Internacional de Justicia de conformidad con el Estatuto de ésta.  
 
Artículo 120  
Reservas  
No se admitirán reservas al presente Estatuto.  
 
Artículo 121  
Enmiendas  
1. Transcurridos siete años desde la entrada en vigor del presente Estatuto, cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas a él. 
El texto de la enmienda propuesta será presentado al Secretario General de las Naciones Unidas, que lo distribuirá sin dilación a 
los Estados Partes.  
2. Transcurridos no menos de tres meses desde la fecha de la notificación, la Asamblea de los Estados Partes decidirá, por 
mayoría de los presentes y votantes, decidir si ha de examinar la propuesta, lo cual podrá hacer directamente o previa 
convocación de una Conferencia de Revisión si la cuestión lo justifica.  
3. La aprobación de una enmienda en una reunión de la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de Revisión en la 
que no sea posible llegar a un consenso requerirá una mayoría de dos tercios de los Estados Partes.  
4. Salvo lo dispuesto en el párrafo 5, toda enmienda entrará en vigor respecto de los Estados Partes un año después de que los 
siete octavos de éstos hayan depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas sus instrumentos de ratificación 
o de adhesión.  
5. Las enmiendas al artículo 5 del presente Estatuto entrarán en vigor únicamente respecto de los Estados Partes que las hayan 
aceptado un año después del depósito de sus instrumentos de ratificación o aceptación. La Corte no ejercerá su competencia 
respecto de un crimen comprendido en la enmienda cuando haya sido cometido por nacionales o en el territorio de un Estado 
Parte que no haya aceptado la enmienda.  
6. Si una enmienda ha sido aceptada por los siete octavos de los Estados Partes de conformidad con el párrafo 4, el Estado Parte 
que no la haya aceptado podrá denunciar el Estatuto con efecto inmediato, no obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 
127 pero con sujeción al párrafo 2 de dicho artículo, mediante notificación hecha a más tardar un año después de la entrada en 
vigor de la enmienda. 7. El Secretario General de las Naciones Unidas distribuirá a los Estados Partes las enmiendas aprobadas 
en una reunión de la Asamblea de los Estados Partes o en una Conferencia de Revisión.  
 
Artículo 122  
Enmiendas a disposiciones de carácter institucional  
1. No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 121, cualquier Estado Parte podrá proponer en cualquier momento 
enmiendas a las disposiciones del presente Estatuto de carácter exclusivamente institucional, a saber, el artículo 35, los párrafos 8 
y 9 del artículo 36, el artículo 37, el artículo 38, el párrafo 1 del artículo 39 (dos primeras oraciones), los párrafos 4 a 9 del 
artículo 42, los párrafos 2 y 4 del artículo 43 y los artículos 44, 46, 47 y 49. El texto de la enmienda propuesta será presentado al 
Secretario General de las Naciones Unidas o a la persona designada por la Asamblea de los Estados Partes, que lo distribuirá sin 
demora a los Estados Partes y a otros participantes en la Asamblea.  
2. Las enmiendas presentadas con arreglo al presente artículo respecto de las cuales no sea posible llegar a un consenso serán 




Estados Partes. Esas enmiendas entrarán en vigor respecto de los Estados Partes seis meses después de su aprobación por la 
Asamblea o, en su caso, por la Conferencia. 
  
Artículo 123  
Revisión del Estatuto  
1. Siete años después de que entre en vigor el presente Estatuto, el Secretario General de las Naciones Unidas convocará una 
Conferencia de Revisión de los Estados Partes para examinar las enmiendas al Estatuto. El examen podrá comprender la lista de 
los crímenes indicados en el artículo 5 pero no se limitará a ellos. La Conferencia estará abierta a los participantes en la 
Asamblea de los Estados Partes y en las mismas condiciones que ésta.  
2. Posteriormente, en cualquier momento, a petición de un Estado Parte y a los efectos indicados en el párrafo 1, el Secretario 
General de las Naciones Unidas, previa la aprobación de una mayoría de los Estados Partes, convocará una Conferencia de 
Revisión de los Estados Partes.  
3. Las disposiciones de los párrafos 3 a 7 del artículo 121 serán aplicables a la aprobación y entrada en vigor de toda enmienda 
del Estatuto examinada en una Conferencia de Revisión.  
 
Artículo 124  
Disposición de transición  
No obstante lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 12, un Estado, al hacerse parte en el Estatuto, podrá declarar que, durante un 
período de siete años contados a partir de la fecha en que el Estatuto entre en vigor a su respecto, no aceptará la competencia de 
la Corte sobre la categoría de crímenes a que se hace referencia en el artículo 8 cuando se denuncie la comisión de uno de esos 
crímenes por sus nacionales o en su territorio. La declaración formulada de conformidad con el presente artículo podrá ser 
retirada en cualquier momento. Lo dispuesto en el presente artículo será reconsiderado en la Conferencia de Revisión que se 
convoque de conformidad con el párrafo 1 del artículo 123.  
 
Artículo 125  
Firma, ratificación, aceptación, aprobación o adhesión  
1. El presente Estatuto estará abierto a la firma de todos los Estados el 17 de julio de 1998 en Roma, en la sede de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación. Posteriormente, y hasta el 17 de octubre de 1998, 
seguirá abierto a la firma en Roma, en el Ministerio de Relaciones Exteriores de Italia. Después de esa fecha, el Estatuto estará 
abierto a la firma en Nueva York, en la Sede de las Naciones Unidas, hasta el 31 de diciembre del año 2000.  
2. El presente Estatuto estará sujeto a la ratificación, aceptación o aprobación de los Estados signatarios. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.  
3. El presente Estatuto estará abierto a la adhesión de cualquier Estado. Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.  
 
Artículo 126  
Entrada en vigor  
1. El presente Estatuto entrará en vigor el primer día del mes siguiente al sexagésimo día a partir de la fecha en que se deposite en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas el sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión.  
2. Respecto de cada Estado que ratifique, acepte o apruebe el Estatuto o se adhiera a él después de que sea depositado el 
sexagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, el Estatuto entrará en vigor el primer día del mes 
siguiente al sexagésimo día a partir de la fecha en que haya depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión.  
 
Artículo 127  
Denuncia  
1. Todo Estado Parte podrá denunciar el presente Estatuto mediante notificación por escrito dirigida al Secretario General de las 
Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que se reciba la notificación, a menos que en ella se 
indique una fecha ulterior.  
2. La denuncia no exonerará al Estado de las obligaciones que le incumbieran de conformidad con el presente Estatuto mientras 
era parte en él, en particular las obligaciones financieras que hubiere contraído. La denuncia no obstará a la cooperación con la 
Corte en el contexto de las investigaciones y los enjuiciamientos penales en relación con los cuales el Estado denunciante esté 
obligado a cooperar y que se hayan iniciado antes de la fecha en que la denuncia surta efecto; la denuncia tampoco obstará en 
modo alguno a que se sigan examinando las cuestiones que la Corte tuviera ante sí antes de la fecha en que la denuncia surta 
efecto.  
 
Artículo 128  
Textos auténticos  
El original del presente Estatuto, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será 
depositado en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que enviará copia certificada a todos los Estados.  
EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados por sus respectivos Gobiernos, han firmado el 
presente Estatuto.  




Acuerdo entre el Gobierno de Nicaragua y el Gobierno de los Estados Unidos de América respecto a la 
entrega de personas a la Corte Penal Internacional (Fuente: 
www.cancilleria.gob.ni/docs/files/us_cpi3220.pdf. 4 de Junio de 2003). 
 
El Gobierno de Nicaragua y el Gobierno los Estados Unidos de América, en lo sucesivo “las Partes,”  
 
Reafirmando la importancia de enjuiciar a los culpables de genocidio, delitos de lesa humanidad y crímenes de 
guerra,  
 
Confirmando que no existe nada en este Acuerdo que otorgue impunidad con respecto a genocidio, delitos de lesa 
humanidad y crímenes de guerra,  
 
Recordando que el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, suscrito en Roma el 17 de julio de 1998 por la 
Conferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el Establecimiento de una Corte Penal 
Internacional, tiene la intención de complementar y no de suplantar la jurisdicción penal nacional,  
 
Considerando que el Gobierno de Nicaragua y el Gobierno de los Estados Unidos de América han expresado su 
determinación de investigar y enjuiciar, cuando sea procedente, los actos que estén bajo la jurisdicción de la Corte 
Penal Internacional supuestamente cometidos por sus funcionarios, empleados, personal militar u otros nacionales,  
 
Teniendo en cuenta el Artículo 98 del Estatuto de Roma,  
 
Por el presente acuerdan lo siguiente:  
1. Para propósito de este acuerdo "personas" de cualquier Parte incluyen todos los nacionales de la 
Parte y, por el Gobierno de los Estados Unidos de América, incluye también al personal militar 
en servicio activo o en retiro de los Estados Unidos con respecto a actos u omisiones cometidas 
supuestamente durante su servicio activo como militares de los Estados Unidos.  
 
2. Las personas de una Parte presentes en el territorio de la otra no serán, salvo con el 
consentimiento expreso de la primera Parte,  
a) entregadas ni trasladadas por ningún medio a la Corte Penal Internacional para ningún 
propósito, ni  
b) entregadas ni trasladadas por ningún medio a ninguna entidad ni a un tercer país, ni 
expulsadas a un tercer país, con el propósito de entregarlas o trasladarlas a la Corte Penal 
Internacional.  
 
3. Cuando los Estados Unidos extraditen, entreguen o, de otra forma, trasladen a una persona de 
Nicaragua a un tercer país, los Estados Unidos no convendrán en que el tercer país la entregue o 
traslade a la Corte Penal Internacional, salvo con el consentimiento expreso del Gobierno de 
Nicaragua.  
 
4. Cuando el Gobierno de Nicaragua extradite, entregue o, de otra forma, traslade a una persona 
de los Estados Unidos de América a un tercer país, el Gobierno de Nicaragua no convendrá en 
entregarla ni trasladarla a la Corte Penal Internacional, salvo con el consentimiento expreso del 
Gobierno de los Estados Unidos.  
 
5. Con sujeción a sus obligaciones jurídicas internacionales, cada Parte conviene en que, a 
sabiendas, no facilitará las gestiones de ningún tercer país u entidad, ni consentirá o cooperará 
respecto a las mismas para que se extradite, entregue o traslade a una persona de la otra Parte a 
la Corte Penal Internacional.  
 
6. El presente acuerdo entrará en vigor mediante un canje de notas que confirmen que cada Parte 
ha cumplido con los requisitos legales nacionales necesarios para su entrada en vigor. El 
presente acuerdo permanecerá vigente hasta un año después de la fecha en que una de las Partes 
notifique a la otra su intención de derogarlo. Las disposiciones del presente acuerdo seguirán en 
vigor con respecto a todo acto que ocurra, o toda alegación que surja, antes de la fecha de 





Resolución 1422 (2002) 
Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4572a sesión, celebrada el 12 de julio de 2002  
(Fuente:  “Resolución 1422 (2002)”. 
www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/0/5ce3c6acfa0e1acec1256c8b003bf7c4?Opendocument. 12 de julio 
del 2002). 
 
El Consejo de Seguridad,  
Tomando nota de la entrada en vigor, el 1° de julio de 2002, del Estatuto de la Corte Penal Internacional, 
hecho en Roma el 17 de julio de 1998 (el Estatuto de Roma),  
Destacando la importancia que tienen para la paz y la seguridad internacionales las operaciones de las 
Naciones Unidas,  
Observando que no todos los Estados son partes en el Estatuto de Roma,  
Observando que los Estados Partes en el Estatuto de Roma han optado por aceptar su competencia de 
conformidad con el Estatuto y, en particular, con el principio de la complementariedad,  
Observando que los Estados que no son partes en el Estatuto de Roma continuarán desempeñando sus 
responsabilidades en el ámbito de sus jurisdicciones nacionales en relación con crímenes internacionales,  
Determinando que las operaciones establecidas o autorizadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas se despliegan para mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales,  
Determinando también que redunda en interés de la paz y la seguridad internacionales dar facilidades a los 
Estados Miembros para que puedan contribuir a las operaciones establecidas o autorizadas por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas,  
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas,  
1. Pide, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del Estatuto de Roma, que la Corte Penal 
Internacional, si surge un caso en relación con acciones u omisiones relacionadas con operaciones 
establecidas o autorizadas por las Naciones Unidas y que entrañe la participación de funcionarios, ex 
funcionarios, personal o antiguo personal de cualquier Estado que no sea parte en el Estatuto de Roma y 
aporte contingentes, no inicie ni prosiga, durante un período de doce meses a partir del 1° de julio de 2002, 
investigaciones o enjuiciamiento de ningún caso de esa índole salvo que el Consejo de Seguridad adopte una 
decisión en contrario;  
2. Expresa la intención de renovar en las mismas condiciones, el 1° de julio de cada año, la petición que se 
indica en el párrafo 1 para períodos sucesivos de doce meses durante el tiempo que sea necesario;  
3. Decide que los Estados Miembros no tomarán ninguna medida que no esté en consonancia con el párrafo 1 
y con sus obligaciones de carácter internacional.  




Resolución 1487 (2003), 
Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4772a sesión, celebrada el 12 de junio de 2003 
(Fuente: “Resolución 1487 (2003)”. 
www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/TestFrame/cf31284f3b6f22b6c1256d4700276fcb?Opendocument.12 
de junio de 2003) 
 
 
El Consejo de Seguridad,  
Tomando nota de la entrada en vigor, el 1° de julio de 2002, del Estatuto de la Corte Penal Internacional, 
hecho en Roma el 17 de julio de 1998 (el Estatuto de Roma),  
 
Destacando la importancia que tienen para la paz y la seguridad internacionales las operaciones de las 
Naciones Unidas,  
 
Observando que no todos los Estados son partes en el Estatuto de Roma,  
 
Observando que los Estados Partes en el Estatuto de Roma han optado por aceptar su competencia de 
conformidad con el Estatuto y, en particular, con el principio de la complementariedad,  
 
Observando que los Estados que no son partes en el Estatuto de Roma continuarán cumpliendo sus 
obligaciones en el ámbito de sus jurisdicciones nacionales en relación con crímenes internacionales,  
 
Determinando que las operaciones establecidas o autorizadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones 
Unidas se despliegan para mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales,  
 
Determinando también que redunda en interés de la paz y la seguridad internacionales dar facilidades a los 
Estados Miembros para que puedan contribuir a las operaciones establecidas o autorizadas por el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas,  
 
Actuando con arreglo al Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas,  
 
1. Pide, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 16 del Estatuto de Roma, que la Corte 
Penal Internacional, si surge un caso en relación con acciones u omisiones relacionadas 
con operaciones establecidas o autorizadas por las Naciones Unidas y que entrañe la 
participación de funcionarios, ex funcionarios, personal o antiguo personal de cualquier 
Estado que no sea parte en el Estatuto de Roma y aporte contingentes, no inicie ni prosiga, 
durante un período de doce meses a partir del 1° de julio de 2003, investigaciones o 
enjuiciamiento de ningún caso de esa índole salvo que el Consejo de Seguridad adopte una 
decisión en contrario;  
2. Expresa la intención de renovar en las mismas condiciones, el 1° de julio de cada año, la 
petición que se indica en el párrafo 1 para períodos sucesivos de doce meses durante el 
tiempo que sea necesario;  
3. Decide que los Estados Miembros no tomarán ninguna medida que no esté en consonancia 
con el párrafo 1 y con sus obligaciones de carácter internacional;  




Resolución 1497 (2003) 
Aprobada por el Consejo de Seguridad en su 4803ª sesión, celebrada el 1° de agosto de 2003 
(Fuente: “Resolución 1497 (2003)”. 
www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/TestFrame/c279a7c36b3cc716c1256d90002962c5?Opendocument.
1 de agosto de 2003 
 
El Consejo de Seguridad,  
Profundamente preocupado por el conflicto de Liberia y por su repercusión en la situación humanitaria, incluida la 
trágica pérdida de incontables vidas inocentes, en ese país, y por sus efectos desestabilizadores para la región,  
 
Destacando la necesidad de establecer un entorno seguro que haga posible el respeto de los derechos humanos, 
incluido el bienestar y la rehabilitación de los niños, proteja el bienestar de los civiles y apoye la misión del 
personal humanitario,  
 
Recordando a las partes sus obligaciones contraídas en virtud del acuerdo de cesación del fuego de Liberia, firmado 
en Accra el 17 de junio de 2003,  
 
Recordando que en el párrafo 4 de la resolución 1343 (2001) se exige que todos los Estados tomen las medidas 
necesarias para impedir que grupos armados, así como individuos y grupos, utilicen sus territorios para preparar y 
perpetrar ataques contra países vecinos, y que se abstengan de toda acción que pudiere desestabilizar aún más la 
situación en las fronteras entre Guinea, Liberia y Sierra Leona,  
 
Encomiando a la Comunidad Económica de los Estados de África Occidental (CEDEAO), en particular a su 
Presidente, el Sr. Kufuor, Presidente de Ghana, por el liderazgo ejercido para facilitar el logro del mencionado 
acuerdo de cesación del fuego, y reconociendo la importancia fundamental del papel que ha desempeñado y 
necesariamente seguirá desempeñando en el proceso de paz de Liberia, de conformidad con lo dispuesto en el 
Capítulo VIII de la Carta de las Naciones Unidas,  
 
Encomiando también al Presidente de Nigeria, Sr. Olusegun Obasanjo, por los esfuerzos realizados para llevar la 
paz a Liberia,  
 
Recordando además que el 30 de junio de 2003 el Secretario General pidió al Consejo de Seguridad que autorizara 
el despliegue de una fuerza multinacional en Liberia,  
 
Determinando que la situación en Liberia constituye una amenaza para la paz y la seguridad internacionales, para la 
estabilidad de la subregión del África occidental y para el proceso de paz de Liberia,  
 
1. Actuando de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones 
Unidas,  
2. Autoriza a los Estados Miembros a que establezcan una fuerza multinacional en Liberia para 
respaldar la aplicación del acuerdo de cesación del fuego de 17 de junio de 2003, y en especial 
a que creen las condiciones necesarias para las fases iniciales de las actividades de desarme, 
desmovilización y reintegración, a fin de ayudar a establecer y mantener la seguridad en el 
período posterior a la partida del actual Presidente y la instauración de una nueva autoridad, 
teniendo en cuenta los acuerdos que alcancen las partes liberianas, y de asegurar un entorno 
propicio para la prestación de asistencia humanitaria, y prepararse para la introducción de una 
fuerza de estabilización de las Naciones Unidas a más largo plazo que reemplace a la fuerza 
multinacional;  
3. Declara que está dispuesto a establecer esa fuerza de estabilización de relevo de las Naciones 
Unidas para respaldar al gobierno de transición y ayudar en la aplicación de un acuerdo general 
de paz para Liberia y pide al Secretario General que presente al Consejo recomendaciones 
sobre la cantidad de efectivos, la estructura y el mandato de esa fuerza, preferiblemente antes 
del 15 de agosto de 2003, y sobre el despliegue posterior de la fuerza de las Naciones Unidas a 
más tardar el 1° de octubre de 2003;  
4. Autoriza a la Misión de las Naciones Unidas en Sierra Leona (UNAMSIL) a que preste el 




avanzados de la CEDEAO de la fuerza multinacional, sin perjuicio de la capacidad operacional 
de la UNAMSIL con respecto a su mandato en Sierra Leona;  
5. Pide al Secretario General que, a la espera de una decisión del Consejo de Seguridad sobre el 
establecimiento de una operación de mantenimiento de la paz de las Naciones Unidas en 
Liberia, tome todas las medidas necesarias, incluido el apoyo logístico necesario a los 
elementos de la CEDEAO de la fuerza multinacional, y el emplazamiento previo en lugares 
apropiados de los elementos logísticos y de personal esenciales para facilitar el rápido 
despliegue de la operación prevista;  
6. Autoriza a los Estados Miembros que participen en la fuerza multinacional en Liberia a tomar 
todas las medidas necesarias para cumplir su mandato;  
7. Pide a los Estados Miembros que aporten personal, equipo y otros recursos a la fuerza 
multinacional; y subraya que los gastos de la fuerza multinacional serán sufragados por los 
Estados Miembros participantes y mediante otras contribuciones voluntarias;  
8. Decide que los ex funcionarios u oficiales, o los que están actualmente en servicio, de un 
Estado aportante que no sea una parte del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, 
quedarán sujetos a la jurisdicción exclusiva de ese Estado aportante en relación con todos los 
presuntos actos u omisiones dimanantes de la fuerza multinacional o de la fuerza de 
estabilización de las Naciones Unidas en Liberia, o relacionados con ellas, a menos que ese 
Estado aportante haya renunciado expresamente a dicha jurisdicción exclusiva;  
9. Decide que las medidas dispuestas en los apartados a) y b) del párrafo 5 de la resolución 1343 
(2001) no se aplicarán a los suministros de armas y materiales conexos ni a la asistencia y 
capacitación técnicas destinados a prestar apoyo a la fuerza multinacional, o a su uso exclusivo 
por ésta;  
10. Pide que todos los Estados de la región se abstengan de cualquier acción que pudiera contribuir 
a la inestabilidad en Liberia o en las fronteras entre Liberia, Guinea, Sierra Leona y Côte 
d'Ivoire;  
11. Pide a las partes liberianas que cooperen con el Equipo de Verificación Mixto y la Comisión de 
Supervisión Conjunta establecidos en virtud del acuerdo de cesación del fuego de 17 de junio 
de 2003;  
12. Pide además a todas las partes liberianas y a los Estados Miembros que cooperen plenamente 
con la fuerza multinacional en Liberia en la ejecución de su mandato y respeten la seguridad y 
la libertad de movimiento de la fuerza multinacional, y que aseguren el acceso libre de 
obstáculos y seguro del personal de asistencia humanitaria internacional a las poblaciones 
necesitadas de Liberia;  
13. Subraya la urgente necesidad de que todas las partes liberianas signatarias del acuerdo de 
cesación del fuego de 17 de junio, en particular los líderes de LURD y MODEL, respeten de 
inmediato y escrupulosamente el acuerdo de cesación del fuego de 17 de junio, cesen de utilizar 
medios violentos y acuerden lo antes posible un marco político general para un gobierno de 
transición hasta que se puedan celebrar elecciones libres y limpias, y observa que a los fines de 
la realización de este objetivo es fundamental que se cumpla el compromiso de partir de Liberia 
asumido por el Presidente Charles Taylor;  
14. Exhorta a LURD y MODEL a que se abstengan de todo intento de asumir el poder por la 
fuerza, teniendo presente la posición de la Unión Africana sobre los cambios 
anticonstitucionales de gobierno, declarada en la Decisión de Argelia de 1999 y en la 
Declaración de Lomé de 2000;  
15. Decide examinar la cuestión de la aplicación de la presente resolución dentro de los treinta días 
siguientes a su aprobación para estudiar el informe y las recomendaciones del Secretario 
General que se piden en el párrafo 2 y considerar nuevas medidas que podrían requerirse;  
16. Pide que el Secretario General, por conducto de su Representante Especial, informe 
periódicamente al Consejo sobre la situación en Liberia en relación con la aplicación de la 
presente resolución, incluida la información sobre el cumplimiento de su mandato por la fuerza 
multinacional;  








Tabla 2: Recopilación de los Tratados Internacionales que hasta la fecha los Estados Unidos 
no han firmado o ratificado 
(Fuente: Hervella, Beatriz, “Desprecio de las Convenciones, 
www.rebelion.org/imperio/030319hervella.htm) 
 
Clase Nombre de Tratado Firma Ratificación 
Convención sobre los Derechos del Niño 16 de Febrero 1995 No ratificado 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a la participación de niños en los conflictos 
armados 
5 de Julio 2000 No ratificado 
Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos 
del Niño relativo a la venta de niños, la Prostitución infantil 
y la utilización de niños en la pornografía 
5 de Julio 2000 No ratificado 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales 5 de Octubre 1997 No ratificado 
Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, Destinado a Abolir la Pena de 
Muerte 








Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo 
del Crimen de Apartheid No firmado _ 
Convenio de Estocolmo sobre Contaminantes Orgánicos 
Persistentes 23 de Mayo 2001 No ratificado 
Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos 
transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación 22 de Marzo 1990 No ratificado 
Convenio sobre la Protección y Utilización de Cursos de 
Agua Transfronterizos y Lagos Internacionales No firmado _ 
Estatutos del Centro Internacional de Ingeniería Genética y 













Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar No firmado _ 
Tratado de prohibición completa de los ensayos nucleares 24 de Septiembre 
1996 No ratificado 
Convención sobre la Prohibición del Empleo, 
Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas 
Antipersonal y sobre su Destrucción 
No firmado _ 
Convención Internacional contra el reclutamiento, la 
utilización, la financiación y el entrenamiento de 
mercenarios 
No firmado _ 
Convenio Internacional para la represión de los atentados 
terroristas cometidos con bombas 12 de Enero 1998 









Convenio Internacional para la represión de la financiación 
del terrorismo 10 de Enero 2000 
26 de Junio 
2002 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer 
17 de Julio 1980 
 No ratificado 
Convención sobre el consentimiento para el matrimonio, la 
edad mínima para contraer matrimonio y el registro de los 
matrimonios 
10 de Diciembre 






Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la 
Explotación de la Prostitución Ajena No lo ha firmado _ 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 24 de Abril 1970 No ratificado 
Convención sobre la imprescriptibilidad de los Crímenes de 






Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional 
13 de Diciembre 





Organigrama 1: Estructura de la Corte Penal Internacional 
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Procedimiento Legal ante la Corte Penal Internacional 

























Si constituye fundamento 
para la investigación 
Impugnación de la 
Competencia o 
Admisibilidad de la Causa 
presentada (R.60). Se 
presenta al Presidente y 
conoce la Sala de Primera 
Instancia.
SALA DE CUESTIONES 
PRELIMINARES 
Decide si autoriza o no la
investigación. Las víctimas pueden
presentar observaciones (Art. 15). El
Fiscal tiene en cuenta para su
convicción: 
• Que el crimen sea competencia 
de la Corte. 
• Que la causa sea o no 
admisible ( Art. 17). 
Una vez que se autorice al Fiscal
para investigar, debe notificar a los
Estados Partes y estos señalarán si
han ejercido su jurisdicción (Art. 18)
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del Fiscal (Regla 53). 
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  Se inicia por: 
a. El Fiscal (Art 15). 
b. Remisión Consejo de 
Seguridad NU. 
c. Remisión de un Estado 
Parte (Art. 14). 
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apelación por el condenado o por el 
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errores de hecho o derecho (Art. 18, b 
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ACCIÓN DE REVISIÓN 
Está por fuera del trámite, se 
presenta un hecho nuevo que 
cambia los sucesos. 
CONDENA 
• Pena a perpetuidad 
• Pena no superior a 30 
años 
• Multa 




Lista de Firmas y Ratificaciones al Estatuto de Roma 
Al 27 de septiembre de 2004, el Estatuto de Roma cuenta con 139 firmas y con 97 Estados 
miembros (ratificaciones)100. 
 
Participantes Firmas Ratificación, Aceptación (A), Aprobación (AA), Accesión (a) 
Afganistán    10 Feb 2003 a 
Albania  18 Jul 1998 31 Ene 2003 
Algeria  28 Dic 2000  
Andorra  18 Jul 1998 30 Abr 2001 
Angola  7 Oct 1998  
Antigua y Barbuda  23 Oct 1998 18 Jun 2001 
Argentina  8 Ene 1999 8 Feb 2001 
Armenia  1 Oct 1999  
Australia  9 Dic 1998 1 Jul 2002 
Austria  7 Oct 1998 28 Dic 2000 
Bahamas  29 Dic 2000  
Bahrein  11 Dic 2000  
Bangladesh  16 Sep 1999  
Barbados  8 Sep 2000 10 Dic 2002 
Bélgica  10 Sep 1998 28 Jun 2000 
Belice  5 Abr 2000 5 Abr 2000 
Benin  24 Sep 1999 22 Ene 2002 
Bolivia  17 Jul 1998 27 Jun 2002 
Bosnia y Herzegovina  17 Jul 2000 11 Abr 2002 
Botswana  8 Sep 2000 8 Sep 2000 
Brasil  7 Feb 2000 20 Jun 2002 
Bulgaria  11 Feb 1999 11 Abr 2002 
Burkina Faso  30 Nov 1998 16 Abr 2004 
Burundi  13 Ene 1999 21 Sep 2004 
Camboya  23 Oct 2000 11 Abr 2002 
Camerún  17 Jul 1998  
Canadá  18 Dic 1998 7 Jul 2000 
Cabo Verde  28 Dic 2000  
República Central Africana 7 Dic 1999 3 Oct 2001 
Chad  20 Oct 1999  
Chile  11 Sep 1998  
                                                 
100  Multilateral Treaties deposited with the Secretary General: Rome Statute of the International Criminal 




Colombia  10 Dic 1998 5 Ago 2002 
Comores  22 Sep 2000  
Congo  17 Jul 1998 3 Mayo 2004 
Costa Rica  7 Oct 1998 7 Jun 2001 
Costa de Marfil 30 Nov 1998  
Croacia  12 Oct 1998 21 Mayo 2001 
Cyprus  15 Oct 1998 7 Mar 2002 
República Checa  13 Abr 1999  
República Democrática del Congo  8 Sep 2000 11 Abr 2002 
Dinamarca  25 Sep 1998 21 Jun 2001 
Djibouti  7 Oct 1998 5 Nov 2002 
Dominica   12 Feb 2001 a 
República Dominicana  8 Sep 2000  
Ecuador  7 Oct 1998 5 Feb 2002 
Egipto  26 Dic 2000  
Eritrea  7 Oct 1998  
Estonia  27 Dic 1999 30 Ene 2002 
Fiji  29 Nov 1999 29 Nov 1999 
Finlandia  7 Oct 1998 29 Dic 2000 
Francia  18 Jul 1998 9 Jun 2000 
Gabón  22 Dic 1998 20 Sep 2000 
Gambia  4 Dic 1998 28 Jun 2002 
Georgia  18 Jul 1998 5 Sep 2003 
Alemania  10 Dic 1998 11 Dic 2000 
Ghana  18 Jul 1998 20 Dic 1999 
Grecia  18 Jul 1998 15 Mayo 2002 
Guinea  7 Sep 2000 14 Jul 2003 
Guinea-Bissau  12 Sep 2000  
Guyana  28 Dic 2000 24 Sep 2004 
Haití  26 Feb 1999  
Honduras  7 Oct 1998 1 Jul 2002 
Hungría  15 Ene 1999 30 Nov 2001 
Islandia  26 Ago 1998 25 Mayo 2000 
Irán (República Islámica de)  31 Dic 2000  
Irlanda  7 Oct 1998 11 Abr 2002 
Israel 31 Dic 2000  
Italia  18 Jul 1998 26 Jul 1999 
Jamaica  8 Sep 2000  




Kenya  11 Ago 1999  
Kuwait  8 Sep 2000  
Kyrguizstán  8 Dic 1998  
Latvia  22 Abr 1999 28 Jun 2002 
Lesotho  30 Nov 1998 6 Sep 2000 
Liberia  17 Jul 1998 22 Sep 2004 
Liechtenstein  18 Jul 1998 2 Oct 2001 
Lituania  10 Dic 1998 12 May 2003 
Luxemburgo  13 Oct 1998 8 Sep 2000 
Madagascar  18 Jul 1998  
Malawi  2 Mar 1999 19 Sep 2002 
Malí  17 Jul 1998 16 Ago 2000 
Malta  17 Jul 1998 29 Nov 2002 
Islas Marshall  6 Sep 2000 7 Dic 2000 
Mauricio  11 Nov 1998 5 Mar 2002 
México  7 Sep 2000  
Mónaco  18 Jul 1998  
Mongolia  29 Dic 2000 11 Abr 2002 
Marruecos 8 Sep 2000  
Mozambique  28 Dic 2000  
Namibia  27 Oct 1998 25 Jun 2002 
Nauru  13 Dic 2000 12 Nov 2001 
Netherlands4  18 Jul 1998 17 Jul 2001 A 
Nueva Zelanda5  7 Oct 1998 7 Sep 2000 
Níger  17 Jul 1998 11 Abr 2002 
Nigeria  1 Jun 2000 27 Sep 2001 
Noruega  28 Ago 1998 16 Feb 2000 
Omán  20 Dic 2000  
Panamá  18 Jul 1998 21 Mar 2002 
Paraguay  7 Oct 1998 14 May 2001 
Perú  7 Dic 2000 10 Nov 2001 
Filipinas  28 Dic 2000  
Polonia  9 Abr 1999 12 Nov 2001 
Portugal  7 Oct 1998 5 Feb 2002 
República de Corea  8 Mar 2000 13 Nov 2002 
República de Moldava  8 Sep 2000  
Rumania  7 Jul 1999 11 Abr 2002 
Federación Rusa  13 Sep 2000  




San Vicente y las Granadinas  3 Dic 2002 a 
Samoa  17 Jul 1998 16 Sep 2002 
San Marino  18 Jul 1998 13 May 1999 
Santo Tomás y Príncipe  28 Dic 2000  
Senegal  18 Jul 1998 2 Feb 1999 
Serbia y Montenegro  19 Dic 2000 6 Sep 2001 
Seychelles  28 Dic 2000  
Sierra Leona  17 Oct 1998 15 Sep 2000 
Eslovaquia  23 Dic 1998 11 Abr 2002 
Eslovenia  7 Oct 1998 31 Dic 2001 
Islas Salomón 3 Dic 1998  
Sudáfrica  17 Jul 1998 27 Nov 2000 
España  18 Jul 1998 24 Oct 2000 
Sudán  8 Sep 2000  
Suecia  7 Oct 1998 28 Jun 2001 
Suiza  18 Jul 1998 12 Oct 2001 
República Arábica de Siria 29 Nov 2000  
Tayikistán  30 Nov 1998 5 May 2000 
Tailandia  2 Oct 2000  
República Yugoslava de Macedonia  7 Oct 1998 6 Mar 2002 
Timor del Este   6 Sep 2002 a 
Trinidad y Tobago  23 Mar 1999 6 Abr 1999 
Uganda  17 Mar 1999 14 Jun 2002 
Ucrania  20 Ene 2000  
Emiratos Árabes Unidos 27 Nov 2000  
Reino Unido de Gran Bretaña y el 
Norte de Irlanda  30 Nov 1998 4 Oct 2001 
República Unida de Tanzania  29 Dic 2000 20 Ago 2002 
Estados Unidos de América 31 Dic 2000  
Uruguay  19 Dic 2000 28 Jun 2002 
Uzbekistán  29 Dic 2000  
Venezuela  14 Oct 1998 7 Jun 2000 
Yemen  28 Dic 2000  
Zambia  17 Jul 1998 13 Nov 2002 









Lista de países que han firmado Acuerdos Bilaterales con Estados Unidos 
68 Estados hasta el 1 de Septiembre de 2004  
(Fuente: “Estados que han firmado los acuerdos”. web.amnesty.org/pages/icc-imp_agrees-esl.  
Última actualización 7 de Abril de 2004. 
País Status 
Afganistán Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Albania Estado Parte del Estatuto de Roma. El Parlamento ya ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Antigua y Barbuda Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Azerbaiyán Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. El Parlamento ha ratificado el Acuerdo Bilateral. 
Bahréin Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Bangladesh Estado signatario del Estatuto de Roma 
Belice Estado Parte del Estatuto de Roma 
Bolivia Estado Parte del Estatuto de Roma.  
Bosnia y Herzegovina Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. El Parlamento ya ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Botsuna Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Brunei Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. 
Burkina Faso Estado Parte del Estatuto de Roma 
Bután Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. El parlamento ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Camboya Estado Parte del Estatuto de Roma. 
Chad Estado signatario del Estatuto de Roma 
Colombia Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Congo-Brazzaville Estado Parte del Estatuto de Roma 
Costa de Marfil Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Djibouti Estado Parte del Estatuto de Roma 
Egipto Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Eritrea Estado signatario del Estatuto de Roma 
El Salvador Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. El parlamento ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Fiji Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Filipinas Estado signatario del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Gabón Estado Parte del Estatuto de Roma.  
Gambia Estado Parte del Estatuto de Roma. El Parlamento ya ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Georgia Estado Parte del Estatuto de Roma. El Parlamento ya ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Ghana Estado Parte del Estatuto de Roma. Ya ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Guinea Estado Parte del Estatuto de Roma. 
Guinea Ecuatorial Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. 
Guyana Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Haiti Estado signatario del Estatuto de Roma 






Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. 
Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto 
ejecutivo. 
Islas Marshall Estado Parte del Estatuto de Roma 
Islas Salomón Estado signatario del Estatuto de Roma 
Israel Estado signatario del Estatuto de Roma. Ya ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Kazajistán Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. El Parlamento ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Kirskijistán Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Kuwait Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Laos Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. 
Liberia Estado signatario del Estatuto de Roma 
Macedonia Estado Parte del Estatuto de Roma. El Parlamento ya ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Madagascar Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Malawi Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo Bilateral a través de un acuerdo ejecutivo. 
Maldivas Estado No Parte de la Corte Penal Internacional 
Panamá Estado Parte del Estatuto de Roma. El Parlamento 
ratifico el acuerdo. 
República Centroafricana Estado Parte del Estatuto de Roma. 
República Democrática del Congo Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo 
Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
República Dominicana Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Ruanda Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. 
Rumania Estado Parte del Estatuto de Roma. 
Senegal Estado Parte del Estatuto de Roma 
Seychelles Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Sierra Leona Estado Parte del Estatuto de Roma 
Sri Lanka Estado No Parte de la Corte Penal Internacional. 
Tailandia Estado signatario del Estatuto de Roma 
Tayikistán Estado Parte del Estatuto de Roma. El Parlamento ya 
ratificó el Acuerdo Bilateral. 
Timor Oriental Estado Parte del Estatuto de Roma. Ya ratificó el 
Acuerdo Bilateral. 
Togo Estado No Parte de la Corte Penal Internacional 
Tonga Estado No Parte de la Corte Penal Internacional 
Tunez Estado No Parte de la Corte Penal Internacional 
Turkmenistán Estado No Parte de la Corte Penal Internacional 
Tuvalu Estado No Parte de la Corte Penal Internacional 
Uganda Estado Parte del Estatuto de Roma. Ratificó el Acuerdo 
Bilateral a través de un decreto ejecutivo. 
Uzbekistán Estado signatario del Estatuto de Roma. 
Yibuti Estado Parte del Estatuto de Roma 
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